
ARTICULOS 26, 35, 36, 40, 73, 116, 120, 122 Y 135
CONSTITUCIONALES

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Puntos Constitucionales, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversos artículos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Puntos Constitucionales con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72 y 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39, 45 numeral 6, incisos f) y g) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55,
56, 60,87 y 88, del reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de los integrantes de esta honora-
ble Asamblea el presente: 

DICTAMEN

I. Antecedentes del proceso legislativo.

1. En sesión ordinaria, celebrada el 14 de septiembre del
2006 en la Cámara de Diputados el H. Congreso de la
Unión, el Dip. José Manuel del Río Virgen del Grupo Par-
lamentario del Partido de Convergencia presentó iniciativa
con proyecto decreto que adiciona una fracción VI al artí-
culo 35, agrega un párrafo al artículo 39 y 71, se agregan
dos párrafos, XXXI y XXXII al artículo 73, se agrega frac-
ción VIII al artículo 116 todos ellos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, que se considera
en este dictamen por coincidir en la materia. 

2. En sesión ordinaria, celebrada el 21 de noviembre del
2006 en la Cámara de Diputados el H. Congreso de la
Unión, el Dip. Santiago Gustavo Pedro Cortés, del Grupo
Parlamentario del partido del trabajo presentó iniciativa
con proyecto decreto por el cual se adiciona un segundo
párrafo al artículo 8; se adicionan una fracción IV y una V
al artículo 35, corriéndose en su orden las actuales fraccio-
nes IV y V, para pasar a ser VI y VII, respectivamente; se

adiciona una fracción VI al artículo 36; se adiciona una
fracción IV al artículo 71; se adiciona una fracción
XXVIII, actualmente derogada, al artículo 73; se adiciona
una fracción VII, actualmente derogada, al artículo 74; se
adiciona un párrafo tercero a la fracción II del artículo 115;
se adiciona un párrafo 11 al artículo 135, todos ellos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que se considera en este dictamen por coincidir en la mate-
ria. 

3. En sesión ordinaria, celebrada el 7 de diciembre de 2006
en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el
Dip. Jesús Ramírez Stabros, de Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó una iniciati-
va que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, misma que se considera para ser dictaminada por coin-
cidir en la materia. 

4. En sesión ordinaria, celebrada el 12 de diciembre del
2006 en la Cámara de Diputados el H. Congreso de la
Unión, el Dip. David Mendoza Arellano, del Grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática pre-
sentó iniciativa por la que se reforman la fracción I del ar-
tículo 35, la fracción III del artículo 36, el artículo 39, el
artículo 40, el segundo párrafo del artículo 71, el artículo
115 y el artículo 135; y se adicionan el artículo 35 con una
fracción VI, el artículo 41 con una fracción V, el artículo 71
con una fracción IV, el artículo 73 con una fracción XXIX-
N y el artículo 135 con dos párrafos, todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se con-
sidera en este dictamen por coincidir en la materia.

5. En sesión ordinaria, celebrada el 27 de marzo del 2007
en la Cámara de Diputados el H. Congreso de la Unión, la
Dip. Mónica Fernández Balboa del Grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática presentó inicia-
tiva que adicionan una fracción VI al artículo 35, una frac-
ción IV al artículo 71, una fracción XXXI al artículo 73,
una fracción IX al artículo 74, una fracción VIII al artículo
116, un inciso p) al artículo 122 en su base primera, frac-
ción V, pasando el actual inciso o) a ser inciso p), y un se-
gundo párrafo al artículo 135; se reforman la fracción III
del artículo 36, el artículo 39, la fracción XXX del artículo
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73, la fracción VIII del artículo 74, y el inciso o) del artí-
culo 122, en su base primera, fracción V; se reforma y adi-
ciona el artículo 40; y se modifican el párrafo segundo del
artículo 71, y los párrafos primero y segundo del artículo
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos se considera en este dictamen por coincidir en la
materia. 

6. En sesión ordinaria, celebrada el 26 de abril de 2007 en
la Cámara de Diputados el H. Congreso de la Unión, la
Dip. Marina Arvizu Rivas, del Grupo parlamentario Alter-
nativa presentó iniciativa por la que se reforman los artícu-
los 35, 41, 71, 73, 89, 99, 116 y 135 todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se
considera en este dictamen por coincidir en la materia.

7. En sesión ordinaria, celebrada el 26 de abril de 2007 en
la Cámara de Diputados el H. Congreso de la Unión, el
Dip. Javier González Garza, del Grupo parlamentario del
partido de la Revolución Democrática y suscrita por los di-
putados Juan N. Guerra Ochoa y Pablo Trejo Pérez del
mismo grupo parlamentario, presentó iniciativa por la que
se reforman los artículos 35, 36, 38, 40, 41, 54, 60, 71, 99,
102 y 116 todos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que se considera en este dictamen por
coincidir en la materia, en lo que respecta a su contenido
sobre las propuestas de democracia participativa.

8. En sesión ordinaria, celebrada el 3 de mayo de 2007 en
la Cámara de Diputados el H. Congreso de la Unión, el
Dip. Raymundo Cárdenas Hernández, del Grupo parla-
mentario del partido de la Revolución Democrática, pre-
sentó iniciativa por la que se reforman los artículos 35, 36,
38, 40, 41, 54, 60, 71, 99, 102 y 116 todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, tomándo-
se en consideración para el contenido del presente dicta-
men, las propuestas de democracia participativa planteadas
en esta iniciativa.

9. En sesión ordinaria, celebrada el 31 de julio de 2007 en
la Cámara de Diputados el H. Congreso de la Unión, las di-
putadas Claudia Lilia Cruz Santiago e Irene Aragón Casti-
llo del Grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática presentaron iniciativa que reforman la frac-
ción I del artículo 35, la fracción III del artículo 36, el artí-
culo 39, el artículo 40, el segundo párrafo del artículo 71,
el artículo 115 y el artículo 135. Se adicionan, por su par-
te, al artículo 35 una fracción VI, el artículo 41 con una
fracción V, el artículo 71 con una fracción IV, el artículo 73
con una fracción XXIX-N y el artículo 135 con dos párra-

fos, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; de igual forma se considera por coincidir en la
materia de este dictamen. 

10. Con fecha 4 de diciembre de 2008, en sesión plenaria
de la Comisión de Puntos Constitucionales, existiendo el
quórum reglamentario, fue aprobado el presente dictamen,
por unanimidad de los presentes, por lo que se pone a con-
sideración de esta Cámara de Diputados, para su discusión
y resolución constitucional.

II. Materia de las iniciativas.

Las iniciativas enunciadas en el apartado de “Antecedentes
del proceso legislativo”, tienen como objetivo central for-
talecer la democracia existente en nuestro país; fortalecer
los mecanismos con los que cuenta la población para lograr
mayor participación en los procesos democráticos. Toman
como punto de partida, el debilitaiento de la democracia en
su modelo representativo, para llegar a una aspiración más
trascendente: la democracia participativa, es decir, aquélla
democracia en la que participa activamente la ciudadanía
en la toma de decisiones de la República. 

En lo particular, cada iniciativa tiene sus objetivos y pre-
tenden dar alternativas para modificar el esquema plantea-
do sobre el debilitamiento de la democracia representativa,
de diversa forma.

De esta manera, la iniciativa presentada por el Dip. José
Manuel del Río Virgen propone fundamentalmente, incluir
en el texto constitucional las figuras de referendo, plebisci-
to, iniciativa popular y revocación del mandato. Los argu-
mentos que expone con la finalidad de convencer, respon-
den a que “es facultad del Constituyente Permanente
imprimir los principios básicos y rasgos conforme a los
cuales se deberán regir la organización política de los me-
xicanos en todos los niveles”, así como el hecho de que
“los mexicanos no tenemos derecho a exigir a nuestros re-
presentantes y gobernantes que cumplan y respeten sus
compromisos de campaña; que legislen en el sentido que
marcan los estatutos de sus partidos; y que apliquen políti-
cas públicas conforme sus compromisos empeñados en
campaña”. La inclusión de tales figuras, arguye el diputa-
do, evitaría el abuso de poder.

Por su parte, el diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés,
propone en su iniciativa para reformar la Constitución Po-
lítica mexicana, incluir de igual forma que la iniciativa an-
terior, las figuras de referéndum, iniciativa popular, revo-



cación de mandato y plebiscito; pero además, incluye las
figuras de afirmativa ficta y voz ciudadana a los ayunta-
mientos. En esa tesitura, expone los siguientes argumentos:

“La sociedad mexicana tiene dos demandas muy ele-
mentales: la primera es la justicia y la segunda es la de-
mocracia (…) Con respecto a la última, quedó demos-
trada en las pasadas elecciones, que fueron las más
competidas con una baja participación de la ciudadanía,
porque los ciudadanos ya no se sienten representados
por los partidos políticos (…) La democracia represen-
tativa, formal y de mercado está agotada y es necesario
transitar hacia formas de democracia más evolucionadas
que respondan realmente a los intereses del pueblo (…)
La democracia representativa y formal exige la partici-
pación de la ciudadanía en la elección de los represen-
tantes a los cargos de elección, pero no permite la parti-
cipación del pueblo en la toma de las decisiones
fundamentales que tienen que ver con el rumbo que to-
ma la Nación”.

Con objetivos que trascienden el tema de este dictamen, la
iniciativa que presenta el diputado Jesús Ramírez Stabros,
plantea reformar el régimen de gobierno para establecer
uno que la doctrina y el derecho comparado internacional
denominan comúnmente como “semi-presidencial”. Pero
en lo que corresponde a la materia de este dictamen, la ini-
ciativa del diputado Ramírez Stabros, incluye como segun-
do objetivo, la inclusión en nuestra Carta Magna los pro-
cedimientos de participación ciudadana de iniciativa
popular, plebiscito, referéndum y referéndum constitucio-
nal, los cuales, según señala su promovente, “configuran
una renovada y ampliada esfera de derechos políticos a fa-
vor del depositario primigenio de la soberanía”. Sobre este
segundo objetivo de su reforma, el diputado Ramírez Sta-
bros, expone que:

“La Nación mexicana debe avanzar en el siglo XXI,
perfeccionando y ampliando los cauces para el ejercicio
democrático, como resultado de la experiencia de dos-
cientos años de vida independiente y de la reflexión y
acción de individuos ocupados en la consolidación de la
democracia en México, único sistema compatible con la
dignidad humana y las legítimas aspiraciones de sus ha-
bitantes (…) En México, reconocemos diversas etapas
en el desarrollo de nuestra democracia:

• La primera, con la Constitución de 1917 que esta-
bleció el sufragio universal y directo, dejando atrás

las prácticas que en el siglo XIX limitaron el voto
activo en razón de propiedad o nivel de instrucción.

• La segunda, cuatro décadas más tarde, con el reco-
nocimiento constitucional del derecho de sufragio
femenino, del que en 2003 conmemoramos su cin-
cuentenario.

• La tercera, entre los años sesenta y setenta, con el
establecimiento y desarrollo del marco constitucio-
nal para la incorporación y aportación de las minorí-
as al poder legislativo.

• La cuarta, en los años noventa, con la autonomía y
ciudadanización de los órganos electorales, que dio
transparencia y certeza al sufragio.

• La quinta etapa, objeto de la presente iniciativa, es
la de una arquitectura política de controles recípro-
cos y contrapesos que converja a una distribución
más eficiente del poder delegado a las instituciones,
a través de la instauración del semi-presidencialismo
y de los derechos de participación ciudadana”.

Por otra parte, en el contenido de la propuesta de reforma
del diputado David Mendoza Arellano, se busca instituir,
así mismo, tanto el plebiscito, referéndum, revocación de
mandato, la iniciativa popular, así como también el refe-
réndum constitucional y, para concretar su materialización,
propone la creación de un Instituto Federal de Participa-
ción Ciudadana. En su exposición de motivos, el diputado
Mendoza Arellano argumenta que “el sistema representati-
vo ha sido desvirtuado, a tal extremo que los representan-
tes populares son los únicos actores políticos y los repre-
sentados han quedado reducidos a la calidad de simples
espectadores, sujetos a los aciertos o errores, a la justicia o
a la arbitrariedad, a la corrupción y a la indiferencia de
quienes ellos mismos eligieron (…) En este sistema, los re-
presentados no tienen ninguna posibilidad de intervenir en
las decisiones de los representantes, lo cual se traduce en
un obstáculo para la formación de ciudadanía y para el pro-
ceso político en su conjunto (…) La propuesta pretende
que los ciudadanos participen en los procesos de consulta
del plebiscito y del referéndum y por otro lado, se reco-
nozca explícitamente el derecho de iniciar leyes a nivel fe-
deral ante el Congreso de la Unión”, así como la revoca-
ción del mandato y la creación de un Instituto Federal de
Participación Ciudadana.
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En lo que se refiere a la iniciativa de reforma constitucio-
nal propuesta por la diputada Mónica Fernández Balboa,
tiene como propósito la inclusión en nuestra Carta Magna,
así mismo, de las figuras de iniciativa popular, referéndum,
plebiscito y revocación del encargo. Para tales efectos,
considera importante los siguientes razonamientos:

“Todos aquéllos afectados por una decisión deben tener
la oportunidad de participar en el proceso de tomar esa
decisión. Considero que se debe hacer énfasis en dar
voz a los individuos y a las comunidades, cuyas opinio-
nes, anhelos y aspiraciones rara vez hallan eco o aten-
ción en los mecanismos tradicionales de la democracia
representativa. Esta iniciativa es parte del proceso de
transformación que apunta a promover mecanismos
prácticos de participación, medios transparentes de in-
formación e investigación, formación desde la educa-
ción básica en las formas de participación y un progra-
ma federal permanente cuya finalidad sea generar una
cultura de participación ciudadana en todos los niveles
de gobierno, con el consecuente resultado de concerta-
ción, tolerancia y colaboración que necesariamente que
desemboque en una evidente mejora en la calidad de vi-
da de los mexicanos (…) Entiendo que la participación
no debe limitarse a que las autoridades y organismos pú-
blicos informen a la población de sus actividades y de-
cisiones o inviten a los ciudadanos a presenciar sus de-
bates, sino que implica escuchar a la población en la
formulación de sus propios problemas y en la búsqueda
de oportunidades y mejoras”.

Con relación a la iniciativa presentada por la diputada Ma-
rina Arvizu Rivas, ésta tiene como objeto reformar la
Constitución Política mexicana para incluir el referéndum,
plebiscito y la iniciativa popular y para su argumentación,
expone lo siguiente:

“La consolidación del régimen democrático en México
ha encontrado una suerte de límite dadas las reglas de
funcionamiento del sistema político actual. Tales reglas
no logran resolver a la fecha el problema básico de go-
bernabilidad democrática. Las diferencias entre poderes
se trasladan prácticamente de manera frecuente al ámbi-
to del Poder Judicial, cuando en buena medida se tratan
de conflictos que requieren del consenso de las fuerzas
políticas (…) Efectivamente, la gran mayoría de las mu-
jeres y hombres de nuestro país carecen de los medios
efectivos para participar en la toma de decisiones, que
vayan más allá de la jornada electoral. Salvo excepcio-
nes, los derechos políticos de los ciudadanos se encuen-

tran limitados o restringidos a la esfera estrictamente
electoral y/o partidista, sin que exista una sola razón pa-
ra que la ciudadanía deba circunscribirse a intervenir en
la vida política del país exclusivamente por esas vías. La
incorporación de tales fórmulas constituye, en conse-
cuencia, una ampliación de derechos y libertades ciuda-
danas”.

En el mismo sentido las iniciativas presentadas por el di-
putado Javier González Garza y suscrita por los diputados
Juan N. Guerra y Pablo Trejo así como por el diputado
Raymundo Cárdenas Hernández, proponen la instituciona-
lización del plebiscito, el referéndum, la iniciativa popular
y la revocación del mandato, como mecanismos que forta-
lezcan la democracia mexicana. En tanto, agregan la nece-
sidad de creación de un Instituto Nacional de Elecciones
que organice dichos procesos así como las elecciones en
nuestro país. 

La propuesta del diputado González Garza considera, res-
pecto a su contenido que, “el conjunto de reformas que
plantea la presente iniciativa pretenden democratizar el
marco jurídico electoral introduciendo preceptos de parti-
cipación ciudadana, colocando fórmulas y candados que
disminuyen drásticamente el costo de las elecciones, inser-
tando disposiciones que aumentan la capacidad fiscaliza-
dora de la autoridad electoral, y proponiendo un nuevo di-
seño constitucional para la autoridad electoral, referida en
este proyecto como el Instituto Nacional de Elecciones y
Participación Ciudadana. También enfatizamos nuestra
postura para contribuir con una cultura de inclusión ciuda-
dana que observe con rigor la equidad entre los géneros y
la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres.”

Así mismo, la propuesta planteada por el diputado Ray-
mundo Cárdenas Hernández, enfatiza que “el cambio de
las condiciones de competencia generado con la reforma
electoral de 1996 y con la alternancia en el poder en 2000
no se ha reflejado en la legislación electoral, y nuestro mar-
co jurídico vigente ya muestra visos de agotamiento y ana-
cronismo, que ha provocado una excesiva intervención del
ámbito jurisdiccional por parte de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación para dirimir la controversia electoral en
todos los procesos”.

Finalmente, de las iniciativas señaladas en el apartado de
este dictamen “antecedentes del proceso legislativo”, la
propuesta elaborada y presentada por las diputadas Claudia
Lilia Cruz Santiago e Irene Aragón Castillo, tiene el mismo



objetivo que las descritas anteriormente: establecer las fi-
guras de democracia participativa tales como el plebiscito,
referéndum, iniciativa popular y revocación del mandato;
constituyéndose en los argumentos centrales, lo siguiente:

“Debemos lograr una democracia representativa plena y
transitar hacia una democracia participativa, en la cual
los ciudadanos participen activa y libremente, en forma
institucionalizada o autónoma, en las decisiones funda-
mentales que les conciernen; tengan el derecho y el de-
ber de evaluar el desempeño de sus gobernantes, legis-
ladores y representantes políticos y en su caso revocar
su mandato, así como la posibilidad legal de impulsar
iniciativas desde la sociedad. Construir esta democracia
supone una profunda transformación del viejo régimen
político, por lo que en el marco de la Reforma del Esta-
do es necesario revisar y modificar la actual Constitu-
ción Política con la participación y aprobación directa
de los ciudadanos”.

III. Consideraciones de la Comisión.

Derivado del estudio y análisis que hemos realizado duran-
te varias reuniones de trabajo, las cuales se complementan
con las opiniones recibidas del Centro de Estudios de De-
recho e Investigaciones Parlamentarias y del Centro de Do-
cumentación, Información y Análisis de la H. Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, hemos acordado pro-
cedente reformar la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos con efecto de incorporar mecanismos
de participación ciudadana a través del plebiscito y refe-
réndum. 

A ello es pertinente aclarar que las propuestas de iniciativa
ciudadana, revocación de mandato y la especial sobre cre-
ar un órgano de participación ciudadana y de que el IFE se
transforme en un Instituto Nacional de Participación Ciu-
dadana y Elecciones, fueron analizadas sin embargo no hay
acuerdo para su instauración, por lo que quedan sin efecto
dichas propuestas.

Justificación general sobre la reforma planteada.

En la Comisión de Puntos Constitucionales, observamos y
coincidimos con los proponenetes que la sociedad mexica-
na requiere de mecanismos constitucionales que le permi-
tan una mayor participación en los procesos democráticos
para la toma de decisiones, debido a la falta de respuesta de
los representantes sobre los asuntos de interés general.
Coincidimos en que existe un debilitamiento del modelo de

la democracia representativa derivado de la diversidad po-
lítica representada en el Congreso, modelo de democracia
que le hace falta mayor transparencia, rendición de cuentas
y sobre todo participación social.1

Ante ello, existe una demanda por parte de la sociedad de
que en cuestiones que son consideradas como de interés
general por la población, aquélla pueda tener participación
activa. 

Reconocemos la existencia de diversos métodos para enca-
rar este reclamo; sin embargo, consideramos que el meca-
nismo de referéndum y plebiscito puede efectivamente co-
laborar en el acercamiento entre representantes y
representados. Creemos que su implementación, y el fo-
mento a la participación, difundiendo la importancia y ac-
ceso de estos mecanismos de participación ciudadana, po-
drá convertirse en una eficiente herramienta de
participación de la ciudadanía en los asuntos públicos tan-
to a nivel federal como estatal. 

Así pues, el referéndum y plebiscito se conciben como un
instrumento de participación directa. Este tipo de democra-
cia (directa) se presenta cuando los ciudadanos participan
activamente y se involucran en los asuntos del Estado.2

El plebiscito consiste pues en un mecanismo que tiene in-
cidencia en actos políticos y medidas de gobierno, espe-
cialmente cuestiones de carácter territorial actos relativos
al ejercicio del gobierno. También puede concebirse como
el procedimiento jurídico por el que el Gobierno somete al
voto popular las leyes administrativas o los actos derivados
de la administración pública, cuya ratificación debe ser he-
cha por el pueblo.3

En el caso del referéndum, la ciudadanía manifiesta su
aprobación o rechazo previo a una decisión legislativa del
gobierno.4 En ese sentido, el referéndum puede ser consti-
tucional o legislativo. El referéndum constitucional consis-
te en someter a la decisión ciudadana, reformas, adiciones
a la Constitución. El referéndum legislativo, radica en so-
meter a la decisión ciudadana, reformas o adiciones a las
leyes.5

El referéndum puede ser consultivo (no obligatorio) o vin-
culante (obligatorio). Un referéndum consultivo deja la in-
terpretación del voto a la legislatura, su obligatoriedad se
basa en el coste político que supondría no obedecerlo y no
en una obligación legal. Por otro lado, un referéndum vin-
culante es posible sólo en algunos países y sobre algunos
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temas, además que se establece como requisito adicional la
participación de un número determinado de electores.6

El referéndum se realiza sólo en aquellos casos donde la
materia del debate es de naturaleza jurídica; es decir, sobre
la creación o modificación de una ley o precepto constitu-
cional. Algunos países lo consideran obligatorio para la re-
forma de disposiciones a su Constitución o a discreción de
la autoridad ejecutiva o legislativa en normas de carácter
secundario. Por ello, el referéndum puede considerarse co-
mo legislativo, constitucional o constituyente, en las situa-
ciones donde se discuta la regulación e implmentación de
un acto administrativo, la reforma constitucional o la crea-
ción de una nueva Constitución, respectivamente.7

Por su parte, el Plebiscito en una acepción más amplia es la
consulta que el gobierno hace al cuerpo electoral sobre un
acto de naturaleza gubernamental o constitucional, es decir
político, en el genuino sentido de la palabra. No gira en tor-
no a un acto legislativo, sino a una decisión política, aun-
que susceptible quizá de tomar una forma jurídica.8

Es la petición de la aprobación de un decreto gubernamen-
tal o la aprobación de las políticas generales del gobierno,
típicamente en Estados sin democracia, parlamentarismo o
un órgano representativo.9

Asimismo, puede entenderse como la resolución tomada
por todos los habitantes de un país a pluralidad de votos. Es
la votación de todos los ciudadanos para legitimar algo.10

Ante estas figuras de democracia paricipativa, existe la ne-
cesidad de hacer una reserva, en razón de que entre las ac-
tividades esenciales del Estado se encuentra la de satisfacer
las necesidades colectivas a través de la prestación de los
servicios públicos. Para la atención de esta diversidad de
servicios el Estado tiene que realizar erogaciones de miles
de millones de pesos, para lo cual recurre a diversos me-
dios para allegarse ingresos con los cuales satisfacer las ne-
cesidades colectivas.

La actividad financiera del Estado es la función que éste
desarrolla para procurarse los recursos necesarios y estar
en condiciones de sufragar los gastos públicos, destinados
a satisfacer las necesidades colectivas a su cargo, median-
te la prestación de los servicios prestación de los servicios
públicos correspondientes. Esta actividad se desenvuelve
dentro de la administración pública y tiene como finalidad
la satisfacción de las necesidades colectivas.

Los ingresos pueden provenir de la realización de actos re-
gulados dentro del marco del Derecho Privado, como son
aquéllos que obtiene el Estado cuando logra ganancias tan-
to industriales como comerciales por actividades realizadas
dentro de la esfera del Derecho Público; como son los que
percibe a través de impuestos.

De acuerdo a la fracción IV del artículo 31 constitucional,
el causante está obligado a contribuir al sostenimiento de
los gastos públicos, en la medida de su capacidad econó-
mica, pagando el impuesto correspondiente.

El impuesto es un acto de autoridad, derivado del Poder
Público que debe pagarse en contra de la voluntad del con-
tribuyente.

El Poder Público al establecer mediante leyes generales los
impuestos, persigue, además de lo señalado, las siguientes
finalidades:

*Fiscal. Obtener los ingresos económicos que precisa el
Poder Público para cumplir con los fines que tiene en-
comendados, entre los que se encuentra satisfacer las
necesidades colectivas.

*Política. Proteger a la economía nacional, mediante el
establecimiento de impuestos a manera de obstáculos a
los renglones de la producción o del consumo que desea
restringir, o fijar cuotas bajas o concede franquicias.

*Económico-social. Distribuir la riqueza nacional de
manera justa y equitativa, llevando los beneficios y re-
cursos económicos de las zonas en que se producen o
son más abundantes a aquéllas en donde son más nece-
sarios o carece de ellos.

Siendo así que la actividad del Estado es la de satisfacer las
necesidades de la nación proporcionando los servicios pú-
blicos que requiere, y para satisfacer dichas necesidades re-
quiere allegarse de recursos económicos, y una de las for-
mas para obtenerlos es mediante el cobro de los impuestos
y para ello tiene que ejercer su poder de imperio sobre los
ciudadanos y obligarlos a pagarlos, no es posible poner a
consideración del pueblo si quieren o no un impuesto, pues
de antemano será rechazado y el Estado se quedaría sin re-
cursos para satisfacer todo el cúmulo de necesidades de la
colectividad y la forma en que se van a gastar, por lo que
la materia tributaria y la presupuestal deben quedar fuera
de la consulta popular a través del referéndum y del ple-
biscito.



En América Latina, los mecanismos de democracia partici-
pativa se encuentran regulados en Argentina, Brasil, Co-
lombia, Cuba, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Panamá, Pe-
rú, Uruguay, Venezuela; con la finalidad de ilustrar el
modelo de democracia participativa que se pretende en es-
te dictamen, hacemos una breve referencia y estudio de las
diversas formas de regulación sobre los mecanismos de
participación ciudadana en los paises descritos así como en
algunos de Europa. 

En el caso de Argentina sólo la iniciativa popular como
mecanismo de democracia directa, es de carácter obligato-
rio, y los casos que no son objeto de ésta son: reformas a la
Constitución, Tratados Internacionales, tributos, presu-
puesto y materia penal. La consulta popular se circunscri-
be a los proyectos de Ley.

En Brasil a través de una cláusula transitoria de la Consti-
tución, a partir de 1993 se estableció un referéndum Cons-
titucional, así como una consulta popular sobre decisiones
de trascendencia nacional.

En Colombia se señala que la consulta popular no podrá re-
alizarse en concurrencia con otra elección, así como la
obligatoriedad de la derogación de una ley si así lo deter-
minan la mitad más uno de los votantes que concurran al
referendo, siempre y cuando haya participado por lo menos
la cuarta parte del padrón electoral, también menciona la
posibilidad de consultas populares a nivel local (departa-
mento o municipio). Menciona que no procede el referen-
do respecto de las leyes aprobatorias de los tratados inter-
nacionales, ni de la Ley de Presupuesto, ni de las referentes
a materias fiscales o tributarias. Se tiene posibilidad de que
la participación ciudadana tenga ingererencia a nivel Cons-
titucional tanto en la iniciativa popular como del referendo.

En Ecuador se utiliza indistintamente el término de consul-
ta popular para referirse también a la figura del referéndum
Constitucional; para que la decisión adoptada por la con-
sulta sea obligatoria se debe de contar con el respaldo de la
mayoría absoluta de los votantes. Pueden los propios ciu-
dadanos solicitar al Tribunal Supremo Electoral convocar a
la consulta en caso de reunir el ocho por ciento el padrón
electoral, siempre y cuando no se trate de reformas a la
Constitución. Se da la posibilidad de realizar consultas po-
pulares a nivel local. Se señala la prohibición de someter a
este sistema de consulta los asuntos tributarios. 

En Guatemala también se utiliza indistintamente el térmi-
no de consulta popular para referiste también al referén-
dum constitucional.

En Panamá se considera que forma parte de la consulta po-
pular el referéndum en materia Constitucional, es sólo una
de las formas como pueden ser aprobadas las reformas
Constitucionales, y en caso de haberse elegido éste resulta
de carácter obligatorio.

En Paraguay el referéndum de carácter legislativo puede
ser o no vinculante, dentro de las materias que no pueden
ser objetos de referéndum se señalan las de carácter inter-
nacional, las expropiaciones, las de defensa nacional, de la
propiedad inmobiliaria, sistemas tributarios, monetarios y
bancarios, el presupuesto, y las elecciones en sus tres nive-
les de gobierno.

En Perú se señala que los asuntos que pueden ser someti-
dos a referéndum son: reforma Constitucional, la legisla-
ción ordinaria, las ordenanzas municipales, así como las
materias relativas al proceso de descentralización y señala
como materias que no pueden someterse a este sistema de
consulta a: la supresión de los derechos fundamentales, los
de carácter tributario y presupuestal, ni los tratados inter-
nacionales en vigor. Es obligatorio el referéndum en mate-
ria constitucional, pudiéndose omitir cuando el proyecto de
ley ha sido aprobado por los dos tercios del número de con-
gresistas.

En Uruguay se tiene contemplada la posibilidad de formu-
lar proyectos sustitutivos que someterá a decisión plebisci-
taria en la reforma Constitucional, señalando una fórmula
detallada y compleja al respecto.

En el caso de Venezuela a través del término referéndum,
se refiere indistintamente a éste, y a las consulta popular,
llamándolo referéndum consultivo, pudiendo ser en los dis-
tintos niveles de gobierno. Para la validez del refrendo
abrogatorio señala la concurrencia de por lo menos el cua-
renta por ciento de los electores. Menciona como materias
no aptas al refrendo abrogatorio: las leyes de presupuesto,
las que establezcan o modifiquen impuestos, las de crédito
público ni de amnistía, las relativas a los derechos huma-
nos y las que aprueben tratados internacionales.

Se menciona que no podrá hacerse más de un refrendo
abrogatorio en un periodo constitucional por la misma ma-
teria. El refrendo es obligatorio en materia de reforma
Constitucional.
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Por su parte, con relación a la legislación y ejercicio de los
mecanismos de democracia semidirecta en los países de
Europa, en los casi 30 países de ese continente que han
adoptado nuevas constituciones desde 1989, solamente tres
no incluyeron instrumentos de democracia directa. Y las
“viejas” democracias también están progresivamente intro-
duciendo la iniciativa popular y el referéndum (como Ale-
mania, Portugal, Holanda, Francia y Suecia).

Por ejemplo, en España se denomina Referéndum Consul-
tivo a la consulta popular. El referéndum es obligatorio en
reforma total a la Constitución y facultativo en los casos de
reforma parcial. 

En Francia se menciona que podrán ser sometidos a refe-
réndum cualquier proyecto de ley que verse sobre la orga-
nización de los poderes públicos, sobre reformas relativas
a la política económica y social de la Nación y a los servi-
cios públicos que concurren en ella, o que propongan la ra-
tificación de un tratado, que sin ser contrario a la Constitu-
ción, pudiera tener incidencias en el funcionamiento de las
instituciones. Es vinculatorio el referéndum en caso de re-
formas a la Constitución.

En Irlanda se deja plasmado a nivel Constitucional la exis-
tencia de las principales modalidades del referéndum de-
jando los detalles de su regulación, como en otros países a
la ley respectiva.

En Italia se señala como requisito para la formulación de
una iniciativa de ley la propuesta por ciento cincuenta mil
electores como mínimo. El referéndum popular para la de-
rogación parcial o total de una ley puede ser también re-
querido por quinientos mil electores. No se permite el re-
feréndum en leyes tributarias y presupuestarias, de
amnistía y de indulto, ni de autorización para ratificar tra-
tados internacionales. Será vinculatorio si alcanza cierto
porcentaje de participación ciudadana. No habrá referén-
dum si el proyecto de ley hubiese sido aprobado en las Cá-
maras por una mayoría de dos tercios de sus respectivos in-
tegrantes.

En Suiza pueden someterse a referéndum las leyes y de-
cretos federales cuando lo soliciten cincuenta mil ciudada-
nos. Pueden ser también materia de referéndum: los trata-
dos internacionales, que sean de duración indeterminada y
no denunciable, prevean la adhesión a una organización in-
ternacional y los que lleven aparejada una unificación mul-
tilateral del derecho.

Respecto a la legislación y ejercicio de los mecanismos de
democracia directa en México, la Constitución mexicana
no establece procedimiento de participación ciudadana. Sin
embargo estos mecanismos están regulados en algunos es-
tados.

Las entidades federativas en las que existen mecanismos de
participación ciudadana directa son: Aguascalientes, Baja
California, Baja California Sur, Colima, Chihuahua, Distri-
to Federal, Durango, Estado de México, Guanajuato, Gue-
rrero, Jalisco, Michoacán, Morelos, Oaxaca, Puebla, Que-
rétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco,
Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas; son 5 las entida-
des federativas que no cuentan con ninguna figura de de-
mocracia participativa a saber: Campeche, Nayarit, Nuevo
León, Quintana Roo, y Tamaulipas.

Aunque cabe mencionar que Hidalgo, señala que “...la Ley
facultará al Ejecutivo Estatal para que establezca los pro-
cedimientos de participación y consulta popular en el siste-
ma estatal de planeación democrática...” y Tamaulipas ha-
ce mención de que dentro de las facultades del Congreso
local está el de legislar sobre aspectos de participación di-
recta de la ciudadanía y fijar las bases generales para que
los Ayuntamientos establezcan los procesos en esta mate-
ria. Sin embargo, no señalan a nivel Constitucional, ningún
mecanismo concreto a través del cual se desarrolle esta
participación ciudadana.

De los estados referidos, las figuras de referéndum y el ple-
biscito lo contemplan todos los Estados ya mencionados,
con excepción, en el caso del referéndum, de Baja Califor-
nia Sur y Chiapas, y del plebiscito de Guerrero, Querétaro
y Oaxaca.

En Baja California Sur, Colima, Chihuahua, Estado de Mé-
xico, Guanajuato, Jalisco, Oaxaca, Tabasco, Veracruz y Za-
catecas, se podrá someter a referéndum total o parcial las
reformas o adiciones a la Constitución, mientras que en
sentido negativo expresamente se pronuncian las Constitu-
ciones de los Estados de: Michoacán, Puebla y Zacatecas,
mientras que los restantes no hacen mención al respecto.

Con excepción de los Estados de Querétaro y Tlaxcala to-
dos los demás estados contemplan esta figura para los
asuntos de interés y trascendencia estatal.

En el Distrito Federal los resultados de plebiscito serán
vinculatorios para el convocante cuando una de las opcio-
nes obtenga la mayoría de la votación válidamente emitida.



En Guanajuato la Ley de la materia establecerá que el re-
sultado del plebiscito sea vinculatorio para el Titular del
Poder Ejecutivo. En Veracruz el referendo y el plebiscito
serán obligatorios en los casos que señale la Constitución y
la Ley.

En todos los estados se menciona expresamente que no son
objeto de participación ciudadana la materia fiscal o tribu-
taria, a excepción de los estados de Querétaro, Tlaxcala y
Veracruz.

Finalmente, es de indicar que los medios de participación
ciudadana como el referéndum y el plebiscito, son herra-
mientas que la ciudadanía demanda para tener una mayor
participación en la vida pública del país, y que en todo Es-
tado que se preocupe por tomar en consideración la opinión
de sus gobernados, se hace necesaria su implementación. 

En ese sentido y tomando en cuenta la gran tendencia de
los estados de la República de prever tales mecanismos, así
como de las iniciativas presentadas por los diputados fede-
rales durante la LX Legislatura, las cuales proponen esta-
blecer los medios de participación ciudadana en la Consti-
tución Federal, convocamos a reflexionar en la viabilidad
de establecerlos en nuestra Constitución el plebiscito y re-
feréndum como elementos que fortalecerán el Estado De-
mocrático, y dar un paso positivo como Estado incluyente
de la opinión de sus gobernados, fortalecer las relaciones
del gobierno-población, y crear un ambiente de correspon-
sabilidad entre el Estado y los gobernados, en decisiones
políticas y jurídicas

Justificación sobre las reformas en lo particular

Respecto al decreto de reforma constitucional, en esta Co-
misión proponemos las modificaciones que unifican crite-
rios respecto de la implementación de los procesos de ple-
biscito y referéndum de manera que la Constitución
establezca la obligación del Estado de establecer mecanis-
mos que garanticen al ciudadano la participación en los
asuntos públicos de mayor trascendencia para el país. 

Con el propósito de impulsar y vigorizar la democracia
participativa en los Estados Unidos Mexicanos, para que
los ciudadanos ejerzan una intervención eficaz en los asun-
tos públicos del país, se establece en el artículo 26 la po-
testad del Ejecutivo federal de sujetar la aplicación de las
políticas públicas de especial trascendencia al resultado del
plebiscito. Ello en razón de que la participación de los ciu-
dadanos en las decisiones de la administración pública de

carácter trascendental pueden ser legitimadas o revocadas
y con ello garantizar su implementación o su obligado re-
planteamiento para ser aceptadas. 

La reforma planteada para los artículos 35 y 36 se refieren
a garantizar al ciudadano la facultad de participar en los
procesos de plebiscito y referéndum dotándolo con ello de
una herramienta fundamental para la democracia en la to-
ma de decisiones.

Respecto al artículo 40, la reforma atiende en reconocer la
participación ciudadana como eje central del Estado, es de-
cir se establece la volutad del pueblo mexicano para cons-
tituirse como una República democrática y participativa.

En cuanto a la reforma planteada en el artículo 73, ésta tie-
ne como finalidad, establecer: por principio de cuentas la
obligación del Congreso de Legislar en materia de Plebis-
cito y Referéndum, y por consiguiente la de convocar a los
procesos que deriven del acuerdo de las cámaras para que
se realicen los procesos de referéndum a que haya lugar,
mismos que deberán sujetarse a los procedimientos y a las
condiciones que la ley determine. En dicha ley se deberá
establecer claramente la institución encargada de la reali-
zación de los procesos de consulta ciudadana. También de-
berán estar contenidos en legislación de la materia, los me-
canismos para su ejecución y los procedimientos para la
sustanciación de los mismos.

Las referidas en los artículos 116 y 122 obligan, el prime-
ro, a las legislaturas de las entidades federativas y, el se-
gundo, a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para
que legislen lo conducente a manera de garantizar en el
ámbito de su competencia, la sustanciación de los procesos
de plebiscito y de referéndum.

La reforma al artículo 120 responde a la necesidad de otor-
gar estos principios en aras de impulsar la democracia par-
ticipativa en las Entidades federativas. Es menester desta-
car que, los gobernadores estén facultados para convocar a
plebiscito consultivo a los ciudadanos de sus respectivos
Estados federados, tocante las políticas trascendentales que
en su momento la legislación secundaria determine, excep-
to las vinculadas a los asuntos fiscal y presupuestario. Ello
en razón de que, debe partirse de la división política-terri-
torial del Estado, que responde a cuestiones de carácter his-
tórico, geográficas, políticas y económicas, por lo que, los
gobiernos estatales han de responder de manera más direc-
ta y eficiente, al poder conocer los problemas de una co-
munidad de forma cercana e inmediata. 
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Así, la democracia participativa es una forma efectiva para
garantizar la autonomía constitucionalmente de las Entida-
des federativas, que a través de la ley específica, se regule
los distintos temas sujetos a plebiscito consultivo, con el
fin de intervenir en los asuntos que afecten directamente
sus intereses, conforme a los principios de descentraliza-
ción y de máxima proximidad de la gestión administrativa
a los ciudadanos.

Esto en razón de que, los gobernadores de los estados han
de verse comprometidos de una manera sutil y gradual a
través de las intervenciones, cada vez más intensas, de los
ciudadanos, especialmente en lo social y en el desarrollo
económico. 

El crecimiento de los servicios suministrados por el Estado
favorece la tendencia a crear la figura del plebiscito con-
sultivo sobre una base social funcional y participativa,
puesto que, esta complejidad de las políticas públicas y los
múltiples problemas por resolver han permitido una mayor
fuerza y autonomía a las diversas unidades de la adminis-
tración pública para diseñar su agenda de políticas públi-
cas. Esto hace complicado el cálculo y la previsión del
rumbo de las políticas públicas de los Estados, razón por al
cual, se percibe que, los ciudadanos adquieran cada vez
mayor influencia en el planteamiento de las políticas pú-
blicas, estableciendo directamente relaciones con servido-
res públicos o con legisladores, de forma tal que, se cons-
tituyan en impulsores indirectos de sus asuntos de interés.

De esta forma, los ciudadanos han de incorporarse en la
conformación de la agenda sobre las políticas públicas es-
tatales, razón por la cual, esta participación ciudadana es
básica para construir consensos sociales técnicos, socioló-
gicos, económicos, culturales y políticos, propiciando un
diseño e inserción de contenidos a proyectos de políticas
públicas estatales. 

El Referéndum Constitucional en el artículo 135, es de es-
pecial trascendencia para la vida democrática de México,
ya que pretende que las reformas o adiciones a la Constitu-
ción que traten sobre garantías sociales, la forma de Esta-
do o el régimen de gobierno, deberán ser sujetas a referén-
dum ratificatorio, con la finalidad de que la ciudadanía
exprese el poder soberano que le otorga la Constitución y
ratifique, o en su caso rechace, lo propuesto por los órga-
nos legislativos que integran el proceso de reforma consti-
tucional.

Esta es una fórmula democrática que tiene como principio
fundamental dotar de herramientas soberanas y con ello
obligar a los partidos políticos, a los gobernantes a propo-
ner reformas que beneficien a la sociedad en su conjunto,
que generen el desarrollo social y no de unos cuantos en lo
particular, y en especial a los ciudadanos a informarse de
los asuntos públicos para que en la toma de decisiones lo
hagan de manera correcta y no manipulada.

Por lo anteriormente expuesto y motivado de acuerdo con
la Constitución, la Ley Orgánica del Congreso General y el
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral, todos los ordenamientos de los Estados Unidos Mexi-
canos, esta Comisión dictaminadora, somete a considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados: 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS:

Artículo Único. Se adicionan un párrafo quinto al apar-
tado A del artículo 26, una fracción XXIX- Ñ al artícu-
lo 73, la fracción VIII al artículo 116; se reforman la
fracción I del artículo 35, la fracción III del artículo 36,
el artículo 40, el artículo 120, el inciso o) de la fracción
V de la Base Primera del artículo 122 y el artículo 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 26. 

A ….

…

…

…

El ejecutivo federal podrá someter a plebiscito de los
ciudadanos las políticas públicas de especial trascen-
dencia en los términos y bajo las condiciones que esta-
blezca la legislación respectiva, con excepción de los
asuntos de política fiscal, presupuestaria y de seguridad
nacional. Así mismo, los resultados de referido plebisci-
to tendrán efectos vinculatorios en las Entidades Fede-
rativas.

Artículo 35. …



I. Votar en las elecciones populares y participar en los
procesos de plebiscito y referéndum;

II. al V…

Artículo 36. …

I. …

II. …

III. Votar en las elecciones populares y participar en
los procesos de plebiscito y referéndum en los térmi-
nos que señale la ley;

IV. …

V. …

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse
en una República democrática, representativa, partici-
pativa, federal, compuesta de Estados libres y soberanos
en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos
en una federación establecida según los principios de esta
ley fundamental.

Artículo 73. El congreso tiene facultad: 

I al XXIX – N…

XXIX – Ñ. Para expedir las leyes que establezcan los
procesos de plebiscito y referéndum, y en su caso
convocar a los que haya lugar en los términos que es-
tablezca la ley. 

XXX…

Artículo 116. …

…

I al VII …

VIII. Las legislaturas de los estados deberán expedir
las leyes que estabezcan los procesos de plebiscito y
referéndum que garanticen el ejercicio del derecho
ciudadano a participar en los asuntos públicos de su
entidad.

Artículo 120. Los Gobernadores de los Estados están obli-
gados a publicar y hacer cumplir las leyes federales. Asi-
mismo, tendrán la facultad de convocar a plebiscito las
políticas públicas de especial trascendencia en los tér-
minos y bajo las condiciones que establezca la legisla-
ción respectiva, con excepción de los asuntos de política
fiscal y presupuestaria.

Artículo 122. …

…

…

…

…

…

A. a C. …

BASE PRIMERA. …

I. a IV. …

V. …

a) a ñ) …

o) Expedir las leyes para el Distrito Federal que
establezcan los proceso de plebiscito y referén-
dum; y

p) Las demás que se le confieran expresamente en
esta Constitución.

BASE SEGUNDA a BASE QUINTA. …

D. A LA H. …

Artículo 135. La presente Constitución puede ser adi-
cionada o reformada. Para que las adiciones o reformas
lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Con-
greso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes
de los individuos presentes, acuerden las reformas o
adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de
las legislaturas de los Estados. 
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Cuando las adiciones o reformas traten sobre: la forma
de estado o el régimen de gobierno; garantías sociales;
las adiciones o reformas deberán ser sometidas a refe-
réndum ratificatorio de todos los ciudadanos.

El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en
su caso, harán el cómputo de los votos de las legislatu-
ras, y la declaración de haber sido aprobadas las adi-
ciones o reformas. En aquellas adiciones o reformas a
que se refiere el párrafo segundo de este artículo, se
procederá a declarar la aprobación sólo si el resultado
del referéndum ratificatorio así lo confirma.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo de doce
meses contados a partir de la publicación del presente de-
creto, expedirá la legislación que sustancie los procesos de
referéndum y plebiscito a que se refiere la presente refor-
ma. 

Notas:

1 González Villaseñor, María Isabel, “El referéndum como derecho
constitucional de participación ciudadana directa”, comentario Jaime
Cárdenas Gracia, Breviarios Jurídicos, México, Porrúa, 2006, p. VIII. 

2 Ibídem, p. 13.

3 Ibídem

4 Ibidem 

5 Ibidem.

6 Véase: http://es.wikipedia.org/wiki/Iniciativa_popular

7 Zazueta Villegas, Ricardo, Op. Cit., p. 67.

8 Gamboa Montejano, Claudia, García San Vicente, María de la Luz y
González Chávez, Jorge, coordinador, Op. Cit., p.5.

9Véase: http://es.wikipedia.org/wiki/Iniciativa_popular.

10 Gamboa Montejano, Claudia, García San Vicente, María de la Luz
y González Chávez, Jorge, coordinador, Op. Cit., p.5.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 4 de di-
ciembre de 2008.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Raymundo
Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero To-
rres (rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero, Mónica Fernández Balboa
(rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres, José Jesús Reyna García
(rúbrica), Patricia Castillo Romero (rúbrica), Silvano Garay Ulloa (rú-
brica), secretarios; Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Fe-
lipe Borrego Estrada (rúbrica), Lariza Montiel Luis (rúbrica), Raúl
Cervantes Andrade (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica),
Leticia Díaz de León Torres, Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), Fidel
Antuña Batista (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Fran-
cisco Elizondo Garrido, Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Arely Ma-
drid Tovilla, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Victorio Ru-
bén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica),
Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica), Víctor Samuel Palma César
(rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar, Juan Francisco Rivera Bedoya (rúbrica),
Juan José Rodríguez Prats (rúbrica en contra), Salvador Ruiz Sánchez
(rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Puntos Constitucionales, con pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción XXIX-Ñ al artí-
culo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la LX Legis-
latura de la Cámara de Diputados, le fue turnada para su es-
tudio, análisis y dictamen correspondiente, una iniciativa
presentada por diputados integrantes de diversos grupos
parlamentarios, que adicionan una fracción XXIX-N al ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Los diputados que suscriben, integrantes de la comisión,
realizaron diversos estudios y consultas a efecto de revisar
el contenido de la iniciativa, e integrar el presente dictamen
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 39 y 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del



Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 55,
56, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
conforme a las deliberaciones que de la misma realizaron
sus miembros reunidos en pleno, presentan a esta asamblea
el siguiente

Dictamen

I.- Antecedentes del proceso legislativo.

a) En sesión celebrada el día 9 de mayo de 2007 en la Co-
misión Permanente, el diputado Cruz Pérez Cuéllar, en
nombre de los diputados Héctor Larios Córdova, coordina-
dor del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
Emilio Gamboa Patrón, coordinador del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional; María del
Pilar Ortega Martínez, Claudia Sánchez Juárez, Dora Ali-
cia Martínez Valero y Rogelio Carbajal Tejada, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Ra-
úl Cervantes Andrade, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, y Patricia Obdulia de Jesús
Castillo Romero, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia, todos pertenecientes a la LX Legislatura del Congreso
de la Unión, presentó iniciativa que adiciona una fracción
XXIX-N al artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada a esta
Comisión de Puntos Constitucionales para su dictamina-
ción.

b) Con fecha 4 de diciembre de 2008, en sesión plenaria de
la Comisión de Puntos Constitucionales, existiendo el quó-
rum reglamentario, fue aprobado el presente dictamen, por
unanimidad de los presentes, por lo que se pone a conside-
ración de esta Cámara de Diputados, para su discusión y
resolución constitucional.

II. Materia de la iniciativa.

La iniciativa materia del presente dictamen busca la conso-
lidación, actualización, simplificación y homologación de
la actividad registral, a través de otorgar la facultad al Con-
greso de la Unión para expedir una norma de carácter ge-
neral y de observancia federal para todo el territorio, ley
que se plantea que en todo momento sea respetuosa de la
autonomía y soberanía de los estados, así como el ámbito
de la federación.

Se afirma en la iniciativa que:

“…el registro público de la propiedad es una herra-
mienta fundamental para el funcionamiento de un siste-
ma económico, ya que contribuye a mejorar la seguri-
dad de la titularidad y tenencia de los bienes y
disminuye los costos de intercambio de éstos.

Un sistema registral eficiente promueve la inversión, in-
crementa las expectativas de recuperación de las inver-
siones de capital y disminuye el riesgo para los acree-
dores hipotecarios.

El Registro Público de la Propiedad es la institución me-
diante la cual la administración pública estatal (gobier-
no estatal) publicita los actos jurídicos que, conforme a
la ley, precisan de este requisito para surtir efectos fren-
te a terceros.

Con ello, el registro de la propiedad facilita las transac-
ciones, protege la seguridad de los derechos a que se re-
fieren dichos títulos, garantiza la certeza jurídica de la
titularidad de los inmuebles registrados, es garante de
legalidad en las transacciones del mercado inmobiliario
y contribuye a reducir los costos de averiguación, segu-
ro, litigiosidad e incertidumbre. La figura del “registro
de la propiedad” es nodal para la definición y la eficien-
te asignación de los derechos de propiedad.”

Añade que la administración de los registros públicos de la
propiedad es una atribución que corresponde a los estados
y al Distrito Federal, por lo que los criterios, pagos, proce-
dimientos, tiempos de respuesta, eficiencia y confiabilidad
y agilidad varían en cada una de las entidades federativas.
El funcionamiento del registro está regulado, en la mayoría
de los casos, por los códigos civiles locales, y en un núme-
ro reducido de estados por leyes especiales locales, así co-
mo los reglamentos expedidos al efecto.

Que es precisamente derivado de esa diversidad en las re-
gulaciones, aunada a una serie de problemas que se repiten
en la mayoría de los estados, ha generado que esta institu-
ción no responda a las demandas de seguridad jurídica en
la protección de los derechos de propiedad ni a los retos
que enfrenta una sociedad en evolución, que demanda ins-
tituciones ágiles y modernas que contribuyan a fortalecer la
inversión y que fomenten el crecimiento económico.

Entre los problemas que evitan el buen funcionamiento de
los registros públicos de los estados menciona:
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Que en la mayoría de las entidades federativas, las diversas
legislaciones y reglamentos aun establecen como sistema
registral el sistema de libros.

No cuentan con la tecnología adecuada para hacer más efi-
ciente su labor.

En algunos estados, los sistemas electrónicos empleados
por los registros carecen de fundamento jurídico y, por ello,
no constituyen prueba plena de la inscripción efectuada.

El tiempo de respuesta de una inscripción puede oscilar ac-
tualmente entre dos o tres días hasta seis meses, depen-
diendo de la entidad en que se encuentre la oficina regis-
tral.

La capacitación inadecuada del personal directivo y opera-
tivo.

El sistema registral está desvinculado de los sistemas ca-
tastrales. Dice la iniciativa que los sistemas de registro de
la propiedad documentan la propiedad legal, mientras que
el catastro registra las características físicas e identifica los
límites. Además, los registros son administrados por los
gobiernos estatales y los catastros son del orden municipal.
Su desvinculación genera frecuentemente diferencias en la
delimitación de propiedades y contradicciones entre ambos
registros.

Falta de uniformidad en el acceso a la información regis-
tral, lo que pueden contribuir a inhibir la inversión es la
forma tan diversa de administrar los registros de propiedad
y que no se tiene un sistema único de acceso a la informa-
ción registral en el país debido a la regulación jurídica ac-
tual.

De lo anterior, se concluye en la iniciativa que se ocasiona
una desvinculación con el proceso de desarrollo económi-
co del Estado; la falta de programas de modernización; la
falta de infraestructura, lo que propicia procesos registrales
lentos, obsoletos, inseguros y, en algunos casos, con opera-
ciones discrecionales, presupuestos reducidos, falta de pro-
gramas constantes de profesionalización para registrado-
res; legislación inoperante para el uso de sistemas
electrónicos, firma digital y trámites en línea y desvincula-
ción de otros registros; presencia de una evolución desigual
de la actividad registral, tanto humana como tecnológica; y
partir de una simple concepción de las oficinas registrales,
como simples archivos, y meros datos, mermando el fin pa-
ra el que fueron creados.

Para resolver los problemas que aquejan la actividad regis-
tral, la iniciativa propone facultar al Congreso de la Unión
para expedir leyes que establezcan las bases generales de
coordinación de las facultades concurrentes entre la fede-
ración, los estados y el Distrito Federal para la operación
de los registros públicos inmobiliarios y de personas mora-
les, mediante la adición de la fracción XXIX-N al artículo
73 de la Constitución General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Comenta que la redacción sugerida “de ninguna manera
significa federalizar los registros públicos de la propiedad,
ya que estamos convencidos de que ése no es el mejor ca-
mino, dado que ello podría limitar la competencia y la bús-
queda de soluciones locales. Por el contrario, la redacción
propuesta permite la expedición de una base jurídica que
establezca las bases generales de coordinación de las fa-
cultades concurrentes entre los órdenes de gobierno federal
y local, a fin de obtener mejores resultados, mediante la po-
tencialización de esfuerzos de los diversos órdenes de go-
bierno en materia registral inmobiliaria, más cuando ac-
tualmente se encuentra una dispersión de leyes, acuerdos y
demás dispositivos en materia de registro inmobiliario, que
ha provocado políticas encontradas o dispares.”

Por tanto, el objetivo que pretende es que el Congreso emi-
ta una ley en materia de operación de los registros públicos
inmobiliarios, pero que implicará un desarrollo conjunto de
las conductas y de las actividades de los gobiernos, en los
ámbitos federal y local; que el reconocimiento de la con-
currencia impone la distribución combinada, segmentaria y
hasta compartida que efectúa el constituyente en favor de
los distintos órdenes de gobierno federal y local, en rela-
ción con la materia, como ha sido en los casos más típicos
en nuestra experiencia constitucional, como salud, educa-
ción, protección del ambiente, turismo, pesca y acuacul-
tura.

Por ello, dice la iniciativa, es respetuosa de la soberanía y
de la autonomía de los estados, ya que se seguirían conser-
vando en favor de las entidades federativas diversas facul-
tades en la materia, como el aspecto tributario que sobre
los ingresos de registro perciben éstas, o la designación de
los funcionarios de dichos registros, la administración de
las instalaciones, entre otras atribuciones, dejando prácti-
camente sólo al Congreso legislar los aspectos relativos a
la forma y los términos del procedimiento de registro, me-
canismos de coordinación para la capacitación y moderni-
zación de éstos, y otras bases generales más.



La iniciativa tiene como objetivo:

Que mediante la expedición de un marco jurídico por el
Congreso se unifiquen u homologuen los sistemas registra-
les en todo el país, lo que se traduciría en los siguientes be-
neficios:

Simplificar procedimientos y agilizar trámites, lo que trae-
rá como resultado la reducción considerable de los tiempos
y costos de operación.

Reducir los conflictos jurídicos que, a su vez, impacten en
la disminución de costos que por impartición de justicia y
solución de conflictos de esta índole.

Reunir en un solo sistema el registro del Distrito Federal,
estatal o municipal, y –por ende– todos los referidos a una
misma propiedad, independientemente de la operación uni-
ficada del Registro Público de Comercio, que ya se realiza
en esas oficinas registrales.

Ofrecer al usuario realizar consultas a través de medios
electrónicos en cualquier parte del país, ya que las bases
generales normativas para el registro permiten una homo-
logación, que darían al usuario la confianza de que el trá-
mite registral se aplica de manera uniforme en todo el te-
rritorio nacional.

Reunir en las oficinas registrales de la propiedad los regis-
tros catastrales y de uso de suelo, con la consiguiente sim-
plificación de trámites y la reducción de costos para los go-
bernados.

Con lo anterior, afirman los proponentes, se generaría la
posibilidad de una base de datos para la planeación local y
regional. Se incentivaría la inversión y atracción de capita-
les, ya que se tendría mayor transparencia en las activida-
des y los actos que se inscriben en el Registro Público de
la Propiedad.

En el supuesto especial de los registros catastrales, añaden,
la reforma que propoen es base necesaria a efecto de privi-
legiar la recaudación de impuestos locales, la cual en ge-
neral se encuentra muy por debajo de los promedios inter-
nacionales.

III. Consideraciones de la Comisión.

Primera.- Para esta Comisión el poder público está obli-
gado a ofrecer a la población condiciones de seguridad ju-

rídica que garanticen la propiedad y posesión de los bienes
y favorezcan la transparencia de las relaciones entre los
particulares, a fin de impulsar el desarrollo económico y
social del país.

Conviene aquí hacer un breve análisis de lo que significa la
seguridad jurídica y la naturaleza y finalidades del registro
público de la propiedad, a efectos de ilustrar la importancia
del tema y de la propuesta que hacen los diputados propo-
nentes.

A) La seguridad jurídica.

La palabra “seguridad” deriva del latín securitas, -atis, que
significa “cualidad de seguro” o “certeza”, así como “cua-
lidad del ordenamiento jurídico, que implica la certeza de
sus normas y, consiguientemente, la previsibilidad de su
aplicación.”1

La seguridad jurídica la define Delfos así: “es la garantía
dada al individuo de que su persona, sus bienes y sus dere-
chos no serán objeto de ataques violentos o que, si éstos
llegan a producirse, le serán aseguradas por la sociedad
protección y reparación”.2 Dicho en otras palabras, la se-
guridad jurídica es la certeza que tiene el individuo de que
su situación jurídica no será modificada más que por pro-
cedimientos regulares, establecidos previamente.3

La seguridad jurídica puede entenderse desde dos puntos
de vista, uno objetivo y otro subjetivo. Desde el punto de
vista subjetivo, la seguridad equivale a la certeza moral que
tiene el individuo de que sus bienes serán respetados; pero
esta convicción no se produce si de hecho no existen en la
vida social las condiciones requeridas para tal efecto: la or-
ganización judicial, el cuerpo de policía, leyes apropiadas,
etcétera. Desde el punto de vista objetivo, la seguridad
equivale a la existencia de un orden social justo y eficaz
cuyo cumplimiento está asegurado por la coacción pública.

La seguridad jurídica es uno de los fines del derecho. Para
los autores emparentados con el idealismo kantiano, in-
cluido Kelsen, que niega la existencia de una ética material
de bienes y fines, la seguridad viene a ser la característica
esencial de lo jurídico.

Así, el objetivo de la seguridad jurídica es consolidar el Es-
tado de derecho, cuya ausencia en cualquier sociedad pre-
ludia la descomposición de las relaciones humanas y, por
ende, la anarquía.
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B) El Registro Público de la Propiedad.

El Registro Público de la Propiedad surgió como resultado
de las necesidades de la vida diaria, con objeto de evitar
que las transmisiones y los gravámenes relativos a los bien-
es inmuebles se efectuaran en forma clandestina, lo que hu-
biera disminuido notablemente la estabilidad y garantía de
esos bienes. Las necesidades del tráfico inmobiliario con
seguridad jurídica, fueron imponiendo su existencia al po-
der público en su calidad de encargado de organizar su fun-
cionamiento.

El Registro Público de la Propiedad es una institución ad-
ministrativa, encargada de prestar un servicio público, el
cual consiste en dar publicidad oficial sobre el estado jurí-
dico de la propiedad y posesión de los bienes inmuebles,
así como de algunos actos jurídicos sobre los bienes mue-
bles; limitaciones y gravámenes a que ambos están sujetos,
y sobre la constitución y modificación de las personas mo-
rales: asociaciones y sociedades civiles;4 así como expedir
copias certificadas de las inscripciones o constancias que
se encuentren en dicho registro.

La finalidad del Registro es proporcionar seguridad jurídi-
ca al tráfico de inmuebles, mediante la publicidad de la
constitución, declaración, trasmisión, modificación, extin-
ción y gravamen de los derechos reales y posesión de bien-
es inmuebles, dándole una apariencia jurídica de legitimi-
dad y fe pública a lo que aparece asentado y anotado en el
Registro Público.

En resumen, el registro tiene como finalidad impedir que
los actos y contratos, cargas o gravámenes relacionados
con los bienes, no sean ocultos, para no perjudicar a los ter-
ceros adquirentes de buena fe con cargas que pesen sobre
la propiedad y que no se hayan inscrito; dar a conocer la
verdadera situación jurídica de la propiedad de los inmue-
bles, haciendo constar públicamente la historia de sus
transmisiones, las modificaciones que sufran; asentar sobre
bases sólidas el crédito territorial; tratar de evitar los enga-
ños en las enajenaciones, cargas y gravámenes sobre in-
muebles, y proporcionar a los que intervienen en la adqui-
sición, transmisión o modificación de la propiedad, una
base firme que garantice la efectividad de su derecho.

A manera de explicación teórica y práctica del contenido y
función del Registro Público de la Propiedad, se enuncian
a continuación los principios registrales:

1.- Principio de publicidad.

El Registro Público de la Propiedad se creó para dar publi-
cidad y seguridad jurídica frente a terceros, sobre la pro-
piedad y posesión de bienes inmuebles; garantías sobre
muebles y sobre la constitución de sociedades y asociacio-
nes civiles.

Si esta institución no existiera, sería casi imposible inves-
tigar quién es el titular de un inmueble, y cuáles son los
gravámenes que lo limita: se requeriría llevar a cabo la co-
nocida como “prueba del diablo”, o sea, el examen del tí-
tulo a través de todos sus antecedentes hasta llegar al pro-
pietario original.

El principio de publicidad puede examinarse desde los
puntos de vista formal y material.

La publicidad formal consiste en la posibilidad de consul-
tar personalmente los libros y folios, así como obtener del
Registro Público de la Propiedad, las constancias y certifi-
caciones de los asientos y anotaciones.

De lo anterior se desprende que no se requiere tener interés
jurídico para examinar personalmente los libros y folios,
como tampoco para solicitar y obtener constancias y certi-
ficados de lo asentado o anotado.

La publicidad material está concebida como los derechos
que otorga la inscripción, y éstos son: la presunción de su
existencia o apariencia jurídica, y la oponibilidad frente a
otro no inscrito.

2.- Principio de fe pública registral.

Al director del Registro Público de la Propiedad le corres-
ponde la fe pública registral. Los actos asentados, inscritos
o anotados en los folios, son documentos públicos que tie-
nen la presunción de veracidad y exactitud; hacen prueba
plena juris et juris y pueden ser destruidos por vía de ac-
ción y no de excepción.

3.- Principio de legitimación.

La legitimación es la posibilidad que da la ley para realizar
eficazmente, un acto jurídico. El principio de legitimación,
conocido también como de exactitud, es uno de los más
importantes de la actividad registral, pues es el que otorga
certeza y seguridad jurídica sobre la titularidad, transmi-



sión, exactitud y veracidad de los bienes inscritos: “La le-
gitimación es el reconocimiento hecho por la norma jurídi-
ca del poder de realizar un acto jurídico con eficacia”.5

La legitimación nace con el asiento o anotación en el Re-
gistro, de tal manera que mientras no se pruebe la inexac-
titud de lo inscrito frente a lo real, prevalece lo que se en-
cuentra asentado. Lo inscrito es eficaz y crea una
presunción juris tantum de que el titular aparente es el re-
al; pero si se trata de actos en los cuales se afecte el interés
de un ajeno, la presunción se vuelve juris et jure, en pro-
tección a los adquirentes de buena, presumiendo que un de-
recho inscrito existe y pertenece al titular registral.

4.- Principio de rogación.

La inscripción en el Registro Público de la Propiedad se re-
aliza a instancia de parte y nunca de oficio. Es potestativo
solicitar la inscripción o cancelación de los derechos rea-
les, posesión, gravámenes y limitaciones. Este principio es-
tá estrechamente ligado con el de consentimiento, pues en
la mayoría de los caso, la petición de inscripción debe ser
hecha por el titular registral.

5.- Principio de consentimiento.

Para que en los asientos del Registro Público de la Propie-
dad exista una modificación, es necesaria la voluntad del
titular registral o de quien lo sustituya. En sentido negati-
vo, nadie puede ser dado de baja en el Registro sin su con-
sentimiento tácito p expreso.

6.- Principio de prelación, prioridad o rango.

Uno de los pilares de la seguridad proporcionado por el
Registro Público, es la prelación o prioridad que tiene un
documento y el derecho o contrato contenido en él inscrito
o anotado previamente. La fecha de presentación va a de-
terminar la preferencia y rango del documento que ha in-
gresado al registro.

Cuando coexisten derechos iguales presentados para su
inscripción, entra en acción el principio de prelación.

7.- Principio de calificación.

Este principio denominado también de legalidad, consiste
en que todo documento, al ingresar al Registro Público de
la Propiedad, dentro de su procedimiento de inscripción,
debe ser examinado por el registrador en cuanto a sus ele-

mentos de existencia y validez, es decir, si satisface todos
los requisitos legales que para su eficacia exijan los orde-
namientos jurídicos.

Sólo pueden inscribirse documentos auténticos y fidedig-
nos que reúnan los requisitos de contenido y forma. En
cuanto a la clasificación del contenido del documento, el
registrador debe constatar que sea de los inscribibles en el
Registro Público de la Propiedad.

8.- Principio de inscripción.

Para que un asiento o anotación produzca sus efectos, debe
constar en el folio real o en el libro correspondiente; de es-
ta manera el acto inscrito surte efectos frente a terceros.

9.- Principio de especialidad.

Este principio tiene como finalidad determinar perfecta-
mente los objetos de inscripción, sus titulares, así como el
alcance y contenido de los derechos.

10.- Principio de tracto sucesivo.

Las inscripciones de propiedades inmuebles en el Registro
Público de la Propiedad, se efectúan dentro de una secuen-
cia o contratación entre adquisiciones y transmisiones sin
que haya ruptura de continuidad.

Del anterior análisis esta Comisión concluye que la seguri-
dad jurídica es uno de los fines del derecho, que se traduce
en dar certeza a los gobernados respecto de sus bienes y de-
rechos, y para dar esa certeza, el Estado está obligado a
crear las leyes, en el caso específico, imponiendo la publi-
cidad de ciertos actos cuya causa puede ser útil a todos, sea
porque algunos actos son eficaces para todo el mundo o pa-
ra personas determinadas que acaso tengan el carácter de
terceros, y creando los órganos necesarios para hacer efec-
tiva esa garantía, en este caso es el Registro Público de la
Propiedad, quien actuando de acuerdo a los principios re-
gistrales enunciados, instrumenta en los hechos el principio
constitucional de seguridad jurídica.

Así, la publicidad facilita el crédito, hace visibles las mu-
taciones más importantes de los patrimonios y toma norma
de valor de los inmuebles. Con la publicidad puede esta-
blecerse a la vez un criterio para discriminar la buena de la
mala fe de quien adquiera derechos sobre un inmueble aje-
no y se aspira, asimismo a evitar el peligro de gravámenes
ocultos sobre inmuebles.
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Pero del examen que realiza la iniciativa del desempeño de
los registros públicos de la propiedad de las entidades fe-
derativas, se advierte que la función registral no se está re-
alizando a cabalidad y con ello se hace nugatoria la garan-
tía de seguridad jurídica de la población.

A lo anterior se suman las redes de corrupción existentes al
interior y al exterior de algunos registros públicos que se
aprovechan de las deficiencias en el funcionamiento de
esos organismos para poder obtener beneficios ilícitos,
cancelando hipotecas sin la petición correspondiente, re-
gistrando bienes sin la prelación obligada, etcétera; en su-
ma, saltándose los principios registrales, causando con ello
una mayor incertidumbre de la que ya de por sí producen
los registros públicos ineficientes.

Por ello, es que esta Comisión coincide con el contenido de
la iniciativa materia del presente dictamen, en un afán de
regresar a los gobernados la certeza de que los registros pú-
blicos funcionan de manera efectiva y eficiente, proveyen-
do de la certeza que requieren los actos jurídicos que cele-
bren los ciudadanos.

También se coincide con la solución jurídica expuesta por
los proponentes que es que sea el Congreso Federal el que
emita una ley general para cumplir con dos propósitos si-
multáneos:

1. Distribuir competencias entre la Federación y los Es-
tados otorgando las bases para el desarrollo de las leyes
locales correlativas; y,

2. Establecer el régimen federal para regular la acción
de los poderes centrales en la materia de que se trate.

Lo propuesto en la iniciativa se conoce en la doctrina co-
mo facultades coincidentes o “concurrentes”, que en el or-
den jurídico mexicano surgieron en mil novecientos vein-
tiocho, estableciéndose en la Constitución General de la
República, tratándose de las materias educativa (artículos
3o., fracción VIII y 73, fracción XXV) y de salubridad (ar-
tículo 4o., párrafo tercero); sin embargo, actualmente la
concurrencia no es limitativa en esas materias, pues a tra-
vés de diversas reformas a la Constitución Federal se han
incluido otras, como son las materias de asentamientos hu-
manos (27, párrafo tercero y 73, fracción XXIX-C), segu-
ridad pública (73, fracción XXIII), ambiental (73, fracción
XXIX-G), protección civil (73, fracción XXIX-I) y depor-
te (73, fracción XXIX-J).

Ahora, es importante precisar en qué consisten estas facul-
tades concurrentes.

En el sistema jurídico mexicano, si bien se parte del prin-
cipio rector contenido en el artículo 124 de la Constitución
Federal que establece una competencia expresa a favor de
la Federación y residual tratándose de los Estados, también
es cierto que el propio Órgano Reformador de la Constitu-
ción, a través de diversas reformas a dicho ordenamiento,
estableció la posibilidad del Congreso de la Unión para que
éste fuera quien estableciera un reparto de competencias
entre la Federación, las entidades federativas, los Munici-
pios e inclusive el Distrito Federal en ciertas materias, y és-
tas son precisamente las facultades concurrentes.

Esto es, que las entidades federativas, los Municipios y la
Federación pueden actuar respecto de una misma materia,
pero será el Congreso de la Unión el que determine la for-
ma y los términos de la participación de dichas entidades,
a través de una ley.

En efecto, en México se ha denominado leyes-generales o
leyes-marco a aquellas que expide el Congreso para cum-
plir con dos propósitos simultáneos:

1. Distribuir competencias entre la Federación y los Es-
tados otorgando las bases para el desarrollo de las leyes
locales correlativas; y,

2. Establecer el régimen federal para regular la acción
de los poderes centrales en la materia de que se trate.

Así pues, el objeto de una ley-general puede consistir en la
regulación de un sistema nacional de servicios, como suce-
de con la educación y la salubridad general, o establecer un
sistema nacional de planeación, como acontece en el caso
de los asentamientos humanos.

Por tanto, resulta necesario precisar la jerarquía de las le-
yes generales dentro del orden legal mexicano, para lo cual
es preciso atender a lo dispuesto por el artículo 133 consti-
tucional que dice:

“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congre-
so de la Unión que emanen de ella y todos los tratados
que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se
celebren por el presidente de la República, con aproba-
ción del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión.
Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Consti-



tución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en
contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes
de los Estados.”

De este precepto se desprende que la Constitución Federal
Mexicana es la Norma Fundamental y a ella se subordinan
las leyes federales y locales y los tratados internacionales.
Es, por tanto, la base de las demás leyes y, en consecuen-
cia, opera como un instrumento orientador de las leyes fe-
derales y locales y de los tratados internacionales.

Así, tenemos que el principio de supremacía constitucional
se traduce en el hecho de que la Constitución tiene el más
alto valor normativo inmediato y directo sobre todas las de-
más normas de la jurisdicción federal y local. Dicho prin-
cipio opera como ordenador del resto de la producción ju-
rídica (leyes orgánicas, reglamentarias, ordinarias, locales,
Constituciones de los Estados, reglamentos).

Luego, al establecer el artículo 133 en cita, que las leyes
del Congreso de la Unión que emanen de la Constitución y
los tratados internacionales expedidos de acuerdo al propio
ordenamiento, serán la Ley Suprema de toda la Unión, fija
el carácter de subordinación de dichas leyes y tratados
frente a la norma constitucional.

Asimismo, del dispositivo constitucional se advierte que
hace alusión a las leyes que emanan del Congreso de la
Unión (federales) y a las leyes locales o de los Estados. Las
primeras, son las que van a ejercer los tres Poderes de la
Unión (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), las segundas, los
tres Poderes de los Estados. Estos dos tipos de leyes son los
que forman el orden federal y el orden local.

Empero, nuestro sistema constitucional no establece una
preeminencia o superioridad de las leyes federales sobre
las leyes de los Estados, pues ambas son de igual jerarquía
ante nuestra Constitución, como lo ha sostenido la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación.

Lo anterior se apoya en lo dispuesto por los artículos 40 y
41 constitucionales, en relación con el artículo 133 del
propio ordenamiento, pues el pueblo mexicano adoptó una
forma de gobierno que es la Federación, compuesta por los
Estados libres y soberanos de la República y por el Distri-
to Federal. Los dos órdenes de gobierno (el federal y el de
los Estados) son coextensos y, en consecuencia, se rigen
por disposiciones constitucionales y legales distintas, y que
en su expresión conjunta dan como resultado una forma de
organización jurisdiccional y política denominada Federa-

ción, es decir, esta última es la conjunción de estos dos ór-
denes: el federal y el local o estatal.

Por tanto, ninguno de estos dos órdenes de gobierno es su-
perior al otro, sino que cada uno tiene su jurisdicción, que
le atribuye la Constitución Federal.

Sin embargo, aun cuando técnicamente están a la par la Fe-
deración y los Estados en cuanto a su orden jurídico, como
excepción a esta regla se encuentran las leyes generales,
cuyo objeto, como se indicó, es la distribución de compe-
tencias en materias concurrentes, por lo que en este caso
las leyes locales deben sujetarse a aquellas leyes, pues si
bien es cierto que una misma materia queda a cargo de la
Federación, Estados y Municipios, también lo es que el Po-
der Legislativo Federal es quien tiene la facultad de esta-
blecer en qué términos participará cada una de estas enti-
dades.

Dentro de estas materias concurrentes, se propone que se
encuentre la relativa a la operación de los registros públi-
cos de la propiedad, por lo que las normas que expidan los
Estados, o bien, la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral sobre este tema, deben sujetarse a las leyes generales
que en dicha materia expida el Congreso de la Unión.

Como lo propone la iniciativa se seguirá conservando a fa-
vor de las entidades federativas la regulación de diversas
facultades en la materia, tales como el aspecto tributario
que sobre los ingresos del registro perciben éstas, o la de-
signación de los funcionarios de dichos registros, la admi-
nistración de las instalaciones, entre otras atribuciones, de-
jando prácticamente sólo al Congreso Federal, legislar los
aspectos relativos a la forma y términos del procedimiento
de registro, mecanismos de coordinación para la capacita-
ción de los mismos, y otras bases generales más.

Por todo lo anteriormente expuesto, con la intención de que
sea eficazmente tutelada la garantía de seguridad de los go-
bernados, es que esta Comisión estima conveniente realizar
la modificación constitucional propuesta.

Segunda.- Si bien es cierto que esta Comisión coincide
con el fondo de la iniciativa materia del presente dictamen,
discrepa en la redacción propuesta para el decreto, por las
razones siguientes.

El texto del decreto propuesto en la iniciativa dice:

“Artículo 73. …
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I. a XXIX-M. …

XXIX-N. Para expedir leyes que establezcan las bases
generales de coordinación de las facultades concurren-
tes entre la federación, los estados y el Distrito Federal
para la operación de los registros públicos inmobiliarios
y de personas morales.

XXX. …”.

En primer lugar, el número de la fracción propuesta para
adicionar como la XXIX-N es incorrecto, ya que a la fecha,
por razón del orden de las reformas constitucionales le co-
rresponde la XXIX-Ñ.

Independientemente de lo anterior, conforme al artículo
140 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, las Cámaras
están facultadas para realizar las correcciones que deman-
den el buen uso del lenguaje y la claridad de las leyes, por
lo que en el supuesto de que esta reforma constitucional
fuera aprobada de acuerdo con el artículo 135 de la
CPEUM, y ya que actualmente se encuentran en trámite de
aprobación por las legislaturas de los estados, diversas re-
formas al mismo artículo 73 de nuestra Carta Magna en sus
fracciones XXIX, las Cámaras podrán modificar de frac-
ción XXIX-Ñ a la que corresponda en su orden alfabético.

En segundo lugar, el texto propuesto se refiere el estableci-
miento de “las bases generales de coordinación de las fa-
cultades concurrentes entre la federación, los estados y el
Distrito Federal”. Esta Comisión estima que la mención en
la redacción propuesta de “de las facultades concurrentes”
es inadecuada al ser redundante.

De la lectura de los preceptos constitucionales en los que
se prevén las facultades concurrentes se desprende lo si-
guiente:

En materia de educación:

El artículo 3o., fracción VIII, constitucional, establece lo
siguiente:

“Artículo 3o. …

“VIII. El Congreso de la Unión con el fin de unificar y
coordinar la educación en toda la República, expedirá
las leyes necesarias, destinadas a distribuir la función
social educativa entre la Federación, los Estados y los

Municipios. …”.

Por su parte, el numeral 73, fracción XXV, del propio or-
denamiento constitucional, prevé:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XXV. … para dictar las leyes encaminadas a distribuir
convenientemente entre la Federación, los Estados y los
Municipios el ejercicio de la función educativa. …”.

En materia de salubridad:

El artículo 4o., párrafo tercero, constitucional establece.

“Artículo 4o. …

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
Federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución.”

Respecto a los asentamientos humanos:

El tercer párrafo del artículo 27 constitucional dice:

“Artículo 27. …

…

La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer
a la propiedad privada las modalidades que dicte el in-
terés público, así como el de regular, en beneficio social,
el aprovechamiento de los elementos naturales suscepti-
bles de apropiación, con objeto de hacer una distribu-
ción equitativa de la riqueza pública, cuidar de su con-
servación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el
mejoramiento de las condiciones de vida de la pobla-
ción rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las
medidas necesarias para ordenar los asentamientos
humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, re-
servas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de
ejecutar obras públicas y de planear y regular la funda-
ción, conservación, mejoramiento y crecimiento de los



centros de población; para preservar y restaurar el equi-
librio ecológico; para el fraccionamiento de los latifun-
dios; para disponer, en los términos de la ley reglamen-
taria, la organización y explotación colectiva de los
ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña
propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la
ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades
económicas en el medio rural, y para evitar la destruc-
ción de los elementos naturales y los daños que la pro-
piedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.”

El artículo 73 constitucional en su fracción XXIX-C dice:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la con-
currencia del Gobierno Federal, de los Estados y de los
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de asentamientos humanos, con objeto
de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del
artículo 27 de esta Constitución.”

Con relación a la materia de seguridad:

El artículo 73, fracción XXIII, de la Carta Magna, estable-
ce:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios, en materia de seguridad pú-
blica; así como para la organización y funcionamiento,
el ingreso, selección, promoción y reconocimiento de
los integrantes de las instituciones de seguridad pública
en el ámbito federal;”.

Tendiente a la materia ambiental:

El artículo 73, fracción XXIX-G, de nuestra constitución,
estipula:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concu-
rrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los
Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, en materia de protección al am-
biente y de preservación y restauración del equilibrio
ecológico.”

Finalmente, en materia de protección civil:

El artículo 73, fracción XXIX-I, constitucional, establece:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XXIX-I. Para expedir leyes que establezcan las bases
sobre las cuales la Federación, los estados, el Distrito
Federal y los municipios, coordinarán sus acciones en
materia de protección civil, y “.

De la lectura de los artículos transcritos las facultades con-
currentes se mencionan como: “dictar las leyes encamina-
das a distribuir convenientemente … la función educati-
va”; “la ley … establecerá la concurrencia de la Federación
y las entidades federativas en materia de salubridad gene-
ral”; “Para expedir las leyes que establezcan la concurren-
cia … en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de asentamientos humanos”; “Para expedir leyes
que establezcan las bases de coordinación entre …, en ma-
teria de seguridad pública”; “Para expedir leyes que esta-
blezcan la concurrencia …, en el ámbito de sus respectivas
competencias, en materia de protección al ambiente y de
preservación y restauración del equilibrio ecológico”; y
“Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cua-
les …, coordinarán sus acciones en materia de protección
civil”.

Como se ve, las palabras “facultades concurrentes” no se
encuentran inscritas en los preceptos comentados. Se men-
cionan solamente: distribuir convenientemente, concurren-
cia, bases de coordinación, bases sobre las cuales coordi-
narán sus acciones. En el caso de la redacción propuesta,
dice: “Para expedir leyes que establezcan las bases genera-
les de coordinación de las facultades concurrentes”; enton-
ces, si a la fórmula de “bases generales de coordinación” se
le adiciona “de las facultades concurrentes” se estima que
es redundante y por tanto innecesaria, ya que la concurren-
cia queda ya establecida en la frase “bases generales de co-
ordinación”, por lo que esta Comisión estima que se supri-
ma de la redacción final del artículo.
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En tercer lugar, la iniciativa propone en el texto del decre-
to del artículo, que la concurrencia se dará para “la opera-
ción de los registros públicos inmobiliarios y de personas
morales”, lo que se considera incorrecto.

En el cuerpo de la iniciativa se maneja el concepto de Re-
gistro Público de la Propiedad y es hasta el texto del de-
creto que maneja “los registros públicos inmobiliarios y de
personas morales”, sin que se dé una explicación al mane-
jo de ese concepto así como de su significación, en vez del
ya citado de “Registro Público de la Propiedad”.

Se estima que es incorrecto el manejo de estos conceptos
ya que la inscripción que hace el susodicho Registro Públi-
co de la Propiedad va más allá de simplemente bienes in-
muebles y personas morales.

El doctor Javier Tapia Ramírez6, define al Registro Públi-
co de la Propiedad como:

“… una institución pública de carácter administrativo
que se encarga de hacer público y de llevar el control
respecto al historial de los bienes inmuebles, de los
muebles, que sean inscribibles, y de la constitución, mo-
dificación y extinción de las persona morales, mediante
los asientos que haga constar en los respectivos folios
que obren en el registro y en el archivo…”

Por su parte, Bernardo Pérez Fernández del Castillo7, da la
siguiente definición al respecto:

“El Registro Público de la Propiedad es una institución
administrativa, encargada de prestar un servicio públi-
co, el cual consiste en dar publicidad oficial sobre el es-
tado jurídico de la propiedad y posesión de los bienes
inmuebles, así como de algunos actos jurídicos sobre los
bienes muebles; limitaciones y gravámenes a que ambos
están sujetos, y sobre la constitución y modificación de
las personas morales: asociaciones y sociedades civi-
les.”

De las definiciones anteriores, que conceptualizan el fun-
cionamiento del Registro Público de la Propiedad, se des-
prende que este organismo no solamente efectúa registros
sobre bienes inmuebles y personas morales, pues también
lo hace sobre ciertos bienes muebles o actos jurídicos que
sobre ellos recaigan.

Por ello la frase “registros públicos inmobiliarios y de per-
sonas morales” es incompleta y limitativa respecto a la ins-

titución que se plantea normar. El concepto de registro pú-
blico de la propiedad, desarrollado bastamente a través de
la doctrina, engloba todas las actividades que el mismo
puede realizar, no acudiendo a la enumeración de sus acti-
vidades, sino a la institución per se. Por tanto, esta Comi-
sión estima conveniente cambiar el texto propuesto en la
iniciativa por el de “Registro Público de la Propiedad”.

En cuarto lugar, el texto del artículo propuesto en la inicia-
tiva es incompleto e incongruente con la iniciativa al dejar
fuera uno de los niveles de gobierno, el municipal, y la ac-
tividad que este realiza y que tiene que ver con la actividad
del Registro Público de la Propiedad, y es el catastro.

Menciona textualmente la iniciativa:

“El sistema registral está desvinculado de los siste-
mas catastrales. Los sistemas de registro de la propie-
dad documentan la propiedad legal, mientras que el ca-
tastro registra las características físicas e identifica los
límites. Además, los registros son administrados por los
gobiernos estatales y los catastros son del orden muni-
cipal. Su desvinculación genera frecuentemente diferen-
cias en la delimitación de propiedades y contradicciones
entre ambos registros.”

En otra parte menciona:

“Singularmente se señala la necesidad de reunir en las
oficinas registrales de la propiedad los registros catas-
trales y de uso de suelo, con la consiguiente simplifica-
ción de trámites y la reducción de costos para los go-
bernados.

Se generaría la posibilidad de una base de datos para la
planeación local y regional. Se incentivaría la inversión
y atracción de capitales, ya que se tendría mayor trans-
parencia en las actividades y los actos que se inscriben
en el Registro Público de la Propiedad.

En el supuesto especial de los registros catastrales, la re-
forma que se propone es base necesaria a efecto de pri-
vilegiar la recaudación de impuestos locales, la cual en
general se encuentra muy por debajo de los promedios
internacionales.”

De lo anteriormente transcrito queda manifiesta la inten-
ción de la iniciativa de que queden incluida en la reforma
los catastros municipales, ya que inciden en la garantía de
seguridad jurídica de los gobernados, pues si hay discre-



pancias entre lo que está inscrito en el Registro Público de
la Propiedad y lo que consta asientos de los catastros mu-
nicipales, sería una reforma incompleta, lo que abriría una
rendija por la que se podría colar todas las posibles defrau-
daciones al registro inmobiliario y fuente de ineficacia del
mismo, al estar desvinculado del sistema.

Es por lo anterior, que esta Comisión coincide con la ini-
ciativa y estima necesario para una reforma integral de la
operación del registro inmobiliario, que sean parte de este
sistema de facultades concurrentes en materia registral, los
municipios y sus catastros, y es por ello que deben ser con-
siderados en la redacción del artículo del decreto.

Tercera.- Esta Comisión estima necesario que la operación
de los registros públicos de comercio sea incluida en la pre-
sente reforma, por las siguientes razones:

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 29 de mayo de 2000, se modificó el capítulo II del títu-
lo segundo del Código de Comercio de 1889, relativo al
Registro de Comercio.

La reforma de 2000, actualmente en vigor y que abarca los
artículos 18 a 32 bis, determina cuáles son los actos inscri-
bibles y cuáles las autoridades federales y locales que ha-
brán de operar el registro mercantil en la República Mexi-
cana, bajo lineamientos específicos, publicados en el
Diario Oficial de la Federación (artículo 18). Se advierte
que el registro mercantil se halla incorporado al Sistema
Integral de Gestión Registral (Siger) de la Secretaría de
Economía, y que está constituido por un programa infor-
mativo, una base de datos central, treinta y dos bases de da-
tos locales, interconectadas y respaldadas electrónicamen-
te, ambos propiedad del gobierno federal. Además, la
Secretaría de Economía es quien ha de implantar dicho
programa informático mediante el que se realizará la cap-
tura, almacenamiento, custodia, seguridad, consulta, repro-
ducción, verificación, administración y transmisión de la
información registral. Dicha dependencia federal también
establecerá los formatos, los datos, requisitos y demás in-
formación necesaria para el cumplimiento de la inscrip-
ción. Por otro lado, se prevé que en caso de discrepancia o
presunción de alteración de la información del registro
mercantil, entre la base de datos central y las de los Esta-
dos prevalecerá la primera, salvo prueba en contrario (artí-
culo 20). Se regulan las atribuciones de los responsables de
las oficinas del registro de comercio, tales como devenir
depositarios de la fe pública registral mercantil, facilitar la
consulta del registro, expedir certificaciones, operar el pro-

grama informático del sistema registral automatizado en la
oficina a su cargo, etcétera (artículo 20 bis). Describe el
contenido del folio electrónico: nombre, razón social o tí-
tulo; escrituras de constitución o cualesquiera otra modifi-
cación, poderes generales, etcétera (artículo 21). Fija las
bases del procedimiento para la inscripción: recepción físi-
ca o electrónica y generación de una boleta de ingreso; aná-
lisis de la forma precodificada, verificación de anteceden-
tes registrales, y en su caso, preinscripción de la
información; calificación; y emisión de la boleta de ins-
cripción (artículo 21 bis). Establece el número de control
expedido por el registro mercantil como criterio de prela-
ción entre derechos sobre dos o más actos relativos a un
mismo folio mercantil electrónico (artículo 21 bis 1). Man-
tiene la “homologación” registral entre la inscripción he-
cha en el de la Propiedad y en el de Comercio (artículo 22).
Ordena la inscripción en el registro mercantil del domicilio
del comerciante y, cuando están de por medio inmuebles y
derechos reales, aquélla se realizará en el registro mercan-
til donde se ubiquen dichos bienes o derechos (artículo 23).
Reglamenta la inscripción de sociedades extranjeras en el
registro mercantil (artículo 24). Determina que los actos
inscribibles consten en instrumentos públicos o privados,
certificados por notario, corredor o autoridad judicial com-
petente, según corresponda (artículo 25). Regula las condi-
ciones bajo las que los inscribibles constan en documentos
o sentencia provenientes del extranjero (artículo 26). Ad-
mite el principio de publicidad en su aspecto negativo (ar-
tículo 27). Faculta al cónyuge o al derechohabiente ali-
mentario del comerciante para solicitar la inscripción de las
capitulaciones matrimoniales cuando ésta las haya omitido
(artículo 28). Declara el principio de publicidad material en
su expresión afirmativa (artículo 29). Regula la expedición
de certificaciones, previo escrito y pago de derechos co-
rrespondientes (principio de publicidad formal) (artículo
30). Prescribe que la Secretaria de Economía podrá autori-
zar el acceso a la base de datos del registro de comercio,
previa solicitud y cumplimiento de los requisitos estableci-
dos en la ley (artículo 30 bis). Prevé los en que los regis-
tradores podrán denegar la inscripción como una excep-
ción al principio afirmativo de registro. Permite, además,
subsanar los datos para la inscripción en caso de que exis-
tan defectos u omisiones (artículo 31). Autoriza la rectifi-
cación de los asientos en la base de datos por causa de error
material o de concepto, sólo cuando haya divergencia entre
el documento donde conste el acto y la inscripción (artícu-
lo 32). Puntualiza que la rectificación de errores de con-
cepto de concepto sólo procede mediante consentimiento
unánime de los interesados o por resolución judicial (artí-
culo 32 bis).
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De la anterior descripción del contenido de los artículos
que integran el capítulo II del Código de Comercio se pue-
de inferir:

1º. Que actualmente, la operación del Registro de Co-
mercio es compartida por la Secretaría de Economía y
por las autoridades responsables del Registro Público de
la Propiedad en las entidades federativas. Está colabora-
ción se da en un esquema de facultades concurrentes co-
mo las que se proponen en la presente iniciativa, sin que
haya sustento constitucional para ello en materia mer-
cantil.

El artículo 73, fracción X, constitucional dispone:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

…

X. Para legislar en toda la República sobre hidrocarbu-
ros, minería, sustancias químicas, explosivos, pirotec-
nia, industria cinematográfica, comercio, juegos con
apuestas y sorteos, intermediación y servicios financie-
ros, energía eléctrica y nuclear y para expedir las leyes
del trabajo reglamentarias del artículo 123;”.

La disposición antes transcrita faculta al Congreso de la
Unión de forma expresa y exclusiva, para legislar en mate-
ria mercantil y, por ende, también por lo que atañe al Re-
gistro Público de Comercio. Las legislaturas de los estados
pueden legislar en asuntos del orden civil como lo es el Re-
gistro Público de la Propiedad, ya que esa facultad no se
encuentra reservada expresamente para la Federación (artí-
culo 124 constitucional).

Entonces, en este marco constitucional, en el que la exclu-
sividad de legislar la materia mercantil, y por ende, la de
operar el Registro Público de Comercio, corresponde a la
Federación, ¿cómo cabe que el párrafo segundo, del artícu-
lo 18 del Código de Comercio otorgue la operación del Re-
gistro Público de Comercio tanto a la Secretaría de Econo-
mía y a las autoridades responsables del registro público de
la propiedad de los estados y del Distrito Federal?

El artículo 18, párrafo segundo, del Código de Comercio
en vigor, establece:

“Artículo 18.- … 

La operación del Registro Público de Comercio está a
cargo de la Secretaría de Comercio y Fomento Indus-
trial, en adelante la Secretaría, y de las autoridades res-
ponsables del registro público de la propiedad en los es-
tados y en el Distrito Federal, en términos de este
Código y de los convenios de coordinación que se sus-
criban conforme a lo dispuesto por el artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Para estos efectos existirán las oficinas del Registro Pú-
blico de Comercio en cada entidad federativa que de-
mande el tráfico mercantil.

La Secretaría emitirá los lineamientos necesarios para la
adecuada operación del Registro Público de Comercio,
que deberán publicarse en el Diario Oficial de la Fede-
ración.”

Para que estos dos niveles de gobierno puedan operar el
Registro Público de Comercio, el artículo establece el fun-
damento de esa coparticipación que son el Código de Co-
mercio y los convenios de coordinación que se suscriban
conforme al artículo 116 constitucional.

Esta Comisión estima que el fundamento de la operación
de una misma institución por distintos órdenes de gobierno
debe estar establecido en la Carta Magna y no en una ley
secundaria. Además, al establecer la facultad concurrente
en el texto constitucional, como ya se explicó en la consi-
deración primera de este dictamen, el Congreso de la
Unión emite una ley general o marco para regular las fa-
cultades de cada nivel de gobierno respecto a una misma
institución.

Por todo lo anterior, y para regularizar esta situación que se
da en nuestro sistema constitucional, y proporcionarle sus-
tento constitucional a que distintos órdenes de gobierno
operen el Registro Mercantil, es que se estima necesario in-
cluir en la presente reforma al Registro Público de Comer-
cio.

2º. También conviene integrar a esta reforma constitu-
cional al Registro Público de Comercio, ya que de la
descripción de los artículos del capítulo II del Código de
Comercio, que regula el registro mercantil, se despren-
de que la propuesta hecha en la iniciativa materia del
presente dictamen se inspira totalmente en el contenido
en el Código de Comercio. Por ello, para avanzar al uní-
sono en la regulación de los organismos públicos que se
encargan de proporcionar publicidad a diversos actos ju-



rídicos, que por la especialización de la materia se divi-
den, pero comparten tanto principios registrales como,
en muchas ocasiones al director del registro público de
la propiedad y comercio.

Por lo anteriormente expuesto y motivado de acuerdo con
la Constitución, la Ley Orgánica del Congreso General y
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral, todos los ordenamientos de los Estados Unidos Me-
xicanos, esta Comisión, somete a consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRA-
CIÓN XXIX-Ñ AL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS.

Artículo Único.- Se adiciona una fracción XXIX-Ñ al ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. …

I. a XXIX-N. …

XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las ba-
ses de coordinación entre la Federación, el Distrito
Federal, los Estados y los Municipios, en materia de
operación del registro público de la propiedad, de co-
mercio y catastro.

XXX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales en lo
que se opongan al contenido del presente Decreto.

Notas:

1 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, voz “seguridad”, en Diccionario
de la lengua española, t. II, 22ª. Ed., Espasa Calpe, Madrid, 2001, p.
2040.

2 Delfos, Los fines del derecho, p. 47.

3 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS, voz “seguri-
dad jurídica”, en Diccionario jurídico mexicano, t. P-Z, Porrúa,
UNAN, México, 2004, p. 3429 y ss.

4 PÉREZ FERNÁNDEZ DEL CASTILLO, Bernardo, Derecho regis-
tral, 8ª. ed., Porrúa, México, 2003, p. 61.

5 Landaria, Caldenteney J., citado por Carral y de Teresa, Luis, Dere-
cho notarial y derecho registral, 

6 TAPIA RAMÍREZ, Javier, Bienes (Derechos reales, derechos de au-
tor y registro público de la propiedad), Porrúa, México, 2004, p. 420. 

7 Ob. Cit., Ibídem.

México, Distrito Federal, a 9 de diciembre de 2008.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Raymundo
Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero To-
rres (rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernán-
dez Balboa (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres, José Jesús Rey-
na García (rúbrica), Patricia Castillo Romero (rúbrica), Silvano Garay
Ulloa (rúbrica), secretarios; Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rú-
brica), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Lariza Montiel Luis (rúbrica),
Raúl Cervantes Andrade (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Le-
ticia Díaz de León Torres (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica),
Fidel Antuña Batista (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica),
Francisco Elizondo Garrido, Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Arely
Madrid Tovilla, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Victorio
Rubén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Ro-
sario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica), Víctor Samuel Palma César
(rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar, Juan Francisco Rivera Bedoya (rúbrica),
Juan José Rodríguez Prats (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica),
Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY MONETARIA

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Mone-
taria de los Estados Unidos Mexicanos, y señala las carac-
terísticas de las monedas de cinco, diez, veinte y cincuenta
centavos y de uno, dos, cinco y diez pesos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 1992

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008169



Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados170

9 de diciembre de 2008

Honorable Asamblea

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la Minuta Proyecto de De-
creto por el que se reforma el diverso que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley Monetaria de los Es-
tados Unidos Mexicanos y señala las características de las
monedas de cinco, diez, veinte y cincuenta centavos y de
uno, dos, cinco y diez pesos, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 22 de junio de 1992.

Esta Comisión resulta competente para dictaminar la Mi-
nuta presentada por la Cámara de Senadores de conformi-
dad con el artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al
análisis de la Minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co reunidos en Pleno, presenta a esta honorable Asamblea
el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 25
de noviembre de 2008, el Ejecutivo Federal presentó la
iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos y señala las caracte-
rísticas de las monedas de cinco, diez, veinte  y cin-
cuenta centavos y de uno, dos, cinco y diez pesos, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de
junio de 1992.

2. El 4 de diciembre de 2008, en sesión ordinaria de la
Cámara de Senadores, se presentó el dictamen, el cual
fue aprobado por 84 votos y turnada a la Cámara de Di-
putados. 

3. Por acuerdo de la Mesa Directiva de esta H. Cámara,
el 05 de Diciembre turnó a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, la Minuta en comento para su estudio
y dictamen.

Descripción de la Minuta

La Minuta de la H. Cámara de Senadores propone reformar
y adicionar diversas disposiciones de la Ley Monetaria de
los Estados Unidos Mexicanos y señala las características
de las monedas de cinco, diez, veinte  y cincuenta centavos
y de uno, dos, cinco y diez pesos, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 22 de junio de 1992, con el ob-
jetivo de reducir los costos de producción por la acuñación
de moneda metálica y aprovechar la mayor parte de la ma-
teria prima que se utiliza para la producción de cospeles
empleados en la acuñación de las monedas.

Menciona la Minuta que la demanda de la moneda metáli-
ca ha mostrado un crecimiento anual promedio de 6%, en
los últimos años. Asimismo, que el precio de los metales,
como el cobre, níquel y zinc, utilizados en las aleaciones
con las que se acuñan las monedas que nos ocupan, han
presentado una volatilidad anual promedio de aproximada-
mente el 30%.

Señala la Minuta que las monedas que se proponen modi-
ficar mantendrán el mismo cuño, variando solamente el ta-
maño (que será ligeramente más pequeño) y, para el caso
de veinte y cincuenta centavos, la aleación y por conse-
cuencia el color. Adicionalmente, tendrán nuevos tipos de
cantos que facilitarán la identificación para las personas in-
videntes.

Agrega la Minuta que las monedas de las denominaciones
de diez, veinte y cincuenta centavos que hoy día se en-
cuentran en circulación, coexistirán por un periodo transi-
torio con las monedas que se emitirían bajo las caracterís-
ticas establecidas en la referida iniciativa, por lo que dichas
monedas conservarán su poder liberatorio hasta que el
Banco de México las retire de la circulación.

Por lo anterior, la Colegisladora considera que es esencial
la reforma y adiciones a la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos, con el fin de reducir los costos de pro-
ducción por la acuñación de moneda metálica, al utilizar un
metal diferente al actual, como lo es el acero inoxidable,
cuyo costo ha mostrado un comportamiento más estable
que el de los metales utilizados actualmente para las deno-
minaciones que se propone cambiar y aprovechar la mayor



parte de la materia prima que se utiliza para la producción
de cospeles empleados en la acuñación de las monedas de
uno, dos y cinco pesos; ya que al producir los arillos de di-
chas denominaciones en acero, se estaría obteniendo parte
de los cospeles que se utilizarían para las monedas cuyas
características se propone modificar.

Consideraciones de la Comisión

Esta dictaminadora considera que es de aprobarse la Minu-
ta sobre la reforma y adición a la Ley Monetaria de los Es-
tados Unidos Mexicanos proyecto de Decreto por el que se
reforma el diverso que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexi-
canos y señala las características de las monedas de cinco,
diez, veinte y cincuenta centavos y de uno, dos, cinco y
diez pesos, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 22 de junio de 1992, ya que tiene como propósitos fun-
damentales reducir los costos de producción por la acuña-
ción de moneda metálica, al utilizar un metal diferente,
acero inoxidable, cuyo costo ha mostrado un comporta-
miento más estable que el de los metales utilizados actual-
mente para las denominaciones que se propone cambiar, lo
cual reviste gran importancia considerando el entorno in-
ternacional de los precios de los metales durante los últi-
mos años. Así como el aprovechamiento de la mayor parte
de la materia prima que se utiliza para la producción de
cospeles utilizados en la acuñación de las monedas de uno,
dos y cinco pesos; ya que al producir los arillos de dichas
denominaciones en acero, se estaría obteniendo parte de
los cospeles que se utilizarían para las monedas cuyas ca-
racterísticas se propone modificar.

De lo anterior, esta Comisión que dictamina estima conve-
niente la aprobación de la Minuta, toda vez que  las mone-
das de las denominaciones de diez, veinte y cincuenta cen-
tavos que hoy en día se encuentran en circulación,
coexistirían por un periodo transitorio con las monedas que
se emitirían bajo las características establecidas en esta ini-
ciativa, las cuales podrán comenzar a acuñarse a los tres
meses siguientes de que se publique en el Diario Oficial de
la Federación el presente Decreto.

Esta Comisión considera adecuado que las monedas obje-
to de la presente minuta, mantengan el mismo cuño, va-
riando solamente el tamaño (ligeramente más pequeño) y,
para el caso de veinte y cincuenta centavos, la aleación y
por consecuencia el color. Adicionalmente, se coincide en
que tengan nuevos tipos de cantos (ranura perimetral, es-

triado discontinuo y estriado), que facilitarán la identifica-
ción para las personas invidentes, cumpliendo así lo esta-
blecido en el artículo 5 de la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos. Sin embargo el cuño, es decir, las ca-
racterísticas físicas como la denominación y los diseños
alusivos a la Piedra del Sol, permanecen como los actuales.

Asimismo, la dictaminadora estima necesario que las mo-
nedas actualmente en circulación, de diez, veinte y cin-
cuenta centavos, conserven su poder liberatorio hasta que
el Banco de México las retire de la circulación y, conse-
cuentemente, junto con las nuevas, podrán entregarse, du-
rante este plazo, de manera indistinta, para el pago de obli-
gaciones en moneda nacional, de acuerdo a lo establecido
en el artículo 7 de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos.

En adición, la que dictamina considera conveniente que
una vez que las piezas actuales se retiren de la circulación
y por lo tanto, pierdan su poder liberatorio, el Banco de
México lo hará del conocimiento del público y establecerá
un tiempo de canje a fin de evitar un daño en la economía
de los ciudadanos, mediante un aviso que se publicará en el
Diario Oficial de la Federación.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión estima necesa-
ria la aprobación de la Minuta con Proyecto de Decreto por
el que se reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y señala
las características de las monedas de cinco, diez, veinte  y
cincuenta centavos y de uno, dos, cinco y diez pesos, pu-
blicado en el diario oficial de la federación el 22 de junio
de 1992, por lo que somete a consideración del Pleno de es-
ta honorable Asamblea el siguiente:

Decreto por el que se reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos y señala las características de las monedas
de cinco, diez, veinte y cincuenta centavos y de uno, dos,
cinco y diez pesos, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 22 de junio de 1992.

Artículo Único. Se reforma el ARTÍCULO TERCERO
del “Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y
señala las características de las monedas de cinco, diez,
veinte y cincuenta centavos y de uno, dos, cinco y diez pe-
sos”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22
de junio de 1992, para quedar en los términos siguientes:
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“ARTÍCULO TERCERO. ...

MONEDA DE CINCO CENTAVOS

...

...

...

...

A) a C) ...

CUÑOS:

...

...

CANTO: ...

MONEDA DE DIEZ CENTAVOS 

VALOR FACIAL: Diez centavos.

FORMA: Circular.

DIÁMETRO: 14.0 mm (catorce milímetros).

CANTO: Llevará una ranura perimetral.

COMPOSICIÓN: Será, conforme a lo previsto en el in-
ciso b) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, la siguiente:

Aleación de Acero Inoxidable.

Esta aleación estará integrada como sigue:

Entre 16% y 18% (dieciséis y dieciocho por ciento),
de cromo;

0.75% (setenta y cinco centésimos de punto porcen-
tual) de níquel, máximo;

0.12% (doce centésimos de punto porcentual) de
carbono, máximo;

1% (uno por ciento) de silicio, máximo;

1% (uno por ciento) de manganeso, máximo;

0.03% (tres centésimas de punto porcentual) de azu-
fre, máximo;

0.04% (cuatro centésimas de punto porcentual) de
fósforo, máximo, y 

lo restante de hierro.

En esta composición, el peso será de 1.755 g (un gramo, se-
tecientos cincuenta y cinco miligramos), y la tolerancia en
peso por pieza será de 0.105 g (ciento cinco miligramos),
en más o en menos.

CUÑOS:

Anverso: Al centro el Escudo Nacional en relieve escul-
tórico, con la leyenda “ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS” formando el semicírculo superior.

Reverso: En la parte central de la moneda el número
diez “10” como motivo principal y valor facial, a su de-
recha el símbolo de centavos “¢”, en el campo superior
al centro el año de acuñación, en el campo inferior al
centro el símbolo de la Casa de Moneda “M”, a la dere-
cha paralelo al marco, una estilización del Anillo del Sa-
crificio de la Piedra del Sol.

MONEDA DE VEINTE CENTAVOS

VALOR FACIAL: Veinte centavos.

FORMA: Circular.

DIÁMETRO: 15.3 mm (quince milímetros, tres déci-
mos).

CANTO: Estriado discontinuo.

COMPOSICIÓN: Será, conforme a lo previsto en el in-
ciso b) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, la siguiente:

Aleación de Acero Inoxidable.

Esta aleación estará integrada como sigue:

Entre 16% y 18% (dieciséis y dieciocho por ciento),
de cromo;



0.75% (setenta y cinco centésimos de punto porcen-
tual) de níquel, máximo;

0.12% (doce centésimos de punto porcentual) de
carbono, máximo;

1% (uno por ciento) de silicio, máximo;

1% (uno por ciento) de manganeso, máximo;

0.03% (tres centésimas de punto porcentual) de azu-
fre, máximo;

0.04% (cuatro centésimas de punto porcentual) de
fósforo, máximo, y

lo restante de hierro.

En esta composición, el peso será de 2.258 g (dos gramos,
doscientos cincuenta y ocho miligramos), y la tolerancia en
peso por pieza será de 0.113 g (ciento trece miligramos), en
más o en menos.

CUÑOS:

Anverso: Al centro el Escudo Nacional en relieve escul-
tórico, con la leyenda “ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS” formando el semicírculo superior.

Reverso: En la parte central de la moneda el número
veinte “20” como motivo principal y valor facial, a su
derecha el símbolo de centavos “¢”, en el campo supe-
rior al centro el año de acuñación, en el campo inferior
al centro el símbolo de la Casa de Moneda “M”; a la iz-
quierda paralelo al marco, una estilización del Acatl, de-
cimotercer día de la Piedra del Sol.

MONEDA DE CINCUENTA CENTAVOS

VALOR FACIAL: Cincuenta centavos.

FORMA: Circular.

DIÁMETRO: 17.0 mm (diecisiete milímetros).

CANTO: Estriado.

COMPOSICIÓN: Será, conforme a lo previsto en el in-
ciso b) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, la siguiente:

Aleación de Acero Inoxidable.

Esta aleación estará integrada como sigue:

Entre 16% y 18% (dieciséis y dieciocho por ciento),
de cromo;

0.75% (setenta y cinco centésimos de punto porcen-
tual) de níquel, máximo;

0.12% (doce centésimos de punto porcentual) de
carbono, máximo;

1% (uno por ciento) de silicio, máximo;

1% (uno por ciento) de manganeso, máximo;

0.03% (tres centésimas de punto porcentual) de azu-
fre, máximo;

0.04% (cuatro centésimas de punto porcentual) de
fósforo, máximo, y

lo restante de hierro.

En esta composición, el peso será de 3.103 g (tres gramos,
ciento tres miligramos), y la tolerancia en peso por pieza
será de 0.155 g (ciento cincuenta y cinco miligramos), en
más o en menos.

CUÑOS:

Anverso: Al centro el Escudo Nacional en relieve escul-
tórico, con la leyenda “ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS” formando el semicírculo superior.

Reverso: En la parte central de la moneda el número cin-
cuenta “50” como motivo principal y valor facial, a su de-
recha el símbolo de centavos “¢”, en el campo superior al
centro el año de acuñación, en el campo inferior al centro
el símbolo de la Casa de Moneda “M” y paralelo al mar-
co en semicírculo, en la parte inferior una estilización del
Anillo de la Aceptación de la Piedra del Sol.

…”

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Segundo. Las monedas a que se refiere el presente Decre-
to podrán comenzar a acuñarse a los tres meses siguientes
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Tercero. Las monedas de diez, veinte y cincuenta centavos
previstas en el Decreto referido en el Artículo Único, cuyas
características se modifican, continuarán con el poder libe-
ratorio que les señala el artículo 5o. de la Ley Monetaria de
los Estados Unidos Mexicanos, hasta que sean retiradas de
la circulación por el Banco de México.

Cuarto. El Banco de México deberá publicar en el Diario
Oficial de la Federación un aviso en el que se indique que
las piezas referidas en el artículo anterior ya han sido reti-
radas de la circulación, fijando el plazo necesario para rea-
lizar su canje.

Sala Comisiones de la Cámara de Diputados a 9 de diciembre de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez, Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto García
González (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica), José
Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica),
Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rú-
brica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio
Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonse-
ca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas, secretarios; Moisés Alcalde
Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar Solís
(rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Valia Batres
Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Ja-
vier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chau-
rand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Juan Nicasio
Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, José Martín López Cisneros
(rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge
Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CONVENIO SOBRE EL FONDO 
MONETARIO INTERNACIONAL

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. del decreto
que autorizó al Ejecutivo Federal para firmar, en represen-

tación del gobierno de México, el texto del convenio sobre
el Fondo Monetario Internacional

9 de diciembre de 2008

Honorable Asamblea

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la Minuta con proyecto de
Decreto por el que se reforma el artículo 3o. del Decreto
que autorizó al Ejecutivo Federal a firmar, en representa-
ción del Gobierno de México, el texto del Convenio sobre
el Fondo Monetario Internacional.

Esta Comisión resulta competente para dictaminar la Mi-
nuta presentada por la Cámara de Senadores de conformi-
dad con el artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al
análisis de la Minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co reunidos en Pleno, presenta a esta honorable Asamblea
el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 13
de noviembre de 2008, el Ejecutivo Federal remitió a la
Colegisladora la Iniciativa de Decreto por el que se re-
forma el artículo 3o. del Decreto que autorizó al Ejecu-
tivo Federal a firmar, en representación del Gobierno de
México, el texto del Convenio sobre el Fondo Moneta-
rio Internacional. En esa misma fecha la Mesa Directi-
va turnó a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público; y de Estudios Legislativos. para su estudio y
dictamen.

2. En sesión ordinaria del Senado de la República el 4
de diciembre de 2008, se aprobó la citada Minuta con 71
votos y se remitió a esta Cámara de Diputados.



3. Por acuerdo de la Mesa Directiva de esta H. Cámara,
el 5 de Diciembre turnó a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, la Minuta en comento para su estudio
y dictamen.

La Comisión Dictaminadora realizaro diversos trabajos a
efecto de revisar el contenido de la citada Minuta en la que
se expresa sus observaciones y comentarios a la misma, y
forman parte del presente

Dictamen

Descripción de la Minuta

En la Minuta se señala que el Fondo Monetario Internacio-
nal es un organismo financiero internacional creado en
1944 y del cual México es miembro desde su fundación,
toda vez que el 31 de diciembre de 1945 se publicó en el
Diario Oficial de la Federación, el Decreto mediante el
cual se autorizó al Ejecutivo Federal para firmar, en repre-
sentación del Gobierno de México, el texto del Convenio
sobre el Fondo Monetario Internacional.

Por lo anterior, el Congreso de la Unión aprobó el citado
Decreto, el organismo ha llevado a cabo un total de 12 re-
visiones generales de cuotas de los países miembros, con
una periodicidad promedio de 5 años, en las cuales ha eva-
luado la necesidad de aumentar sus recursos y de modificar
la distribución relativa de las cuotas.

En la Minuta se señala que desde la firma del Convenio
Constitutivo del Fondo Monetario Internacional, el Con-
greso de la Unión ha reformado en diversas ocasiones el
Decreto mencionado, a fin de incorporar las revisiones de
la cuota. Dichas reformas han sido publicadas en el Diario
Oficial de la Federación los días 10 de octubre de 1959, 13
de enero de 1965, 21 de noviembre de 1970, 31 de diciem-
bre de 1976, 2 de enero de 1980, 12 de diciembre de 1983,
7 de enero de 1991, 5 de enero de 1999 y 8 de mayo de
2007.

Conforme a la Junta de Gobernadores del Fondo Moneta-
rio Internacional aprobó el 18 de septiembre de 2006 la Re-
solución No. 61-5, la cual establecía un aumento selectivo
de cuotas, dirigido a aquellos países emergentes que, como
resultado de su desempeño económico, registraban una im-
portante desalineación de sus cuotas en relación a su parti-
cipación en la economía mundial. Los países beneficiarios
de este aumento (México, China, Corea y Turquía) fueron
seleccionados a partir de indicadores tales como el Produc-

to Interno Bruto (PIB), el nivel de reservas internacionales,
el grado de apertura externa y la variabilidad de los ingre-
sos en la cuenta corriente.

En la resolución se contempla un paquete de reformas pa-
ra los dos años siguientes. Dicho paquete propone la ins-
trumentación de un segundo aumento selectivo de cuotas
basado en una nueva fórmula para asignar las cuotas a los
países miembros de acuerdo a su importancia relativa en la
economía mundial, un aumento en el número de votos bá-
sicos y el diseño de mecanismos para mejorar la represen-
tatividad de los países de bajos ingresos.

Con fecha 8 de mayo de 2007 el Congreso de la Unión
aprobó por unanimidad el incremento de la cuota propues-
ta para México por una cantidad de 567 millones de Dere-
chos Especiales de Giro (DEG). Como resultado del mis-
mo, la cuota de nuestro país pasó de 2,585.8 a 3,152.8
millones de DEG y su participación en las cuotas totales de
la institución aumentó de 1.21 a 1.45 por ciento.

Ahora bien, en la Minuta se propone aprobar la enmienda
al Convenio sobre el Fondo Monetario Internacional, con
el objetivo de ampliar las facultades de inversión de la ins-
titución, de conformidad con la Resolución 63-3 aprobada
por la Junta de Gobernadores el 5 de mayo de 2008.

La resolución 63-2 contiene tres elementos:

I. Un segundo incremento ad-hoc de cuotas, fundamen-
tado en el establecimiento de una nueva fórmula para
determinarlas, lo cual se traduciría en un aumento en las
cuotas de 54 de los 185 países miembros;

II. Una enmienda al Convenio sobre el Fondo Moneta-
rio Internacional para triplicar el número de votos bási-
cos, lo que potenciaría la voz y participación de los pa-
íses de bajos ingresos y representaría el primer aumento
de este tipo desde la creación del Fondo, y

III. Otra enmienda al citado Convenio que permitiría a
los Directores Ejecutivos, que representan a un número
elevado de países, pudiesen nombrar a dos Directores
Ejecutivos Alternos.

Por lo que a nuestro país se refiere, en la Resolución 63-2
se aprueba un segundo incremento selectivo de cuotas de
15 por ciento. De esta forma, la cuota de México pasaría de
3,152.8 a 3,625.7 millones de DEG equivalentes respecti-
vamente a 5,138 y 5,909 millones de dólares estadouni-
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denses (paridad DEG - dólar estadounidense del 28 de abril
de 2008). Con este aumento de la cuota, la participación de
nuestro país en las cuotas totales de la institución aumenta-
ría de 1.45 a 1.52 por ciento. Por su parte, el aumento en la
cuota y la triplicación de los votos básicos, incrementarían
el poder de voto de México de 1.43 a 1.47 por ciento.

Es importante destacar que, de ser aprobado el incremento
de la cuota, el 25 por ciento deberá pagarse en DEG o en
monedas de libre uso y el 75 por ciento restante en mone-
da nacional. El 25 por ciento del aumento de la cuota pa-
gadero en divisas, forma parte de las reservas internacio-
nales del país, al constituirse lo que se conoce como “tramo
reserva”, lo cual únicamente implica un cambio en la com-
posición de dichas reservas y no significa un desembolso
para el país. Por otra parte, la aportación del 75 por ciento
en moneda nacional se realizaría a través de un depósito en
la Cuenta No. 1 del Fondo Monetario Internacional en el
Banco de México, el cual es un registro en una cuenta de
orden dentro de la contabilidad del banco central, que no
implica una erogación presupuestal ni para la Federación ni
para el Banco de México. Tampoco disminuyen las reser-
vas internacionales de este Instituto Central, ni se ve afec-
tada su situación financiera, ya que el incremento de la
cuota significa únicamente un intercambio de activos.

La otra enmienda propuesta al Convenio sobre el Fondo
Monetario Internacional, plasmada en la Resolución 63-3 y
aprobada por la Junta de Gobernadores el 5 de mayo de
2008, busca contribuir al alcance de estos objetivos. Dicha
enmienda propone ampliar las facultades de inversión de la
institución, a fin de contar con fuentes de ingresos más pre-
decibles y estables para financiar las diversas actividades
del Fondo, tanto financieras como de provisión de bienes
públicos.

El nuevo modelo de ingresos contempla también el esta-
blecimiento de un fondo con las ganancias de la venta de
una parte del oro, 403 toneladas métricas, propiedad de la
Institución, con el objetivo de generar ingresos adicionales,
pero conservando su valor en términos reales. Las ganan-
cias derivadas de dicha venta se depositarían en la Cuenta
de Inversión del organismo, para aprovechar la ampliación
de sus facultades de inversión y se invertirían en un fondo
especial para generar un rendimiento que contribuya a for-
talecer sus ingresos.

Como complemento a las medidas para fortalecer los in-
gresos, se aprobó un austero presupuesto de mediano plazo

que tiene como elemento central la reducción de 100 mi-
llones de dólares por año en los gastos administrativos en
términos reales. En este contexto, se reorientarán las acti-
vidades del organismo a las áreas en las que tiene ventajas
comparativas y se administrarán los recursos de una mane-
ra más eficiente. Por otra parte, se mantiene el compromi-
so de atender las necesidades de los países miembros de
menores ingresos, se incrementarán los recursos para la su-
pervisión tanto regional como multilateral y continuarán
los programas de capacitación.

Consideraciones de la Comisión

La que dictamina considera que es de aprobarse la Minuta,
ya que México es miembros del Fondo Monetario Interna-
cional, a partir de la suscripción del Convenio de Bretton
Woods, E.U.A., aprobado y publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 31 de diciembre de 1945, nuestro país
está obligado al cumplimiento de sus resoluciones, como
es el caso de las Resolución No. 63-2 y la 63-3, aprobadas
por la Junta de Gobernadores el 28 de abril de 2008 y el 5
de mayo de 2008, respectivamente, ya que se esta acuerdo
con el contenido de la Minuta, toda vez que:

La revisión de cuotas permitiría que México permanezca
en la décimo sexta posición de entre 185 países miembros,
alcanzada con el primer incremento selectivo.

La representación de México, integrada por España, Vene-
zuela y cinco países de Centro América, pasaría de la octa-
va a la quinta posición, en términos de los votos totales, de-
trás solamente de las de Estados Unidos, Alemania, Japón
y Bélgica.

El otorgamiento a México de este segundo incremento se-
lectivo en su cuota representa un reconocimiento a la cre-
ciente importancia de nuestro país en la economía mundial
en los últimos años.

El mayor poder de voto implicaría una mayor influencia de
México en la toma de decisiones del Fondo Monetario In-
ternacional, incluyendo la definición de cambios estratégi-
cos con posibles repercusiones globales.

La ampliación de la autoridad de inversión, junto con otras
medidas para fortalecer el modelo de ingresos del Fondo
Monetario Internacional, permitiría a esta institución con-
tar con fuentes de ingresos más previsibles para financiar
sus actividades, tanto financiera como de bienes públicos.



Por lo anteriormente expuesto las Comisión Dictaminado-
ra someter a la consideración de esta honorable Asamblea,
la aprobación del siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 3o. del decre-
to que autorizó al Ejecutivo federal a firmar, en repre-
sentación del Gobierno de México, el texto del Conve-
nio sobre el Fondo Monetario Internacional

Artículo Primero. Se reforma el artículo 3o. del Decreto
que autorizó al Ejecutivo Federal a firmar, en representa-
ción del Gobierno de México, el texto del Convenio Sobre
Fondo Monetario Internacional, aprobado en Bretton Wo-
ods, E.U.A., publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 31 de diciembre de 1945, para quedar como sigue:

“Artículo 3o. El Banco de México efectuará la aportación
de los Estados Unidos Mexicanos al Fondo Monetario In-
ternacional. La citada aportación será hasta por la cantidad
equivalente a tres mil seiscientos veinticinco millones, se-
tecientos mil derechos especiales de giro.”

Artículo Segundo. Se autoriza al Ejecutivo Federal por
conducto del Banco de México, para que, en representa-
ción de los Estados Unidos Mexicanos, actualice las apor-
taciones al Fondo Monetario Internacional por una canti-
dad de cuatrocientos setenta y dos millones novecientos
mil derechos especiales de giro, conforme a los términos
establecidos en la Resolución No. 63-2, de fecha 28 de
abril de 2008, adoptada por la Junta de Gobernadores del
Fondo Monetario Internacional, a fin de dar cumplimiento
a lo indicado en el Artículo Primero de este Decreto.

Artículo Tercero. Se autoriza al Ejecutivo Federal para
que en representación del Gobierno de México, acepte las
enmiendas al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario
Internacional conforme a las Resoluciones 63-2 y 63-3
aprobadas por la Junta de Gobernadores el 28 de abril de
2008 y el 5 de mayo de 2008, respectivamente.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados a los nueve días del
mes de diciembre del año dos mil ocho.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez, Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto García
González, Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica), José Antonio
Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Ismael
Ordaz Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salum, Carlos Al-
berto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín
Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica en con-
tra), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Moisés Alcalde
Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar Solís
(rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Valia Batres
Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Ja-
vier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chau-
rand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Juan Nicasio
Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, José Martín López Cisneros
(rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge
Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY QUE ESTABLECE BASES PARA LA
EJECUCION EN MEXICO, POR EL PODER 

EJECUTIVO FEDERAL, DEL CONVENIO 
CONSTITUTIVO DE LA ASOCIACION

INTERNACIONAL DE FOMENTO

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 2 de la Ley que
establece Bases para la Ejecución en México, por el Poder
Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la Asocia-
ción Internacional de Fomento

9 de diciembre de 2008

Honorable Asamblea

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la Minuta Proyecto de De-
creto por el se que reforma el artículo 2 de la Ley que Es-
tablece Bases para la Ejecución en México, por el Poder
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Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la Asocia-
ción Internacional de Fomento.

Esta Comisión resulta competente para dictaminar la Mi-
nuta presentada por la Cámara de Senadores de conformi-
dad con el artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al
análisis de la Minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co reunidos en Pleno, presenta a esta honorable Asamblea
el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 13
de noviembre del 2008, el Ejecutivo Federal presentó la
Iniciativa de Decreto que reforma el Artículo 2 de la Ley
que Establece Bases para la Ejecución en México, por el
Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de
la Asociación Internacional de Fomento.

2. El 4 de diciembre de 2008, en Sesión Ordinaria de la
Cámara de Senadores, se presentó el dictamen, el cual
fue aprobado por 80 votos y turnada a la Cámara de Di-
putados. 

3. Por acuerdo de la Mesa Directiva de esta H. Cámara,
el 5 de Diciembre turnó a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, la Minuta en comento para su estudio
y dictamen.

Descripción de la Minuta

La Minuta de la H. Cámara de Senadores propone reformar
el artículo 2° de la Ley que Establece Bases para la Ejecu-
ción en México, por el Poder Ejecutivo Federal, del Con-
venio Constitutivo de la Asociación Internacional de Fo-
mento, con el fin de que nuestro país aporte a las
Decimocuarta y Decimoquinta Reposiciones de Recursos
de la Asociación Internacional de Fomento. Estas aporta-
ciones constituyen un elemento importante dentro de las
relaciones globales de México con el Grupo del Banco
Mundial, además de representar una medida concreta de

apoyo al fortalecimiento de la asistencia que brindan las
instituciones financieras multilaterales y de ser un factor
determinante en la generación de una corriente de recursos
financieros concesionales que favorecen el proceso de des-
arrollo de los países que carecen de acceso a recursos fi-
nancieros en el mercado internacional en términos razona-
bles.

Señala la Minuta que la Asociación Internacional de Fo-
mento (“AIF”), es un organismo financiero internacional
filial del Banco Mundial, creado en el año de 1960, con el
objetivo de ayudar a elevar el nivel de vida de los países
miembros en desarrollo más pobres, a través del otorga-
miento de asistencia financiera y técnica en términos con-
cesionales. La AIF se ha constituido durante estos últimos
años como uno de los mecanismos más importantes de fi-
nanciamiento concesionario para los países en pobreza ex-
trema. Desde de su creación, ha otorgado créditos a 106 pa-
íses por un monto aproximado de 182 mil millones de
dólares.

Menciona la Minuta que la AIF es una de las mayores fuen-
tes de asistencia para los países más pobres del mundo, 39
de los cuales se encuentran en África. Prácticamente todos
los créditos de la Asociación no devengan intereses y el re-
embolso se extiende por un período de 35 a 40 años, in-
cluido un período de gracia de 10 años. La AIF además
otorga donaciones a los países en riesgo de quedar agobia-
dos por la deuda y brinda asimismo, servicios financieros
y de asistencia técnica a los países elegibles de recibir re-
cursos para apoyar sus prioridades y necesidades.

Agrega la Minuta que con objeto de hacer más eficiente el
uso y destino de sus recursos, la AIF realiza sus asignacio-
nes con base en indicadores de desempeño, monitoreo y
evaluación de resultados, las cuales son revisadas en el
marco de cada reposición de recursos.

Indica la Minuta que México ha sido miembro de la Aso-
ciación Internacional de Fomento desde su establecimien-
to y sus relaciones con la misma quedaron señaladas en la
Ley que Establece Bases para la Ejecución en México, por
el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de
dicha Asociación de fecha 30 de diciembre de 1960, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciem-
bre del mismo año.

La Minuta en comento señala que la suscripción inicial de
México fue 8’740,000.00 (ocho millones setecientos cua-
renta mil) dólares de los Estados Unidos de América, lo



que correspondió al 0.874% del total. México ha participa-
do en todas las reposiciones (trece reposiciones) a partir de
la Quinta Reposición y a la fecha ha contribuido con
167.92 millones de dólares de los Estados Unidos de Amé-
rica.

Comenta la Minuta que para dar continuidad a su mandato
de reducir la pobreza extrema, la Asamblea de Gobernado-
res de la Asociación Internacional de Fomento, mediante
resolución número 209, aprobó la Decimocuarta Reposi-
ción de Recursos (AIF 14) de este organismo, por un mon-
to de 24,200’000,000 (veinticuatro mil doscientos millo-
nes) Derechos Especiales de Giro1 (DEG), mismos que
serán utilizados para cubrir su programa de operaciones
durante el período comprendido entre los ejercicios 2005 y
2008. La Minuta señala que México contribuirá en esta Re-
posición con el 0.05% del total de las aportaciones de los
donantes; esto equivaldría a 7’070,000 DEG.

Asimismo, la Asamblea de Gobernadores de la Asociación
autorizó mediante resolución número 219 la Decimoquinta
Reposición de Recursos (AIF 15), por un monto de
27,300’000,000 (veintisiete mil trescientos millones)
DEG, mismos que serán utilizados para cubrir su programa
de operaciones durante el período comprendido entre los
ejercicios 2009 y 2011. De igual manera, la Minuta subra-
ya que en esta ocasión México contribuirá con el 0.05% del
total de las aportaciones de los donantes tomando como ba-
se lo que sería su contribución en la decimocuarta reposi-
ción, lo cual equivaldría a 10’180,000 DEG.

Cabe señalar, que dado que México registró una tasa de in-
flación menor al 10% durante el período 2001-2006, nues-
tra aportación en ambas reposiciones se realizará en mone-
da nacional, lo cual equivaldría para AIF 14 a 118 millones
de pesos y para AIF 15 a 169.58 millones de pesos.

También señala la Minuta que las aportaciones de nuestro
país a las Decimocuarta y Decimoquinta Reposiciones de
Recursos de la Asociación Internacional de Fomento, cons-
tituyen un elemento importante dentro de las relaciones
globales de México con el Grupo del Banco Mundial, ade-
más de representar una medida concreta de apoyo al forta-
lecimiento de la asistencia que brindan las instituciones fi-
nancieras multilaterales y de ser un factor determinante en
la generación de una fuente de recursos financieros conce-
sionales que favorecen el proceso de desarrollo de los paí-
ses que carecen de acceso a recursos financieros en el mer-
cado internacional en términos razonables.

Por último, la Minuta destaca que la Asociación Interna-
cional de Fomento constituye un elemento fundamental
dentro de la iniciativa de la comunidad financiera interna-
cional, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Interna-
cional para apoyar el Programa de Reducción de la Deuda
de los Países Pobres Altamente Endeudados, y la Iniciativa
de Condonación de Deuda Multilateral, ya que la ejecución
de estos mecanismos de alivio financiero se lleva a cabo a
través de este organismo.

Consideraciones de la Comisión

Esta dictaminadora considera que es de aprobarse la Minu-
ta sobre la reforma al Artículo 2° de la Ley que Establece
Bases para la Ejecución en México, por el Poder Ejecutivo
Federal, del Convenio Constitutivo de la Asociación Inter-
nacional de Fomento, toda vez que las aportaciones de
nuestro país a las Decimocuarta y Decimoquinta Reposi-
ciones de Recursos de la Asociación Internacional de Fo-
mento, será un elemento importante dentro de las relacio-
nes globales de México con el Grupo del Banco Mundial.

Esta Comisión coincide en que en los recursos de la AIF
provienen principalmente de las aportaciones que hacen
los gobiernos de los países donantes.

La que dictamina destaca que el número de donantes ha
aumentado con el tiempo, y que actualmente éstos suman
45 y comprenden países desarrollados y países en desarro-
llo de ingreso medio. Otras fuentes de financiamiento son
los reembolsos de los créditos pendientes, los ingresos de
las inversiones de la AIF y las transferencias que realizan
el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento
(BIRF) y la Corporación Financiera Internacional (CFI).

La Comisión dictaminadora conviene en resaltar que la
suscripción inicial de México fue de 8’740,000.00 (ocho
millones setecientos cuarenta mil) dólares de los Estados
Unidos de América, lo que correspondió al 0.874% del to-
tal. México ha participado en todas las reposiciones (trece
reposiciones) a partir de la Quinta Reposición y a la fecha
ha contribuido con 167.92 millones de dólares de los Esta-
dos Unidos de América.

Es importante señalar que a partir de la sexta reposición, la
Asociación Internacional de Fomento ha venido otorgando
sus créditos en DEG, en tanto que las aportaciones de los
países, en su mayoría, se solicitaban en Moneda Nacional;
lo cual originó la merma del valor real de las reposiciones
debido a las fluctuaciones cambiarias de las monedas de
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los países donantes. Por ello, la Asociación Internacional
de Fomento solicitó el apoyo de los países para denominar
sus contribuciones en DEG para evitar la pérdida de valor
real de las contribuciones, así como brindar un marco de
referencia estable para sus operaciones de financiamiento.

La que dictamina considera conveniente que México con-
tribuya en las Decimocuarta y Decimoquinta Reposiciones
de Recursos con el 0.05% del total de las aportaciones de
los donantes; lo que equivaldría a 7’070,000 DEG y
10’180,000 DEG respectivamente.

Es importante subrayar que la Asociación Internacional de
Fomento constituye un elemento fundamental dentro de la
iniciativa de la comunidad financiera internacional, el Ban-
co Mundial y el Fondo Monetario Internacional para apo-
yar el Programa de Reducción de la Deuda de los Países
Pobres Altamente Endeudados, y la Iniciativa de Condona-
ción de Deuda Multilateral, ya que la ejecución de estos
mecanismos de alivio financiero se lleva a cabo a través de
este organismo.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión estima necesa-
ria la aprobación de la Minuta con Proyecto de Decreto por
el que se reforma el Artículo 2 de la Ley que Establece Ba-
ses para la Ejecución en México, por el Poder Ejecutivo
Federal, del Convenio Constitutivo de la Asociación Inter-
nacional de Fomento, por lo que somete a consideración
del Pleno de esta honorable Asamblea el siguiente:

Decreto por el que se reforma el artículo 2 de la Ley que
Establece Bases para la Ejecución en México, por el Po-
der Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la
Asociación Internacional de Fomento.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 2 de la Ley que
Establece Bases para la Ejecución en México, por el Poder
Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la Asocia-
ción Internacional de Fomento, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 31 de diciembre de 1960, modifi-
cada por Decretos publicados en el propio Diario Oficial de
la Federación el 8 de enero de 1981, 28 de diciembre de
1981, 4 de noviembre de 1983, 24 de diciembre de 1984,
19 de enero de 1988, 26 de julio de 1990, 16 de julio de
1993, 7 de mayo de 1997 y 01 de junio de 2001 para que-
dar como sigue:

Artículo 2. Se autoriza al Gobierno Federal para que por
conducto del Banco de México efectúe las siguientes apor-
taciones a la Asociación Internacional de Fomento hasta

por el equivalente en Derechos Especiales de Giro, que a
continuación se indican:

a) 7’070,000 (siete millones setenta mil), por concepto
de suscripción adicional correspondiente a la Decimo-
cuarta Reposición de Capital, cantidad que se adiciona-
rá a las suscripciones anteriores efectuadas por nuestro
país.

b) 10’180,000 (diez millones ciento ochenta mil), por
concepto de suscripción adicional correspondiente a la
Decimoquinta Reposición de Capital, cantidad que se
adicionará a las suscripciones anteriores efectuadas por
nuestro país.

Artículo Segundo. Se autoriza al Ejecutivo Federal para
actualizar las aportaciones a que se refiere la Ley que Es-
tablece Bases para la Ejecución en México, por el Poder
Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la Asocia-
ción Internacional de Fomento, para dar cumplimiento a lo
dispuesto en el artículo anterior.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Los Derechos Especiales de Giro sirven como unidad de cuenta del
FMI y otros organismos internacionales. Su valor está basado en una
canasta formada por las principales monedas del mundo (dólar de los
Estados Unidos de América,  el euro, la libra esterlina y el yen japo-
nés). Para fijar el valor del DEG de las reposiciones AIF 14 y AIF 15
se convino utilizar el tipo de cambio medio diario en un periodo de
tiempo determinado.

Sala Comisiones de la Cámara de Diputados a 9 de diciembre de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez, Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto García
González (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica), José
Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica),
Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salum, Car-
los Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio Montaño,
Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica
en abstención), Aída Marina Arvizu Rivas, secretarios; Moisés Alcalde



Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar Solís
(rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Valia Batres
Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Ja-
vier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chau-
rand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Juan Nicasio
Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, José Martín López Cisneros
(rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), Octavio Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge
Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 56 de la Ley de
Instituciones de Crédito

9 de diciembre de 2008

Honorable Asamblea

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la Minuta Proyecto de De-
creto por el que se reforma el artículo 56 de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito.

Esta Comisión resulta competente para dictaminar la Mi-
nuta presentada por la Cámara de Senadores de conformi-
dad con el artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al
análisis de la Minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co reunidos en Pleno, presenta a esta honorable Asamblea
el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Senado de la República, el 15
de noviembre de 2007, la senadora Amira Griselda Gó-
mez Tueme y el senador José Eduardo Calzada Roviro-
sa del Grupo Parlamentario del PRI, presentaron la Ini-
ciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el
artículo 56 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

2. El 22 de abril de 2008, en Sesión Ordinaria de la Cá-
mara de Senadores, se presentó el dictamen, el cual fue
aprobado por 68 votos y turnada a la Cámara de Dipu-
tados. 

3. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 24
de abril de 2008, la Mesa Directiva, turnó a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, la Minuta en comento
para su estudio y dictamen.

Descripción de la Minuta

La Minuta de la H. Cámara de Senadores propone reformar
el artículo 56 de la Ley de Instituciones de Crédito, ya que
considera como prioridad que la banca privada dote de más
y mejores servicios a los usuarios de los servicios financie-
ros, de manera sencilla y a tarifas competitivas.

Menciona la Minuta que en junio de 2007, se promulgó la
nueva Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros, aprobada por el Congreso de la
Unión el 25 de abril de ese año, lo que sin duda significó
un avance para beneficio de los usuarios de los servicios fi-
nancieros, al ofrecer mayor transparencia respecto al cobro
de comisiones sobre créditos, prestamos o financiamientos
que otorgan las entidades financieras.

Sin embargo, señala la minuta, es necesario seguir ade-
cuando la legislación, con el fin de fortalecer la protección
de los intereses del publico usuario, para no dañar sus de-
rechos patrimoniales fundamentales y para brindarles una
mayor certidumbre jurídica, sobre todo en lo que se refiere
a las actividades denominadas pasivas, que son aquellas a
través de las cuales los bancos captan del público, por me-
dio del ahorro o inversión, los capitales que se encuentran
ociosos o sin ocupación productiva inmediata.

Agrega la minuta que comúnmente para la custodia de los
ahorros se elige a las instituciones financieras y se firman
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con ellas un contrato en el cual se establecen la forma, los
términos y condiciones, por lo que cuando se ahorra o se
invierte, normalmente se espera que el dinero se encuentre
en buenas manos, que se proporcione algún rendimiento
para soportar lo mejor posible los embates de la inflación y
se pueda disponer de él en el momento en que se necesite,
ya sea el cuentahabiente titular o quienes este determine en
ese contrato, pero nunca con la intención de que dicho pa-
trimonio quede en manos de las instituciones financieras.

La Minuta en comento señala que en la Ley de Institucio-
nes de Crédito, se prevé la figura de “beneficiario”, que es
la persona que se ve beneficiada por la entrega de los sal-
dos en las cuentas de ahorro e inversión en caso de que el
titular de la cuenta llegue a fallecer, por lo que al firmar un
contrato para la designación de esos beneficiarios, el titular
confía en que ello constituye una prueba plena de la expre-
sión de su voluntad. Ello es así, toda vez que en cualquier
momento puede nombrar nuevos beneficiarios, anular los
que tiene designados o variar el porcentaje establecido
para cada uno de ellos.

Subraya la Minuta que aunque tal designación se supondría
que brinda tranquilidad o seguridad jurídica para quienes el
titular designa como beneficiarios, se indica que la Ley de
Instituciones de Crédito, en su artículo 56 vigente, atenta
en contra de la voluntad del titular y de su patrimonio, al
establecer límites en la entrega del dinero y obligar que se
siga un juicio sucesorio que en ocasiones resulta largo y
costoso.

En ocasiones, señala la Minuta, al llenar los documentos
que proporciona la institución bancaria no se toma el debi-
do cuidado al designar los beneficiarios; o por no ser obli-
gatoria solicitar este requisito, el personal de las institucio-
nes bancarias lo omiten. En casos como estos, se agrega
que debiera de ser un juez el que determine a quien entre-
gar ese dinero; en caso contrario y cuando los beneficiarios
y la voluntad del titular están plenamente determinados, el
único requisito para la entrega debiera ser el demostrar ple-
namente que el titular ha fallecido.

En este sentido, la Minuta señala que el artículo 56 de la
Ley de Instituciones de Crédito en vigor, determina límites
en la entrega del dinero que las instituciones financieras
deben hacer a los beneficiarios, es decir, no se les pro-
porciona la totalidad de los recursos existentes, sino tan
solo la cantidad equivalente a 20 salarios mínimos vigen-
tes en el Distrito Federal, elevada al año o si la cantidad

depositada es inferior a éste monto, se le entregará el 75%
del total. Por lo que respecta al 25% restante, para deter-
minar su asignación, se tiene que recurrir a un juicio suce-
sorio, con los costos e implicaciones jurídicas que esto
conlleva. 

Por lo anterior, la Colegisladora considera que es esencial
la reforma al artículo 56 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, con el fin de fortalecer la protección de los usuarios
para no dañar sus derechos patrimoniales.

Consideraciones de la Comisión

Esta dictaminadora considera que es de aprobarse la Minu-
ta sobre la reforma a la Ley de Instituciones de Crédito, que
tiene como objetivo la protección de los intereses del pú-
blico usuario y brindarles una mayor certidumbre jurídica,
sobre todo en lo que se refiere a las actividades denomina-
das pasivas.

De lo anterior, esta Comisión que dictamina estima conve-
niente la aprobación de la Minuta, toda vez que el respeto
a los contratos es esencial para conseguir el desarrollo y so-
lidez que el sistema financiero mexicano requiere.

Esta Comisión considera adecuado que en la Ley de Insti-
tuciones de Crédito, se prevé la figura de beneficiario, to-
da vez que dicha figura es la persona que se vera benefi-
ciada por la entrega de los saldos en las cuentas de ahorro
e inversión en caso de que el titular llegue a fallecer.

Asimismo, la dictaminadora estima necesario que en caso
de fallecimiento del titular, la institución de crédito entre-
gue el importe correspondiente a quien el titular hubiera
designado, expresamente y por escrito como “beneficiario”
en la proporción estipulada para cada uno de ellos.

En adición, la que dictamina considera conveniente que en
el supuesto que no existieran beneficiarios, el importe de-
berá entregarse en los términos previstos por la legislación
común.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión estima necesa-
ria la aprobación de la Minuta con Proyecto de Decreto que
reforma el artículo 56 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, por lo que somete a consideración del Pleno de esta ho-
norable Asamblea el siguiente:



Decreto por el que se reforma el artículo 56 de la Ley de
Instituciones de Crédito

Único. Se reforma el artículo 56 del Capítulo II “De las
Operaciones Pasivas” de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, para quedar como sigue:

Artículo 56. El titular de las operaciones a que se refieren
las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley, así como de
depósitos bancarios en administración de títulos o valores
a cargo de instituciones de crédito, deberá designar benefi-
ciarios y podrá en cualquier tiempo sustituirlos, así como
modificar, en su caso, la proporción correspondiente a ca-
da uno de ellos.

En caso de fallecimiento del titular, la institución de crédi-
to entregará el importe correspondiente a quienes el propio
titular hubiese designado, expresamente y por escrito, co-
mo beneficiarios, en la proporción estipulada para cada
uno de ellos.

Si no existieren beneficiarios, el importe deberá entregarse
en los términos previstos en la legislación común. 

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala comisiones de la Cámara de Diputados a 9 de diciembre de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Al-
berto García González, Camerino Eleazar Márquez Madrid, José
Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica),
Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salud (rúbri-
ca), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio
Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonse-
ca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Moisés
Alcalde Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Agui-
lar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Va-
lia Batres Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Fran-
cisco Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero (rúbrica en
contra), Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez
(rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Javier Guerrero García
(rúbrica), José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Lu-
dlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Octavio
Martínez Vargas, José Murat, Dolores María del Carmen Parra Jimé-

nez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum
del Palacio, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE ARMAS 
DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 61 de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos

La Comisión de Defensa Nacional, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 39, numerales 1, 2, fracción III,
y 45 numerales 6, incisos “f” y “g” de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 60,
87,88 y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de esta soberanía el presente proyec-
to de dictamen, bajo los siguientes:

Antecedentes

A) En sesión ordinaria de la H. Cámara de Diputados
celebrada el 18 de septiembre de 2007, el diputado Jeri-
có Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del PRI,
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 60 y 61 de la Ley Federal de Armas de Fue-
go y Explosivos.

B) La Presidencia de la Mesa Directiva de esta sobera-
nía dictó el siguiente trámite: “Túrnese para análisis y
dictamen, a la Comisión de Defensa Nacional”.

Valoración de la Iniciativa

El diputado promovente en sus argumentos centrales expo-
ne que:

• La propuesta es sujetar al transporte de material ex-
plosivo a reglas de seguridad más estrictas a las que ac-
tualmente se están aplicando.

• Decir que las Leyes y las Normas ya lo prevén, es falso.
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• Actualmente no se verifica, al momento de la salida
del transporte, las medidas de seguridad que establecen
las normas mexicanas, ni se hace un seguimiento de la
ruta que transitará el transporte, ni mucho menos se re-
visa el contenedor de carga.

• Los conductores no están preparados para enfrentar
una situación de riesgo.

• Tenemos que ser claros en la Ley sobre los requeri-
mientos de seguridad que deberán cubrirse antes y du-
rante el transporte del material explosivo.

• Son precisamente los acontecimientos los que motivan
las legislaciones, cuyo objeto es precisar la realidad, pa-
ra que las reglas que deberán aplicarse normen la acti-
vidad de la sociedad en esa realidad.

Consideraciones

“Las Leyes no se mejorarían nunca si no existieran nume-
rosas personas cuyos sentimientos morales son mejores
que las Leyes existentes”, dijo alguna vez un filósofo in-
glés. Nosotros decimos, Es cierto. Y por eso y para eso, es-
tamos aquí.

El atroz acontecimiento ocurrido casi exactamente hace un
año, (9 de septiembre de 2007), en la carretera Monclova-
Cuatro Ciénegas a la altura del ejido Celamanía, Nadado-
res, Coahuila, ha pasado a la historia de nuestro país como
el más grave incidente carretero de los últimos tiempos. La
vida de decenas de personas, (29), padres, madres, hijos,
hijas, nietos abuelos, fue aniquilada en un instante. No hu-
bo agonía, no hubo congoja, tampoco sazón o desazón pre-
vio; pero de igual forma no hubo cuidado, pericia, vigilan-
cia, cumplimiento, sensatez, prudencia ni templanza, en
quien condujo el trailer explosivo, en quien lo cargó, en
quien le permitió pasar sin revisarlo, en quien no colocó los
aditamentos de seguridad, en quien, en una palabra, no
cumplió la Ley.

El día 18 de septiembre de 2007, poco después de la trage-
dia, fecha en la cual el diputado Jericó Abramo Masso su-
bió a la tribuna más alta de la nación para presentar la ini-
ciativa que hoy se dictamina, no lo hacia a titulo personal;
cada persona herida en este evento, cada familia de quienes
desgraciadamente fallecieron, y también, cada uno de los
legisladores que integramos la H. Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, estamos seguros, compartimos los
argumentos vertidos en el documento objeto de estudio; no

obstante la alta responsabilidad de legislar nos impone dic-
taminar con integridad.

En la vida cotidiana, cada mañana, cada tarde, a cada rato
escuchamos de un crimen cometido, de un atraco, de un ro-
bo, de una violación, de un secuestro; y por irónico que pa-
rezca existe una ley al respecto que lo estipula y sanciona,
o dicho de otra manera que lo describe y que amenaza pe-
nal o de cualquier otra forma jurídica correspondiente tan-
to judicial como legalmente, a quien realice esa acción u
omisión, y sin embargo como se dijo líneas atrás, todos los
días acontece.

En este sentido entendemos muy bien lo planteado por el
promovente al manifestar que “decir que las Leyes y las
Normas ya lo contemplan es falso”, ya que cuando aún
existiendo la Ley, Reglamento, Norma, o demás que pre-
viene la comisión de una conducta antisocial esta se actua-
liza, estamos ante una Ley, Reglamento, Norma o demás,
FALSA. No obstante es innegable que efectivamente exis-
ten numerosos ordenamientos legales que ya prevé n cir-
cunstancias específicas tendientes a evitar catástrofes co-
mo la de Cuatro Ciénegas en comento.

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, dic-
taminada, votada, aprobada y remitida al Ejecutivo Federal
para su publicación por el Congreso de la Unión del cual
ahora nosotros formamos parte, establece en su artículo
primero que tiene por objeto regular los servicios de auto-
transporte federal que operan en los caminos y puentes que
entronquen con algún camino de país extranjero; que co-
muniquen a dos o más estados de la Federación o bien que
en su totalidad o en su mayor parte sean construidos por la
Federación, con fondos federales o mediante concesión fe-
deral por particulares, estados o municipios.

Asimismo establece entre otras situaciones, las que a con-
tinuación se anotan:

• Los diferentes niveles de autotransporte federal.

• La construcción de libramientos que eviten el tránsito
pesado por las poblaciones.

• La realización de convenios entre la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes de la Federación y los Es-
tados de la República, o bien entre la dependencia men-
cionada y los gobiernos municipales, que tiendan a la
conservación reconstrucción y ampliación de tramos fe-
derales.



• Medidas de seguridad para la utilización de explosivos
en canteras que estén cerca de los caminos.

• El mandato para que todos los vehículos de autotrans-
porte de carga, pasaje y turismo que transiten en cami-
nos y puentes de jurisdicción federal cumplan con la ve-
rificación técnica de sus condiciones físicas y
mecánicas y obtener la constancia de aprobación co-
rrespondiente con la periodicidad y términos que la SCT
establezca en la Norma Oficial Mexicana respectiva.

• La obligación para que los conductores de vehículos
de autotransporte federal obtengan y/o renueven la li-
cencia federal reglamentaria correspondiente que expi-
da la SCT.

Tal y como se puede apreciar, en estas disposiciones se
mencionan figuras jurídicas que complementan a una Ley
y posibilitan la aplicación minuciosa de la misma; nos re-
ferimos a los Reglamentos y a las Normas Oficiales Mexi-
canas.

En este sentido el Estado Mexicano cuenta con un Regla-
mento que contiene varias de las exigencias de la sociedad,
a propósito del transporte de explosivos, y muy acorde con
las propuestas expresadas por el legislador promovente:
“El Reglamento para el Transporte Terrestre de Materiales
y Residuos Peligrosos”.

Este documento plasma, solo por apuntar algunos ejem-
plos:

- El artículo 5, que para transportar materiales y resi-
duos peligrosos por las vías generales de comunicación
terrestre, es necesario que la Secretaría, (SCT) así lo es-
tablezca en el permiso otorgado a los transportistas...

- Los artículos 37 al 40 disponen la forma en que deben
identificarse las unidades que transportan materiales y
residuos peligrosos por las vías generales de comunica-
ción terrestre.

- Los artículos del 58 al 68 prevén las condiciones de
tránsito en vías de jurisdicción federal, es decir, qué per-
sonas pueden viajar en la unidad, cuando pueden reali-
zar paradas, cuando pueden viajar en convoy, qué hacer
en caso de congestiona miento vehicular, etc.

En resumen este ordenamiento regula el envase y embala-
je del material en comento; características, especificacio-

nes y equipamiento de los vehículos motrices y unidades
de arrastre a utilizar; las condiciones de seguridad; el trán-
sito por vías federales; y también la responsabilidad por la
falta de cumplimiento de todas las especificidades determi-
nadas. Finalmente es de subrayar que crea el Sistema Na-
cional de Emergencia en Transportación de Materiales y
Residuos Peligrosos, el cual es un organismo que tiene por
objeto proporcionar información técnica y específica sobre
las medidas y acciones que deben adoptarse en caso de al-
gún accidente, y que se establecerá en coordinación con la
Segob y demás dependencias competentes, pero también
con la participación de las autoridades estatales y munici-
pales, así como fabricantes e industriales que produzcan,
generen, y utilicen substancias o residuos peligrosos y los
transportistas.

De igual manera las Normas Oficiales Mexicanas, las que
están sustentadas por la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización, y por los distintos cuerpos legales que a
ellas remiten, reúnen numerosas disposiciones relaciona-
das con el transporte de explosivos y material peligroso:

La NOM-003-SCT-2000, “Característica de las etique-
tas de envases y embalajes destinadas al transporte de
substancias y residuos peligrosos” (DOF-20-sept-2000).

La NOM-004-SCT -2000, “Sistema de identificación de
Unidades destinadas al transporte de materiales y resi-
duos peligrosos” (DOF 27-sept-2000).

La NOM-005-SCT-2000, “Información de emergencia
en transportación para el transporte terrestre de materia-
les y residuos peligrosos” (DOF 27 -sept-2000).

La NOM-006-SCT2-2000, “Aspectos básicos para la
inspección vehicular diaria de la Unidad destinada al
autotransporte de material y residuos peligrosos” (DOF
9-nov-2000).

La NOM-009-SCT2-2003, “Compatibilidad para alma-
cenamiento y transporte de substancias, materiales y re-
siduos peligrosos de la clase 1 explosivos” (DOF 9-dic-
2003).

La NOM-010-SCT2-2003, “Disposiciones de compati-
bilidad y segregación para el almacenamiento y trans-
porte de substancias, materiales y servicios peligrosos”
(DOF 10-dic-2003).
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La NOM-012-SCT2/1995, “Sobre el peso y dimensio-
nes máximas con los que pueden circular los vehículos
de autotransporte que transitan en los caminos y puen-
tes de jurisdicción federal” DOF 7 -ene-97).

La NOM-020-SCT2-1995, “Requerimientos generales
para el diseño y construcción de autotanques destinados
al transporte de materiales y residuos peligrosos. Espe-
cificaciones SCT-306, SCT-307, SCT-312” (DOF 17 -
nov-07).

Por otro lado el pasado día 3 de julio del actual este órga-
no legislativo se reunió con el propio diputado Jericó Abra-
mo Masso, y especialistas en la materia a legislar, de las
Secretarías de Gobernación, Defensa Nacional, Marina y
Comunicaciones y Transportes. Esta reunión fue más que
productiva, por decir lo menos, ya que nos dio la oportuni-
dad de escuchar distintos planteamientos relacionados y
con un sustento de carácter técnico, pero lo más importan-
te, de carácter experimental, expresada por peritos en la
materia.

En dicha reunión fue aseverado por el diputado Abramo:

a) Más de 51,315 tráilers con materiales explosivos cir-
culan durante el año en las carreteras mexicanas sin lle-
var custodia alguna.

b) Trabajadores de la empresa Orica que hablaron bajo
la condición del anonimato, explicaron que el trailer no
portaban ninguna advertencia o custodia porque el Ejér-
cito Mexicano se los ha impedido bajo el argumento que
de esa manera son más susceptibles de un atraco en la
carretera.

c) La delegación de la SCT dio a conocer que el trans-
porte de la sustancia fue supervisado y cumplía con las
medidas exigidas por la ley.

d) La duda sobre si el trailer llevaba los símbolos de la
carga peligrosa persiste.

e) Lo cierto es que los explosivos viajan por carreteras
y vías del país sin que nadie reglamente mejores condi-
ciones de seguridad.

De la misma manera presentó datos muy ilustrativos refe-
rentes a:

- Carreteras con mayor número de accidentes.

- Substancias con mayor número de accidentes.

- Relación de accidentes en carreteras con sustancias
químicas.

- Ejemplos de otros accidentes como consecuencia de
una mala transportación de material peligroso.

Asimismo presentó un resumen de porque sí, o porque no,
la reforma que propone, recogiendo los argumentos ante-
riormente expresados por escrito al respecto por parte de
las dependencias invitadas.

Es muy importante señalar que el diputado Jericó Abramo
Masso señaló aceptar la recomendación de miembros de
esta Comisión de Defensa Nacional de eliminar el convoy
militar del numeral 3 de su iniciativa propuesta, lo que pos-
teriormente sustento mediante oficio s/n de fecha 24 de ju-
lio del actual enviado a la Presidencia del mismo órgano le-
gislativo.

Por último en esta reunión expresaron su punto de vista
respecto al objeto de trabajo las dependencias del Ejecuti-
vo Federal invitadas, manifestando compartir la preocupa-
ción del Poder Legislativo Federal respecto a este tema; sin
embargo consideraron de manera generalizada el que las
propuestas contenidas en la iniciativa ya se encuentran cu-
biertas por distintos ordenamientos jurídicos.

Consideraron que la legislación vigente se adecua a la pro-
puesta del legislador, sin omitir que pueden llevarse a cabo
acuerdos de colaboración entre dependencias tanto estata-
les como federales y municipales para mejorar las condi-
ciones de seguridad en la materia.

Por parte de la SCT se manifestó específica mente contar
con el Comité Consultivo Nacional de Normalización de
Transporte, que reúne a autoridades de las distintas depen-
dencias, quienes son expertos en la materia; es por eso que
primero la SCT otorga los permisos y después la Sedena, y
así la coordinación entre ambas dependencias existe en los
hechos.

La representación de la Semar señaló que de establecerse
medidas de seguridad para evitar que crucen los vehículos
de transporte con carga explosiva o de alto riesgo por po-
blaciones, así como bloqueos de calles y carreteras por las
cuales transiten, y valorando la cantidad de vehículos o
empresas que se dedican a este tipo de transportes, se ten-
drían que construir carreteras especiales para el transporte



de material peligroso, en donde no existieran, invadiendo
las facultades que le competen a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, por el hecho de que el Reglamento
para el Transporte Terrestre de Materiales y Residuos Peli-
grosos ya prevé regulación al respecto:

Los invitados asistentes de la Sedena expresaron en cuanto
a conferir a la propia dependencia atribuciones para expe-
dir permisos en materia de transporte, es conferirle una
atribución con la que ya cuenta de conformidad con el ar-
tículo 60 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos (LFAFE) vigente.

En referencia a la jornada laboral, se puntualizó que este
aspecto es regulado hoy día por el artículo 62 Bis del Re-
glamento de Tránsito en Carreteras, expedido por la SCT,
por lo que se tiene cubierta esta propuesta, añadiendo que
existe una bitácora de horas de servicio del conductor, y
que es el registro diario que contiene el tiempo efectivo de
conducción; “los conductores deberán respetar las jornadas
establecidas en la Ley Federal del Trabajo y en los tratados,
acuerdos y convenios internacionales”, de ahí que si no se
respetaran esas jornadas con referencia en la Bitácora men-
cionada se deberá de retirar la licencia correspondiente al
conductor de la unidad de transporte.

De todo lo expuesto anteriormente esta Comisión de De-
fensa Nacional establece las siguientes:

Conclusiones

1. Los acontecimientos sucedidos el pasado día 9 de
septiembre del dos mil siete en la carretera Monclova-
Cuatro Ciénegas a la altura del ejido Celamanía, Nada-
dores, Coahuila, que causó la muerte de 29 personas,
(de entre ellas 1 niño de 12 años y una niña de 1 año 10
meses), es un incidente lamentable y que aflige a todos
los ciudadanos de la República y que pasará a la histo-
ria como una de las peores tragedias carreteras en nues-
tro país.

2. La H. Cámara de Diputados de la LX Legislatura del
Congreso de la Unión no debe dejar pasar por desaper-
cibido lo ocurrido, o como un “accidente” más de los
que con frecuencia acontecen en nuestras carreteras; y sí
debe emprender acciones tendientes a eficientar el Sis-
tema Carretero Nacional en sus tres órdenes, federal, es-
tatal y municipal, no solamente legislando sino coadyu-
vando a que el marco jurídico ya existente tenga una
eficaz aplicación.

3. De acuerdo al análisis realizado se puede llegar a la
conclusión de que las proposiciones hechas por el legis-
lador promovente contenidas en el artículo 60 propues-
to, (llevar todo el material y equipo necesario para en-
frentar cualquier siniestro; medidas que eviten el cruce
por poblaciones de transportes con material peligroso;
instrumentos de coordinación que para eficientar el sis-
tema de transporte de esta naturaleza se tenga entre au-
toridades federales, estatales y municipales, así como
integrar a estos la participación de los permisionarios y
transportistas; especificaciones concretas acerca de los
contenedores de los transportes de este tipo que eviten
derrames, explosiones, incendios etcétera; especifica-
ciones sobre la cantidad máxima de explosivos que se
pueden transportar en un vehículo; jornadas máximas de
trabajo por parte de los choferes así como las caracte-
rísticas de la bitácora que deberá usar el mismo; dispo-
siciones relativas a la licencia de manejo para los con-
ductores; requisitos para la obtención del permiso legal
para transportar explosivos;), en su gran mayoría ya se
encuentran contempladas en otros ordenamientos lega-
les.

4. En relación al primer párrafo del artículo 61 de la
LFAFE que actualmente reza como sigue: “Artículo 61.
La transportación que se derive de permisos concedidos
por la Secretaría de la Defensa Nacional a personas o
negociaciones, para realizar alguna o algunas de las
actividades señaladas en este Titulo, deberá ajustarse a
las medidas de seguridad que se precisen en los permi-
sos”, y pasar a: “Artículo 61. La transportación que se
derive de permisos concedidos por la Secretaría de la
Defensa Nacional a personas o negociaciones, para re-
alizar alguna o algunas de las actividades señaladas en
este Titulo, deberá ajustarse a las medidas de seguridad
que establezcan las Leyes, Reglamentos y Normas
aplicables en materia de transporte de materiales peli-
grosos.”; consideramos que prescribe mejor las condi-
ciones en que debe emitirse y otorgarse el permiso co-
rrespondiente, y en ese sentido estamos de acuerdo con
ella; sin embargo es necesario mantener la redacción ac-
tual del artículo y agregarle lo propuesto por el diputa-
do Abramo Masso, toda vez que al establecerse en el
texto vigente que la transportación que se derive de per-
misos otorgados por la Sedena, deberá ajustarse a las
medidas de seguridad que se precisen en esos mismos
permisos, mantiene la posibilidad de que si resultase ne-
cesario implementar una medida de seguridad nueva en
función de las investigaciones relacionadas con la sus-
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tancia en particular de que se trate, esta sea implemen-
tada por ese medio a través de la propia Sedena.

5. Por cuanto hace a la propuesta de adicionar el propio
artículo 61 de la LFAFE con un párrafo segundo de la
siguiente manera: “En caso de incumplimiento se pro-
hibirá su salida del almacén o lugar de origen de la car-
ga que será transportada. Si por el incumplimiento de
las medidas de seguridad que establece esta Ley y los
ordenamientos aplicable a la transportación de mate-
rial peligroso, se causare un siniestro que produzcan le-
siones, muertes o destrucción de inmuebles, será retira-
do el permiso de manera inmediata a la empresa titular
de éste, así como será aplicada una multa que conside-
re de manera suficiente la reparación de los daños cau-
sados, sin ser limitativo para la aplicación de otras le-
yes u ordenamientos respectivos”; lo consideramos
amplio y con 4 enunciados: el primero en cuanto a: “En
caso de incumplimiento se prohibirá su salida del alma-
cén o lugar de origen de la carga que será transportada”;
al respecto creemos que este enunciado se encuentra im-
plícito en todos y cada uno de los ordenamientos Lega-
les anteriormente expuestos y en los propios permisos
otorgados por la Sedena, ya que precisamente la razón
de ser de todos estos ordenamientos es su cumplimien-
to, de tal suerte que en caso de que no se cumpla alguna
de las condiciones que determinan, la prevención auto-
mática es no permitir la salida del transporte; al respec-
to es importante remarcar que una de las condiciones de
los permisos que otorga la Sedena para el transporte de
explosivos es ser notificada por parte del permisionario
de la próxima salida del vehículo con carga a transpor-
tar para efecto de que personal especializado de la pro-
pia dependencia se constituya en el lugar de salida y cer-
tifique el cumplimiento de las medidas de seguridad que
correspondan. El segundo enunciado reza: “Si por el in-
cumplimiento de las medidas de  seguridad que estable-
ce esta Ley y los ordenamientos aplicables a la trans-
portación de material peligroso, se causare un siniestro
que produzcan lesiones, muertes o destrucción de in-
muebles, será retirado el permiso de manera inmediata
a la empresa titular de éste”; al respecto consideramos
oportuna la reforma ya que la fuente de ingresos del per-
misionario es lo que se sanciona, y esto produce extre-
mar precauciones para cumplir con las medidas de se-
guridad; no obstante creemos oportuno cambiar la
expresión “será retirado el permiso” por la de “será sus-
pendido o cancelado el permiso...”, en términos de lo
que ya dispone el artículo 89 de la propia ley en comen-
to; así como, por otro lado, reemplazar el término “a la

empresa titular de éste”, por el de, “al titular de este”, ya
que de esta forma se engloba a personas físicas o mora-
les. El tercer enunciado es como sigue: “así como será
aplicada una multa que considere de manera suficiente
la reparación de los daños causados”; en este sentido
consideramos que en caso de que se produzcan los su-
cesos mencionados, forzosamente se tendría que iniciar
una averiguación previa que, legalmente, debe contem-
plar la reparación del daño causado por lo que se en-
cuentra cubierta esta propuesta. Y finalmente un cuarto
enunciado que dice: “sin ser limitativo para la aplica-
ción de otras leyes u ordenamientos respectivos”; por lo
que hace a este enunciado lo creemos oportuno ya que
es una disposición de técnica legislativa y que pondera
la responsabilidad del permisionario bajo cualquier ma-
teria jurídica.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Defensa Nacional, somete a consideración de esta sobera-
nía el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 61
de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos

Artículo Único. Se reforma el artículo 61 de la Ley Fede-
ral de Armas de Fuego y Explosivos, para quedar como si-
gue:

“Artículo 61. La transportación que se derive de permisos
concedidos por la Secretaría de la Defensa Nacional a per-
sonas o negociaciones, para realizar alguna o algunas de
las actividades señaladas en este Titulo, deberá ajustarse a
las medidas de seguridad que se precisen en los permisos,
así como, las que establezcan las Leyes, Reglamentos y
Normas aplicables en materia de transporte de mate-
riales peligrosos y explosivos.

Si por el incumplimiento de las medidas de seguridad
que establece esta Ley y los ordenamientos aplicables a
la transportación de materiales peligrosos y explosivos
se causare un siniestro que produzca lesiones, muertes
o destrucción de inmuebles, será suspendido o cancela-
do el permiso de manera inmediata al Titular de éste,
sin ser limitativo para la aplicación de otras Leyes u or-
denamientos respectivos”.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.



La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Jorge Justiniano
González Betancourt (rúbrica), presidente; Jesús Arredondo Velázquez
(rúbrica), Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica), Alma Lilia
Luna Munguía (rúbrica), Roberto Badillo Martínez (rúbrica), secreta-
rios; Gerardo Aranda Orozco (rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores
Domínguez (rúbrica), Diódoro Humberto Carrasco Altamirano (rúbri-
ca), José Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Nelly Asunción Hurtado
Pérez (rúbrica), Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Viole-
ta del Pilar Lagunes Viveros (rúbrica), Alejandro Landero Gutiérrez
(rúbrica), Marco Antonio Peyrot Solís, César Flores Maldonado, Javier
González Garza, Jesús R. Morales Manzo, Raúl Ríos Gamboa (rúbri-
ca), José Alfonso Suárez del Real y Aguilera (rúbrica), Cuauhtémoc
Sandoval Ramírez (rúbrica), Israel Beltrán Montes (rúbrica), Octavio
Fuentes Téllez, Andrés Carballo Bustamante (rúbrica), Pedro Montal-
vo Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbrica), Carlos Ernesto
Zatarain González, Antonio Xavier López Adame (rúbrica), Aída Ma-
rina Arvizu Rivas, David Sánchez Camacho (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS 
Y SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Dicta-
men de la Comisión de la Función Pública, con proyecto de
decreto que reforma el segundo párrafo de la fracción III
del artículo 22, y el primer párrafo del artículo 27 de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público

Honorable Asamblea:

La Comisión de la Función Pública de esta H. Cámara de
Diputados, con base en las facultades que le confieren los
artículos 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 39 numerales 1 y 2, fracción XVIII, y 45
numeral 6, incisos e) y f); y demás relativos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 87 y 88 del Reglamento Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a su consideración el siguiente dicta-
men sobre la minuta con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 22 y 27 de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Antecedentes 

I. La Minuta  que se dictamina fue publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria número 2617-I, el martes 21 de oc-
tubre del 2008, de la cual se le dio cuenta al Pleno de la
Cámara de Diputados ese mismo día.

II. En esa misma fecha la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Permanente la turnó para su es-
tudio y dictamen a la Comisión de la Función Pública,
con el número de expediente 4705.

III. Recibida en la Comisión de la Función Pública y
una vez sometida a estudio y análisis, se preparó un pro-
yecto de dictamen en sentido positivo, el cual fue so-
metido a la consideración y discusión del Pleno de dicha
Comisión, que lo aprobó en la sesión celebrada el día 9
de diciembre del 2008, por 16 votos a favor, 0 votos en
contra, y 0 abstenciones.

Análisis de la Minuta

La Minuta materia del presente dictamen tiene por objeto
reformar el segundo párrafo de la fracción III del artículo
22 y el primer párrafo del artículo 27, ambas de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico.

En el párrafo segundo de la fracción III del artículo 22 se
propone instituir que los comités (de adquisiciones, arren-
damientos y servicios de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal), establecerán en sus polí-
ticas, bases y lineamientos los aspectos de sustentabilidad
ambiental, incluyendo la evaluación de las tecnologías
que permitan la reducción de la emisión de gases de
efecto invernadero y la eficiencia energética, que debe-
rán observarse en las adquisiciones, arrendamientos o ser-
vicios con el objeto de optimizar y utilizar de forma sus-
tentable los recursos para disminuir costos financieros y
ambientales.

Por su parte, se propone que en el primer párrafo del artí-
culo 27 se establezca que las adquisiciones, arrendamien-
tos y servicios se adjudicarán, por regla general, a través de
licitaciones públicas, mediante convocatoria, para que li-
bremente se presenten proposiciones solventes en sobre ce-
rrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al
Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad, eficiencia
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energética, uso responsable del agua, optimización y uso
sustentable de los recursos, así como la protección al me-
dio ambiente y demás circunstancias pertinentes, de
acuerdo con lo que establece la presente ley.

En síntesis, lo que se pretende es fomentar acciones en la
adquisición del Estado para la preservación del medio am-
biente.

Consideraciones

Primera. El párrafo primero del artículo 134 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que los recursos económicos de que dispongan la Federa-
ción, los estados, los municipios, el Distrito Federal y los
órganos político-administrativos de sus demarcaciones te-
rritoriales, se administrarán con eficiencia, eficacia, econo-
mía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos
a los que estén destinados.

Asimismo, el párrafo tercero del artículo en comento esta-
blece que las adquisiciones, arrendamientos y enajenacio-
nes de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cual-
quier naturaleza y la contratación de obra que realicen, se
adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones pú-
blicas mediante convocatoria pública para que libremente
se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que
será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las
mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, cali-
dad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias
pertinentes.

Segunda. El artículo 1º de la Ley de Adquisiciones, Arren-
damientos y Servicios del Sector Público establece que las
disposiciones de esa ley son orden público y tiene por ob-
jeto regular las acciones relativas a la planeación, progra-
mación, presupuestación, contratación, gasto y control de
las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles y la
prestación de servicios de cualquier naturaleza, que reali-
cen las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal.

Tercera. Esta Comisión dictaminadora coincide con lo que
el Senado de la República aprobó en la Minuta de mérito,
pues considera de vital importancia que se establezca en la
ley de la materia, que en la especie es la Ley de Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, dis-
posiciones que obliguen a las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal a considerar en las com-
pras que realizan o en la prestación de servicios que solici-

tan, aspectos ambientales como los que se incluyen en los
artículos que se pretenden reformar.

Cuarta. Por lo tanto, se coincide plenamente con la nece-
sidad de tomar medidas para privilegiar el uso de tecnolo-
gías que permitan mitigar los efectos nocivos de los conta-
minantes y que busquen a su vez la eficiencia energética,
por lo cual es pertinente que se le faculte a los Comités de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de las depen-
dencias y entidades para que establezcan en las políticas,
bases y lineamientos que expiden, aspectos que prevean es-
ta situación.

Quinta. Asimismo, la reforma propuesta y aprobada por el
Senado de la República al artículo 27 de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público es
viable en cuanto a que se refiere que la protección al me-
dio ambiente debe ser tomada en cuenta respecto a las ad-
quisiciones, arrendamientos y servicios que el Estado se
adjudica a través de las licitaciones públicas (regla gene-
ral), además de las otras condiciones que dicho precepto le-
gal también prevé.

Sexta. En resumen, la Comisión que suscribe considera
que la propuesta contenida en la Minuta de mérito es bené-
fica para el sistema de adquisiciones del sector público en
relación con la protección al medio ambiente, pues busca
que el aspecto ambiental esté presente dentro de los proce-
dimientos de contratación que lleva a cabo el Estado.

En virtud de los motivos expuestos en las consideraciones
anteriores, la Comisión de la Función Pública, con base en
las atribuciones legales y reglamentarias con las que cuen-
ta, ponen a su consideración el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo de la frac-
ción III del artículo 22, y el primer párrafo del artículo 27
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 22. Las dependencias y entidades deberán esta-
blecer comités de adquisiciones, arrendamientos y servi-
cios que tendrán las siguientes funciones:

I. a II. ...



III. ...

Los comités establecerán en dichas políticas, bases y li-
neamientos los aspectos de sustentabilidad ambiental,
incluyendo la evaluación de las tecnologías que permi-
tan la reducción de la emisión de gases de efecto inver-
nadero y la eficiencia energética, que deberán observar-
se en las adquisiciones, arrendamientos o servicios con
el objeto de optimizar y utilizar de forma sustentable los
recursos para disminuir costos financieros y ambienta-
les;

IV. a IX. ...

...

...

...

Artículo 27. Las adquisiciones, arrendamientos y servicios
se adjudicarán, por regla general, a través de licitaciones
públicas, mediante convocatoria pública, para que libre-
mente se presenten proposiciones solventes en sobre cerra-
do, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Es-
tado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad, eficiencia
energética, uso responsable del agua, optimización y uso
sustentable de los recursos, así como la protección al me-
dio ambiente y demás circunstancias pertinentes, de acuer-
do con lo que establece la presente Ley.

...

...

...

...

...

...

...

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín González
Roaro (rúbrica), presidente; Lariza Montiel Luis (rúbrica), José Gui-
llermo Velázquez Gutiérrez (rúbrica), Jesús Ricardo Morales Manzo
(rúbrica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), secretarios; Jesús
Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwivges Alcaraz Hernández (rúbrica),
Carlos Altamirano Toledo, Jesús Arredondo Velázquez, Carlos Arman-
do Biebrich Torres, María Eugenia Campos Galván (rúbrica), Andrés
Carballo Bustamante, José de la Torre Sánchez (rúbrica), Joaquín Con-
rado de los Santos Molina (rúbrica), Mario Enrique del Toro, Adriana
Díaz Contreras (rúbrica), Arturo Flores Grande (rúbrica), María del
Carmen Fernández Ugarte, Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Car-
los Orsoe Morales Vázquez, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Sagrario
María del Rosario Ortiz Montoro (rúbrica), Héctor Padilla Gutiérrez,
Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica), Marcos Salas Contreras (rú-
brica), Ramón Valdés Chávez.»

Es de primera lectura.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se reciben
oficios solicitando la dispensa de la segunda lectura a di-
versos dictámenes.

En virtud de que se encuentran publicados en la Gaceta
Parlamentaria los siguientes dictámenes de las Comisiones
de Gobernación, y de Hacienda y Crédito Público:

Con proyecto de decreto que adiciona los artículos 4o., con
un segundo, un tercero y un cuarto párrafos; y 10, con un
segundo párrafo, a la Ley Federal de Juegos y Sorteos; que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Mone-
taria de los Estados Unidos Mexicanos, y señala las carac-
terísticas de las monedas de 5, 10, 20 y 50 centavos, y de
1, 2, 5 y 10 pesos, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 22 de junio de 1992.

Que reforma el artículo tercero del decreto que autorizó al
Ejecutivo federal a firmar, en representación del gobierno
de México, el texto del convenio sobre el Fondo Moneta-
rio Internacional; y el que reforma el artículo 2o. de la Ley
que Establece las Bases para la Ejecución en México, por
el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de
la Asociación Internacional de Fomento.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa la se-
gunda lectura y se ponen a discusión y votación de inme-
diato.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, con fundamento en el artícu-
lo 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
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greso General de los Estados Unidos Mexicanos se consul-
ta a la asamblea si se dispensa la lectura de los dictámenes
y se ponen a discusión y votación de inmediato. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se les dis-
pensa la segunda lectura.

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona los artículos 4o., con
un segundo, un tercero y un cuarto párrafos; y 10, con un
segundo párrafo, a la Ley Federal de Juegos y Sorteos.*

Por la comisión se concede el uso de la palabra al señor di-
putado don Adolfo Mota Hernández, para fundamentar el
dictamen, en términos del artículo 108.

El diputado Adolfo Mota Hernández: Con su permiso,
don César Duarte.

En la Comisión de Gobernación, como en otras ocasiones,
se han generado acuerdos fundamentales en la celebración
del pacto federal, y éste es uno de ellos. El proyecto de de-
creto que reforma el artículo 4o. y el artículo 10 de la Ley
Federal de Juegos y Sorteos tiene como motivación funda-
mental coordinar, generar acuerdos, conciliar si no postu-
ras, sí permisos que tienen que ver con los juegos de azar.

Lo que pretende el dictamen es señalar, lo mismo en el ar-
tículo 4o. como en el 10, que cada vez que la Secretaría de
Gobernación emita una aprobación para la celebración de
un juego de azar deba contar con la opinión fundada y mo-
tivada de la entidad federativa en la que se celebre dicho
juego de azar. Aún más, que cuente con la opinión fundada
y motivada también del municipio en donde se celebre es-
te juego de azar.

Deseo destacar, y así lo he comentado con el presidente de
la comisión, Diódoro Carrasco, la interpretación que la
propia comisión hizo de la iniciativa del diputado Izquier-
do, que presentó en el año 2007; la interpretación de la ini-
ciativa que el diputado José Manuel del Río Virgen, de
Convergencia, presentó y del propio diputado Zambrano,
de Acción Nacional que, con características similares a las
presentadas por mis compañeros y del mío propio se han
presentado.

Antecedentes hay muchos, hay reclamos que se generaron.
Lo hizo también en su momento el gobernador Fidel He-
rrera Beltrán, de Veracruz, por un tema de carreras de ca-
ballos que tuvo como consecuencia una situación lamenta-
ble por la comunicación que no se dio o no se integró al
celebrarse dicha carrera.

Ahora, con este dictamen se liberan algunas situaciones de
falta de comunicación por el hecho de que en el artículo 4o.
se diga textual que para el otorgamiento de permisos para
la realización de juegos con apuestas y sorteos que se lle-
ven a cabo en las entidades federativas la Secretaría de Go-
bernación deberá contar con la opinión fundada, motivada
y calificada del titular del poder u órgano ejecutivo corres-
pondiente de la entidad federativa de que se trate.

Esto es un avance, sin duda que la propia comisión propo-
ne en términos del pacto federal. Los establecimientos o lu-
gares abiertos o cerrados en donde se practiquen juegos
con apuestas o sorteos deberán observar las leyes de las en-
tidades federativas desde luego y las reglamentaciones y
disposiciones municipales o delegacionales para proceder
a su instalación y funcionamiento.

La comisión no solamente participa con esta propuesta de
decreto a las entidades federativas, sino también señala el
tomar en cuenta la opinión fundada y motivada de los mu-
nicipios.

El artículo 10 se propone de la siguiente manera:

“Que los gobiernos de las entidades federativas y de los
municipios o de las delegaciones, tratándose del Distrito
Federal, podrán nombrar al personal respectivo para coo-
perar con la secretaría en el cumplimiento de las determi-
naciones que ésta dicte conforme a esa ley, con lo que vie-
ne a dar certeza a los juegos de azar por la interpretación
de este texto que señala que el personal correspondiente
sea propuesto por el Estado o por el municipio, pues pueda* El dictamen que se menciona se encuentra en la página 123 del
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darle la seguridad a los ciudadanos que desean celebrar es-
tos juegos.”

Yo no tengo más que celebrar un dictamen más de la Co-
misión de Gobernación que se ha votado por unanimidad
en el seno de la misma.

Solicito, por supuesto, que la dispensa de la segunda lectu-
ra sea para eso, para señalar la coincidencia de todos estos
miembros y celebrar que el pacto federal se vea fortalecido
con la comunicación permanente de la Secretaría de Go-
bernación, con las entidades federativas y los municipios.
Es cuanto, don César Duarte.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor diputado don Adolfo Mota Hernández. En
consecuencia, está a discusión en lo general. No habiendo
quien haya solicitado el uso de la palabra, consulte la Se-
cretaría a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general y en lo particu-
lar. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado secretario.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico por 10 minutos para proceder a la
votación, en lo general y en lo particular, en un solo acto.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico
por 10 minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto? 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Patricio Flores Sandoval (desde la curul):
Patricio Flores, a favor.

El diputado Armando García Méndez (desde la curul): A
favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: ¿Al-
guien más de viva voz?

Se emitieron 357 votos en pro, 1 en contra y 1 abstención,
diputada presidenta.

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, señor diputado. Aprobado en lo general y
en lo particular, por 355 votos… Se corrige, por 357 vo-
tos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona los artículos 4o., con un segundo,
un tercero y un cuarto párrafos; y 10, con un segundo
párrafo, a la Ley Federal de Juegos y Sorteos. Pasa al
Senado para sus efectos constitucionales.

Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

LEY MONETARIA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, y señala las características de las monedas de
5, 10, 20 y 50 centavos, y de 1, 2, 5 y 10 pesos, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de
1992.*

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En virtud
de que no hay oradores en ninguno de los dos casos, con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se considera suficiente-
mente discutido.
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La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general y en lo particu-
lar. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

En virtud de que no ha reservado ningún artículo para dis-
cutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra el
sistema electrónico, hasta por 10 minutos, para proceder a
la votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por 10 minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular...

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Por cinco
minutos, diputada, por favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Perdón. Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
en un solo acto.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

La diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Charbel Jorge Estefan Chidiac (desde la
curul): A favor.

El diputado Antonio Vasconcelos Rueda (desde la curul):
A favor.

La diputada María Esther Jiménez Ramos (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Arely Madrid Tovilla (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Lorena Martínez Rodríguez: A favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se-
ñor presidente, se emitieron 342 votos en pro, 0 en contra
y 0 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado
Espinosa Piña.

El diputado José Luis Espinosa Piña (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
tanto, se emitieron 343 votos en pro, 0 en contra y 0 abs-
tenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do por 343 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular, por unanimi-
dad, el proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos y señala las características de las mo-
nedas de 5, 10, 20 y 50 centavos, y de 1, 2, 5 y 10 pesos,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de
junio de 1992. Pasa al Ejecutivo para sus efectos consti-
tucionales.

DIPUTADA SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se en-
cuentra a las puertas de este recinto la ciudadana Mercedes
Morales Utrera, diputada federal electa del IV distrito del
estado de Veracruz.

Se designa en comisión, para que la acompañe en el acto de
rendir la protesta de ley para entrar en funciones, a los di-
putados Marcela Cuen Garibi, María Victoria Gutiérrez
Lagunes, Gustavo Ildelfonso Mendívil Amparán y Ana
María Ramírez Cerda, así como el diputado Manuel Cár-
denas Fonseca, de Nueva Alianza. —Que deje el teléfono
y que se dirija para allá.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se
pide a la comisión cumplir este encargo.

(La comisión cumple el encargo)
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Se invita a los presentes ponerse de pié.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Ciudada-
na Mercedes Morales Utrera, protesta guardar y hacer
guardar la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y las leyes que de ella emanen, y desempeñar
leal y patrióticamente el cargo de diputada que el pueblo
le ha conferido, mirando en todo por el bien y prosperidad
de la Unión.

La ciudadana Mercedes Morales Utrera: Sí, protesto.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Si así no
lo hiciere, que la nación se lo demande.

Felicidades y bienvenida, diputada.

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En virtud
de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria
el dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales con
proyecto de decreto que adiciona un párrafo segundo al ar-
tículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos,* consulte la Secretaría a la asamblea si se le
dispensa la segunda lectura y se pone a discusión y vota-
ción de inmediato.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
con fundamento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, si se dispensa la segunda lectura del
dictamen y se pone a discusión y votación de inmediato.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se dis-
pensa la segunda lectura.

En virtud de que no ha habido ninguna solicitud de uso de
la palabra, consulte la Secretaría a la asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea si
se encuentra suficientemente discutido el proyecto de de-
creto, en lo general y en lo particular. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación, en lo general y en
lo particular, del proyecto de decreto.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Há-
ganse los avisos a que se refiere…

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Cinco mi-
nutos.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
Con todo gusto. Háganse los avisos a que se refiere el artí-
culo 161 del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase
el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a la
votación en lo general y en lo particular del proyecto de de-
creto.

(Votación)

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
Ciérrese el sistema electrónico de votación.

El diputado Tomás José Luis Varela Lagunas (desde la
curul): Secretario.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: El
diputado José Luis Varela va a cambiar el sentido de su vo-
to. Sigue abierto el sistema electrónico de votación.

Diputada Mercedes Morales Utrera, desde la curul su voto.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.
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El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
¿Alguien más? Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Se emitieron 340 votos en pro, 0 en contra y 2 abstencio-
nes, señor presidente; mayoría calificada.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular, por 340 votos, el pro-
yecto de decreto que adiciona un párrafo segundo al ar-
tículo 16 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Pasa a las legislaturas de los estados
para sus efectos constitucionales.

CONVENIO SOBRE EL FONDO
MONETARIO INTERNACIONAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. del de-
creto que autorizó al Ejecutivo federal a firmar, en repre-
sentación del gobierno de México, el texto del convenio
sobre el Fondo Monetario Internacional.*

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra,
consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general…

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Permíta-
me, diputado.

Diputado Cuauhtémoc Sandoval, tiene el uso de la palabra.
Nos habían notificado los grupos parlamentarios que no
había solicitud del uso de la palabra, por eso asumimos en
ese sentido.

Para manifestarse en contra del dictamen, se concede la pa-
labra al señor diputado Cuauhtémoc Sandoval.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez: Compañe-
ras diputadas y compañeros diputados, sería conveniente
que en aras de las prisas legislativas que tenemos, no dejá-
ramos pasar decisiones importantes que tienen que ver, en
este caso, con una firma de un convenio de México con el
Fondo Monetario Internacional.

Si analizamos la minuta que nos envió el Senado de la Re-
pública, para todo esto hay que decir que el Fondo Mone-
tario Internacional no es como la Asamblea General de Na-
ciones Unidas, de, que un país, un voto; sino que el Fondo
Monetario Internacional se rige por principios de propor-
cionalidad: cuánto aportas, cuánto vales.

De tal modo que en el Fondo Monetario Internacional los
países ricos, los países desarrollados, los países que domi-
nan el G-8 —el grupo de los ricos— son los que tienen
preponderancia, los que tienen mayoría de votos en el Fon-
do Monetario Internacional; a diferencia de la Asamblea
General de la ONU, donde cada país, independientemente
de su tamaño, tiene un voto, y jurídicamente los países son
iguales en derecho internacional. En el Fondo Monetario
Internacional, no.

Y resulta que este organismo ha sido uno de los responsa-
bles de la actual crisis financiera internacional y ahora nos
pide que México incremente las cuotas a este organismo
internacional, que ya demostró que la aplicación del Con-
senso de Washington, que la aplicación del modelo econó-
mico neoliberal, el haber dejado al libre mercado las deci-
siones de la economía mundial han llevado al fracaso y han
conducido a la actual crisis financiera internacional.

Por eso nuestro grupo parlamentario va a votar en contra de
este texto porque es muy lesivo. Fíjense lo que dice: “Con-
forme a la Junta de Gobernadores del Fondo Monetario In-
ternacional, se estableció un aumento, un aumento selecti-
vo de cuotas dirigido a aquellos países emergentes, que
como resultado de su empeño económico, registraban una
importante desalineación de sus cuotas con relación a su
participación en la economía mundial. Los países benefi-
ciarios de que van a aumentar sus cuotas al Fondo Mone-
tario Internacional son México, China, Corea, Turquía;
fueron seleccionados a partir de indicadores tales como el
producto interno bruto, el nivel de reservas internacionales,
el grado de apertura externa y la viabilidad de los ingresos
en la cuenta corriente”.

Y más abajo se nos dice que ahora México participa con el
1.45 por ciento de las cuotas. Damos 5 mil 138 millones de
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dólares; 5 mil 138 millones de dólares aportamos al Fondo
Monetario Internacional y sólo equivale al 1.45 por ciento.
Hablamos de una participación nuestra de ese tamaño, y
ahora nos piden incrementar y vamos a pasar del 1.45 a
1.52 por ciento.

El 1.5 por ciento valemos en el Fondo Monetario Interna-
cional, y para eso quieren que les demos ya no 5 mil 138
millones de dólares, sino 5 mil 900 millones de dólares, ca-
si 6 mil millones de dólares que representa el 1.5 por cien-
to, compañeros. El 1.5 por ciento de nuestras cuotas al
Fondo Monetario Internacional, representan para este país
casi 6 mil millones de dólares.

¿Por qué? ¿En qué nos beneficia? ¿Qué ganamos? ¿Por qué
tenemos que estar sujetos a esta decisión absurda de la Jun-
ta de Gobernadores del Fondo Monetario Internacional?
Porque por más que incrementemos de 6 mil a 12 mil, va a
ser 3 por ciento nuestra participación al interior del Fondo
Monetario Internacional.

Y este organismo, compañeras legisladoras y compañeros
legisladores, tengamos claro que ha jugado un papel abso-
lutamente negativo. Ha sido uno de los causantes de la ac-
tual crisis financiera internacional. A pesar de eso se pre-
tende, con este proyecto de decreto, autorizar al Ejecutivo
federal a firmar un convenio lesivo que solamente sangra
nuestras finanzas.

Y fíjense cómo se los vamos a pagar. El nuevo modelo de
ingresos contempla también el establecimiento de un fon-
do, con las ganancias de la venta de una parte del oro. Va-
mos a vender oro, 403 toneladas métricas —propiedad de
la institución—, con el objetivo de generar ingresos adi-
cionales, pero conservando su valor en términos reales. Se
va a crear un fondo de inversión.

Y luego, culmina, el mayor poder de voto implicará una
mayor influencia de México en la toma de decisiones del
Fondo Monetario Internacional. ¿Cómo vamos a aumentar,
si es el 1.5 por ciento lo que valen nuestros votos? ¿Cómo
va a aumentar nuestra capacidad de influencia en la toma
de decisiones del Fondo Monetario Internacional?

Por donde se le vea, compañeras diputadas y compañeros
diputados, este convenio es lesivo a los intereses naciona-
les. Un 25 por ciento se va a pagar con reservas, otra parte
con oro y otra parte nos la perdonan, y se lo paguemos en
moneda nacional. Pero veámoslo por donde lo veamos,
México vale 1.5 por ciento de los votos en el Fondo Mo-

netario Internacional. Un organismo financiero internacio-
nal,  —repito— el que más tiene, más pesa. Entonces, “se-
gún el sapo es la pedrada”, diría el refrán mexicano.

Por tanto, compañeras diputadas y compañeros diputados,
no debiéramos autorizar este convenio, porque es lesivo a
la economía mexicana, no sacamos nada, no ganamos na-
da, con que aumente del 1.45 a 1.52 por ciento nuestra par-
ticipación en el Fondo Monetario Internacional, porque ahí
es un organismo que deciden los países desarrollados, el
grupo de los ricos y donde nosotros, los países en desarro-
llo, no tenemos ninguna capacidad de influencia. Por ese
motivo, compañeras diputadas y compañeros diputados,
debemos rechazar este convenio lesivo a los intereses del
país. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se encuentra suficientemente
discutido.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general y en lo particu-
lar. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico
por cinco minutos para proceder a la votación, en lo gene-
ral y en lo particular, en un solo acto, del proyecto de de-
creto.

(Votación)

¿Falta algún diputado de emitir su voto? Está abierto el sis-
tema electrónico de votación.

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:
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La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
Mercedes Morales Utrera a favor.

El diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada (desde
la curul): A favor.

La diputada Beatriz Eugenia García Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Gildardo Guerrero Torres (desde la
curul): A favor.

La diputada María Dolores González Sánchez (desde la
curul): A favor.

El diputado José Guadalupe Rivera Rivera (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena (desde la curul):
A favor.

El diputado Iñigo Antonio Laviada Hernández (desde la
curul): A favor.

La diputada Violeta del Pilar Lagunes Viveros (desde la
curul): A favor.

El diputado Francisco Dávila García (desde la curul): A
favor.

El diputado José Guillermo Fuentes Ortiz (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Antonio del Valle Toca (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Agustín Leura González (desde la curul): A
favor.

La diputada Lorena Martínez Rodríguez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Héctor Padilla Gutiérrez (desde la curul): A
favor.

El diputado Érick López Barriga (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Armando Barreiro Pérez (desde la curul):
En contra.

La diputada Mónica Fernández Balboa (desde la curul):
En contra.

La diputada Martha Hilda González Calderón (desde la
curul): A favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Se emi-
tieron 268 votos en pro, 49 en contra y 16 abstenciones, di-
putado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular, por 268 votos, el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo tercero del de-
creto que autorizó al Ejecutivo federal a firmar, en
representación del gobierno de México, el texto del con-
venio sobre el Fondo Monetario Internacional. Pasa al
Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

LEY QUE ESTABLECE BASES PARA LA
EJECUCION EN MEXICO, POR EL PODER

EJECUTIVO FEDERAL, DEL CONVENIO
CONSTITUTIVO DE LA ASOCIACION

INTERNACIONAL DE FOMENTO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 2o. de la
Ley que Establece las Bases para la Ejecución en México,
por el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo
de la Asociación Internacional de Fomento.*

En virtud de que ningún legislador ha solicitado el uso de
la palabra, consulte la Secretaría a la asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general y en lo par-
ticular.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
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cutido el proyecto de decreto, en lo general y en lo parti-
cular. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor
Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación, en
lo general y en lo particular, del proyecto de decreto.

(Votación)

De viva voz:

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

La diputada María Oralia Vega Ortiz (desde la curul): A
favor.

El diputado Carlos Roberto Martínez Martínez (desde
la curul): A favor.

La diputada Maricela Contreras Julián (desde la curul):
A favor.

La diputada Lorena Martínez Rodríguez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Guillermo Fuentes Ortiz (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Moisés Félix Dagdug Lützow (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Arturo Martínez Rocha (desde la curul): A
favor.

La diputada María Mercedes Corral Aguilar (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
¿Falta algún compañero diputado de emitir su voto? Gra-
cias.

Señor presidente, se emitieron 322 votos en pro, 0 en con-
tra y 19 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do en lo general y en lo particular, por 322 votos, el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley
que Establece las Bases para la Ejecución en México,
por el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitu-
tivo de la Asociación Internacional de Fomento. Pasa al
Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PUBLICA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: La Comi-
sión de Seguridad Pública entregó a la Presidencia el dic-
tamen con proyecto de decreto que expide la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad. En virtud de que se es-
tá distribuyendo entre diputadas y diputados el dictamen,
consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa la lec-
tura.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, a la mi-
nuta proyecto de decreto por el que se expide la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Publica

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión de la LX Le-
gislatura, le fue turnada para su análisis y dictamen corres-
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pondiente la minuta proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica.

Esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y fracción XXII del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39,45 numeral 6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
56, 60 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de los integrantes de esta Honora-
ble Asamblea el presente Dictamen.

Antecedentes

1. En sesión celebrada en fecha 18 de septiembre de de
2008 por la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, el Diputado Andrés Lozano Lozano, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
sentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se ex-
pide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, suscrita por diversos Diputados del mismo parla-
mentario, misma que fue turnada a la Comisión de Seguri-
dad Pública con opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su estudio y elaboración del dictamen
correspondiente.

2. En sesión celebrada en fecha 2 de octubre de 2008 por la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el titu-
lar del Ejecutivo presentó Iniciativa con Proyecto de De-
creto por el que se expide la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, misma que fue turnada a la
Comisión de Seguridad Pública con opinión de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y
elaboración del dictamen correspondiente.

3. Que el Diputado Gerardo Octavio Vargas Landeros, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, remitió a la Comisión de Seguridad Pública pro-
puesta con proyecto de Decreto por el que se expide la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

4. Con fecha 23 de octubre de 2008, la Presidencia de la
Mesa Directiva dictó una modificación para turnar a la Co-
misión de Seguridad Pública, con opinión de la Comisión
de Cuenta Pública la Iniciativa con proyecto de Decreto
por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, presentada por el titular del Ejecuti-

vo Federal, y en lo que respecta a la adición de diversos ar-
tículos al Código Penal Federal, a la Comisión de Justicia.

5 Con fecha 4 de diciembre de 2008, fue aprobado por el
pleno de la Cámara de Diputados por 318 votos a favor, 28
en contra y 4 abstenciones el Dictamen de la Comisión de
Seguridad Pública, con proyecto de Decreto por el que se
expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, remitiéndose en esa misma fecha al Senado de la
República, para efectos del articulo 72, inciso a) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Minuta correspondiente.

6. Con fecha 9 de diciembre de 2008, fue aprobado por el
pleno de la Cámara de Senadores, el Dictamen de las Co-
misiones Unidas de Seguridad Pública y Estudios Legisla-
tivos, Primera, a la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, remitiéndose en esa misma fecha a la Cámara
de Diputados, para efectos del articulo 72, inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
misma que fue turnada a la turnada a la Comisión de Se-
guridad Pública, para su estudio y elaboración del dicta-
men correspondiente.

7. Con fecha 11 de diciembre de 2008, los Diputados y Di-
putadas integrantes de la Comisión de Seguridad Pública
de la LX Legislatura, se reunieron para analizar y discutir
el presente dictamen, siendo aprobado por 18 votos a favor.

Consideraciones de las Comisiones Unidas de Seguri-
dad Pública y Estudios Legislativos, Primera, del Sena-
do de la República 

Las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y Estudios
Legislativos Primera coinciden en señalar que la Minuta
estudiada incorpora las propuestas formuladas por las dis-
tintas fracciones que conforman el Congreso de la Unión y
la contenida en la Iniciativa presentada por el Poder .Eje-
cutivo Federal, las cuales fueron ampliamente debatidas
por las comisiones dictaminadoras de nuestra Colegislado-
ra. Reconocen que la Minuta estructura los contenidos in-
dispensables para fortalecer el Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública.

En el Titulo Primero, Disposiciones Preliminares, la Ley
establece las disposiciones que orientan el Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública; la coordinación entre la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios a
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efecto de hacerlo efectivo, de igual forma define las insti-
tuciones de seguridad pública en los tres órdenes de go-
bierno.

No pasa desapercibido para estas comisiones dictaminado-
ras que la Minuta supera a la ley en vigor ya que se ocupa
de la organización del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, no sólo de su integración y funcionamiento. Estable-
ce que la seguridad pública comprende la prevención espe-
cial y general de los delitos así como la investigación para
hacerla efectiva. Clarifica la atención a las causas del deli-
to al prescribir el deber del Estado de desarrollar políticas
en materia de prevención social del delito con carácter in-
tegral. Introduce un catálogo de definiciones legales que
permite mayor claridad al ordenamiento y, finalmente,
consagra la rendición de cuentas como uno de los pilares
de la participación ciudadana.

En relación a la coordinación, estas Comisiones Unidas es-
timan conveniente que se desarrolle, como se hace en la
Minuta a estudio, los nuevos compromisos que integran la
coordinación de los participantes en el sistema, entre los
que destaca precisar que las políticas de seguridad pública
serán integrales, sistemáticas, continuas y evaluables.

Se precisa entre los instrumentos programáticos el Nacio-
nal de Procuración de Justicia.

Se distribuyen actividades específicas entre los integrantes
del Sistema. Se establecen, controlan y, muy importante, se
resguardan las bases de datos criminalísticos y del personal
que labora en el sistema. Se establece la participación en la
vigilancia de las instalaciones estratégicas. Se evalúa la
aplicación de los fondos y se busca fortalecer los sistemas
de seguridad social de los servidores públicos y sus fami-
lias.

El Titulo Segundo De las Instancias de Coordinación y la
Distribución de Competencias del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública; prevé la creación del Consejo Nacional
como máxima instancia de deliberación del Sistema; los
Órganos e Instancias Auxiliares para el impulso y desarro-
llo de las distintas materias de coordinación a que se refie-
re la Ley, dentro de las cuales se plantean las conferencias
de Secretarios de Seguridad Pública, la de Procuración de
Justicia, del Sistema Penitenciario, la de Seguridad Públi-
ca Municipal y el establecimiento de los Consejos Locales
e Instancias Regionales, encargados de la coordinación,
planeación y supervisión del sistema en sus respectivos
ámbitos de competencia.

Ante la importancia de la seguridad como uno de los prin-
cipales retos del país, las Comisiones Dictaminadoras com-
parten la disposición de la Minuta de que el titular del Eje-
cutivo presida el Consejo, del cual forme parte también el
Secretario de Gobernación quien suplirá al Presidente en
sus ausencias.

Positiva se considera la presencia permanente del Presi-
dente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en el
Consejo, ya que el combate a la delincuencia debe darse
con estricto apego la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y respeto absoluto a las garantías que
ésta consagra.

En cuanto a la ampliación de atribuciones del Consejo Na-
cional, estas Comisiones coinciden con lo plasmado en la
Minuta en el sentido de que se promuevan políticas de
atención a las victimas de los delitos por razón de elemen-
tal justicia; que se homologuen y desarrollen los modelos
policial, ministerial y parcial para lograr calidad en los ser-
vicios que prestan las instituciones.

Convencidos los integrantes de estas Comisiones Unidas
de que la solvencia presupuestal constituye la base realista
y objetiva de la función de la seguridad pública, comparten
que el Consejo tenga la atribución de vigilar que en los cri-
terios de distribución de los recursos se observe la Ley de
Coordinación Fiscal, así como resolver la cancelación de
las aportaciones a entidades federativas y municipios que
no cumplan lo previsto en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, los Acuerdos Generales del
Consejo o los convenios celebrados previo cumplimiento
de la garantía de audiencia.

Favorable para el cumplimiento de los acuerdos resulta pa-
ra estas Dictaminadoras el contemplar en este Titulo al Se-
cretariado Ejecutivo como un órgano operativo con auto-
nomía técnica, de gestión y presupuestal y crear las
Comisiones Permanentes de Información de Certificación
y Acreditación y de Prevención del Delito y Participación
Ciudadana.

Por otra parte, es acertado ampliar las funciones de la Con-
ferencia Nacional de Procuración de Justicia.

Para abatir la impunidad se pondera necesaria la adopción
de tecnologías de la información que permitan agilizar los
procedimientos penales, juicios de amparo y otros procesos
para abatir la impunidad y, con ello, recobrar la confianza
ciudadana en la presentación de denuncias.
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Estas Comisiones desean poner énfasis en el compromiso
de los tres poderes con los derechos humanos, al reiterar en
este dictamen el fomento de una cultura de respeto, como
función de las Procuradurías de Justicia del país.

Por lo que hace a la Conferencia Nacional de Secretarios
de Seguridad Pública valoramos entre otros la nueva fun-
ción de desarrollar las especialidades policiales de alto des-
empeño contra los delitos de impacto y el servicio para la
localización de personas y bienes, seguros de que coadyu-
varán a devolver la tranquilidad a las familias mexicanas.

El establecimiento claro en la ley de promover el trabajo
comunitario y de convenios para que los sentenciados ex-
tingan su pena en establecimientos de jurisdicción diversa
es bien vista por estas Comisiones ya que desde luego fa-
vorece la reinserción social.

De importancia estratégica consideran estas Comisiones
Unidas a la Conferencia Nacional de Seguridad Pública
Municipal, ya que la primera línea para hacer frente a la de-
lincuencia es precisamente la autoridad municipal, que es
la que cuenta también con el estado de fuerza mayor, pero
con un bajo perfil. De ahí que se estima favorable para los
fines de la seguridad pública todas las funciones de dicha
Conferencia y en particular el intercambio de experiencias
que habrá de permitir la difusión de casos de éxito entre los
Municipios, así como la homologación del Desarrollo Po-
licial.

Para combatir a la delincuencia se requiere que las autori-
dades estén alineadas de acuerdo a su esfera de competen-
cia y con una organización que les de cohesión para ejercer
sus funciones de manera ágil, oportuna y efectiva. Por ello,
consideramos que el esquema de distribución de compe-
tencias planteado en la Minuta presenta dichas característi-
cas ya que confiere a la Federación el aseguramiento de la
coordinación mediante propuestas al Consejo Nacional en
materia de desarrollo policial, profesionalización, vigilan-
cia y protección de instalaciones estratégicas principal-
mente, reservando a las entidades el contribuir a la coordi-
nación y aplicar los modelos, lineamientos y datos
acordados por la Federación los propios Estados, el Distri-
to Federal y los Municipios al seno del Consejo Nacional.

El Título Tercero, Disposiciones Comunes a los Integran-
tes de las Instituciones de Seguridad Pública, con el pro-
pósito de que los mexicanos tengan la seguridad de que
antes, durante y después de algún evento delictivo las au-

toridades competentes ejercerán sus atribuciones cabal-
mente, estas Comisiones Unidas ratifican las 38 obligacio-
nes fijadas en la Minuta a cargo de los integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública a efecto de garantizar
los principios constitucionales de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los dere-
chos humanos.

Especial aprobación de los miembros de estas Comisiones
merece el haber incluido en la Minuta reglas para el uso de
la fuerza, que será legítimo sólo ante el riesgo de los dere-
chos de personas y únicamente de manera racional, pro-
porcional, congruente, oportuna y con respeto estricto a los
derechos humanos. Para lograr detenciones más rápido es
esencial que los integrantes del Sistema compartan infor-
mación sobre los movimientos de la delincuencia en línea
y en tiempo real, para lo cual resulta favorable el Informe
Policial Homologado contemplado en el Minuta que se
analiza por estas Comisiones.

A fin de que los servidores públicos estén en aptitud de
desarrollar sus funciones, estas Comisiones consideran im-
prescindible para que encuentren satisfacción y motivación
en su trabajo, tanto los sistemas complementarios de segu-
ridad social y reconocimientos como el que las Academias
e Institutos presten su actividad en torno a Programas Rec-
tores de Profesionalización.

El Titulo Cuarto, Del Servicio de Carrera en las Institucio-
nes de Procuración de Justicia, el cual comprende los re-
quisitos de ingreso al servicio de carrera de las Institucio-
nes de procuración de justicia, así como el desarrollo y
terminación del servicio de carrera, la profesionalización y
certificación del personal en dichas instituciones. Se trata
de que en el servicio estén no sólo lo más aptos con verda-
dera vocación hacia la ciudadanía, sino gente honesta que
anteponga la tranquilidad de la población a desvíos corrup-
tores provenientes de la delincuencia.

El Título Quinto, Del Desarrollo Policial, define un con-
junto integral de reglas y procesos debidamente estructura-
dos y enlazados entre sí que comprenden la Carrera Poli-
cial, los esquemas de profesionalización, la certificación y
el régimen disciplinario de los integrantes de las Institucio-
nes y tiene por objeto, garantizar el desarrollo institucional,
la estabilidad, seguridad e igualdad de oportunidades de los
mismos; elevar la profesionalización, fomentar la vocación
de servicio, y garantizar el cumplimiento de los principios
constitucionales.
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Se precisa en la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública contenida en la Minuta a estudio, que di-
cho ordenamiento es aplicable a los elementos de los tres
órdenes de gobierno que desarrollen funciones de seguri-
dad pública, incluidas las de investigación para la preven-
ción y combate de los delitos; y establece las materias que
son objeto de coordinación Intergubernamental en materia
del desarrollo de las policías, su servicio de carrera, así co-
mo las atribuciones que tienen la Federación, el Distrito
Federal, las entidades federativas y los municipios para lle-
var a cabo dicha coordinación.

Estas Comisiones comparten la convicción de que la Ca-
rrera Policial tenga carácter obligatorio y permanente en
las Instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno,
para lo cual se define un marco normativo general para ase-
gurar que sólo ingresen a las instituciones policiales las
personas con el perfil adecuado. El mismo Titulo define los
requisitos de la carrera policial: el ingreso y permanencia,
la selección y sus criterios generales la definición del per-
sonal que se considera activo en el servicio, la certificación
de los elementos de las corporaciones de seguridad pública
y sus mandos, los estímulos asignables a los elementos con
trayectorias distinguidas, las reglas generales para las pro-
mociones y ascensos, las normas de conclusión del servi-
cio de los elementos y las previsiones y normas que deter-
minan cuándo podrá darse de baja a un elemento del
servicio.

Lo anterior, bajo la perspectiva de que la carrera policial es
el elemento básico para la formación de los integrantes de
las instituciones policiales, a fin de cumplir con los princi-
pios de actuación y desempeño.

No obstante y a efecto de que en las Instituciones estén los
Integrantes con el más alto grado de compromiso y desem-
peño en el servicio público, se prevé un régimen discipli-
nario enfocado a asegurar que la actuación de los integran-
tes de las instituciones policiales esté regida por los
principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesiona-
lismo, honradez y respeto a los derechos humanos recono-
cidos en nuestra Constitución, para lo cual establece los de-
beres mínimos que los elementos de las corporaciones de
seguridad pública deberán cumplir, así como los procedi-
mientos genéricos para calificar y aplicar las sanciones que
correspondan a la inobservancia de las normas establecidas
en la Ley y por las infracciones en que se incurra durante
el desempeño dentro del servicio.

El Titulo Sexto, Del Sistema Nacional de Acreditación y
Control de Confianza, que comprende las instancias, órga-
nos, instrumentos, políticas, acciones y servicios, tendentes
a cumplir con los objetivos de la evaluación y certificación
de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Públi-
ca.

En la Ley objeto de la Minuta que se analiza, se establece
que corresponde al Centro Nacional de Certificación y
Acreditación, proponer los criterios mínimos para la eva-
luación de los servidores públicos; se promueve a través de
esta instancia la homologación, validación y actualización
en todo el país, de los procedimientos y criterios de eva-
luación de los servidores públicos. Estas Comisiones Uni-
das desean destacar que en los procesos de acreditación y
control de confianza intervendrán instituciones privadas
que cuenten con la acreditación vigente, lo que permite que
dicha evaluación se practique por un ente ajeno a la insti-
tución cuyos integrantes se verifican en cuanto a la con-
fianza.

El Título Séptimo, De la Información sobre Seguridad Pu-
blica, para ir un paso adelante de los movimientos de la de-
lincuencia se requiere información y que dichos datos sean
dinámicos, es decir, que se capturen oportunamente y se
actualicen. Es así que estas Comisiones celebran que la Mi-
nuta que se analiza contenga una perspectiva mucho más
extensa relativa a la información que la ley en vigor y coin-
ciden en que los tres órdenes de gobierno tendrán el deber
de suministrar, intercambiar, sistematizar, consultar, anali-
zar y actualizar la información sobre la seguridad pública,
conformando con esta captura diaria de datos el Sistema
Único de Información Criminal, el Registro Nacional de
Personal de Seguridad Pública y el Registro Nacional de
Armamento y Equipo.

Estas bases de datos permitirán cruzar información en línea
y en tiempo real que ahorre tiempo valioso a los investiga-
dores, que tendrán a la mano modos de operar, vínculos,
media filiación en unos cuantos segundos que son crucia-
les para el éxito de una indagatoria.

Los legisladores de estas Comisiones apoyamos que el ser-
vicio de llamadas de emergencia y de denuncia anónima
opere con un número único de atención a la ciudadanía.

Por otra parte, estas Comisiones estiman que en razón de la
movilidad y amplios recursos de que dispone la delincuen-
cia planeando, preparando y concretando delitos en diver-
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sas entidades federativas se hace necesario que se tenga in-
formación al día, especialmente cuando alguna institución
policial integrante hace una detención ingresándola de in-
mediato al Sistema.

Coincidimos con el Registro Administrativo de Detencio-
nes en vista que está orientado a que los familiares tengan
conocimiento del paradero y condición jurídica del deteni-
do y toda vez que la Minuta expresamente señala que la in-
formación será confidencial y reservada y que no será uti-
lizada como base de discriminación, vulneración de la
dignidad, intimidad, privacidad u honra de persona alguna.

El Título Octavo, De la Participación de la Comunidad,
prevé el establecimiento de mecanismos eficaces para que
la sociedad participe en la planeación y supervisión de la
seguridad pública, privilegiando con ello la participación
ciudadana, en la inteligencia de que sociedad y derecho
constituyen un binomio indisoluble cuya dinámica debe es-
tar encaminada a un mismo fin.

El servicio orientado a las necesidades del usuario permite
la mejora continua. De ahí que estas Comisiones coinciden
con la Minuta en que el Centro Nacional de Prevención del
Delito y Participación Ciudadana reciba reportes sobre
emergencias faltas y delitos y tenga comunicación con las
instituciones de seguridad pública, de salud, de protección
civil, públicas y privadas, para brindar una atención inte-
gral a la comunidad.

Estas Comisiones desean resaltar el precepto de la Minuta
que contempla el establecimiento de políticas públicas de
atención a las víctimas en las legislaciones locales, coinci-
diendo con la atención pronta y expedita de las denuncias,
pues éstas son la base para acabar con la impunidad. Hay
que facilitar la denuncia para acabar con la elevada cifra
negra.

El Titulo Noveno, De las Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos, tiene como finalidad asegurar el debido
manejo o aplicación de los recursos de los Fondos de Ayu-
da Federal para la Seguridad Pública; así como preservar la
información del Sistema como bien jurídico tutelado; para
ello tipifica los delitos en materia de seguridad pública, co-
mo delitos especiales.

El Título Décimo, De los Fondos de Ayuda Federal, estas
Comisiones Unidas estiman que sin solvencia presupuestal
la lucha contra el crimen queda en buenas intenciones. Por
ello, coinciden con la Minuta en que los fondos para la se-

guridad pública, cuya composición se clarifica en la mis-
ma, queden sujetos a la Ley de Coordinación Fiscal y al
presente ordenamiento.

La preceptiva se completa fijando facultades al Secretario
Ejecutivo del Sistema para solicitar informes o practicar re-
visiones tendentes a verificar el destino legal y oportuno de
los recursos. Para garantizar que las autoridades se con-
duzcan con responsabilidad, coincidimos estas Comisiones
Unidas en la posibilidad de cancelar o suspender las minis-
traciones de los recursos con carácter de no recuperables o
acumulables, pues el subejercicio no es aceptable mucho
menos tratándose de los fondos para una función primaria
del Estado como la seguridad pública.

El Título Décimo Primero, De las Instalaciones Estratégi-
cas, relativo a la protección, supervisión y desarrollo de las
acciones necesarias para la vigilancia de los espacios, in-
muebles, construcciones, muebles, equipo y demás bienes
destinados al funcionamiento, mantenimiento y operación
de las actividades consideradas como estratégicas por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de aquéllas que tiendan a mantener la integridad, es-
tabilidad y permanencia del Estado Mexicano en términos
de la Ley de Seguridad Nacional.

El Titulo Décimo Segundo, denominado “De los Servicios
Privados de Seguridad” establece la distribución de com-
petencias entre la Federación y las entidades federativas
con relación a los servicios proporcionados por particula-
res en materia de seguridad, protección, vigilancia o custo-
dia de personas, lugares o establecimientos, de bienes o va-
lores, incluido su traslado; así como la participación de los
servicios de seguridad, en su calidad de auxiliares de la
función de seguridad pública.

En este Título se regulan los servicios de seguridad priva-
da, entendidos como la prestación que proporcionan las
empresas privadas en materia de seguridad, a éstas se re-
fiere el artículo 152 del proyecto de Decreto.

Los integrantes de la Comisión Dictaminadora estamos
conscientes de la preocupación que la sociedad a externa-
do respecto del personal que presta servicios de seguridad,
por lo tanto, el proyecto de Decreto respeta la soberanía de
las entidades federativas para que establezcan la obligación
para que el personal de las empresas que presten los servi-
cios de seguridad regulados en este Título Duodécimo sea
sometido a procedimientos de evaluación y control de con-
fianza.
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En suma, este Dictamen es tendente a satisfacer la deman-
da de seguridad de la ciudadanía a partir de una nueva pre-
ceptiva con las disposiciones siguientes:

Que garantice la coordinación entre los tres órdenes de go-
bierno, a partir de un esquema equilibrado y razonable de
corresponsabilidad.

Que permita la depuración y profesionalización, a través de
una Carrera Policial consolidada, para que las instituciones
de seguridad y procuración de justicia recuperen su funcio-
nalidad lo más pronto posible.

Que dote a los integrantes de las instituciones de seguridad
de un catálogo claro de sus obligaciones, de un régimen
disciplinario ágil y congruente con la naturaleza del servi-
cio encomendado y un sistema complementario de seguri-
dad social y reconocimientos que les brinde satisfacción y
motivación en el trabajo.

Que con el uso de tecnologías de la información, las insti-
tuciones integrantes del Sistema dispongan de información
relevante para el combate a la delincuencia en línea y tiem-
po real, traduciendo las cuantiosas inversiones en este ren-
glón en beneficios concretos y tangibles para la ciudadanía.

Que permita a la ciudadanía, organizada o no. que las au-
toridades encargadas de la seguridad pública le rindan
cuentas.

Que la solvencia presupuestal sea la base realista y objeti-
va del combate a la delincuencia, con fondos para la segu-
ridad destinados a sus fines y la posible cancelación de mi-
nistraciones de recursos a las autoridades incumplidas.

Las Comisiones Unidas hemos realizado diversas adecua-
ciones a la Minuta analizada, acordes con la redacción de
la misma para precisar el sentido y alcance de sus precep-
tos, principalmente en una materia como es la seguridad
pública que incide en las garantías individuales de los go-
bernados.

De igual modo, en diversos preceptos se ha clarificado la
correlación de diversas facultades de los integrantes del
sistema con otros ordenamientos, y finalmente, se armoni-
za esta Ley con los preceptos contenidos en la denominada
Miscelánea Penal recientemente aprobada en esta Cámara,
en particular con las obligaciones de las policías cuando
actúen bajo el mando del Ministerio Público.

Fundamento:

1. Que la fracción XXIII, del articulo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece la fa-
cultad del H. Congreso de la Unión para expedir leyes que
establezcan la coordinación de la Federación, el Distrito
Federal, los Estados y los Municipios, en materia de segu-
ridad pública.

Articulo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXII. ...

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios, así como establecer y organi-
zar a las instituciones de seguridad pública en materia
federal, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 21 de esta Constitución.

2. Que los párrafos sexto y séptimo del artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establecen a la seguridad pública como una función a car-
go de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, y disponen la creación del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, en los siguientes términos:

Articulo 21. …

…

…

…

…

…

…

…

La seguridad pública es una función a cargo de la Fede-
ración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
que comprende la prevención de los delitos; la investi-
gación y persecución para hacerla efectiva, así como la
sanción de las Infracciones administrativas, en los tér-
minos de la ley, en las respectivas competencias que es-
ta Constitución señala. La actuación de las instituciones
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de seguridad pública se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter
civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y
las Instituciones policiales de los tres órdenes de go-
bierno deberán coordinarse entre si para cumplir los ob-
jetivos de la seguridad pública y conformarán el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a
las siguientes bases mínimas:

a) La regulación de la selección, ingreso, formación,
permanencia, evaluación, reconocimiento y certifica-
ción de los integrantes de las instituciones de seguri-
dad pública. La operación y desarrollo de estas ac-
ciones será competencia de la Federación, el Distrito
Federal, los Estados y los municipios en el ámbito de
sus respectivas atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos crimina-
lísticos y de personal para las instituciones de seguri-
dad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las
instituciones de seguridad pública si no ha sido debi-
damente certificado y registrado en el sistema.

c) La formulación de políticas publicas tendientes a
prevenir la comisión de delitos.

d) Se determinará la participación de la comunidad
que coadyuvará, entre otros, en los procesos de eva-
luación de las políticas de prevención del delito así
como de las instituciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pú-
blica, a nivel nacional serán aportados a las entidades
federativas y municipios para ser destinados exclusi-
vamente a estos fines.

3. Que la Ley General que Establece las Bases de Coordi-
nación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación, en fecha 11 de
diciembre de 1995, tiene por objeto establecer las bases de
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal y los
municipios, para la integración y funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública.

4. Que el artículo séptimo transitorio del Decreto por el que
se reforman y adicionan los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21

y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la frac-
ción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B
del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, establece que el Congreso de la Unión,
a más tardar dentro de los seis meses a partir de la publica-
ción de este Decreto, expedirá la ley que establezca el Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

Consideraciones de la Comisión Dictaminadora:

1. Esta comisión dictaminadora, se identifica con los razo-
namientos expresados por la Colegisladora para precisar
diversos conceptos contenidos en la minuta con proyecto
de decreto por el que se expide la Ley del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública, remitida a la Cámara de Senado-
res en fecha 4 de diciembre de 2008.

2. Los integrantes de la comisión dictaminadora coinciden
con las modificaciones propuestas por el Senado de la Re-
pública en el dictamen correspondiente, que tienen por ob-
jeto respetar las atribuciones de las instituciones de seguri-
dad pública y las de procuración de justicia, principalmente
las relativas a las instituciones policiales de la Secretaría de
Seguridad Pública, y las de la policía ministerial.

Debido a que el párrafo décimo del artículo 21 de nuestro
texto constitucional establece que, en materia de seguridad
pública, tanto el Ministerio Público como las instituciones
policiales de los tres órdenes de gobierno conformarán el
Sistema Nacional de Seguridad Pública, el Secretariado
Ejecutivo del Sistema debe configurarse como la instancia
que equilibra las acciones de ambas instituciones en la ma-
teria.

Asimismo, a partir de las modificaciones realizadas se lo-
gran armonizar las disposiciones contenidas en la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con las
reformas contenidas en los ordenamientos de la denomina-
da miscelánea penal.

3. Los cambios realizados a la minuta con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, remitida en fecha 4 de diciembre del
2008, a la Cámara de Senadores, para efectos del artículo
72, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se ubican en los siguientes artículos y frac-
ciones:

Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artí-
culo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados206



dos Mexicanos, las instituciones de Seguridad Publica
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
municipios, en el ámbito de su competencia y en los tér-
minos de esta ley, deberán coordinarse para:

I. a III. …

IV. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional
de Procuración de Justicia, el Programa Nacional de Se-
guridad Pública y demás instrumentos programáticos en
la materia previstos en la Ley de Planeación;

V. a IX. …

X. Realizar acciones y operativos conjuntos de las insti-
tuciones de seguridad publica;

XI. a XV.

En este artículo, la colegisladora precisa en la parte final de
la fracción IV, la denominación de la Ley de Planeación,
retirando el concepto de democrática, que no corresponde
al nombre actual de dicho ordenamiento. Asimismo, susti-
tuye en la fracción X, el concepto de coordinar por el de re-
alizar, lográndose mayor claridad en la redacción pues las
acciones que se contemplan en las fracciones del mismo
tienen como objetivo la coordinación de la Federación, el
Distrito Federal, los Estados y los municipios.

Artículo 8. La coordinación, evaluación y seguimiento
de lo dispuesto en esta ley, se hará con respeto a las atri-
buciones que la Constitución establece para las institu-
ciones y autoridades que integran el sistema.

Respecto a este artículo, la colegisladora, sustituye la pala-
bra de, por el disyuntivo a, con lo cual se da mayor clari-
dad al texto.

Artículo 10. El Sistema se integrará por:

I. a VII. ...

El Poder Judicial de la Federación y los tribunales su-
periores de Justicia contribuirán con las instancias que
integran el sistema en la formulación de estudios, linea-
mientos e implementación de acciones que permitan al-
canzar los fines de la seguridad pública.

En el caso de este artículo, la colegisladora sustituye el
concepto contribuyan por permitan, con el objeto de cuidar

la división de poderes y perfilar una relación de respeto y
colaboración.

Artículo 12. El Consejo Nacional estará integrado por:

I. a IX. ...

…

El consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asun-
tos a tratar, a las personas, instituciones y representantes
de la sociedad civil que puedan exponer conocimientos
y experiencias para el cumplimiento de los objetivos de
la seguridad pública. Dicha participación será con ca-
rácter honorífico. Así mismo el Presidente de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos será invitado per-
manente de este consejo.

En el caso del párrafo final del artículo 12, las comisiones
dictaminadoras en el Senado de la República retiran las pa-
labras “…que a su juicio…”, a efecto de limitar el margen
de discrecionalidad del Consejo Nacional para invitar a las
personas, instituciones y representantes de la sociedad civil
que puedan exponer conocimientos y experiencias para el
cumplimiento de los objetivos de la seguridad pública.

El retiro del concepto juicio, es acorde con el objeto del
Constituyente, plasmado en la reforma al articulo 21 cons-
titucional en materia de seguridad pública, publicada en el
Diario Oficial de la Federación en fecha 18 de junio del
presente, encaminado a determinar la participación de la
sociedad civil.

Artículo 14. El Consejo Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. …

II. Emitir acuerdos y resoluciones generales para el fun-
cionamiento del sistema;

III. a V. …

VI. Promover la homologación y desarrollo de los mo-
delos ministerial, policial y pericial en las instituciones
de Seguridad Pública y evaluar sus avances, de confor-
midad con las leyes respectivas;

VII. a VIII. ...
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IX. Formular propuestas para los programas nacionales
de Seguridad Pública, de Procuración de Justicia y de
Prevención del Delito en los términos de la ley de la ma-
teria;

X. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas de
los programas de Seguridad Pública y otros relaciona-
dos;

XI. a XIX. ...

En el caso del presente artículo, en el dictamen aprobado
por la colegisladora, se retiran de la fracción II el carácter
de necesarios, cuando se hace referencia a la atribución del
Consejo Nacional, para emitir los acuerdos y resoluciones
generales, en el entendido que dichos instrumentos se es-
tructuran y, en su caso, se emiten, atendiendo precisamen-
te a las necesidades y requerimientos para el funciona-
miento del sistema.

Tratándose de la fracción VI, se establece en la parte final
de la misma, que en el caso de la atribución relativa a pro-
mover la homologación y desarrollo de los modelos minis-
terial, policial y pericial, ésta acción deberá ser acorde con
las leyes respectivas.

A partir de lo anterior se precisa la vinculación de las dis-
posiciones contenidas en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, respecto a diversos ordena-
mientos que norman el funcionamiento de las instituciones
de seguridad pública y de procuración de justicia, como la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República,
el Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Públi-
ca Federal y las correlativas en los Estados y el Distrito Fe-
deral.

Con esta modificación, además, se fortalece el principio de
seguridad jurídica.

En el caso de la fracción IX, se incorpora el carácter de na-
cionales de los programas de seguridad pública, de procu-
ración de justicia y de prevención del delito.

Respecto a la fracción X, se modifica la atribución del
Consejo Nacional relativa a formular propuestas para la
evaluación del cumplimiento de los objetivos y metas de
los programas de seguridad pública y otros relacionados.
En esta fracción, se incorpora de manera directa la atribu-
ción de evaluar.

A partir de dicha modificación se fortalece uno de los as-
pectos esenciales en los procesos de planeación estratégi-
ca, como lo es la evaluación.

Artículo 19. El Centro Nacional de Información será el
responsable de la operación del Sistema Nacional de In-
formación de Seguridad Pública y tendrá, entre otras,
las siguientes atribuciones:

I. Establecer, administrar y resguardar las bases de datos
criminalísticos y de personal del sistema en términos
que señale el reglamento;

II. a VI. …

En el caso de la fracción I del artículo 19, se sustituye la
palabra regular por resguardar que es el concepto correcto,
cuya incorporación fue propuesta por el diputado Juan
Francisco Rivera Bedoya, durante la sesión de la Cámara
de Diputados de fecha 4 de diciembre de 2008, cuando se
aprobó en lo general y en los particular por el pleno de la
Cámara de Diputados, el dictamen de la Comisión de Se-
guridad Pública con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

La atribución relativa a resguardar las bases de datos cri-
minalísticos y de personal del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, fue objeto de una amplia discusión durante la
reunión de trabajo de la Comisión de Seguridad Pública de
fecha miércoles 3 de diciembre del presente. Durante ésta
reunión los diputados integrantes de la Comisión de Segu-
ridad Pública, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática afirmaron que la acción
de resguardo, era esencial para dar confianza a las institu-
ciones de seguridad pública y de procuración de justicia de
los estados, el Distrito Federal y los municipios, respecto a
la información que será integrada a las bases de datos an-
tes señaladas.

Lo anterior motivo la reserva a la fracción I del artículo 19,
por parte del diputado Juan Francisco Rivera Bedoya, a
partir de la cual propuso la incorporación del concepto de
resguardo, sin embargo, en el proceso de captura de la re-
serva citada y la integración de la minuta correspondiente
se sustituyó por error el concepto de resguardo por regular,
aspecto identificado y corregido por la colegisladora.

Artículo 32. La Conferencia Nacional de Seguridad Pú-
blica Municipal, estará integrada por los presidentes
municipales y titulares de los órganos político adminis-
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trativos del Distrito Federal que participarán de confor-
midad con las siguientes reglas:

I. Dos presidentes municipales, de cada Estado, desig-
nados por el consejo local de Seguridad Pública corres-
pondiente, y

II. Dos titulares de los órganos político-administrativos
del Distrito Federal serán nombrados por el consejo lo-
cal de Seguridad Pública.

…

…

Respecto a la fracción II del artículo 32, en el dictamen de
las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y Estudios
Legislativos del Senado de la República, se precisa que los
dos titulares de los órganos político administrativos del
Distrito Federal que formarán parte de la Conferencia Na-
cional de Seguridad Pública Municipal serán nombrados
por el consejo local de Seguridad Pública, a partir de lo
cual se mantiene la lógica en la redacción de las dos frac-
ciones del citado artículo 32.

Artículo 39. La concurrencia de facultades entre la Fe-
deración, el Distrito Federal, los Estados y los munici-
pios, quedará distribuida conforme a lo siguiente: .

A....

I. a II. …

a) En materia de carrera policial, proponer al Conse-
jo Nacional:

1. Las políticas relativas a la selección, ingreso,
permanencia, estímulos, promoción, reconoci-
miento y terminación del servicio de los integran-
tes de las instituciones policiales, de acuerdo al
modelo policial, conforme a la normatividad apli-
cable;

2. ...

b) …

1. a 4. …

III. a IV.

B. ...

En el caso del numeral 1, del inciso a) fracción II del apar-
tado A, del artículo 39, se establece en la parte final del
mismo, que en el caso de la atribución en materia de carre-
ra policial, ésta deberá ser conforme a la normatividad apli-
cable.

Como se señaló anteriormente, a partir de la modificación
se precisa la vinculación de las disposiciones contenidas en
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
respecto a diversos ordenamientos que norman el funcio-
namiento de las instituciones de seguridad pública y de
procuración de justicia, como la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República y el Reglamento Interior
de la Secretaría de Seguridad Pública Federal y las correla-
tivas en los Estados y el Distrito Federal.

En el contexto actual de reorganización y fortalecimiento
de las instituciones policiales resulta viable la adecuación
realizada por la colegisladora, pues resulta importante dar
el lugar que corresponde a las disposiciones reglamenta-
rias.

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimien-
to de los principios constitucionales de legalidad, obje-
tividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto
a los derechos humanos, los integrantes de las institu-
ciones de Seguridad Pública se sujetarán a las siguien-
tes obligaciones:

I. ...

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan, en términos de las
disposiciones legales aplicables;

III. a IV. …

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar ac-
tos de tortura aún cuando se trate de una orden superior
o se argumenten circunstancias especiales, tales como
amenaza a la seguridad pública urgencia de las investiga-
ciones o cualquier otra; al conocimiento de ello, lo de-
nunciará inmediatamente ante la autoridad competente;

VI. a XII. ....

XIII. Preservar, conforme a las disposiciones aplicables,
las pruebas e indicios de probables hechos delictivos o
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de faltas administrativas de forma que no pierdan su ca-
lidad probatoria y se facilite la correcta tramitación del
procedimiento correspondiente;

XIV. a XX. ...

XXI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplica-
bles, de dar a conocer por cualquier medio a quien no
tenga derecho, documentos, registros, imágenes, cons-
tancias, estadísticas, reportes o cualquier otra informa-
ción reservada o confidencial de la que tenga conoci-
miento en ejercicio y con motivo de su empleo, cargo o
comisión.

XXII. a XXVIII. ...

En el caso de la fracción II del artículo 40, en el dictamen
aprobado por la colegisladora se precisa que la atribución
relativa a la secrecía de los asuntos que conozcan los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública deberá
apegarse a los términos de las disposiciones aplicables. Co-
mo ya quedo señalado anteriormente, con esta modifica-
ción se fortalece el principio de seguridad jurídica.

En el caso de la fracción V, del mismo artículo, en la mi-
nuta remitida por el Senado se modifica la redacción para
dar mayor claridad y precisión. En este sentido, se retira el
concepto de permitir, por estar implícito en el de tolerar.
Asimismo, se retira la referencia a los tratos o sanciones
crueles, inhumanas o degradantes, por considerar que todo
acto de tortura las comprende.

En el caso de la misma fracción V, los diputados y diputa-
das integrantes de la Comisión de Seguridad Pública con-
sideran que para efectos de la presente ley se considerarán
como actos de tortura los tratos o sanciones crueles, inhu-
manos o degradantes, en los términos del dictamen apro-
bado por la Cámara de Diputados, en fecha 4 de diciembre
del presente, toda vez que se considera esencial precisar de
manera clara las disposiciones encaminadas a garantizar el
respeto de las garantías individuales y los derechos huma-
nos.

Manteniendo la lógica de modificaciones anteriores, en la
fracción XIII se señala que la atribución relativa a preser-
var las pruebas e indicios de probables hechos delictivos se
hará conforme a las disposiciones aplicables.

Como ya se señaló anteriormente, a partir de la modifica-
ción se precisa la vinculación de las disposiciones conteni-

das en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, respecto a diversos ordenamientos que norman el
funcionamiento de las instituciones de seguridad pública y
de procuración de justicia, como las normas del Código
Federal de Procedimientos Penales o los correlativos de los
Estados y el Distrito Federal, entre otros, que regulan la ac-
tuación de los miembros de las instituciones policiales en
su función de investigación y persecución del delito.

En el caso de la fracción XXI, nuevamente se hace refe-
rencia a la observancia de las disposiciones aplicables, en
la obligación relativa a la abstención de dar a conocer do-
cumentos, registros, imágenes, constancias, estadísticas,
reportes o cualquier información reservada o confidencial
de la que tengan conocimiento los miembros de las institu-
ciones de seguridad pública.

Artículo 41. Además de lo señalado en el artículo ante-
rior, los integrantes de las instituciones Policiales, ten-
drán específicamente las obligaciones siguientes:

I. a III. ....

IV. Ejecutar los mandamientos judiciales y ministeria-
les;

V....

VI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos o
de quienes ejerzan sobre él funciones de mando y cum-
plir con todas sus obligaciones realizándolas conforme
a derecho;

VII. a XI. ...

Siempre que se use la fuerza pública se hará de manera
racional congruente, oportuna y con pleno respeto a los
derechos humanos. Para tal efecto, deberá apegarse a las
disposiciones normativas y administrativas aplicables
realizándolas conforme a derecho.

En el caso de la fracción IV del artículo 41, se modifica pa-
ra mantener sólo la parte inicial de ésta, para señalar como
una atribución de los integrantes de las instituciones poli-
ciales el ejecutar los mandamientos judiciales y ministeria-
les; retirando la parte relativa a que dichos mandamientos
sean asignados o de aquéllos de los que tenga conocimien-
to. Por estricto derecho en el caso de los mandamientos ju-
diciales y ministeriales son dictados por autoridad compe-
tente a través de procedimientos legalmente establecidos.
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En el caso de la fracción VI, se modifica la parte final pa-
ra realizar la redacción en positivo. En esta se señala como
una obligación de los miembros de las instituciones poli-
ciales, el obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos
o de quienes ejerzan sobre él funciones de mando, modifi-
cándose la parte final de dicha fracción para precisar que
dicha obligación se realizará conforme a derecho.

Asimismo, se precisa el último párrafo del artículo para de-
terminar que siempre que se haga uso de la fuerza pública
se hará de manera racional, congruente, oportuna y con
pleno respeto a los derechos humanos. Para tal efecto, de-
berá apegarse a las disposiciones normativas y administra-
tivas aplicables, realizándolas conforme a derecho.

En el caso del último párrafo, del artículo 41, los diputados
y diputadas integrantes de la Comisión de Seguridad Pú-
blica consideran que para efectos de la presente ley debe
entenderse que sólo en los casos en que estén en riesgo los
derechos y garantías de personas e instituciones y el orden
público, se podrá hacer uso legitimo de la fuerza por los in-
tegrantes de las instituciones policiales.

Artículo 59. La terminación del Servicio de Carrera se-
rá:

I. Ordinaria, que comprende:

a) Renuncia;

b) Incapacidad permanente para el desempeño de las
funciones, y 

c) Jubilación.

II. Extraordinaria, que comprende:

a) Separación por el incumplimiento de los requisitos
de ingreso y permanencia, o

b) Remoción por incurrir en causas de responsabili-
dad con motivo de su encargo.

En el caso del artículo 59, a partir de la minuta aprobada
por la colegisladora, se retira el inciso d) de la fracción I,
que contempla las causas ordinarias de terminación del ser-
vicio de carrera. El inciso citado contemplaba la muerte
como causa ordinaria lo cual, de acuerdo con las comisio-
nes dictaminadoras del Senado, resulta innecesario.

Artículo 114. Las instituciones de Procuración de Justi-
cia deberán actualizar la información relativa al registro,
tan pronto reciba a su disposición al detenido, recaban-
do lo siguiente:

I. Domicilio, fecha de nacimiento, estado civil, grado de
estudios y ocupación o profesión;

II a VII. ...

…

…

Respecto a la fracción I del artículo 114, la colegisladora
retira la referencia a la edad, como un elemento de actuali-
zación de la información relativa al registro de personal,
toda vez que se contempla lo relativo a la fecha de naci-
miento, a partir de la cual se obtiene aquella.

Artículo 136. Las responsabilidades administrativas, ci-
viles y penales en que incurran los servidores públicos
federales, estatales y municipales por el manejo o apli-
cación indebidos de los recursos de los fondos a que se
refiere el artículo 142 de la presente ley, serán determi-
nadas y sancionadas conforme a las disposiciones lega-
les aplicables y por las autoridades competentes.

En el caso de este artículo en la parte final del mismo se re-
tira la referencia a las autoridades federales, para referirse
sólo a las autoridades competentes, pues las responsabili-
dades pueden aplicarse, en su caso, a las autoridades fede-
rales, estatales y municipales.

Artículo 137. La Auditoria Superior de la Federación
fiscalizará los recursos federales que ejerzan la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los municipios en
materia de Seguridad Publica, en términos de las dispo-
siciones aplicables.

En el caso de este artículo, se precisa en la minuta aproba-
da por la colegisladora la denominación de la Auditoria Su-
perior de la Federación.

Artículo 138. Se sancionara de uno a cuatro años de pri-
sión y de cien a seiscientos días multa, a quien dolosa,
ilícita y reiteradamente se abstenga de proporcionar al
secretariado ejecutivo la información que esté obligado
en términos de esta ley, a pesar de ser requerido por el
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Secretario Ejecutivo, dentro del plazo previsto en el ar-
ticulo 37 de esta ley.

Se impondrá además, la destitución e inhabilitación por
un plazo igual al de la pena impuesta para desempeñar-
se en otro empleo, puesto, cargo o comisión en cual-
quier orden de gobierno.

En el caso del primer párrafo del artículo 138, se corrige la
remisión que se hace al artículo 36 de la ley, toda vez que
la remisión correcta es al artículo 37.

Artículo 152. Los particulares que se dediquen a estos
servicios, así como el personal que utilicen, se regirán
en lo conducente, por las normas que esta ley y las de-
más aplicables que se establecen para las Instituciones
de Seguridad Pública; incluyendo los principios de ac-
tuación y desempeño y la obligación de aportar los da-
tos para el registro de su personal y equipo y, en gene-
ral, proporcionar la información estadística y sobre la
delincuencia al Centro Nacional de Información.

Los ordenamientos legales de las entidades federativas
establecerán conforme a. la normatividad aplicable, la
obligación de las empresas privadas de seguridad, para
que su personal sea sometido a procedimientos de eva-
luación y control de confianza.

Finalmente, el dictamen de las comisiones unidas de Segu-
ridad Pública y Estudios Legislativos de la Cámara de Se-
nadores precisa, en el segundo párrafo del artículo 152, que
los ordenamientos legales de las entidades federativas esta-
blecerán, conforme a la normatividad aplicable, la obliga-
ción de las empresas privadas de seguridad, para que su
personal sea sometido a procedimientos de evaluación y
control de confianza. En éste caso, se toma en cuenta que
las empresas que prestan servicios de seguridad privada en
una sola entidad federativa se rigen por la normatividad vi-
gente en el Estado de que se trate en tanto que cuando pres-
ten sus servicios en más de una entidad federativa se rigen
por la Ley Federal de Seguridad Privada.

Por lo anteriormente expuesto y, después de estudiar dete-
nidamente el contenido de la minuta proyecto de decreto
que expide la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, los integrantes de la Comisión de Seguridad
Publica de la Cámara de Diputados, sometemos a la consi-
deración de esta honorable Asamblea el siguiente

Proyecto de decreto por el que se expide la Ley General
del Sistema de Seguridad Pública.

Artículo Único. Se expide la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública:

Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública

Título Primero
Disposiciones Preliminares

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de Seguridad Pública y tiene por objeto
regular la integración, organización y funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como estable-
cer la distribución de competencias y las bases de coordi-
nación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal
y los Municipios, en esta materia.

Sus disposiciones son de orden público e interés social y de
observancia general en todo el territorio nacional.

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derechos de las personas, así como preservar las libertades,
el orden y la paz públicos y comprende la prevención es-
pecial y general de los delitos, la investigación para hacer-
la efectiva, la sanción de las infracciones administrativas,
así como la investigación y la persecución de los delitos y
la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley,
en las respectivas competencias establecidas en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Estado desarrollará políticas en materia de prevención
social del delito con carácter integral, sobre las causas que
generan la comisión de delitos y conductas antisociales, así
como programas y acciones para fomentar en la sociedad
valores culturales y cívicos, que induzcan el respeto a la le-
galidad y a la protección de las víctimas.

Artículo 3. La función de Seguridad Pública se realizará
en los diversos ámbitos de competencia por conducto de
las Instituciones Policiales, del Ministerio Público, de las
instancias encargadas de aplicar las infracciones adminis-
trativas, de los responsables de la prisión preventiva y eje-
cución de penas, de las autoridades competentes en mate-
ria de justicia para adolescentes, así como por las demás
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autoridades que en razón de sus atribuciones deban contri-
buir directa o indirectamente al objeto de esta Ley.

Artículo 4. El Sistema Nacional de Seguridad Pública con-
tará para su funcionamiento y operación con las instancias,
instrumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la
presente Ley, tendientes a cumplir los fines de la Seguridad
Pública.

La coordinación en un marco de respeto a las atribuciones
entre las instancias de la Federación, los Estados, el Distri-
to Federal y los Municipios, será el eje del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública.

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Academias: a las Instituciones de Formación, de Capaci-
tación y de Profesionalización Policial;

II. Bases de Datos Criminalísticas y de Personal: Las bases
de datos nacionales y la información contenida en ellas, en
materia de detenciones, información criminal, personal de
seguridad pública, servicios de seguridad privada, arma-
mento y equipo, vehículos, huellas dactilares, teléfonos ce-
lulares, sentenciados y las demás necesarias para la opera-
ción del Sistema.

III. Carrera Ministerial: al Servicio Profesional de Carrera
Ministerial;

IV. Carrera Pericial: al Servicio Profesional de Carrera Pe-
ricial;

V. Carrera Policial: al Servicio Profesional de Carrera Po-
licial;

VI. Conferencias Nacionales: a las Conferencias a las que
se refiere el artículo 10 de esta Ley;

VII. Consejo Nacional: al Consejo Nacional de Seguridad
Pública;

VIII. Instituciones de Seguridad Pública: a las Instituciones
Policiales, de Procuración de Justicia, del Sistema Peniten-
ciario y dependencias encargadas de la Seguridad Pública
a nivel federal, local y municipal;

IX. Instituciones de Procuración de Justicia: a las Institu-
ciones de la Federación y entidades federativas que inte-

gran al Ministerio Público, los servicios periciales y demás
auxiliares de aquél;

X. Instituciones Policiales: a los cuerpos de policía, de vi-
gilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios,
de detención preventiva, o de centros de arraigos; y en ge-
neral, todas las dependencias encargadas de la seguridad
pública a nivel federal, local y municipal, que realicen fun-
ciones similares;

XI. Institutos: a los órganos de las instituciones de seguri-
dad pública de la Federación, de los Estados y del Distrito
Federal, encargados de la formación y actualización espe-
cializada de aspirantes y servidores públicos de las funcio-
nes ministerial, pericial y de policía ministerial;

XII. Programa Rector: al conjunto de contenidos encami-
nados a la profesionalización de los servidores públicos de
las Instituciones Policiales e Instituciones de Procuración
de Justicia, respectivamente;

XIII. Registro Nacional: el Registro Nacional de Personal
de las Instituciones de Seguridad Pública;

XIV. Secretaría: a la Secretaría de Seguridad Pública del
Gobierno Federal;

XV. Secretario Ejecutivo: el Titular del Secretariado Eje-
cutivo del Sistema;

XVI. Sistema: al Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 6. Las Instituciones de Seguridad Pública serán
de carácter civil, disciplinado y profesional, su actuación se
regirá además, por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, honradez, y respeto a los derechos humanos re-
conocidos por la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Deberán fomentar la participación ciuda-
dana y rendir cuentas en términos de ley.

Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, las Instituciones de Seguridad Pública de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en
el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley,
deberán coordinarse para:

I. Integrar el Sistema y cumplir con sus objetivos y fines;
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II. Formular políticas integrales, sistemáticas, continuas y
evaluables, así como programas y estrategias, en materia
de seguridad pública;

III. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, estra-
tegias y acciones, a través de las instancias previstas en es-
ta ley;

IV. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional de
Procuración de Justicia, el Programa Nacional de Seguri-
dad Pública y demás instrumentos programáticos en la ma-
teria previstos en la Ley de Planeación;

V. Distribuir a los integrantes del Sistema, actividades es-
pecíficas para el cumplimiento de los fines de la Seguridad
Pública;

VI. Regular los procedimientos de selección, ingreso, for-
mación, actualización, capacitación, permanencia, evalua-
ción, reconocimiento, certificación y registro de los servi-
dores públicos de las Instituciones de Seguridad Pública;

VII. Regular los sistemas disciplinarios, así como de reco-
nocimientos, estímulos y recompensas;

VIII. Determinar criterios uniformes para la organización,
operación y modernización tecnológica de las Instituciones
de Seguridad Pública;

IX. Establecer y controlar bases de datos criminalísticos y
de personal;

X. Realizar acciones y operativos conjuntos de las Institu-
ciones de Seguridad Pública;

XI. Participar en la protección y vigilancia de las Instala-
ciones Estratégicas del país en los términos de esta ley y
demás disposiciones aplicables;

XII. Determinar la participación de la comunidad y de ins-
tituciones académicas en coadyuvancia de los procesos de
evaluación de las políticas de prevención del delito, así co-
mo de las Instituciones de Seguridad Pública, a través de
mecanismos eficaces;

XIII. Implementar mecanismos de evaluación en la aplica-
ción de los fondos de ayuda federal para la seguridad pú-
blica;

XIV. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los ser-
vidores públicos, sus familias y dependientes, e instrumen-
tar los complementarios a éstos, y

XV. Realizar las demás acciones que sean necesarias para
incrementar la eficacia en el cumplimiento de los fines de
la Seguridad Pública.

Artículo 8. La coordinación, evaluación y seguimiento de
lo dispuesto en esta Ley, se hará con respeto a las atribu-
ciones que la Constitución establece para las instituciones
y autoridades que integran el Sistema.

Artículo 9. Las Conferencias Nacionales, los consejos lo-
cales y demás instancias del Sistema, observarán lo dis-
puesto en las resoluciones y acuerdos generales que emita
el Consejo Nacional.

En caso de contradicción entre las resoluciones y acuerdos
generales adoptados por las conferencias, el Consejo Na-
cional determinará la que deba prevalecer.

Título Segundo
De las Instancias de Coordinación y la 

Distribución de Competencias del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública

Capítulo I
De la organización del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo 10. El Sistema se integrará por:

I. El Consejo Nacional de Seguridad Pública, que será la
instancia superior de coordinación y definición de políticas
públicas;

II. La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia;

III. La Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad
Pública o sus equivalentes;

IV. La Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario;

V. La Conferencia Nacional de Seguridad Pública Munici-
pal;

VI. Los Consejos Locales e Instancias Regionales, y
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VII. El Secretariado Ejecutivo del Sistema.

El Poder Judicial de la Federación y los Tribunales Supe-
riores de Justicia contribuirán con las instancias que inte-
gran el sistema, en la formulación de estudios, lineamien-
tos e implementación de acciones que permitan alcanzar
los fines de la seguridad pública.

Artículo 11. Las Conferencias Nacionales establecerán los
mecanismos de coordinación que permitan la formulación
y ejecución de políticas, programas, acciones necesarias
para el cumplimiento de sus funciones. El Secretario Eje-
cutivo realizará las acciones necesarias para asegurar que
la coordinación sea efectiva y eficaz e informará de ello al
Consejo Nacional.

El Secretariado Ejecutivo se coordinará con los Presidentes
de las Conferencias Nacionales para dar seguimiento a las
resoluciones que se adopten por el Consejo Nacional, en
los términos de esta Ley.

Capítulo II
Del Consejo Nacional de Seguridad Pública

Artículo 12. El Consejo Nacional estará integrado por:

I. El Presidente de la República, quien lo presidirá;

II. El Secretario de Gobernación;

III. El Secretario de la Defensa Nacional;

IV. El Secretario de Marina;

V. El Secretario de Seguridad Pública;

VI. El Procurador General de la República;

VII. Los Gobernadores de los Estados;

VIII. El Jefe del Gobierno del Distrito Federal, y

IX. El Secretario Ejecutivo del Sistema.

El Presidente del Consejo será suplido en sus ausencias por
el Secretario de Gobernación. Los demás integrantes del
Consejo Nacional deberán asistir personalmente.

El Consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asuntos a
tratar, a las personas, instituciones y representantes de la

sociedad civil que puedan exponer conocimientos y expe-
riencias para el cumplimiento de los objetivos de la seguri-
dad pública. Dicha participación será con carácter honorífi-
co. Así mismo el Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos será invitado permanente de este Con-
sejo.

Artículo 13. El personal de confianza de las unidades ad-
ministrativas del Sistema, del Secretariado Ejecutivo, de
los Centros Nacionales, incluso sus titulares y de las de-
pendencias que presten asesoría en materia operativa, téc-
nica y jurídica a los integrantes del Consejo Nacional, se
considerará personal de seguridad pública y será de libre
designación y remoción; se sujetarán a las evaluaciones de
certificación y control de confianza. Para tal efecto, se emi-
tirá el Acuerdo respectivo por el que se determinen dichas
unidades administrativas.

Artículo 14. El Consejo Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Establecer los instrumentos y políticas públicas integra-
les, sistemáticas, continuas y evaluables, tendientes a cum-
plir los objetivos y fines de la Seguridad Pública;

II. Emitir acuerdos y resoluciones generales, para el fun-
cionamiento del Sistema;

III. Establecer los lineamientos para la formulación de po-
líticas generales en materia de Seguridad Pública;

IV. Promover la implementación de políticas en materia de
atención a víctimas del delito;

V. Promover la efectiva coordinación de las instancias que
integran el Sistema y dar seguimiento de las acciones que
para tal efecto se establezcan;

VI. Promover la homologación y desarrollo de los modelos
ministerial, policial y pericial en las Instituciones de Segu-
ridad Pública y evaluar sus avances, de conformidad con
las leyes respectivas;

VII. Vigilar que en los criterios para la distribución de re-
cursos de los fondos de aportaciones federales para la Se-
guridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, se
observen las disposiciones establecidas en la Ley de Coor-
dinación Fiscal;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008215



VIII. Resolver la cancelación de la ministración de las
aportaciones, a las entidades federativas o, en su caso a los
municipios, por un periodo u objeto determinado, cuando
incumplan lo previsto en esta Ley, los Acuerdos Generales
del Consejo o los convenios celebrados previo cumpli-
miento de la garantía de audiencia;

IX. Formular propuestas para los programas nacionales de
Seguridad Pública, de Procuración de Justicia y de Preven-
ción del Delito en los términos de la Ley de la materia;

X. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas de los
programas de Seguridad Pública y otros relacionados;

XI. Llevar a cabo la evaluación periódica de los programas
de Seguridad Pública y otros relacionados;

XII. Expedir políticas en materia de suministro, intercam-
bio, sistematización y actualización de la información que
sobre Seguridad Pública generen las Instituciones de los
tres órdenes de gobierno;

XIII. Establecer medidas para vincular al Sistema con otros
nacionales, regionales o locales;

XIV. Promover el establecimiento de unidades de consulta
y participación de la comunidad en las Instituciones de Se-
guridad Pública;

XV. Recomendar la remoción de los titulares de las institu-
ciones de Seguridad Pública, previa opinión justificada del
Secretariado Ejecutivo, por el incumplimiento de las obli-
gaciones establecidas en la presente Ley;

XVI. Establecer mecanismos eficaces para que la sociedad
participe en los procesos de evaluación de las políticas de
prevención del delito, así como de las instituciones de Se-
guridad Pública;

XVII. Promover políticas de coordinación y colaboración
con el Poder Judicial de la Federación y los órganos juris-
diccionales de las entidades federativas;

XVIII. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus fun-
ciones, y

XIX. Las demás que se establezcan en otras disposiciones
normativas y las que sean necesarias para el funcionamien-
to del Sistema.

Artículo 15. El Consejo Nacional podrá funcionar en Ple-
no o en las comisiones previstas por esta ley. El Pleno se
reunirá por lo menos cada seis meses a convocatoria de su
Presidente, quien integrará la agenda de los asuntos a tra-
tar.

El quórum para las reuniones del Consejo Nacional se in-
tegrará con la mitad más uno de sus integrantes. Los acuer-
dos se tomarán por la mayoría de los integrantes presentes
del Consejo.

Corresponderá al Presidente del Consejo Nacional, ade-
más, la facultad de promover en todo tiempo la efectiva co-
ordinación y funcionamiento del Sistema.

Los miembros del Consejo podrán formular propuestas de
acuerdos que permitan el mejor funcionamiento del Siste-
ma.

Artículo 16. Son comisiones permanentes del Consejo Na-
cional, las siguientes:

I. De Información;

II. De Certificación y Acreditación,

III. De Prevención del Delito y Participación Ciudadana.

Estas comisiones se coordinarán con el Secretario Ejecuti-
vo para dar seguimiento al cumplimiento de las disposicio-
nes aplicables por parte de los Centros Nacionales que in-
tegran el Secretariado Ejecutivo. El Consejo Nacional
determinará el objeto, integrantes, deberes y funciona-
miento de las mismas.

En las Comisiones podrán participar expertos de institu-
ciones académicas, de investigación y agrupaciones del
sector social y privado relacionados con su objeto.

Los Gobernadores y el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral deberán designar por oficio a sus representantes perma-
nentes ante el Secretario Ejecutivo del Sistema, los cuales
deberán ser servidores públicos con un nivel jerárquico
igual o superior a Director General en las Secretarías com-
petentes en la entidad federativa respectiva, para la aplica-
ción de esta Ley.
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Capítulo III
Del Secretariado Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo 17. El Secretariado Ejecutivo es el órgano opera-
tivo del Sistema y gozará de autonomía técnica, de gestión
y presupuestal. Contará con los Centros Nacionales de In-
formación, de Prevención del Delito y Participación Ciu-
dadana, así como de Certificación y Acreditación. El Titu-
lar del Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento del
Secretariado, que establecerá las atribuciones y articula-
ción de estos Centros.

El Secretario Ejecutivo y los titulares de los Centros Na-
cionales serán nombrados y removidos libremente por el
Presidente del Consejo y deberán cumplir con los siguien-
tes requisitos:

I. Ser ciudadanos mexicanos por nacimiento, que no tengan
otra nacionalidad y estén en pleno goce de sus derechos ci-
viles y políticos;

II. Tener más de treinta años de edad;

III. Contar con título profesional de nivel Licenciatura de-
bidamente registrado;

IV. Tener reconocida capacidad y probidad, así como con-
tar con cinco años de experiencia en las áreas correspon-
dientes a su función, y

V. No haber sido sentenciados por delito doloso o inhabili-
tados como servidores públicos.

Artículo 18. Corresponde al Secretario Ejecutivo del Sis-
tema:

I. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones
del Consejo Nacional y de su Presidente;

II. Impulsar mejoras para los instrumentos de información
del Sistema;

III. Formular propuestas para el Programa Rector de Pro-
fesionalización;

IV. Coordinar la realización de estudios especializados so-
bre las materias de Seguridad Pública y formular recomen-
daciones a las instancias de coordinación previstas en el
presente ordenamiento;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Consejo Na-
cional, llevar el archivo de éstos y de los instrumentos ju-
rídicos que deriven, y expedir constancia de los mismos;

VI. Informar periódicamente al Consejo Nacional y a su
Presidente de sus actividades;

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y
concertación necesarios para el cumplimiento de los fines
del Sistema;

VIII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de es-
ta Ley, los convenios generales y específicos en la materia,
así como las demás disposiciones aplicables e informar lo
conducente al Consejo Nacional;

IX. Proponer al Consejo Nacional las políticas, lineamien-
tos, protocolos y acciones para el buen desempeño de las
Instituciones de Seguridad Pública;

X. Verificar que los programas, estrategias, acciones, polí-
ticas y servicios que se adopten por las Conferencias Na-
cionales, se coordinen entre sí, y que cumplan con los line-
amientos y acuerdos generales que dicte el Consejo;

XI. Proponer los criterios de evaluación de las Institucio-
nes de Seguridad Pública en los términos de la ley;

XII. Preparar la evaluación del cumplimiento de las políti-
cas, estrategias y acciones del Sistema en los términos de
ley;

XIII. Presentar al Consejo Nacional los informes de las
Conferencias Nacionales, para el seguimiento de los acuer-
dos y resoluciones que se adopten en las mismas;

XIV. Elaborar y publicar informes de actividades del Con-
sejo Nacional;

XV. Colaborar con las instituciones de seguridad pública
que integran el Sistema, para fortalecer y eficientar los me-
canismos de coordinación; en especial en el impulso de las
carreras Ministerial, Policial y Pericial;

XVI. Integrar los criterios para la distribución de los fon-
dos de seguridad pública y someterlos a la aprobación del
Consejo, en términos de las disposiciones legales aplica-
bles;
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XVII. Gestionar ante las autoridades competentes, la mi-
nistración de los fondos de seguridad pública, de confor-
midad con los criterios aprobados por el Consejo y las de-
más disposiciones aplicables;

XVIII. Someter a consideración del Consejo Nacional el
proyecto de resolución fundado y motivado de cancelación
y, cuando proceda, la restitución de la ministración de
aportaciones, a las entidades federativas o, en su caso, mu-
nicipios;

XIX. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federa-
ción y demás instancias de fiscalización, proporcionando la
información con la que cuente respecto del ejercicio de los
recursos de los fondos de ayuda federal, así como del cum-
plimiento de esta Ley;

XX. Supervisar, en coordinación con las demás instancias
competentes, la correcta aplicación de los recursos de los
fondos por las entidades federativas y por los municipios;

XXI. Elaborar y someter a consideración del Consejo Na-
cional, opinión fundada y razonada por la que se reco-
miende la remoción de los titulares de las Instituciones de
Seguridad Pública;

XXII. Presentar quejas o denuncias ante las autoridades
competentes por el incumplimiento de la Ley, los acuerdos
generales, los convenios y demás disposiciones aplicables,
así como por el uso ilícito o indebido de los recursos a que
se refiere el artículo 142 de esta Ley, e informar al respec-
to al Consejo Nacional;

XXIII. Dictar las medidas necesarias para garantizar el
adecuado funcionamiento del Sistema;

XXIV. Coordinar la homologación de la Carrera Policial, la
Profesionalización y el Régimen Disciplinario en las Insti-
tuciones de Seguridad Pública, y

XXV. Las demás que le otorga esta Ley y demás disposi-
ciones aplicables, así como las que le encomiende el Con-
sejo Nacional o su Presidente.

Artículo 19. El Centro Nacional de Información será el
responsable de la operación del Sistema Nacional de Infor-
mación de Seguridad Pública y tendrá, entre otras, las si-
guientes atribuciones:

I. Establecer, administrar y resguardar las bases de datos
criminalísticos y de personal del Sistema en términos que
señale el reglamento;

II. Determinar los criterios técnicos y de homologación de
las bases de datos de los integrantes del Sistema;

III. Emitir los protocolos de interconexión, acceso y segu-
ridad de estas bases de datos;

IV. Vigilar el cumplimiento de los criterios de acceso a la
información y hacer del conocimiento de las instancias
competentes cualquier irregularidad detectada;

V. Colaborar con el Instituto Nacional de Información de
Estadística y Geografía, en la integración de la estadística
nacional en materia de seguridad pública, de conformidad
con la Ley de la materia, y

VI. Brindar asesoría a las Instituciones de Seguridad Pú-
blica para la integración de información, interconexión, ac-
ceso, uso, intercambio y establecimiento de medidas de se-
guridad para las bases de datos.

Artículo 20. El Centro Nacional de Prevención del Delito
y Participación Ciudadana tendrá, como principales atribu-
ciones:

I. Proponer al Consejo Nacional lineamientos de preven-
ción social del delito, a través del diseño transversal de po-
líticas de prevención, cuyas acciones tendrán el carácter de
permanentes y estratégicas;

II. Promover la cultura de la paz, la legalidad, el respeto a
los derechos humanos, la participación ciudadana y una vi-
da libre de violencia;

III. Emitir opiniones y recomendaciones, dar seguimiento
y evaluar los programas implementados por las Institucio-
nes de Seguridad Pública, en los tres órdenes de gobierno
para:

a) Prevenir la violencia infantil y juvenil;

b) Promover la erradicación de la violencia especial-
mente la ejercida contra niñas, niños, jóvenes, mujeres,
indígenas, adultos mayores, dentro y fuera del seno fa-
miliar;
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c) Prevenir la violencia generada por el uso de armas, el
abuso de drogas y alcohol, y

d) Garantizar la atención integral a las víctimas.

IV. Realizar, por sí o por terceros, estudios sobre las causas
estructurales del delito, su distribución geodelictiva, esta-
dísticas de conductas ilícitas no denunciadas, tendencias
históricas y patrones de comportamiento que permitan ac-
tualizar y perfeccionar la política criminal y de seguridad
pública nacional;

V. Realizar, por sí o por terceros, encuestas victimológicas,
de fenómenos delictivos y otras que coadyuven a la pre-
vención del delito;

VI. Promover la inclusión de contenidos relativos a la pre-
vención del delito en los programas educativos, de salud,
de desarrollo social y en general en los diversos programas
de las dependencias y entidades federales, así como cola-
borar con los Estados, el Distrito Federal y los Municipios
en esta misma materia;

VII. Organizar seminarios, conferencias y ponencias sobre
prevención social del delito;

VIII. Coordinarse con otras instancias competentes en la
materia para el ejercicio de sus funciones;

IX. Promover la participación ciudadana para el fortaleci-
miento del Sistema en los términos de esta Ley, y

X. Las demás que establezcan otras disposiciones, el Con-
sejo Nacional y su Presidente.

Artículo 21. El Centro Nacional de Certificación y Acre-
ditación será el responsable de la certificación, la acredita-
ción y el control de confianza, de conformidad con lo dis-
puesto en esta Ley.

Este Centro contará con un órgano consultivo integrado
por las instituciones públicas y privadas que se determinen
en el Reglamento de este ordenamiento.

Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certifica-
ción y Acreditación, verificar que los centros de evaluación
y control de confianza de la federación, Estados y Distrito
Federal, realizan sus funciones de conformidad con las
normas técnicas y estándares mínimos en materia de eva-
luación y control de confianza de los servidores públicos

de las Instituciones de Seguridad Pública. Para tal efecto,
tendrá las facultades siguientes:

I. Establecer los criterios mínimos para la evaluación y
control de confianza de los servidores públicos, tomando
en consideración las recomendaciones, propuestas y linea-
mientos de las conferencias.

II. Determinar las normas y procedimientos técnicos para
la evaluación de los servidores públicos;

III. Determinar los protocolos de actuación y procedimien-
tos de evaluación de los centros de evaluación y control de
confianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los proce-
sos que operen los centros de evaluación y control de con-
fianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

V. Evaluar y certificar los procesos de evaluación y control
de confianza que en el ámbito de Seguridad Pública operen
instituciones privadas que así lo soliciten y cumplan con la
normatividad correspondiente;

VI. Verificar periódicamente que los Centros de referencia
apliquen los procesos certificados, conforme a los linea-
mientos y estándares que el Centro Nacional de Certifica-
ción y Acreditación establezca;

VII. Apoyar a los Centros de Evaluación y Control de Con-
fianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

VIII. Promover la homologación, validación y actualiza-
ción de los procedimientos y criterios de Evaluación y
Control de Confianza;

IX. Establecer los requisitos que deben contener los certi-
ficados Ministerial, Policial y Pericial y aprobar sus carac-
terísticas, y

X. Las demás que resulten necesarias para el desempeño de
sus funciones.

Capítulo IV
De la Conferencia Nacional de 

Procuración de Justicia

Artículo 23. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia estará integrada por los titulares de las Institucio-
nes de Procuración de Justicia de la Federación, el Distrito
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Federal y los Estados, y será presidida por el Procurador
General de la República.

Dicha Conferencia contará con un Secretario Técnico que
será nombrado y removido por el Presidente de la misma.

Artículo 24. El Presidente de la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia podrá invitar a personas e institu-
ciones por razón de los asuntos a tratar.

El Procurador General de Justicia Militar será invitado per-
manente de esta Conferencia.

Artículo 25. Son funciones de la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia:

I. Formular políticas generales de procuración de justicia,
así como ejecutar, dar seguimiento y evaluar las acciones
en la materia;

II. Promover la coordinación y colaboración entre las Ins-
tituciones de Procuración de Justicia y las Instituciones Po-
liciales;

III. Formular propuestas para la integración del Programa
Nacional de Procuración de Justicia y demás instrumentos
programáticos relacionados con el ámbito de su competen-
cia, así como darles seguimiento;

IV. Formular, de conformidad con los criterios del Consejo
Nacional, el Programa Rector de Profesionalización de las
Instituciones de Procuración de Justicia;

V. Elaborar propuestas de reformas legislativas y ordena-
mientos administrativos en materia de Procuración de Jus-
ticia;

VI. Integrar los Comités que sean necesarios para el des-
empeño de sus funciones;

VII. Emitir bases y reglas para la investigación conjunta de
los delitos, de conformidad con los ordenamientos legales
aplicables, así como para la realización de operativos de in-
vestigación conjuntos;

VIII. Fijar criterios uniformes para la regulación de la se-
lección, ingreso, formación, permanencia, capacitación,
profesionalización, evaluación, reconocimiento, certifica-
ción y registro de agentes del Ministerio Público y peritos,

de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y demás dis-
posiciones aplicables;

IX. Promover la capacitación, actualización y especializa-
ción conjunta de los miembros de las Instituciones de Pro-
curación de Justicia, conforme al Programa Rector de Pro-
fesionalización;

X. Promover la homologación de los procedimientos de
control de confianza de los Integrantes de las Instituciones
de Procuración de Justicia, de conformidad con las dispo-
siciones aplicables;

XI. Promover que las legislaciones aplicables prevean un
procedimiento ágil, eficaz y uniforme para la imposición
de sanciones administrativas al personal de las institucio-
nes de procuración de justicia, por incumplimiento de los
deberes previstos en esta Ley y demás que se establezcan
en los ordenamientos correspondientes;

XII. Promover mecanismos de coordinación, en materia de
investigación de delitos con la Conferencia Nacional de
Secretarios de Seguridad Pública;

XIII. Impulsar las acciones necesarias para promover la de-
nuncia de los delitos y la participación de la comunidad en
las actividades de procuración de justicia;

XIV. Determinar las políticas y lineamientos sobre datos de
procedimientos penales, juicios de amparo y otros procesos
judiciales en los que intervenga el Ministerio Público, que
se integren a las bases de datos que establece el presente
ordenamiento;

XV. Fijar criterios de cooperación y coordinación para la
entrega de indiciados, procesados y sentenciados; el cum-
plimiento de mandamientos judiciales y ministeriales; el
aseguramiento de bienes instrumento, objeto o producto de
delitos y el desahogo de diligencias judiciales, ministeria-
les y periciales;

XVI. Fomentar la cultura de respeto a los derechos huma-
nos y garantías reconocidas en la legislación vigente;

XVII. Formular estrategias de coordinación en materia de
combate a la corrupción, protección de personas, atención
a víctimas y ofendidos de delitos;
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XVIII. Proponer programas de cooperación internacional
en materia de procuración de justicia;

XIX. Establecer lineamientos para el desahogo de procedi-
mientos de extradición y asistencia jurídica;

XX. Promover la homologación de criterios para la regula-
ción e instrumentación de la cadena de custodia de los in-
dicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso y de los ins-
trumentos, objetos o productos del delito;

XXI. Proponer al Centro Nacional de Información, crite-
rios para el funcionamiento de las bases de datos crimina-
lísticos y de personal de las Instituciones de Procuración de
Justicia;

XXII. Expedir sus reglas de organización y funcionamien-
to;

XXIII. Promover la uniformidad de criterios jurídicos, y

XXIV. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposi-
ciones aplicables.

Artículo 26. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia se reunirá cada seis meses de manera ordinaria. El
Presidente de dicha Conferencia podrá convocar a sesiones
extraordinarias cuando lo estime necesario.

Capítulo V
De la Conferencia Nacional de

Secretarios de Seguridad Pública

Artículo 27. La Conferencia Nacional de Secretarios de
Seguridad Pública estará integrada por los titulares de las
dependencias encargadas de la Seguridad Pública de la Fe-
deración, los Estados y el Distrito Federal y será presidida
por el Secretario de Seguridad Pública Federal.

La Conferencia contará con un Secretario Técnico que se-
rá nombrado y removido por el Presidente de la misma.

Los titulares de las dependencias u órganos en que se inte-
gren los cuerpos de policía de los municipios, podrán par-
ticipar en la Conferencia, de conformidad con las reglas
que la misma establezca.

Artículo 28. El Presidente de la Conferencia podrá invitar
a personas e Instituciones por razón de los asuntos a tratar.

Artículo 29. Son funciones de la Conferencia Nacional de
Secretarios de Seguridad Pública:

I. Impulsar la coordinación de las actuaciones de las de-
pendencias encargadas de la seguridad pública;

II. Promover la capacitación, actualización y especializa-
ción de los miembros de las Instituciones Policiales, con-
forme al Programa Rector de Profesionalización;

III. Elaborar propuestas de reformas a leyes en materia de
Seguridad Pública;

IV. Formular, de conformidad con los criterios del Consejo
Nacional, el Programa Rector de Profesionalización de las
Instituciones Policiales, cualquiera que sea su adscripción;

V. Proponer medidas para vincular el Sistema con otros na-
cionales, regionales o locales;

VI. Proponer la adopción y aplicación de políticas y pro-
gramas de cooperación internacional sobre Seguridad Pú-
blica, en coordinación con las entidades y dependencias
competentes;

VII. Promover criterios uniformes para el desarrollo poli-
cial en términos de la presente Ley;

VIII. Integrar los Comités que sean necesarios en la mate-
ria;

IX. Desarrollar las especialidades policiales de alto desem-
peño para hacer frente a los delitos de impacto nacional e
internacional;

X. Emitir las bases y reglas generales para la realización de
operativos conjuntos de carácter preventivo, entre las de-
pendencias encargadas de la seguridad pública federales,
locales y municipales;

XI. Impulsar las acciones necesarias para que los integran-
tes del Sistema establezcan un servicio para la localización
de personas y bienes;

XII. Promover el establecimiento de un servicio de comu-
nicación que reciba los reportes de la comunidad, sobre
emergencias, faltas y delitos;

XIII. Procurar que en las Instituciones Policiales se aplique
homogénea y permanentemente, el protocolo de certifica-
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ción correspondiente, aprobado por el Centro Nacional de
Certificación y Acreditación;

XIV. Proponer los requisitos que debe contener el Certifi-
cado Único Policial;

XV. Definir criterios homogéneos para la recopilación, sis-
tematización y manejo de información por parte de las Ins-
tituciones Policiales y promover su aplicación;

XVI. Proponer al Centro Nacional de Información, crite-
rios para el funcionamiento de las bases de datos crimina-
lísticos y de personal de las Instituciones Policiales y para
el manejo de información;

XVII. Proponer mecanismos de coordinación, en materia
de investigación de delitos, a la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia;

XVIII. Proponer reglas para coadyuvar en la vigilancia y
realización de acciones conjuntas para proteger las instala-
ciones estratégicas del país, en los términos de la legisla-
ción aplicable, y

XIX. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposicio-
nes aplicables.

Capítulo VI
De la Conferencia Nacional del 

Sistema Penitenciario

Artículo 30. La Conferencia Nacional del Sistema Peni-
tenciario, se integrará por los titulares de los órganos de
prevención y de reinserción social o sus equivalentes de la
Federación, los Estados y el Distrito Federal, y será presi-
dida por quien designe el titular de la Secretaría.

Dicha Conferencia contará con un Secretario Técnico que
será nombrado y removido por el titular de la Secretaría.

Artículo 31. Son funciones de la Conferencia Nacional del
Sistema Penitenciario:

I. Impulsar la coordinación del Sistema Penitenciario Na-
cional;

II. Promover la homologación de los mecanismos, sistemas
y procedimientos de seguridad en los centros penitencia-
rios de reinserción social;

III. Proponer al Consejo Nacional, políticas, programas y
acciones en materia de reinserción social;

IV. Proponer mecanismos para implementar la educación y
el deporte como medios de reinserción social;

V. Promover la adopción del trabajo comunitario como me-
canismo de reinserción social en las legislaciones aplica-
bles;

VI. Plantear criterios para eficientar los convenios que se
celebren entre la Federación, los Estados y el Distrito Fe-
deral, a efecto de que los sentenciados por delitos del ám-
bito de su competencia, extingan las penas en estableci-
mientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción
diversa, con estricto apego a las disposiciones legales apli-
cables;

VII. Promover el intercambio, registro, sistematización y
consulta de la información de seguridad pública en las ba-
ses de datos criminalísticos y de personal, y

VIII. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables y el Consejo Nacional.

Capítulo VII
De la Conferencia Nacional de 
Seguridad Pública Municipal

Artículo 32. La Conferencia Nacional de Seguridad Públi-
ca Municipal, estará integrada por los Presidentes Munici-
pales y titulares de los órganos político-administrativos del
Distrito Federal que participarán de conformidad con las
siguientes reglas:

I. Dos Presidentes municipales, de cada Estado, designados
por el Consejo Local de Seguridad Pública correspondien-
te, y

II. Dos titulares de los órganos político administrativos del
Distrito Federal serán nombrados por el Consejo Local de
Seguridad Pública.

Dicha Conferencia Nacional contará con un Presidente,
que será designado de entre sus miembros por el pleno de
misma.

La Conferencia contará con un Secretario Técnico que se-
rá nombrado y removido por el Presidente de la misma.
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Artículo 33. La Conferencia Nacional de Seguridad Públi-
ca Municipal, tendrá las siguientes funciones mínimas:

I. Emitir sus reglas de organización y funcionamiento;

II. Proponer y aplicar políticas y programas de cooperación
Municipal en materia de Seguridad Pública;

III. Promover el desarrollo y fortalecimiento de las depen-
dencias encargadas de la seguridad pública municipal;

IV. Elaborar propuestas de reformas a las normas de apli-
cación municipal en materia de Seguridad Pública;

V. Intercambiar experiencias y apoyo técnico entre los Mu-
nicipios;

VI. Proponer políticas públicas en materia de Seguridad
Pública;

VII. Colaborar con las instituciones publicas y privadas, en
la ejecución de programas tendientes a prevenir el delito;

VIII. Promover en el ámbito Municipal, la homologación
del Desarrollo Policial;

IX. Organizar seminarios, conferencias y ponencias sobre
la materia de Seguridad Pública Municipal, y

X. Las demás que establezcan otras disposiciones legales o
el consejo nacional.

Capítulo VIII
De los Consejos Locales e 

Instancias Regionales de Coordinación

Artículo 34. En el Distrito Federal y en los Estados se es-
tablecerán consejos locales encargados de la coordinación,
planeación e implementación del Sistema en los respecti-
vos ámbitos de gobierno. Asimismo, serán los responsables
de dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y políticas
emitidos por el Consejo Nacional, en sus respectivos ám-
bitos de competencia.

En los consejos locales de cada Estado participarán los mu-
nicipios en los términos de la legislación de cada entidad
federativa. En el caso del Distrito Federal, participarán los
titulares de los órganos político administrativos de las de-
marcaciones territoriales, de conformidad con la legisla-
ción aplicable. Estos Consejos invitarán a cada sesión al

menos a dos representantes de la sociedad civil o de la co-
munidad, de conformidad con los temas a tratar. Su parti-
cipación será de carácter honorífico.

Los Consejos Locales y las Instancias Regionales de Coor-
dinación se organizarán, de modo que permita el cumpli-
miento de sus fines, tomando como base la estructura del
Sistema e integración del Consejo Nacional.

Los Consejos Locales determinaran su organización y la de
las Instancias Regionales de Coordinación correspondien-
tes en términos de esta Ley.

Artículo 35. Los Consejos Locales se integrarán por las
Instituciones de Seguridad Pública de la entidad de que se
trate y de la Federación.

Además, podrán invitar a personas e instituciones, de
acuerdo con los temas a tratar.

Artículo 36. Cuando para el cumplimiento de la función de
Seguridad Pública sea necesaria la participación de dos o
más entidades federativas, se establecerán instancias regio-
nales de coordinación, con carácter temporal o permanen-
te, en las que participarán las Instituciones de Seguridad
Pública correspondientes.

Del mismo modo, podrán establecerse instancias intermu-
nicipales, con apego a los ordenamientos estatales corres-
pondientes. En el caso de las zonas conurbadas entre dos o
más entidades federativas, se podrán suscribir convenios e
instalar instancias regionales con la participación de los
municipios respectivos y de los órganos político adminis-
trativos, tratándose del Distrito Federal.

Artículo 37. Los Consejos Locales y las instancias regio-
nales se organizarán, en lo conducente, de manera similar
al Consejo Nacional y tendrán las funciones relativas para
hacer posible la coordinación y los fines de la Seguridad
Pública, en sus ámbitos de competencia.

Los miembros del Consejo designarán a uno de sus servi-
dores públicos como enlace responsable de atender y dar
seguimiento a la operación del Sistema en su respectiva en-
tidad federativa.

Dichos enlaces están obligados a proporcionar la informa-
ción requerida por el Secretariado Ejecutivo, en un plazo
razonable, que no excederá de treinta días naturales, salvo
justificación fundada.
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Artículo 38. Los Consejos Locales y las instancias regio-
nales podrán proponer al Consejo Nacional y a las Confe-
rencias Nacionales, acuerdos, programas específicos y
convenios sobre las materias de la coordinación.

Capítulo IX
De la distribución de competencias

Artículo 39. La concurrencia de facultades entre la Fede-
ración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
quedará distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde a la Federación, por conducto de las auto-
ridades competentes:

I. Proponer las acciones tendientes a asegurar la coordi-
nación entre la Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios;

II. Respecto del Desarrollo Policial:

a) En materia de Carrera Policial, proponer al Conse-
jo Nacional:

1.- Las políticas relativas a la selección, ingreso,
permanencia, estímulos, promoción, reconoci-
miento y terminación del servicio de los Integran-
tes de las Instituciones Policiales, de acuerdo al
Modelo Policial, conforme a la normatividad apli-
cable;

2.- Los lineamientos para los procedimientos de
Carrera Policial que aplicarán las autoridades
competentes;

b) En materia de Profesionalización, proponer al
Consejo Nacional:

1.- El Programa Rector que contendrá los aspectos
de formación, capacitación, adiestramiento, actua-
lización e investigación académica, así como inte-
grar las que formulen las instancias del Sistema;

2.- Los procedimientos aplicables a la Profesiona-
lización;

3.- Los criterios para el establecimiento de las
Academias e Institutos, y

4.- El desarrollo de programas de investigación y
formación académica.

c) En materia de Régimen Disciplinario, proponer al
Consejo Nacional los lineamientos para la aplicación
de los procedimientos respectivos.

III. Coordinar las acciones para la vigilancia y protec-
ción de las Instalaciones Estratégicas, y

IV. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les.

B. Corresponde a la Federación, el Distrito Federal, los Es-
tados y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias:

I. Garantizar el cumplimiento de la presente Ley y de-
más disposiciones que deriven de ésta;

II. Contribuir, en el ámbito de sus competencias, a la
efectiva coordinación del Sistema;

III. Aplicar y supervisar los procedimientos relativos a
la Carrera Policial, Profesionalización y Régimen Disci-
plinario;

IV. Constituir y operar las Comisiones y las Academias
a que se refiere esta Ley;

V. Asegurar su integración a las bases de datos crimina-
lísticos y de personal;

VI. Designar a un responsable del control, suministro y
adecuado manejo de la información a que se refiere es-
ta Ley;

VII. Integrar y consultar en las bases de datos de perso-
nal de Seguridad Pública, los expedientes de los aspi-
rantes a ingresar en las Instituciones Policiales;

VIII. Abstenerse de contratar y emplear en las Institu-
ciones Policiales a personas que no cuentan con el re-
gistro y certificado emitido por el centro de evaluación
y control de confianza respectivo;

IX. Coadyuvar a la integración y funcionamiento del
Desarrollo Policial, Ministerial y Pericial;
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X. Establecer centros de evaluación y control de con-
fianza, conforme a los lineamientos, procedimientos,
protocolos y perfiles determinados por el Centro Nacio-
nal de Certificación y Acreditación, así como garantizar
la observancia permanente de la normatividad aplicable;

XI. Integrar y consultar la información relativa a la ope-
ración y Desarrollo Policial para el registro y segui-
miento, en las bases de datos criminalísticos y de perso-
nal de Seguridad Pública;

XII. Destinar los fondos de ayuda federal para la segu-
ridad pública exclusivamente a estos fines y nombrar a
un responsable de su control y administración;

XIII. Participar en la ejecución de las acciones para el
resguardo de las Instalaciones Estratégicas del país, y

XIV. Las demás atribuciones específicas que se esta-
blezcan en la Ley y demás disposiciones aplicables.

Los Estados y los Municipios podrán coordinarse para ha-
cer efectivo lo previsto en el artículo 115, fracciones III,
inciso h) y VII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Las Leyes Estatales de Seguridad Pública podrán estable-
cer la posibilidad de coordinación, y en su caso, los medios
para la más eficaz prestación del servicio de seguridad pú-
blica entre un Estado y sus Municipios.

Título Tercero
Disposiciones Comunes a los Integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública

Capítulo I
De las obligaciones y sanciones de los integrantes 

de las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimiento
de los principios constitucionales de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los dere-
chos humanos, los integrantes de las Instituciones de Se-
guridad Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones:

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así co-
mo con apego al orden jurídico y respeto a las garantías in-
dividuales y derechos humanos reconocidos en la Consti-
tución;

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan, en términos de las dis-
posiciones aplicables;

III. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún pe-
ligro o que hayan sido víctimas u ofendidos de algún deli-
to, así como brindar protección a sus bienes y derechos. Su
actuación será congruente, oportuna y proporcional al he-
cho;

IV. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y sin
discriminación alguna;

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar actos
de tortura, aún cuando se trate de una orden superior o se
argumenten circunstancias especiales, tales como amenaza
a la Seguridad Pública, urgencia de las investigaciones o
cualquier otra; al conocimiento de ello, lo denunciará in-
mediatamente ante la autoridad competente;

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas,
debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar in-
debidamente las acciones o manifestaciones que en ejerci-
cio de sus derechos constitucionales y con carácter pacífi-
co realice la población;

VII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar com-
pensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previs-
tas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto
de corrupción y, en caso de tener conocimiento de alguno,
deberán denunciarlo;

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de per-
sona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en los
ordenamientos constitucionales y legales aplicables;

IX. Velar por la vida e integridad física de las personas de-
tenidas;

X. Actualizarse en el empleo de métodos de investigación
que garanticen la recopilación técnica y científica de evi-
dencias;

XI. Utilizar los protocolos de investigación y de cadena de
custodia adoptados por las Instituciones de Seguridad Pú-
blica;

XII. Participar en operativos y mecanismos de coordina-
ción con otras Instituciones de Seguridad Pública, así como
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brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a derecho
proceda;

XIII. Preservar, conforme a las disposiciones aplicables,
las pruebas e indicios de probables hechos delictivos o de
faltas administrativas de forma que no pierdan su calidad
probatoria y se facilite la correcta tramitación del procedi-
miento correspondiente;

XIV. Abstenerse de disponer de los bienes asegurados para
beneficio propio o de terceros;

XV. Someterse a evaluaciones periódicas para acreditar el
cumplimiento de sus requisitos de permanencia, así como
obtener y mantener vigente la certificación respectiva;

XVI. Informar al superior jerárquico, de manera inmedia-
ta, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de delito,
de sus subordinados o iguales en categoría jerárquica;

XVII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes
que reciba con motivo del desempeño de sus funciones,
evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en
su cumplimiento;

XVIII. Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión,
integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en sí mis-
mo y en el personal bajo su mando;

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Administrati-
vo de Detenciones conforme a las disposiciones aplicables;

XX. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar infor-
mación o bienes en perjuicio de las Instituciones;

XXI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplicables,
de dar a conocer por cualquier medio a quien no tenga de-
recho, documentos, registros, imágenes, constancias, esta-
dísticas, reportes o cualquier otra información reservada o
confidencial de la que tenga conocimiento en ejercicio y
con motivo de su empleo, cargo o comisión;

XXII. Atender con diligencia la solicitud de informe, que-
ja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios subordina-
dos, excepto cuando la petición rebase su competencia, en
cuyo caso deberá turnarlo al área que corresponda;

XXIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus
instituciones bebidas embriagantes, sustancias psicotrópi-

cas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de carácter
ilegal, prohibido o controlado, salvo cuando sean producto
de detenciones, cateos, aseguramientos u otros similares, y
que previamente exista la autorización correspondiente;

XXIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servicio,
sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras sustancias
adictivas de carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo
los casos en que el consumo de los medicamentos contro-
lados sea autorizado mediante prescripción médica, avala-
da por los servicios médicos de las Instituciones;

XXV. Abstenerse de consumir en las instalaciones de sus
instituciones o en actos del servicio, bebidas embriagantes;

XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten
su persona o la imagen de las Instituciones, dentro o fuera
del servicio;

XXVII. No permitir que personas ajenas a sus instituciones
realicen actos inherentes a las atribuciones que tenga enco-
mendadas. Asimismo, no podrá hacerse acompañar de di-
chas personas al realizar actos del servicio, y

XXVIII. Los demás que establezcan las disposiciones le-
gales aplicables.

Artículo 41. Además de lo señalado en el artículo anterior,
los integrantes de las Instituciones Policiales, tendrán es-
pecíficamente las obligaciones siguientes:

I. Registrar en el Informe Policial Homologado los datos
de las actividades e investigaciones que realice;

II. Remitir a la instancia que corresponda la información
recopilada, en el cumplimiento de sus misiones o en el des-
empeño de sus actividades, para su análisis y registro. Asi-
mismo, entregar la información que le sea solicitada por
otras Instituciones de Seguridad Pública, en los términos
de las leyes correspondientes;

III. Apoyar a las autoridades que así se lo soliciten en la in-
vestigación y persecución de delitos, así como en situacio-
nes de grave riesgo, catástrofes o desastres;

IV. Ejecutar los mandamientos judiciales y ministeriales;

V. Obtener y mantener actualizado su Certificado Único
Policial;
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VI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos o de
quienes ejerzan sobre él funciones de mando y cumplir con
todas sus obligaciones, realizándolas conforme a derecho;

VII. Responder, sobre la ejecución de las órdenes directas
que reciba, a un solo superior jerárquico, por regla general,
respetando preponderantemente la línea de mando;

VIII. Participar en operativos de coordinación con otras
corporaciones policiales, así como brindarles, en su caso,
el apoyo que conforme a derecho proceda;

IX. Mantener en buen estado el armamento, material, mu-
niciones y equipo que se le asigne con motivo de sus fun-
ciones, haciendo uso racional de ellos sólo en el desempe-
ño del servicio;

X. Abstenerse de asistir uniformado a bares, cantinas, cen-
tros de apuestas o juegos, u otros centros de este tipo, si no
media orden expresa para el desempeño de funciones o en
casos de flagrancia, y

XI. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables.

Siempre que se use la fuerza pública se hará de manera ra-
cional, congruente, oportuna y con respeto a los derechos
humanos. Para tal efecto, deberá apegarse a las disposicio-
nes normativas y administrativas aplicables, realizándolas
conforme a derecho.

Artículo 42. El documento de identificación de los inte-
grantes de las instituciones Seguridad Pública deberá con-
tener al menos nombre, cargo, fotografía, huella digital y
clave de inscripción en el Registro Nacional de Personal de
Seguridad Pública, así como, las medidas de seguridad que
garanticen su autenticidad.

Todo servidor público tiene la obligación de identificarse
salvo los casos previstos en la ley, a fin de que el ciudada-
no se cerciore de que cuenta con el registro correspondien-
te.

Artículo 43. La Federación, el Distrito Federal y los Esta-
dos, establecerán en las disposiciones legales correspon-
dientes que los integrantes de las Instituciones Policiales
deberán llenar un Informe Policial Homologado que con-
tendrá, cuando menos, los siguientes datos:

I. El área que lo emite;

II. El usuario capturista;

III. Los Datos Generales de registro;

IV. Motivo, que se clasifica en;

a) Tipo de evento, y

b) Subtipo de evento.

V. La ubicación del evento y en su caso, los caminos;

VI. La descripción de hechos, que deberá detallar modo,
tiempo y lugar, entre otros datos.

VII. Entrevistas realizadas, y

VIII. En caso de detenciones:

a) Señalar los motivos de la detención;

b) Descripción de la persona;

c) El nombre del detenido y apodo, en su caso;

d) Descripción de estado físico aparente;

e) Objetos que le fueron encontrados;

f) Autoridad a la que fue puesto a disposición, y

g) Lugar en el que fue puesto a disposición.

El informe debe ser completo, los hechos deben describir-
se con continuidad, cronológicamente y resaltando lo im-
portante; no deberá contener afirmaciones sin el soporte de
datos o hechos reales, por lo que deberá evitar información
de oídas, conjeturas o conclusiones ajenas a la investiga-
ción.

Artículo 44. Las legislaciones de la Federación, el Distrito
Federal y los estados establecerán las sanciones aplicables
al incumplimiento de los deberes previstos en esta ley, los
procedimientos y los órganos competentes que conocerán
de éstos. Las sanciones serán al menos, las siguientes:

a) Amonestación;

b) Suspensión, y
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c) Remoción.

Capítulo II
De los Sistemas Complementarios de 
Seguridad Social y Reconocimientos

Artículo 45. Las Instituciones de Seguridad Pública debe-
rán garantizar, al menos las prestaciones previstas como
mínimas para los trabajadores al servicio del Estado; las
entidades federativas y municipios generarán de acuerdo a
sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una nor-
matividad de régimen complementario de seguridad social
y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo
123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 46. Las Instituciones de Seguridad Pública, con-
forme a lo dispuesto en esta Ley, realizarán y someterán a
las autoridades que corresponda, los estudios técnicos per-
tinentes para la revisión, actualización y fijación de sus ta-
buladores y las zonas en que éstos deberán regir.

Capítulo III
De las Academias e Institutos

Artículo 47. La Federación y las entidades federativas es-
tablecerán y operarán Academias e Institutos que serán res-
ponsables de aplicar los Programas Rectores de Profesio-
nalización que tendrán, entre otras, las siguientes
funciones:

I. Aplicar los procedimientos homologados del Sistema;

II. Capacitar en materia de investigación científica y técni-
ca a los servidores públicos;

III. Proponer y desarrollar los programas de investigación
académica en materia ministerial, pericial y policial, de
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y demás disposi-
ciones aplicables;

IV. Proponer las etapas, niveles de escolaridad y grados
académicos de la Profesionalización;

V. Promover y prestar servicios educativos a sus respecti-
vas Instituciones;

VI. Aplicar las estrategias para la profesionalización de los
aspirantes y servidores públicos;

VII. Proponer y aplicar los contenidos de los planes y pro-
gramas para la formación de los servidores públicos a que
se refiere el Programa Rector;

VIII. Garantizar la equivalencia de los contenidos mínimos
de planes y programas de Profesionalización;

IX. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesionali-
zación;

X. Colaborar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de aspirantes y
vigilar su aplicación;

XI. Realizar los estudios para detectar las necesidades de
capacitación de los Servidores Públicos y proponer los cur-
sos correspondientes;

XII. Proponer y, en su caso, publicar las convocatorias pa-
ra el ingreso a las Academias e Institutos;

XIII. Tramitar los registros, autorizaciones y reconoci-
miento de los planes y programas de estudio ante las auto-
ridades competentes;

XIV. Expedir constancias de las actividades para la profe-
sionalización que impartan;

XV. Proponer la celebración de convenios con Institucio-
nes educativas nacionales y extranjeras, públicas y priva-
das, con objeto de brindar formación académica de exce-
lencia a los servidores públicos;

XVI. Supervisar que los aspirantes e integrantes de las Ins-
tituciones Policiales se sujeten a los manuales de las Aca-
demias e Institutos, y

XVII. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables.

Artículo 48. En materia de planes y programas de Profe-
sionalización para las Instituciones Policiales, la Secretaría
tendrá la facultad de proponer a las Instancias de Coordi-
nación de esta ley lo siguiente:

I. Los contenidos básicos de los programas para la forma-
ción, capacitación y profesionalización de los mandos de
las Instituciones policiales;

II. Los aspectos que contendrá el Programa Rector;
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III. Que los integrantes de las Instituciones Policiales se su-
jeten a los programas correspondientes a las Academias y
de estudios superiores policiales;

IV. El diseño y actualización de políticas y normas para el
reclutamiento y selección de candidatos a las Instituciones
Policiales y vigilar su aplicación;

V. Estrategias y políticas de desarrollo de formación de los
integrantes de las Instituciones Policiales;

VI. Los programas de investigación académica en materia
policial;

VII. El diseño y actualización de políticas y normas para el
reclutamiento y selección de candidatos a las Instituciones
Policiales;

VIII. La revalidación de equivalencias de estudios de la
Profesionalización en el ámbito de su competencia, y

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones legales.

Título Cuarto
Del Servicio de Carrera en las 

Instituciones de Procuración de Justicia

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 49. El Servicio de Carrera en las Instituciones de
Procuración de Justicia, comprenderá lo relativo al Minis-
terio Público y a los peritos.

Las Instituciones de Procuración de Justicia que cuenten en
su estructura orgánica con policía ministerial para la inves-
tigación de los delitos, se sujetarán a lo dispuesto en esta
ley para las Instituciones Policiales en materia de carrera
policial.

Las reglas y procesos en materia de carrera policial y régi-
men disciplinario de la policía ministerial, serán aplicados,
operados y supervisados por las Instituciones de Procura-
ción de Justicia.

Los servidores públicos que tengan bajo su mando a agen-
tes del Ministerio Público o peritos no formarán parte del
Servicio de Carrera por ese hecho; serán nombrados y re-
movidos conforme a los ordenamientos legales aplicables;
se considerarán trabajadores de confianza, y los efectos de

su nombramiento se podrán dar por terminados en cual-
quier momento.

Artículo 50. El Servicio de Carrera Ministerial y Pericial
comprenderá las etapas de ingreso, desarrollo y termina-
ción del servicio, conforme a lo siguiente:

I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos de
selección, formación y certificación inicial, así como regis-
tro;

II. El desarrollo comprenderá los requisitos y procedimien-
tos de formación continua y especializada, de actualiza-
ción, de evaluación para la permanencia, de evaluación del
desempeño, de desarrollo y ascenso, de dotación de estí-
mulos y reconocimientos, de reingreso y de certificación.
De igual forma, deberá prever medidas disciplinarias y
sanciones para los miembros del Servicio de Carrera, y

III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y ex-
traordinarias de separación del Servicio, así como los pro-
cedimientos y recursos de inconformidad a los que haya lu-
gar, ajustándose a lo establecido por las leyes y
disposiciones aplicables.

Artículo 51. El Servicio de Carrera se organizará de con-
formidad con las bases siguientes:

I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará los
planes, programas, cursos, evaluaciones, exámenes y con-
cursos correspondientes a las diversas etapas que compren-
de;

II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Tendrá como objetivos la
preparación, competencia, capacidad y superación cons-
tante del personal en tareas de Procuración de Justicia;

III. El contenido teórico y práctico de los programas de ca-
pacitación, actualización, especialización y certificación
fomentará que los miembros de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia logren la profesionalización y ejerzan sus
atribuciones con base en los principios y objetivos referi-
dos y promoverán el efectivo aprendizaje y el pleno des-
arrollo de los conocimientos, habilidades destrezas y acti-
tudes necesarios para el desempeño del servicio público;

IV. Contará con un sistema de rotación del personal;
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V. Determinará los perfiles, niveles jerárquicos en la es-
tructura y de rangos;

VI. Contará con procedimientos disciplinarios, sustentados
en principios de justicia y con pleno respeto a los derechos
humanos;

VII. Buscará el desarrollo, ascenso y dotación de estímulos
con base en el mérito y la eficiencia en el desempeño de
sus funciones;

VIII. Buscará generar el sentido de pertenencia institucio-
nal;

IX. Contendrá las normas para el registro y el reconoci-
miento de los certificados del personal, y

X. Contendrá las normas para el registro de las incidencias
del personal.

Capítulo II
Del Ingreso al Servicio de Carrera de las 
Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 52. El ingreso al Servicio de Carrera se hará por
convocatoria pública.

Los aspirantes a ingresar a las Instituciones de Procuración
de Justicia, deberán cumplir, cuando menos, con los requi-
sitos siguientes:

A. Ministerio Público.

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno
ejercicio de sus derechos;

II. Contar con título de licenciado en derecho expedido
y registrado legalmente, con la correspondiente cédula
profesional;

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

IV. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable como responsable de un
delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal;

V. No estar suspendido ni haber sido destituido o inha-
bilitado por resolución firme como servidor público, ni
estar sujeto a procedimiento de responsabilidad admi-

nistrativa federal o local, en los términos de las normas
aplicables;

VI. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estupe-
facientes u otras que produzcan efectos similares, ni pa-
decer alcoholismo;

VII. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bá-
sica que establezcan las leyes de la materia en la Fede-
ración o en las entidades federativas que correspondan,
y

VIII. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza previstas en las disposiciones aplicables.

B. Peritos.

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y en pleno
ejercicio de sus derechos;

II. Acreditar que ha concluido, por lo menos, los estu-
dios correspondientes a la enseñanza media superior o
equivalente;

III. Tener título legalmente expedido y registrado por
autoridad competente que lo faculte para ejercer la cien-
cia, técnica, arte o disciplina de que se trate, o acreditar
plenamente los conocimientos correspondientes a la dis-
ciplina sobre la que deba dictaminar cuando de acuerdo
con las normas aplicables no necesite título o cédula
profesional para su ejercicio;

IV. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

V. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bási-
ca que establezcan las leyes de la materia en la Federa-
ción o en las entidades federativas que correspondan;

VI. Ser de notoria buena conducta, no haber sido con-
denado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni
estar sujeto a proceso penal;

VII. No estar suspendido ni haber sido destituido o in-
habilitado por resolución firme como servidor público,
ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad ad-
ministrativa federal o local, en los términos de las nor-
mas aplicables;
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VIII. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estu-
pefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni
padecer alcoholismo, y

IX. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza.

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de
otros requisitos que establezca la legislación federal y la de
las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de
competencia.

Artículo 53. Previo al ingreso de los aspirantes a los cur-
sos de formación inicial, deberán consultarse sus antece-
dentes en el Registro Nacional y, en su caso, en los regis-
tros de las Instituciones de Procuración de Justicia.

Asimismo, deberá verificarse la autenticidad de los docu-
mentos presentados por los aspirantes.

Artículo 54. Los aspirantes a ingresar al Servicio de Ca-
rrera de las Instituciones de Procuración de Justicia debe-
rán cumplir con los estudios de formación inicial.

Corresponderá a las autoridades competentes regular en
sus legislaciones los términos en que la formación inicial
se llevará a cabo. La duración de los programas de forma-
ción inicial no podrá ser inferior a quinientas horas clase.
En todo caso atendiendo a los lineamientos aplicables.

Capítulo III
Del Desarrollo del Servicio de Carrera de las 

Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 55. Son requisitos de permanencia del Ministerio
Público y de los peritos, los siguientes:

I. Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio;

II. Cumplir con los programas de profesionalización que
establezcan las disposiciones aplicables;

III. Aprobar las evaluaciones que establezcan las disposi-
ciones aplicables;

IV. Contar con la certificación y registro actualizados a que
se refiere esta Ley;

V. Cumplir las órdenes de rotación;

VI. Cumplir con las obligaciones que les impongan las le-
yes respectivas, y

VII. Los demás requisitos que establezcan las disposicio-
nes aplicables.

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de
otros requisitos que establezcan las leyes respectivas.

Artículo 56. Los integrantes de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia deberán someterse y aprobar los proce-
sos de evaluación de control de confianza y del desempeño
con la periodicidad y en los casos que establezca la norma-
tividad aplicable.

Los resultados de los procesos de evaluación y los expe-
dientes que se formen con los mismos serán confidencia-
les, salvo en aquellos casos en que deban presentarse en
procedimientos administrativos o judiciales y se manten-
drán en reserva en los términos de las disposiciones aplica-
bles, salvo en los casos que señala la presente ley.

Artículo 57. Las solicitudes de reincorporación al servicio
de carrera se analizarán y en su caso, concederán con arre-
glo a lo que establezcan las leyes respectivas, siempre que
el motivo de la baja haya sido por causas distintas al in-
cumplimiento a los requisitos de permanencia o al segui-
miento de un proceso de responsabilidad administrativa o
penal, local o federal.

Capítulo IV
De la Terminación del Servicio de Carrera de las 

Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 58. La Federación y las entidades federativas es-
tablecerán en sus respectivas leyes los procedimientos de
separación y remoción aplicables a los servidores públicos
de las Instituciones de Procuración de Justicia, que cuando
menos, comprenderán los aspectos previstos en el artículo
siguiente.

Artículo 59. La terminación del Servicio de Carrera será:

I. Ordinaria, que comprende:

a) Renuncia;

b) Incapacidad permanente para el desempeño de las
funciones, y
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c) Jubilación.

II. Extraordinaria, que comprende:

a) Separación por el incumplimiento de los requisitos de
ingreso y permanencia, o

b) Remoción por incurrir en causas de responsabilidad
con motivo de su encargo.

Artículo 60. En caso de que los órganos jurisdiccionales
determinen que la resolución por la que se impone la sepa-
ración o remoción es injustificada, la institución respectiva
sólo estará obligada a la indemnización y al otorgamiento
de las prestaciones a que tenga derecho la persona removi-
da, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio
de defensa que se hubiese promovido de conformidad con
el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tal cir-
cunstancia será inscrita en el Registro Nacional correspon-
diente.

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma
para calcular la cuantía de la indemnización que, en su ca-
so, deba cubrirse.

Capítulo V
De la Profesionalización

Artículo 61. El Programa Rector de Profesionalización es
el instrumento en el que se establecen los lineamientos,
programas, actividades y contenidos mínimos para la pro-
fesionalización del personal de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia.

Artículo 62. Los planes de estudios se integrarán por el
conjunto de contenidos teóricos y prácticos estructurados
en unidades didácticas de enseñanza y aprendizaje, en los
que se incluyan talleres de resolución de casos.

Artículo 63. En materia de programas de Profesionaliza-
ción y planes de estudio, la Conferencia Nacional de Pro-
curación de Justicia tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover estrategias y políticas de profesionalización de
los servidores públicos de las Instituciones de Procuración
de Justicia;

II. Diseñar los modelos de profesionalización que corres-

pondan para su concertación y en su caso, aplicación en las
Instituciones de Procuración de Justicia;

III. Acordar los contenidos del Programa Rector de Profe-
sionalización de los servidores públicos de las instituciones
de Procuración de Justicia, a propuesta de su Presidente;

IV. Establecer criterios para supervisar que los servidores
públicos se sujeten a los programas correspondientes en los
Institutos de Capacitación;

V. Promover el diseño y actualización de políticas y nor-
mas para el reclutamiento y selección de aspirantes a las
Instituciones de Procuración de Justicia y vigilar su aplica-
ción;

VI. Establecer programas de investigación académica en
las materias ministerial y pericial;

VII. Consensuar los criterios por los que se revalidarán
equivalencias de estudios en el ámbito de su competencia
para su incorporación al programa rector de profesionali-
zación, y

VIII. Las demás que le establezcan otras disposiciones le-
gales.

Artículo 64. Los servidores públicos de las Instituciones
de Procuración de Justicia están obligados a participar en
las actividades de profesionalización que determine la ins-
titución respectiva, los cuales deberán cubrir un mínimo de
60 horas clase anuales.

Capítulo VI
De la Certificación

Artículo 65. Los aspirantes que ingresen a las Instituciones
de Procuración de Justicia, deberán contar con el Certifica-
do y registro correspondientes, de conformidad con lo es-
tablecido por esta Ley.

Ninguna persona podrá ingresar o permanecer en las Insti-
tuciones de Procuración de Justicia sin contar con el Certi-
ficado y registro vigentes.

Artículo 66. Los centros de evaluación y control de con-
fianza de las Instituciones de Procuración de Justicia emi-
tirán los certificados correspondientes a quienes acrediten
los requisitos de ingreso que establece esta Ley y el orde-
namiento legal aplicable a la institución de que se trate.
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El Certificado tendrá por objeto acreditar que el servidor
público es apto para ingresar o permanecer en las Institu-
ciones de Procuración de Justicia, y que cuenta con los co-
nocimientos, el perfil, las habilidades y las aptitudes nece-
sarias para el desempeño de su cargo.

Artículo 67. El Certificado a que se refiere el artículo an-
terior, para su validez, deberá otorgarse en un plazo no ma-
yor a sesenta días naturales contados a partir de la conclu-
sión del proceso de certificación, a efecto de que sea
ingresado en el Registro Nacional que para tal efecto se es-
tablezca. Dicha certificación y registro tendrán una vigen-
cia de tres años.

Artículo 68. Los servidores públicos de las Instituciones
de Procuración de Justicia deberán someterse a los proce-
sos de evaluación en los términos de la normatividad co-
rrespondiente, con seis meses de anticipación a la expira-
ción de la validez de su certificado y registro, a fin de
obtener la revalidación de los mismos, en los términos que
determinen las autoridades competentes.

La revalidación del certificado será requisito indispensable
para su permanencia en las Instituciones de Procuración de
Justicia y deberá registrarse para los efectos a que se refie-
re el artículo anterior.

Artículo 69. La certificación que otorguen los centros de
evaluación y control de confianza deberá contener los re-
quisitos y medidas de seguridad que para tal efecto acuer-
de el Centro Nacional de Certificación y Acreditación.

Los servidores públicos de las Instituciones de Procuración
de Justicia que deseen prestar sus servicios en otra institu-
ción, ya sea en la Federación o en las Entidades Federati-
vas, deberán presentar el Certificado que les haya sido ex-
pedido previamente.

Las Instituciones de Procuración de Justicia reconocerán la
vigencia de los certificados debidamente expedidos y regis-
trados, conforme a las disposiciones de esta Ley y demás
aplicables. En caso contrario, previo a su ingreso, el servidor
público deberá someterse a los procesos de evaluación.

En todos los casos, se deberán realizar las inscripciones
que correspondan en el Registro Nacional.

Artículo 70. La cancelación del certificado de los Servido-
res Públicos de las Instituciones de Procuración de Justicia
procederá:

I. Al ser separados de su encargo por incumplir con alguno
de los requisitos de ingreso o permanencia a que se refiere
esta Ley y demás disposiciones aplicables;

II. Al ser removidos de su encargo;

III. Por no obtener la revalidación de su Certificado, y

IV. Por las demás causas que establezcan las disposiciones
aplicables.

Artículo 71. La Institución de Procuración de Justicia que
cancele algún certificado deberá hacer la anotación respec-
tiva en el Registro Nacional correspondiente.

Título Quinto
Del Desarrollo Policial

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 72. El Desarrollo Policial es un conjunto integral
de reglas y procesos debidamente estructurados y enlaza-
dos entre sí que comprenden la Carrera Policial, los esque-
mas de profesionalización, la certificación y el régimen
disciplinario de los Integrantes de las Instituciones Policia-
les y tiene por objeto garantizar el desarrollo institucional,
la estabilidad, la seguridad y la igualdad de oportunidades
de los mismos; elevar la profesionalización, fomentar la
vocación de servicio y el sentido de pertenencia, así como
garantizar el cumplimiento de los principios constituciona-
les referidos en el artículo 6 de la Ley.

Artículo 73. Las relaciones jurídicas entre las Instituciones
Policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII,
del apartado B, del artículo 123, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y de-
más disposiciones legales aplicables.

Todos los servidores públicos de las Instituciones Policia-
les en los tres órdenes de gobierno que no pertenezcan a la
Carrera Policial, se considerarán trabajadores de confianza.
Los efectos de su nombramiento se podrán dar por termi-
nados en cualquier momento, de conformidad con las dis-
posiciones aplicables, y en caso de que no acrediten las
evaluaciones de control de confianza.

Artículo 74. Los integrantes de las Instituciones Policiales
podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los re-
quisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la se-
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paración señalen para permanecer en las Instituciones, sin
que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que
sea el juicio o medio de defensa para combatir la separa-
ción, y en su caso, sólo procederá la indemnización.

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma
para calcular la cuantía de la indemnización que, en su ca-
so, deba cubrirse.

Tal circunstancia será registrada en el Registro Nacional
correspondiente.

Artículo 75. Las Instituciones Policiales, para el mejor
cumplimiento de sus objetivos, desarrollarán, cuando me-
nos, las siguientes funciones:

I. Investigación, que será la encargada de la investigación
a través de sistemas homologados de recolección, clasifi-
cación, registro, análisis, evaluación y explotación de in-
formación;

II. Prevención, que será la encargada de prevenir la comi-
sión de delitos e infracciones administrativas, realizar las
acciones de inspección, vigilancia y vialidad en su circuns-
cripción, y

III. Reacción, que será la encargada de garantizar, mante-
ner y restablecer el orden y la paz públicos.

Artículo 76. Las unidades de policía encargadas de la in-
vestigación científica de los delitos se ubicarán en la es-
tructura orgánica de las Instituciones de Procuración de
Justicia, o bien, en las Instituciones Policiales, o en ambas,
en cuyo caso se coordinarán en los términos de esta Ley y
demás disposiciones aplicables para el desempeño de di-
chas funciones.

Las policías ministeriales ubicadas dentro de la estructura
orgánica de las Instituciones de Procuración de Justicia, se
sujetarán a lo dispuesto en el presente Título, quedando a
cargo de dichas instituciones, la aplicación de las normas,
supervisión y operación de los procedimientos relativos al
desarrollo policial.

Artículo 77. Las legislaciones de la Federación, el Distrito
Federal y los Estados establecerán las funciones que reali-
zarán las unidades operativas de investigación que podrán
ser, entre otras, las siguientes:

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser cons-
titutivos de delitos, sólo cuando debido a las circunstancias
del caso aquéllas no puedan ser formuladas directamente
ante el Ministerio Público, al que deberán informar de in-
mediato, así como de las diligencias practicadas y dejarán
de actuar cuando él lo determine;

II. Deberán verificar la información de las denuncias que le
sean presentadas cuando éstas no sean lo suficientemente
claras o la fuente no esté identificada, e informará al Mi-
nisterio Público para que, en su caso, le dé trámite legal o
la deseche de plano;

III. Practicar las diligencias necesarias que permitan el es-
clarecimiento de los delitos y la identidad de los probables
responsables, en cumplimiento de los mandatos del Minis-
terio Público;

IV. Efectuar las detenciones en los casos del artículo 16 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

V. Participar en la investigación de los delitos, en la deten-
ción de personas y en el aseguramiento de bienes que el
Ministerio Público considere se encuentren relacionados
con los hechos delictivos, observando las disposiciones
constitucionales y legales aplicables;

VI. Registrar de inmediato la detención en términos de las
disposiciones aplicables, así como remitir sin demora y por
cualquier medio la información al Ministerio Público;

VII. Poner a disposición de las autoridades competentes,
sin demora alguna, a las personas detenidas y los bienes
que se encuentren bajo su custodia, observando en todo
momento el cumplimiento de los plazos constitucionales y
legales establecidos;

VIII. Preservar el lugar de los hechos y la integridad de los
indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como
los instrumentos, objetos o productos del delito. Las uni-
dades de la Policía facultadas para el procesamiento del lu-
gar de los hechos, deberán fijar, señalar, levantar, embalar
y entregar la evidencia física al Ministerio Público, confor-
me a las instrucciones de éste y en términos de las disposi-
ciones aplicables.

IX. Proponer al Ministerio Público que requiera a las auto-
ridades competentes, informes y documentos para fines de
la investigación, cuando se trate de aquellos que sólo pue-
da solicitar por conducto de éste;
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X. Dejar constancia de cada una de sus actuaciones, así
como llevar un control y seguimiento de éstas. Durante el
curso de la investigación deberán elaborar informes sobre
el desarrollo de la misma, y rendirlos al Ministerio Públi-
co, sin perjuicio de los informes que éste le requiera;

XI. Emitir los informes, partes policiales y demás docu-
mentos que se generen, con los requisitos de fondo y for-
ma que establezcan las disposiciones aplicables, para tal
efecto se podrán apoyar en los conocimientos que resulten
necesarios;

XII. Proporcionar atención a víctimas, ofendidos o testigos
del delito; para tal efecto deberá:

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de conformi-
dad con las disposiciones legales aplicables;

b) Procurar que reciban atención médica y psicológica
cuando sea necesaria;

c) Adoptar las medidas que se consideren necesarias
tendientes a evitar que se ponga en peligro su integridad
física y psicológica, en el ámbito de su competencia;

d) Preservar los indicios y elementos de prueba que la
víctima y ofendido aporten en el momento de la inter-
vención policial y remitirlos de inmediato al Ministerio
Público encargado del asunto para que éste acuerde lo
conducente, y

e) Asegurar que puedan llevar a cabo la identificación
del imputado sin riesgo para ellos.

XIII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y de-
más mandatos ministeriales y jurisdiccionales de que tenga
conocimiento con motivo de sus funciones, y

XIV. Las demás que le confieran las disposiciones aplica-
bles.

Capítulo II
De la Carrera Policial y de la Profesionalización

Artículo 78. La Carrera Policial es el sistema de carácter
obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen
los lineamientos que definen los procedimientos de reclu-
tamiento, selección, ingreso, formación, certificación, per-
manencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así

como la separación o baja del servicio de los integrantes de
las Instituciones Policiales.

Artículo 79. Los fines de la Carrera Policial son:

I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la esta-
bilidad en el empleo, con base en un esquema proporcional
y equitativo de remuneraciones y prestaciones para los in-
tegrantes de las Instituciones Policiales;

II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia, efi-
ciencia y eficacia en el desempeño de las funciones y en la
óptima utilización de los recursos de las Instituciones;

III. Fomentar la vocación de servicio y el sentido de perte-
nencia mediante la motivación y el establecimiento de un
adecuado sistema de promociones que permita satisfacer
las expectativas de desarrollo profesional y reconocimien-
to de los integrantes de las Instituciones Policiales;

IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesionali-
zación permanente de los Integrantes de las Instituciones
Policiales para asegurar la lealtad institucional en la pres-
tación de los servicios, y

V. Los demás que establezcan las disposiciones que deri-
ven de esta Ley.

Artículo 80. Las legislaciones de la Federación, el Distrito
Federal y los Estados establecerán la organización jerár-
quica de las Instituciones Policiales, considerando al me-
nos las categorías siguientes:

I. Comisarios;

II. Inspectores;

III. Oficiales, y

IV. Escala Básica.

En las policías ministeriales se establecerán al menos nive-
les jerárquicos equivalentes a las primeras tres fracciones
del presente artículo, con las respectivas categorías, con-
forme al modelo policial previsto en esta Ley.

Artículo 81. Las categorías previstas en el artículo anterior
considerarán, al menos, las siguientes jerarquías:

I. Comisarios:
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a) Comisario General;

b) Comisario Jefe, y

c) Comisario.

II. Inspectores:

a) Inspector General;

b) Inspector Jefe, y

c) Inspector.

III. Oficiales:

a) Subinspector;

b) Oficial, y

c) Suboficial.

IV. Escala Básica:

a) Policía Primero;

b) Policía Segundo;

c) Policía Tercero, y

d) Policía.

Artículo 82. Las Instituciones Policiales se organizarán
bajo un esquema de jerarquización terciaria, cuya célula
básica se compondrá invariablemente por tres elementos.

Con base en las categorías jerárquicas señaladas en el artí-
culo precedente, los titulares de las instituciones municipa-
les, deberán cubrir, al menos, el mando correspondiente al
quinto nivel ascendente de organización en la jerarquía.

Las instituciones estatales y del Distrito Federal, deberán
satisfacer, como mínimo, el mando correspondiente al oc-
tavo grado de organización jerárquica.

Los titulares de las categorías jerárquicas estarán faculta-
dos para ejercer la autoridad y mando policial en los diver-
sos cargos o comisiones.

Artículo 83. El orden de las categorías jerárquicas y gra-
dos tope del personal de la Instituciones con relación a las
áreas operativas y de servicios será:

I. Para las áreas operativas, de policía a Comisario Gene-
ral, y

II. Para los servicios, de policía a Comisario Jefe.

Artículo 84. La remuneración de los integrantes de las Ins-
tituciones Policiales será acorde con la calidad y riesgo de
las funciones en sus rangos y puestos respectivos, así como
en las misiones que cumplan, las cuales no podrán ser dis-
minuidas durante el ejercicio de su encargo y deberán ga-
rantizar un sistema de retiro digno.

De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para
los familiares de los policías, que contemplen el falleci-
miento y la incapacidad total o permanente acaecida en el
cumplimiento de sus funciones.

Para tales efectos, la Federación, las entidades federativas
y los municipios deberán promover en el ámbito de sus
competencias respectivas, las adecuaciones legales y pre-
supuestarias respectivas, en los diferentes ámbitos de com-
petencia.

Artículo 85. La Carrera Policial comprende el grado poli-
cial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones, estímu-
los y reconocimientos obtenidos, el resultado de los proce-
sos de promoción, así como el registro de las correcciones
disciplinarias y sanciones que, en su caso, haya acumulado
el integrante. Se regirá por las normas mínimas siguientes:

I. Las Instituciones Policiales deberán consultar los antece-
dentes de cualquier aspirante en el Registro Nacional antes
de que se autorice su ingreso a las mismas;

II. Todo aspirante deberá tramitar, obtener y mantener ac-
tualizado el Certificado Único Policial, que expedirá el
centro de control de confianza respectivo;

III. Ninguna persona podrá ingresar a las Instituciones Po-
liciales si no ha sido debidamente certificado y registrado
en el Sistema;

IV. Sólo ingresarán y permanecerán en las Instituciones
Policiales, aquellos aspirantes e integrantes que cursen y
aprueben los programas de formación, capacitación y pro-
fesionalización;
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V. La permanencia de los integrantes en las Instituciones
Policiales está condicionada al cumplimiento de los requi-
sitos que determine la Ley;

VI. Los méritos de los integrantes de las Instituciones Po-
liciales serán evaluados por las instancias encargadas de
determinar las promociones y verificar que se cumplan los
requisitos de permanencia, señaladas en las leyes respecti-
vas;

VII. Para la promoción de los integrantes de las Institucio-
nes Policiales se deberán considerar, por lo menos, los re-
sultados obtenidos en los programas de profesionalización,
los méritos demostrados en el desempeño de sus funciones
y sus aptitudes de mando y liderazgo;

VIII. Se determinará un régimen de estímulos y previsión
social que corresponda a las funciones de los integrantes de
las Instituciones Policiales;

IX. Los integrantes podrán ser cambiados de adscripción,
con base en las necesidades del servicio;

X. El cambio de un integrante de un área operativa a otra
de distinta especialidad, sólo podrá ser autorizado por la
instancia que señale la ley de la materia, y

XI. Las instancias establecerán los procedimientos relati-
vos a cada una de las etapas de la Carrera Policial.

La Carrera Policial es independiente de los nombramientos
para desempeñar cargos administrativos o de dirección que
el integrante llegue a desempeñar en las Instituciones Poli-
ciales. En ningún caso habrá inamovilidad en los cargos
administrativos y de dirección.

En términos de las disposiciones aplicables, los titulares de
las Instituciones Policiales podrán designar a los integran-
tes en cargos administrativos o de dirección de la estructu-
ra orgánica de las instituciones a su cargo; asimismo, po-
drán relevarlos libremente, respetando su grado policial y
derechos inherentes a la Carrera Policial.

Artículo 86. La selección es el proceso que consiste en ele-
gir, de entre los aspirantes que hayan aprobado el recluta-
miento, a quienes cubran el perfil y la formación requeri-
dos para ingresar a las Instituciones Policiales.

Dicho proceso comprende el periodo de los cursos de for-
mación o capacitación y concluye con la resolución de las

instancias previstas en la ley sobre los aspirantes acepta-
dos.

Artículo 87. El ingreso es el procedimiento de integración
de los candidatos a la estructura institucional y tendrá veri-
ficativo al terminar la etapa de formación inicial o capaci-
tación en las Academias o Institutos de Capacitación Poli-
cial, el periodo de prácticas correspondiente y acrediten el
cumplimiento de los requisitos previstos en la presente
Ley.

Artículo 88. La permanencia es el resultado del cumpli-
miento constante de los requisitos establecidos en la presen-
te Ley para continuar en el servicio activo de las Institucio-
nes Policiales. Son requisitos de ingreso y permanencia en
las Instituciones Policiales, los siguientes:

A. De Ingreso:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno
ejercicio de sus derechos políticos y civiles, sin tener
otra nacionalidad;

II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni es-
tar sujeto a proceso penal;

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios
siguientes:

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investiga-
ción, enseñanza superior o equivalente;

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención,
enseñanza media superior o equivalente;

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los
estudios correspondientes a la enseñanza media bási-
ca;

V. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de for-
mación;

VI. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico,
médico y de personalidad que exijan las disposiciones
aplicables;
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VII. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VIII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

IX. No padecer alcoholismo;

X. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público;

XII. Cumplir con los deberes establecidos en esta Ley, y
demás disposiciones que deriven de la misma;

XIII. Los demás que establezcan otras disposiciones le-
gales aplicables.

B. De Permanencia:

I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso;

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial;

III. No superar la edad máxima de retiro que establez-
can las disposiciones aplicables;

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios
siguientes:

a) En el caso de integrantes de las áreas de investiga-
ción, enseñanza superior, equivalente u homologa-
ción por desempeño, a partir de bachillerato;

b) Tratándose de integrantes de las áreas de preven-
ción, enseñanza media superior o equivalente;

c) En caso de integrantes de las áreas de reacción, los
estudios correspondientes a la enseñanza media bási-
ca;

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y pro-
fesionalización;

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño;

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso
que se convoquen, conforme a las disposiciones aplica-
bles;

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

X. No padecer alcoholismo;

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo;

XII. Someterse a exámenes para comprobar el no uso de
sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que
produzcan efectos similares;

XIII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público;

XIV. No ausentarse del servicio sin causa justificada,
por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días
dentro de un término de treinta días, y

XV. Las demás que establezcan las disposiciones lega-
les aplicables.

Artículo 89. Las instancias responsables del Servicio de
Carrera Policial fomentarán la vocación de servicio me-
diante la promoción y permanencia en las Instituciones Po-
liciales para satisfacer las expectativas de desarrollo profe-
sional de sus integrantes.

Artículo 90. El régimen de estímulos es el mecanismo por
el cual las Instituciones Policiales otorgan el reconocimien-
to público a sus integrantes por actos de servicio meritorios
o por su trayectoria ejemplar, para fomentar la calidad y
efectividad en el desempeño del servicio, incrementar las
posibilidades de promoción y desarrollo de los integrantes,
así como fortalecer su identidad institucional.

Todo estímulo otorgado por las instituciones será acompa-
ñado de una constancia que acredite el otorgamiento del
mismo, la cual deberá ser integrada al expediente del ele-
mento y en su caso, con la autorización de portación de la
condecoración o distintivo correspondiente.

Artículo 91. La promoción es el acto mediante el cual se
otorga a los integrantes de las Instituciones Policiales, el
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grado inmediato superior al que ostenten, dentro del orden
jerárquico previsto en las disposiciones legales aplicables.

Las promociones sólo podrán conferirse atendiendo a la
normatividad aplicable y cuando exista una vacante para la
categoría jerárquica superior inmediata correspondiente a
su grado.

Al personal que sea promovido, le será ratificada su nueva
categoría jerárquica mediante la expedición de la constan-
cia de grado correspondiente.

Para ocupar un grado dentro de las Instituciones Policiales,
se deberán reunir los requisitos establecidos por esta Ley y
las disposiciones normativas aplicables.

Artículo 92. Se considera escala de rangos policiales a la
relación que contiene a todos los integrantes de las Institu-
ciones Policiales y los ordena en forma descendente de
acuerdo a su categoría, jerarquía, división, servicio, anti-
güedad y demás elementos pertinentes.

Artículo 93. Las legislaciones de la Federación, el Distrito
Federal y los estados establecerán que la antigüedad se cla-
sificará y computará para cada uno de los integrantes de las
Instituciones Policiales, de la siguiente forma:

I. Antigüedad en el servicio, a partir de la fecha de su in-
greso a las Instituciones Policiales, y

II. Antigüedad en el grado, a partir de la fecha señalada en
la constancia o patente de grado correspondiente.

La antigüedad contará hasta el momento en que esta cali-
dad deba determinarse para los efectos de la Carrera Poli-
cial.

Artículo 94. La conclusión del servicio de un integrante es
la terminación de su nombramiento o la cesación de sus
efectos legales por las siguientes causas:

I. Separación, por incumplimiento a cualquiera de los re-
quisitos de permanencia, o cuando en los procesos de pro-
moción concurran las siguientes circunstancias:

a) Si hubiere sido convocado a tres procesos consecuti-
vos de promoción sin que haya participado en los mis-
mos, o que habiendo participado en dichos procesos, no
hubiese obtenido el grado inmediato superior que le co-
rrespondería por causas imputables a él;

b) Que haya alcanzado la edad máxima correspondiente
a su jerarquía, de acuerdo con lo establecido en las dis-
posiciones aplicables, y

c) Que del expediente del integrante no se desprendan
méritos suficientes a juicio de las Comisiones para con-
servar su permanencia.

II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el desem-
peño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de
conformidad con las disposiciones relativas al régimen dis-
ciplinario, o

III. Baja, por:

a) Renuncia;

b) Muerte o incapacidad permanente, o

c) Jubilación o Retiro.

Al concluir el servicio el integrante deberá entregar al fun-
cionario designado para tal efecto, toda la información, do-
cumentación, equipo, materiales, identificaciones, valores
u otros recursos que hayan sido puestos bajo su responsa-
bilidad o custodia mediante acta de entrega recepción.

Artículo 95. Los integrantes de las Instituciones Policiales
que hayan alcanzado las edades límite para la permanencia,
previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reu-
bicados, a consideración de las instancias, en otras áreas de
los servicios de las propias instituciones.

Artículo 96. La certificación es el proceso mediante el cual
los integrantes de las Instituciones Policiales se someten a
las evaluaciones periódicas establecidas por el Centro de
Control de Confianza correspondiente, para comprobar el
cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, so-
cioeconómicos y médicos, en los procedimientos de ingre-
so, promoción y permanencia.

Las Instituciones Policiales contratarán únicamente al per-
sonal que cuente con el requisito de certificación expedido
por su centro de control de confianza respectivo.

La presente disposición será aplicable también al personal
de los servicios de migración.

Artículo 97. La certificación tiene por objeto:
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A.- Reconocer habilidades, destrezas, actitudes, conoci-
mientos generales y específicos para desempeñar sus fun-
ciones, conforme a los perfiles aprobados por el Consejo
Nacional;

B.- Identificar los factores de riesgo que interfieran, reper-
cutan o pongan en peligro el desempeño de las funciones
policiales, con el fin de garantizar la calidad de los servi-
cios, enfocándose a los siguientes aspectos de los integran-
tes de las Instituciones Policiales:

I. Cumplimiento de los requisitos de edad y el perfil fí-
sico, médico y de personalidad que exijan las disposi-
ciones aplicables;

II. Observancia de un desarrollo patrimonial justificado,
en el que sus egresos guarden adecuada proporción con
sus ingresos;

III. Ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan
efectos similares;

IV. Ausencia de vínculos con organizaciones delictivas;

V. Notoria buena conducta, no haber sido condenado
por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar su-
jeto a proceso penal y no estar suspendido o inhabilita-
do, ni haber sido destituido por resolución firme como
servidor público, y

VI. Cumplimiento de los deberes establecidos en esta
Ley.

Artículo 98. La Profesionalización es el proceso perma-
nente y progresivo de formación que se integra por las eta-
pas de formación inicial, actualización, promoción, espe-
cialización y alta dirección, para desarrollar al máximo las
competencias, capacidades y habilidades de los integrantes
de las Instituciones Policiales.

Los planes de estudio para la Profesionalización se inte-
grarán por el conjunto de contenidos estructurados en uni-
dades didácticas de enseñanza aprendizaje que estarán
comprendidos en el programa rector que apruebe la Confe-
rencia de Secretarios de Seguridad Pública, a propuesta de
su Presidente.

Capítulo III
Del Régimen Disciplinario

Artículo 99. La actuación de los Integrantes de las Institu-
ciones Policiales se regirá por los principios previstos en
los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6 de esta Ley.

Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los
Estados establecerán sus regímenes disciplinarios, sobre
las bases mínimas previstas en el presente capítulo.

La disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la pulcri-
tud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, la puntua-
lidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, el escru-
puloso respeto a las leyes y reglamentos, así como a los
derechos humanos.

La disciplina es la base del funcionamiento y organización
de las Instituciones Policiales, por lo que sus Integrantes
deberán sujetar su conducta a la observancia de las leyes,
órdenes y jerarquías, así como a la obediencia y al alto con-
cepto del honor, de la justicia y de la ética.

La disciplina demanda respeto y consideración mutua en-
tre quien ostente un mando y sus subordinados.

Artículo 100. Las Instituciones Policiales exigirán de sus
integrantes el más estricto cumplimiento del deber, a efec-
to de salvaguardar la integridad y los derechos de las per-
sonas, prevenir la comisión de delitos, y preservar las li-
bertades, el orden y la paz públicos.

Artículo 101. El régimen disciplinario se ajustará a los
principios establecidos en la Constitución Federal, la pre-
sente Ley y los ordenamientos legales aplicables y com-
prenderá los deberes, las correcciones disciplinarias, las
sanciones y los procedimientos para su aplicación.

Artículo 102. Los integrantes de las Instituciones Policia-
les, observarán las obligaciones previstas en los artículos
40 y 41 de esta Ley, con independencia de su adscripción
orgánica.

Artículo 103. La aplicación de las sanciones deberá regis-
trarse en el expediente personal del infractor.

La imposición de las sanciones que determinen las autori-
dades correspondientes se hará con independencia de las
que correspondan por responsabilidad civil, penal o admi-
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nistrativa, en que incurran los integrantes de las Institucio-
nes Policiales de conformidad con la legislación aplicable.

Artículo 104. El procedimiento ante las autoridades pre-
vistas en las leyes de la materia, iniciará por solicitud fun-
dada y motivada del titular de la unidad encargada de los
asuntos, dirigida al titular o presidente de la instancia co-
rrespondiente, remitiendo para tal efecto el expediente del
presunto infractor.

Los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, de-
berán realizarse con estricto apego a las disposiciones le-
gales aplicables y observará en todo momento las formali-
dades esenciales del procedimiento.

Artículo 105. La Federación, las entidades federativas y
los municipios establecerán instancias colegiadas en las
que participen, en su caso, cuando menos, representantes
de las unidades operativas de investigación, prevención y
reacción de las Instituciones Policiales, para conocer y re-
solver, en sus respectivos ámbitos de competencia, toda
controversia que se suscite con relación a los procedimien-
tos de la Carrera Policial y el Régimen Disciplinario.

Para tal fin, las Instituciones Policiales podrán constituir
sus respectivas Comisiones del servicio profesional de ca-
rrera policial y de honor y justicia, las que llevarán un re-
gistro de datos de los integrantes de sus instituciones. Di-
chos datos se incorporarán las bases de datos de personal
de Seguridad Pública.

En las Instituciones de Procuración de Justicia se integra-
rán instancias equivalentes, en las que intervengan repre-
sentantes de los policías ministeriales.

Título Sexto
Del Sistema Nacional de 

Acreditación y Control de Confianza

Artículo 106. El sistema nacional de acreditación y control
de confianza se conforma con las instancias, órganos, ins-
trumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la
presente Ley, tendientes a cumplir los objetivos y fines de
la evaluación y certificación de los integrantes de las Insti-
tuciones de Seguridad Pública.

Integran este sistema: El Centro Nacional de Certificación
y Acreditación, así como los centros de evaluación y con-
trol de confianza de las Instituciones de Procuración de

Justicia e Instituciones Policiales de la Federación y de las
entidades federativas.

Artículo 107. Los certificados que emitan los Centros de
Evaluación y Control de Confianza de las Instituciones de
Seguridad Pública o Instituciones Privadas, sólo tendrán
validez si el Centro emisor cuenta con la acreditación vi-
gente del Centro Nacional de Certificación y Acreditación,
en cuanto a sus procesos y su personal, durante la vigencia
que establezca el Reglamento que emita el Ejecutivo Fede-
ral.

Cuando en los procesos de certificación a cargo de los Cen-
tros de Evaluación y Control de Confianza de las Institu-
ciones de Seguridad Pública intervengan Instituciones pri-
vadas, éstas deberán contar con la acreditación vigente del
Centro Nacional de Certificación y Acreditación. En caso
contrario, el proceso carecerá de validez.

Artículo 108. Los Centros Nacional de Acreditación y
Control de Confianza aplicarán las evaluaciones a que se
refiere esta Ley, tanto en los procesos de selección de aspi-
rantes, como en la evaluación para la permanencia, el des-
arrollo y la promoción de los Integrantes de las Institucio-
nes de Seguridad Pública; para tal efecto, tendrán las
siguientes facultades:

I. Aplicar los procedimientos de Evaluación y de Control
de Confianza conforme a los criterios expedidos por el
Centro Nacional de Certificación y Acreditación;

II. Proponer lineamientos para la verificación y control de
Certificación de los Servidores Públicos;

III. Proponer los lineamientos para la aplicación de los exá-
menes médicos, toxicológicos, psicológicos, poligráficos,
socioeconómicos y demás necesarios que se consideren de
conformidad con la normatividad aplicable;

IV. Establecer un sistema de registro y control, que permi-
ta preservar la confidencialidad y resguardo de expedien-
tes;

V. Verificar el cumplimiento de los perfiles médico, ético y
de personalidad;

VI. Comprobar los niveles de escolaridad de los Integran-
tes de las Instituciones de Seguridad Pública;
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VII. Aplicar el procedimiento de certificación de los Servi-
dores Públicos, aprobado por el Centro Nacional de Certi-
ficación y Acreditación;

VIII. Expedir y actualizar los Certificados conforme a los
formatos autorizados por el Centro Nacional de Certifica-
ción y Acreditación;

IX. Informar a las autoridades competentes, sobre los re-
sultados de las evaluaciones que practiquen;

X. Solicitar se efectúe el seguimiento individual de los In-
tegrantes de las Instituciones de Seguridad Pública evalua-
dos, en los que se identifiquen factores de riesgo que inter-
fieran o pongan en riesgo el desempeño de sus funciones;

XI. Detectar áreas de oportunidad para establecer progra-
mas de prevención y atención que permitan solucionar la
problemática identificada;

XII. Proporcionar a las Instituciones, la asesoría y apoyo
técnico que requieran sobre información de su competen-
cia;

XIII. Proporcionar a las autoridades competentes la infor-
mación contenida en los expedientes de integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública y que se requieran en
procesos administrativos o judiciales, con las reservas pre-
vistas en las leyes aplicables;

XIV. Elaborar los informes de resultados para la aceptación
o rechazo de los aspirantes a ingresar a las Instituciones de
Seguridad Pública, y

XV. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables.

La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Muni-
cipios implementarán medidas de registro y seguimiento
para quienes sean separados del servicio por no obtener el
certificado referido en esta Ley.

Título Séptimo
De la Información sobre Seguridad Pública

Capítulo Único

Artículo 109. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios, suministrarán, intercambiarán, siste-
matizarán, consultarán, analizarán y actualizarán, la infor-

mación que diariamente se genere sobre Seguridad Pública
mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos respec-
tivos.

El Presidente del Consejo Nacional dictará las medidas ne-
cesarias, además de las ya previstas en la Ley, para la inte-
gración y preservación de la información administrada y
sistematizada mediante los instrumentos de información
sobre Seguridad Pública.

Las Instituciones de Procuración de Justicia tendrán acce-
so a la información contenida en las bases de datos crimi-
nalísticos y de personal, en el ámbito de su función de in-
vestigación y persecución de los delitos.

La información sobre administración de justicia, podrá ser
integrada las bases de datos criminalísticas y de personal, a
través de convenios con el Poder Judicial de la Federación
y los Tribunales Superiores de Justicia de los tres órdenes
de gobierno, en sus respectivos ámbitos de competencia y
con estricto apego a las disposiciones legales aplicables.

El acceso a las bases de datos del sistema estará condicio-
nado al cumplimiento de esta Ley, los acuerdos generales,
los convenios y demás disposiciones que de la propia Ley
emanen.

Artículo 110. Los integrantes del Sistema están obligados
a compartir la información sobre Seguridad Pública que
obre en sus bases de datos, con las del Centro Nacional de
Información, en los términos de las disposiciones normati-
vas aplicables.

La información contenida en las bases de datos del sistema
nacional de información sobre seguridad pública, podrá ser
certificada por la autoridad respectiva y tendrá el valor pro-
batorio que las disposiciones legales determinen.

Artículo 111. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los Municipios, realizarán los trabajos para lograr la
compatibilidad de los servicios de telecomunicaciones de
su Red Local correspondiente, con las bases de datos cri-
minalísticos y de personal del Sistema, previstas en la pre-
sente Ley.

El servicio de llamadas de emergencia y el servicio de de-
nuncia anónima operarán con un número único de atención
a la ciudadanía. El Secretario Ejecutivo adoptará las medi-
das necesarias para la homologación de los servicios.
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Sección Primera
Del Registro Administrativo de Detenciones

Artículo 112. Los agentes policiales que realicen detencio-
nes, deberán dar aviso administrativo de inmediato al Cen-
tro Nacional de Información, de la detención, a través del
Informe Policial Homologado.

Artículo 113. El registro administrativo de la detención de-
berá contener, al menos, los datos siguientes:

I. Nombre y, en su caso, apodo del detenido;

II. Descripción física del detenido;

III. Motivo, circunstancias generales, lugar y hora en que
se haya practicado la detención;

IV. Nombre de quien o quienes hayan intervenido en la de-
tención. En su caso, rango y área de adscripción, y

V. Lugar a donde será trasladado el detenido.

Artículo 114. Las Instituciones de Procuración de Justicia
deberán actualizar la información relativa al registro, tan
pronto reciba a su disposición al detenido, recabando lo si-
guiente:

I. Domicilio, fecha de nacimiento, estado civil, grado de
estudios y ocupación o profesión;

II. Clave Única de Registro de Población;

III. Grupo étnico al que pertenezca;

IV. Descripción del estado físico del detenido;

V. Huellas dactilares;

VI. Identificación antropométrica, y

VII. Otros medios que permitan la identificación del indi-
viduo;

El Ministerio Público y la policía deberán informar a quien
lo solicite de la detención de una persona y, en su caso, la
autoridad a cuya disposición se encuentre.

La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia emiti-
rá las disposiciones necesarias para regular los dispositivos

tecnológicos que permitan generar, enviar, recibir, consul-
tar o archivar toda la información a que se refiere este artí-
culo, la que podrá abarcar imágenes, sonidos y video, en
forma electrónica, óptica o mediante cualquier otra tecno-
logía.

Artículo 115. La información capturada en el Registro Ad-
ministrativo de Detenciones será confidencial y reservada.
A la información contenida en el registro sólo podrán tener
acceso:

I. Las autoridades competentes en materia de investigación
y persecución del delito, para los fines que se prevean en
los ordenamientos legales aplicables, y

II. Los probables responsables, estrictamente para la recti-
ficación de sus datos personales y para solicitar que se
asiente en el mismo el resultado del procedimiento penal,
en términos de las disposiciones legales aplicables.

Bajo ninguna circunstancia se podrá proporcionar informa-
ción contenida en el Registro a terceros. El Registro no po-
drá ser utilizado como base de discriminación, vulneración
de la dignidad, intimidad, privacidad u honra de persona al-
guna.

Al servidor público que quebrante la reserva del Registro o
proporcione información sobre el mismo, se le sujetará al
procedimiento de responsabilidad administrativa o penal,
según corresponda.

Artículo 116. Las Instituciones de Seguridad Pública serán
responsables de la administración, guarda y custodia de los
datos que integran este registro; su violación se sancionará
de acuerdo con las disposiciones previstas en la legislación
penal aplicable.

Sección Segunda
Del Sistema Único de Información Criminal

Artículo 117. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los Municipios serán responsables de integrar y ac-
tualizar el sistema único de información criminal, con la
información que generen las Instituciones de Procuración
de Justicia e Instituciones Policiales, que coadyuve a sal-
vaguardar la integridad y derechos de las personas, así co-
mo preservar las libertades, el orden y la paz públicos, me-
diante la prevención, persecución y sanción de las
infracciones y delitos, así como la reinserción social del
delincuente y del adolescente.
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Artículo 118. Dentro del sistema único de información cri-
minal se integrará una base nacional de datos de consulta
obligatoria en las actividades de Seguridad Pública, sobre
personas indiciadas, procesadas o sentenciadas, donde se
incluyan su perfil criminológico, medios de identificación,
recursos y modos de operación.

Esta base nacional de datos se actualizará permanentemen-
te y se conformará con la información que aporten las Ins-
tituciones de Seguridad Pública, relativa a las investigacio-
nes, procedimientos penales, órdenes de detención y
aprehensión, procesos penales, sentencias o ejecución de
penas.

Artículo 119. Las Instituciones de Procuración de Justicia
podrán reservarse la información que ponga en riesgo al-
guna investigación, conforme a las disposiciones aplica-
bles, pero la proporcionarán al sistema único de informa-
ción criminal inmediatamente después que deje de existir
tal condición.

Artículo 120. El Sistema Nacional de Información Peni-
tenciaria es la base de datos que, dentro del sistema único
de información criminal, contiene, administra y controla
los registros de la población penitenciaria de la Federación,
el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en sus res-
pectivos ámbitos de competencia.

Artículo 121. La base de datos deberá contar, al menos,
con el reporte de la ficha de identificación personal de ca-
da interno con fotografía, debiendo agregarse los estudios
técnicos interdisciplinarios, datos de los procesos penales y
demás información necesaria para la integración de dicho
sistema.

Sección Tercera
Del Registro Nacional de 

Personal de Seguridad Pública

Artículo 122. El Registro Nacional de Personal de Seguri-
dad Pública, conforme lo acuerden las Conferencias Na-
cionales de Procuración de Justicia y de Secretarios de Se-
guridad Pública, contendrá la información actualizada,
relativa a los integrantes de las Instituciones de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el
cual contendrá, por lo menos:

I. Los datos que permitan identificar plenamente y locali-
zar al servidor público, sus huellas digitales, fotografía, es-

colaridad y antecedentes en el servicio, así como su tra-
yectoria en la seguridad pública;

II. Los estímulos, reconocimientos y sanciones a que se ha-
ya hecho acreedor el servidor público, y

III. Cualquier cambio de adscripción, actividad o rango del
servidor público, así como las razones que lo motivaron.

Cuando a los integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública se les dicte cualquier auto de procesamiento, sen-
tencia condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o
resolución que modifique, confirme o revoque dichos ac-
tos, se notificará inmediatamente al Registro.

Artículo 123. Las autoridades competentes de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los municipios ins-
cribirán y mantendrán actualizados permanentemente en el
Registro los datos relativos a los integrantes de las Institu-
ciones de Seguridad Pública, en los términos de esta Ley.

Para efectos de esta Ley, se consideran miembros de las
Instituciones de Seguridad Pública, a quienes tengan un
nombramiento o condición jurídica equivalente, otorgado
por autoridad competente.

La infracción a esta disposición se sancionará en términos
de la presente Ley.

Sección Cuarta
Del Registro Nacional de Armamento y Equipo

Artículo 124. Además de cumplir con las disposiciones
contenidas en otras leyes, las autoridades competentes de
la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los muni-
cipios manifestarán y mantendrán permanentemente actua-
lizado el Registro Nacional de Armamento y Equipo, el
cual incluirá:

I. Los vehículos que tuvieran asignados, anotándose el nú-
mero de matrícula, las placas de circulación, la marca, mo-
delo, tipo, número de serie y motor para el registro del ve-
hículo, y

II. Las armas y municiones que les hayan sido autorizadas
por las dependencias competentes, aportando el número de
registro, la marca, modelo, calibre, matrícula y demás ele-
mentos de identificación.
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Artículo 125. Cualquier persona que ejerza funciones de
Seguridad Pública, sólo podrá portar las armas de cargo
que le hayan sido autorizadas individualmente o aquellas
que se le hubiesen asignado en lo particular y que estén re-
gistradas colectivamente para la Institución de Seguridad
Pública a que pertenezca, de conformidad con la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos.

Las instituciones de Seguridad Pública mantendrán un re-
gistro de los elementos de identificación de huella balística
de las armas asignadas a los servidores públicos de las ins-
tituciones de Seguridad Pública. Dicha huella deberá regis-
trarse en una base de datos del Sistema.

Artículo 126. En el caso de que los integrantes de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública aseguren armas o muni-
ciones, lo comunicarán de inmediato al Registro Nacional
de Armamento y Equipo y las pondrán a disposición de las
autoridades competentes, en los términos de las normas
aplicables.

Artículo 127. El incumplimiento de las disposiciones de
esta sección, dará lugar a que la portación o posesión de ar-
mas se considere ilegal y sea sancionada en los términos de
las normas aplicables.

Título Octavo
De la Participación de la Comunidad

Capítulo Único
De los Servicios de Atención a la Población

Artículo 128. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana establecerá mecanismos efi-
caces para que la sociedad participe en el seguimiento, eva-
luación y supervisión del Sistema, en los términos de esta
ley y demás ordenamientos aplicables.

Dicha participación se realizará en coadyuvancia y corres-
ponsabilidad con las autoridades, a través de:

I. La comunidad, tenga o no estructura organizativa, y

II. La sociedad civil organizada.

Artículo 129. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana impulsará las acciones nece-
sarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios, establezcan un servicio para la
localización de personas y bienes.

Artículo 130. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana promoverá que la Federación,
los Estados, el Distrito Federal y los municipios establez-
can un servicio de comunicación que reciba los reportes de
la comunidad, sobre las emergencias, faltas y delitos de
que tenga conocimiento.

El servicio tendrá comunicación directa con las Institucio-
nes de Seguridad Pública, de salud, de protección civil y
las demás asistenciales públicas y privadas.

Artículo 131. Para mejorar el servicio de Seguridad Públi-
ca, las instancias de coordinación que prevé esta Ley pro-
moverán la participación de la comunidad a través de las
siguientes acciones:

I. Participar en la evaluación de las políticas y de las insti-
tuciones de seguridad pública.

II. Opinar sobre políticas en materia de Seguridad Pública;

III. Sugerir medidas específicas y acciones concretas para
esta función;

IV. Realizar labores de seguimiento;

V. Proponer reconocimientos por méritos o estímulos para
los Integrantes de las Instituciones;

VI. Realizar denuncias o quejas sobre irregularidades, y

VII. Auxiliar a las autoridades competentes en el ejercicio
de sus tareas y participar en las actividades que no sean
confidenciales o pongan en riesgo el buen desempeño en la
función de Seguridad Pública.

Artículo 132. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana promoverá que las Institucio-
nes de Seguridad Pública cuenten con una entidad de con-
sulta y participación de la comunidad, para alcanzar los
propósitos del artículo anterior.

La participación ciudadana en materia de evaluación de po-
líticas y de instituciones, se sujetará a los indicadores pre-
viamente establecidos con la autoridad sobre los siguientes
temas:

I. El desempeño de sus integrantes;

II. El servicio prestado, y
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III. El impacto de las políticas públicas en prevención del
delito.

Los resultados de los estudios deberán ser entregados a las
Instituciones de Seguridad Pública, así como a los Conse-
jos del Sistema, según corresponda. Estos estudios servirán
para la formulación de políticas públicas en la materia.

Artículo 133. El Centro Nacional de Información deberá
proporcionar la información necesaria y conducente para el
desarrollo de las actividades en materia de participación
ciudadana. No se podrá proporcionar la información que
ponga en riesgo la seguridad pública o personal.

Artículo 134. Las legislaciones de la Federación, el Distri-
to Federal y los estados establecerán políticas públicas de
atención a la víctima, que deberán prever, al menos los si-
guientes rubros:

I. Atención de la denuncia en forma pronta y expedita;

II. Atención jurídica, médica y psicológica especializada;

III. Medidas de protección a la víctima, y

IV. Otras, en los términos del artículo 20 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Título Noveno
De las Responsabilidades de los Servidores Públicos

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 135. Las responsabilidades administrativas, civi-
les y penales en que incurran los servidores públicos fede-
rales, locales y municipales por el manejo o aplicación ilí-
cita de los recursos previstos en los fondos a que se refiere
el artículo 142 de la presente Ley, serán determinadas y
sancionadas conforme las disposiciones legales aplicables
y por las autoridades competentes.

Serán consideradas violaciones graves a la Constitución y
a las leyes que de ella emanan, las acciones u omisiones
previstas en el artículo 139, que se realicen en forma reite-
rada o sistemática.

Artículo 136. Las responsabilidades administrativas, civi-
les y penales en que incurran los servidores públicos fede-

rales, estatales y municipales por el manejo o aplicación in-
debidos de los recursos de los fondos a que se refiere el ar-
tículo 142 de la presente Ley, serán determinadas y sancio-
nadas conforme a las disposiciones legales aplicables y por
las autoridades competentes.

Artículo 137. La Auditoría Superior de la Federación fis-
calizará los recursos federales que ejerzan la Federación, el
Distrito Federal, los Estados y los municipios en materia de
Seguridad Pública, en términos de las disposiciones aplica-
bles.

Capítulo II
De los Delitos contra el funcionamiento del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo 138. Se sancionará de uno a cuatro años de pri-
sión y de cien a seiscientos días multa, a quien dolosa, ilí-
cita y reiteradamente se abstenga de proporcionar al Secre-
tariado Ejecutivo la información que esté obligado en
términos de esta Ley, a pesar de ser requerido por el Se-
cretario Ejecutivo, dentro del plazo previsto en el artículo
37 de esta Ley.

Se impondrá además, la destitución e inhabilitación por un
plazo igual al de la pena impuesta para desempeñarse en
otro empleo, puesto, cargo o comisión en cualquier orden
de gobierno.

Artículo 139. Se sancionará con dos a ocho años de prisión
y de quinientos a mil días multa, a quien:

I. Ingrese dolosamente a las bases de datos del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública previstos en esta Ley, sin tener
derecho a ello o, teniéndolo, ingrese a sabiendas informa-
ción errónea, que dañe o que pretenda dañar en cualquier
forma la información, las bases de datos o los equipos o
sistemas que las contengan;

II. Divulgue de manera ilícita información clasificada de
las bases de datos o sistemas informáticos a que se refiere
esta Ley.

III. Inscriba o registre en la base de datos del personal de
las instituciones de seguridad pública, prevista en esta Ley,
como miembro o integrante de una institución de Seguri-
dad Pública de cualquier orden de gobierno, a persona que
no cuente con la certificación exigible conforme a la Ley,
o a sabiendas de que la certificación es ilícita, y
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IV. Asigne nombramiento de policía, ministerio público o
perito oficial a persona que no haya sido certificada y re-
gistrada en los términos de esta Ley.

Si el responsable es o hubiera sido servidor público de las
instituciones de seguridad pública, se impondrá hasta una
mitad más de la pena correspondiente, además, la inhabili-
tación por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta
para desempeñarse como servidor público en cualquier or-
den de gobierno, y en su caso, la destitución.

Artículo 140. Se sancionará con cinco a doce años de pri-
sión y de doscientos a ochocientos días multa, a quien fal-
sifique el certificado a que se refiere la presente Ley, lo al-
tere, comercialice o use a sabiendas de su ilicitud.

Artículo 141. Las sanciones previstas en este capítulo se
impondrán sin perjuicio de las penas que correspondan por
otros delitos previstos en los ordenamientos penales fede-
ral o de las entidades federativas, según corresponda.

Las autoridades del fuero federal serán las competentes pa-
ra conocer y sancionar los delitos previstos en este capítu-
lo, conforme las disposiciones generales del Código Penal
Federal, las del Código Federal de Procedimientos Penales
y demás disposiciones legales, en atención a que la Fede-
ración es el sujeto pasivo, de conformidad con el artículo
50, fracción I, inciso e) de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación.

Título Décimo
De los Fondos de Ayuda Federal

Capítulo I
Disposiciones Preliminares

Artículo 142. Los fondos de ayuda federal para la seguri-
dad pública a que se refiere el artículo 21 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se compo-
nen con los recursos destinados a la seguridad pública
previstos en los fondos que establece el artículo 25, frac-
ciones IV y VII, de la Ley de Coordinación Fiscal para tal
objeto. Los recursos que se programen, presupuesten y
aporten a las entidades federativas y municipios, así como
su ejercicio, control, vigilancia, información, evaluación y
fiscalización, estarán sujetos a dicho ordenamiento y a la
presente Ley; asimismo, únicamente podrán ser destinados
a los fines de seguridad pública referidos en la citada Ley
de Coordinación Fiscal.

Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública que
a nivel nacional sean determinados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, serán distribuidos con base en
los criterios que apruebe el Consejo Nacional, a las entida-
des federativas y municipios para ser destinados exclusiva-
mente a estos fines.

Las autoridades correspondientes de las entidades federati-
vas y de los municipios deberán concentrar los recursos en
una cuenta específica, así como los rendimientos que ge-
neren, a efecto de identificarlos y separarlos del resto de
los recursos que con cargo a su presupuesto destinen a se-
guridad pública.

Asimismo, dichas autoridades deberán rendir informes tri-
mestrales al Secretariado Ejecutivo del Sistema sobre los
movimientos que presenten las cuentas específicas, la si-
tuación en el ejercicio de los recursos, su destino así como
los recursos comprometidos, devengados y pagados.

Sin perjuicio de lo que establece el artículo 143 los conve-
nios generales o específicos establecerán obligaciones para
las entidades federativas y los municipios, a efecto de for-
talecer la adecuada rendición de cuentas, transparencia, vi-
gilancia y fiscalización de los recursos que se aporten, así
como las medidas necesarias para garantizar su cumpli-
miento.

Artículo 143. Para efectos de control, vigilancia, transpa-
rencia y supervisión del manejo de los recursos previstos
en el artículo que antecede, así como para determinar si se
actualizan los supuestos a que se refiere el artículo 139,
compete al Secretario Ejecutivo:

I. Requerir, indistintamente, a las autoridades hacendarias
y de seguridad pública, entre otras, de las entidades federa-
tivas y de los municipios, informes relativos a:

a) El ejercicio de los recursos de los fondos y el avance
en el cumplimiento de los programas o proyectos finan-
ciados con los mismos;

b) La ejecución de los programas de seguridad pública
de las entidades federativas derivados del Programa Na-
cional de Seguridad Pública;

II. Efectuar, en cualquier momento, visitas de verificación
y revisiones de gabinete de los documentos, instrumentos
y mecanismos inherentes o relativos al ejercicio de los re-
cursos en las instituciones de seguridad pública de las enti-
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dades federativas y municipios, a fin de comprobar el cum-
plimiento a las disposiciones legales y reglamentarias apli-
cables, así como de las obligaciones a su cargo; de igual
forma, podrá requerir la información que considere nece-
saria indistintamente a las autoridades hacendarias o de se-
guridad pública locales correspondientes, y

III. Las demás acciones que resulten necesarias para la
consecución de lo dispuesto en este artículo.

De manera supletoria a lo previsto en este artículo se apli-
cará la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el
Código Civil Federal.

Capítulo II
De la Cancelación y Suspensión de 

Ministración de los Recursos

Artículo 144. El Pleno del Consejo Nacional resolverá la
cancelación o suspensión de los recursos a que se refiere el
artículo 142 de esta Ley, a las entidades federativas o, en su
caso, municipios, que incurran en lo siguiente:

I. Incumplir las obligaciones relativas al suministro, inter-
cambio y sistematización de la información de Seguridad
Pública, o violar las reglas de acceso y aprovechamiento de
la información de las bases de datos previstas en esta Ley;

II. Incumplir los procedimientos y mecanismos para la cer-
tificación de los integrantes de las Instituciones de Seguri-
dad Pública;

III. Abstenerse de implementar el servicio telefónico na-
cional de emergencia;

IV. Aplicar los recursos aportados para la seguridad públi-
ca para fines distintos a los que disponen las disposiciones
jurídicas aplicables;

V. Aplicar criterios, normas y procedimientos distintos a
los establecidos por el Centro Nacional de Certificación y
Acreditación;

VI. Establecer y ejecutar un Modelo Policial básico distin-
to al determinado por el Consejo Nacional;

VII. Establecer servicios de carrera ministerial y policial
sin sujetarse a lo dispuesto en esta Ley y las disposiciones
que de ella emanan;

VIII. Abstenerse de constituir y mantener en operación las
instancias, centros de control de confianza y academias a
que se refiere esta Ley, y

IX. Cualquier incumplimiento a las obligaciones de la pre-
sente Ley, que afecte a los mecanismos de coordinación en
materia de Seguridad Pública.

La cancelación de la ministración de los recursos federales
a las entidades federativas y municipios, supone la pérdida
de los mismos, por lo que no tendrán el carácter de recu-
perables o acumulables y deberán, en consecuencia, per-
manecer en la Tesorería de la Federación para los efectos
legales correspondientes al finalizar el ejercicio fiscal, sal-
vo que en términos de lo dispuesto por la Ley de Coordi-
nación Fiscal se destinen a otras entidades federativas o
municipios para llevar a cabo la función de seguridad pú-
blica, sin que se genere, para éstas, el derecho a recibir los
recursos con posterioridad.

Artículo 145. El procedimiento al que se sujetarán las vi-
sitas y revisiones a que se refiere el artículo 143, fracción
II, y sobre las causas de cancelación de los recursos a que
se refiere el artículo 144, se sujetará a las reglas siguientes:

I. En la orden de visita o revisión correspondiente se señala-
rá el servidor público que la practicará, la institución, así co-
mo el periodo u objeto que haya de verificarse o revisarse;

II. La visita se practicará preferentemente en las oficinas
principales de la institución o dependencia visitada; en ca-
so de no ser posible por cualquier causa, se realizará en
cualquier domicilio de la propia institución o dependencia
o, en caso necesario, en las instalaciones del Secretariado
Ejecutivo; estando obligados los servidores públicos de las
instituciones o dependencias visitadas a proporcionar todas
las facilidades necesarias y atender los requerimientos que
se les formulen;

III. En caso de advertirse incumplimiento de las obligacio-
nes derivadas de la Ley, los acuerdos generales o los con-
venios, el Secretariado podrá decretar la suspensión provi-
sional de las aportaciones subsecuentes. La suspensión de
ministración de fondos subsistirá hasta que se aclare o
subsane la acción u omisión que dio origen al incumpli-
miento.

La suspensión en el otorgamiento de los recursos no impli-
ca la pérdida de los mismos por parte de las entidades fe-
derativas o municipios, por lo que podrán aclarar o subsa-
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nar la acción u omisión que dio origen al incumplimiento,
mientras no se emita la resolución que declare la cancela-
ción;

IV. En un plazo no mayor a quince días hábiles, posterio-
res a la terminación de la visita, el Secretariado Ejecutivo
presentará al Consejo el informe correspondiente al cum-
plimiento o incumplimiento de las obligaciones sujetas a
verificación, así como toda la información que resulte ne-
cesaria para el efecto;

V. El Secretariado dará vista a la institución o dependencia
visitada o revisada, para que en un plazo de veinte días há-
biles, aporte la información pertinente para desvirtuar las
imputaciones que, en su caso, se formulen en su contra;

VI. Transcurrido el plazo antes mencionado, en caso de in-
cumplimiento, el Secretariado presentará al Consejo Na-
cional un proyecto de resolución, en que se contengan las
conclusiones de la visita o revisión practicadas, y

VII. En el proyecto de resolución señalará si la institución
o dependencia revisada o visitada se hace acreedora a la
cancelación de los fondos o, en su caso, que procede re-
querir la restitución de los mismos;

El Consejo Nacional resolverá en forma definitiva e inataca-
ble sobre la existencia del incumplimiento y determinará, en
su caso, la cancelación y, cuando proceda, la restitución de
los recursos, con independencia de las responsabilidades que
otras leyes establezcan.

De la suspensión o cancelación se dará cuenta a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público para los efectos corres-
pondientes.

Cuando el Consejo Nacional resuelva que procede requerir
la restitución de los recursos utilizados en forma indebida
o ilícita, las entidades federativas o, en su caso, municipios
contarán con un plazo de 30 días naturales para efectuar el
reintegro; en caso contrario, los recursos podrán descontar-
se de las participaciones o aportaciones que le correspon-
dan para el siguiente ejercicio fiscal.

Las entidades federativas estarán representadas por los ti-
tulares de los poderes ejecutivos a que se refieren las frac-
ciones VII y VIII del artículo 12 de esta Ley, o por quien
ellos designen, sin que pueda recaer dicha representación
en un servidor público de menor jerarquía a la de titular de

una de las secretarías competentes en la entidad respectiva
para la aplicación de esta Ley.

Título Décimo Primero
De las Instalaciones Estratégicas

Artículo 146. Para efectos de esta Ley, se consideran ins-
talaciones estratégicas, a los espacios, inmuebles, cons-
trucciones, muebles, equipo y demás bienes, destinados al
funcionamiento, mantenimiento y operación de las activi-
dades consideradas como estratégicas por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de
aquellas que tiendan a mantener la integridad, estabilidad y
permanencia del Estado Mexicano, en términos de la Ley
de Seguridad Nacional.

Artículo 147. El Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios coadyuvarán en la protección y desarrollo de las ac-
ciones necesarias para la vigilancia de las instalaciones es-
tratégicas y para garantizar su integridad y operación.

Artículo 148. El resguardo de las instalaciones estratégicas
queda a cargo de la Federación, que se coordinará con las
Instituciones locales y municipales correspondientes por
razón del territorio en el ejercicio de esta función, las cua-
les garantizarán la seguridad perimetral y el apoyo operati-
vo en caso necesario.

El Ejecutivo Federal constituirá un Grupo de Coordinación
Interinstitucional para las Instalaciones Estratégicas, que
expedirá, mediante acuerdos generales de observancia
obligatoria, la normatividad aplicable en la materia.

Artículo 149. El Consejo Nacional establecerá los casos,
condiciones y requisitos necesarios para el bloqueo de las
señales de telefonía celular en las instalaciones de carácter
estratégico para los fines de seguridad pública.

Las decisiones que en ese sentido emita el Consejo Nacio-
nal, deberán ser ejecutadas por las distintas Instituciones de
Seguridad Pública que lo integran.

Título Décimo Segundo
De los Servicios de Seguridad Privada

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los parti-
culares que presten servicios de seguridad, protección, vi-
gilancia o custodia de personas, lugares o establecimientos,
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de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener
autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios
comprendan dos o más entidades federativas; o de la auto-
ridad administrativa que establezcan las leyes locales,
cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una
entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los
particulares autorizados, además deberán cumplir la regu-
lación local.

Conforme a las bases que esta ley dispone, las instancias de
coordinación promoverán que dichas leyes locales prevean
los requisitos y condiciones para la prestación del servicio,
la denominación, los mecanismos para la supervisión y las
causas y procedimientos para determinar sanciones.

Artículo 151. Los servicios de seguridad privada son auxi-
liares a la función de Seguridad Pública. Sus integrantes
coadyuvarán con las autoridades y las Instituciones de Se-
guridad Pública en situaciones de urgencia, desastre o
cuando así lo solicite la autoridad competente de la Fede-
ración, los Estados, el Distrito Federal y los municipios, de
acuerdo a los requisitos y condiciones que establezca la au-
torización respectiva.

Artículo 152. Los particulares que se dediquen a estos ser-
vicios, así como el personal que utilicen, se regirán en lo
conducente, por las normas que esta ley y las demás apli-
cables que se establecen para las Instituciones de Seguri-
dad Pública; incluyendo los principios de actuación y des-
empeño y la obligación de aportar los datos para el registro
de su personal y equipo y, en general, proporcionar la in-
formación estadística y sobre la delincuencia al Centro Na-
cional de Información.

Los ordenamientos legales de las entidades federativas es-
tablecerán conforme a la normatividad aplicable, la obliga-
ción de las empresas privadas de seguridad, para que su
personal sea sometido a procedimientos de evaluación y
control de confianza.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente del de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, salvo lo previsto en los artículos transitorios si-
guientes.

Segundo. El Ejecutivo Federal contará con el plazo de un
año a partir de la entrada en vigor de este Decreto para cre-
ar e instalar el Centro Nacional de Certificación y Acredi-

tación, el cual deberá acreditar a los centros de evaluación
y control de confianza de las Instituciones de Seguridad
Pública y sus respectivos procesos de evaluación en un pla-
zo no mayor de dos años a partir de la entrada en operación
del citado Centro Nacional.

Tercero. De manera progresiva y en un plazo de cuatro
años a partir de la entrada en vigor de este Decreto, las Ins-
tituciones de Seguridad Pública, por conducto de los cen-
tros de evaluación y control de confianza, deberán practi-
car las evaluaciones respectivas a sus integrantes, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública, sus respectivos ordena-
mientos legales y el calendario aprobado por el Consejo
Nacional.

Cuarto. Todos los integrantes de las Instituciones de Se-
guridad Pública deberán contar con el certificado a que se
refiere el Artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, en los términos y plazos pre-
vistos en el artículo transitorio anterior. Quienes no
obtengan el certificado serán separados del servicio, obser-
vando lo dispuesto en el artículo 123, Apartado B, Fracción
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Quinto. Los servicios de carrera vigentes en las Institucio-
nes de Seguridad Pública a la fecha de entrada en vigor de
este Decreto, deberán ajustarse a los requisitos, criterios y
procedimientos que establece la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública y las leyes estatales, en la
rama correspondiente, en un plazo no mayor a un año.

Sexto. Los servidores públicos que obtengan el certificado
y que satisfagan los requisitos de ingreso y permanencia
que se establecen en la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y los ordenamientos legales federales
y estatales aplicables, ingresarán o serán homologados al
servicio de carrera, en las ramas ministerial, policial y pe-
ricial, según corresponda, en la jerarquía y grado, así como
antigüedad y derechos que resulten aplicables, de confor-
midad con lo previsto en el presente Decreto.

Séptimo. Las referencias realizadas en la presente Ley a la
reinserción social, quedarán entendidas al término vigente
readaptación social, toda vez que con este Decreto no entra
en vigor el párrafo tercero del artículo 21 constitucional su-
jeto a la vacancia prevista en el articulo Quinto Transitorio
del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
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disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 18 de junio de 2008.

Octavo. El Ejecutivo Federal expedirá las disposiciones
reglamentarias de la presente Ley en un plazo no mayor a
dieciocho meses a partir de la entrada en vigor de este De-
creto.

Noveno. El Consejo Nacional y las Conferencias que pre-
vé la presente Ley, deberán expedir las disposiciones a que
se refiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, en un plazo no mayor a nueve meses, a partir
de la entrada en vigor del presente Decreto.

Décimo. Por única ocasión, el Secretario Ejecutivo emitirá
la convocatoria para la integración de la Conferencia Na-
cional de Seguridad Pública Municipal, conforme a lo es-
tablecido en el artículo 32 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

Décimo Primero. Los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros con que cuente el Secretario Ejecutivo de con-
formidad con la abrogada Ley General que Establece las
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y demás disposiciones jurídicas aplicables, se
transferirán al Secretariado Ejecutivo previsto en esta Ley,
a la brevedad posible.

Lo mismo sucederá con los asuntos en trámite del Secreta-
rio Ejecutivo, salvo que pudiera causarse algún daño o me-
noscabo al servicio o a los intereses del Sistema.

Los derechos del personal del Secretario Ejecutivo que, en
virtud de lo dispuesto en el presente Decreto, sea transferi-
do, se respetarán conforme a la ley aplicable.

Décimo Segundo. Se abroga la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública y se derogan las demás disposiciones que se
opongan a la presente Ley.

Palacio Legislativo en San Lázaro a 11 de diciembre de 2008.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: Juan Francisco Ri-
vera Bedoya (rúbrica), presidente; Édgar Armando Olvera Higuera,
Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), Ma. de los Ángeles Jimé-
nez del Castillo (rúbrica), Patricia Villanueva Abraján (rúbrica), Ar-
mando Barreiro Pérez, Luis Gerardo Serrato Castell (rúbrica), David
Mendoza Arellano (rúbrica), secretarios; Jesús Sergio Alcántara Núñez

(rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Roberto Badillo Martínez
(rúbrica), Gregorio Barradas Miravete (rúbrica), Manuel Cárdenas
Fonseca (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Ángel Rafael Deschamps
Falcón, Yary del Carmen Gebhardt Garduza, Jorge Justiniano Gonzá-
lez Betancourt (rúbrica), Agustín Leura González (rúbrica), Andrés
Lozano Lozano, Carlos Madrazo Limón (rúbrica), Efraín Morales Sán-
chez, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso, Manuel
Salvador Salgado Amador (rúbrica), Josefina Salinas Pérez, Layda
Elena Sansores San Román, Francisco Javier Santos Arreola, José de
Jesús Solano Muñoz (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica),
Carlos Alberto Torres Torres (rúbrica).»

Es de primera lectura.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: En virtud
de que se ha distribuido entre las diputadas y diputados el
dictamen del proyecto de decreto consulte la Secretaría a la
asamblea si se le dispensa la segunda lectura y se pone a
discusión y votación en esta misma sesión.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, con fundamento en el artículo
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se consulta a la
asamblea si se dispensa la lectura del dictamen y se pone a
discusión y votación en esta misma sesión. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se le dis-
pensa la segunda lectura. En consecuencia están a discu-
sión, en lo general, las modificaciones hechas por la cole-
gisladora.

En virtud de que no hay solicitud de uso de la palabra de
ningún legislador, consulte la Secretaría a la asamblea...

El diputado Andrés Lozano Lozano (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: A ver per-
mítame. ¿Con qué objeto, diputado? Diputado Lozano Lo-
zano.

El diputado Andrés Lozano Lozano (desde la curul):
Con la finalidad de pronunciarnos respecto de las modifi-
caciones a que se refiere el presente dictamen.
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Desde su
curul, tiene el uso de la palabra, diputado.

El diputado Andrés Lozano Lozano (desde la curul): No,
pediría que fuera desde la tribuna, diputado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se le con-
cede el uso de la palabra desde la tribuna.

El diputado Andrés Lozano Lozano: Gracias; con su ve-
nia, diputado presidente.

Hace algunos días aquí en esta asamblea aprobamos esta
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
haciendo mención a la importancia que se refería a este te-
ma, haciendo mención a lo importante que era contar con
una nueva estructura de un Sistema Nacional de Seguridad
Pública y también, comentando que para que este sistema
tuviera éxito era importante que se pudieran generar los
equilibrios necesarios, respecto de esta ley y respecto de la
seguridad pública en su conjunto.

Decíamos que sí, a mayor atribuciones para las policías.
Decíamos que sí, al actuar con toda contundencia frente al
crimen organizado, narcotráfico, secuestro y todas las ex-
presiones de este flagelo que lastima a la sociedad.

Pero también mencionábamos que era muy importante que
en estos equilibrios se respetaran los derechos humanos, y
que en estos equilibrios nosotros pudiéramos determinar
también, mediante esta ley, que no era una carta en blanco,
sino que debíamos de cuidar también la actuación de las
policías.

La minuta que envía el Senado tiene modificaciones, la
mayor parte de ellas se refieren prácticamente a cuestiones
de forma que no tienen mayor trascendencia. Sin embargo,
hay dos propuestas de reforma que hacen, que refieren, al
artículo 40 y 41 de esta ley.

El artículo 40 establece las obligaciones bajo las que se de-
ben de regir las instituciones de seguridad pública. Y en-
tonces en el Senado, eliminan la parte que refiere a que de-
berán de abstenerse de permitir actos tales como sanciones
crueles, inhumanas o degradantes.

¿Qué motiva al Senado a eliminar que las policías se abs-
tengan de actuar con sanciones crueles, inhumanas o de-
gradantes? Eso es lo que llama la atención, de esta decisión
que ha tomado el Senado. Y máxime, cuando ellos son par-

te fundamental en los tratados internacionales de los que
forma parte nuestro país.

En 1983 se ratificó la Convención contra la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. En el
artículo 5o. de dicha convención, se señalaba que esa pro-
hibición respecto de estas conductas deberán incluirse, en
todo momento, en las normas o instrucciones generales que
se publiquen en relación con los deberes y funciones de
cualquier encargado de la custodia. Es decir, de cualquier
persona que tenga funciones de orden policial o relaciona-
do con la custodia de personas.

¿Por qué eliminar esta parte? No lo podemos entender.

De igual manera, en el último párrafo del artículo 41 se
cambia un contexto que es relacionado con el uso legítimo
de la fuerza, y lo que señalaba que solamente en los casos
en que estén en riesgo los derechos y garantías de personas
e instituciones podrá usarse la fuerza pública, se cambia
ahora el contexto abriendo una posibilidad a una interpre-
tación distinta.

Por eso, nosotros, en el Grupo Parlamentario del PRD, en
la mayoría votamos a favor de esa Ley del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública. Pero, en este momento, y res-
pecto de la minuta enviada por el Senado, no podemos es-
tar a favor de ello; no podemos estar a favor, simple y
sencillamente porque es totalmente incongruente que trate-
mos de eliminar esta abstención respecto de tratos o san-
ciones crueles, inhumanas o degradantes.

¿En qué perjudicaba que estuviera en el texto constitucio-
nal? Sólo los senadores lo saben. Es cuanto, diputado pre-
sidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputada
Jiménez, ¿con qué objeto?

La diputada María de los Ángeles Jiménez del Castillo
(desde la curul): Para fijar la postura del grupo de trabajo
de la comisión, señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Compa-
ñera diputada, no habíamos planteado ese esquema, porque
todos los grupos me han notificado que no habría ninguna
participación; incluso el presidente de la Comisión de Se-
guridad Pública había declinado a esa participación; enton-
ces, ésa es la posición que han guardado los grupos parla-
mentarios. Claro, tiene derecho, solamente le planteo por
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qué razón no se había abierto en ese sentido. Tiene el uso
de la palabra.

La diputada María de los Ángeles Jiménez del Castillo
(desde la curul): Aquí desde la curul, señor presidente.

Nada más quisiera aclarar que el artículo 40 que se está
modificando no cambia la esencia de la ley, toda vez que
obliga a los integrantes de las instituciones de seguridad
pública a actuar de acuerdo con los ordenamientos legales
vigentes, como es el caso del artículo 20, en su apartado B,
fracción II, de la Constitución; la Ley Federal para Preve-
nir y Sancionar la Tortura, que se publicó en 1991, y apar-
te existe la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o
Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, que también
suscribió México. Por esto, no se cambia la esencia de la
ley. Por eso creo que debemos de votarla a favor. Gracias,
señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, compañera diputada.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido en lo general.

Han declinado, porque habían solicitado por escrito reser-
vas al artículo 40, fracción V, el diputado Miguel Ángel
Arellano Pulido; y, al mismo artículo, Alliet Mariana Bau-
tista Bravo y también el diputado David Mendoza Arella-
no.

Y al artículo 41, último párrafo, el diputado José Alfonso
Suárez del Real y Aguilera ha declinado a su reserva.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo

en lo particular, de las modificaciones hechas por la cole-
gisladora.

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra, se
pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por cin-
co minutos para proceder a la votación, en lo general y en
lo particular, de los artículos no impugnados.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico
por cinco minutos, para proceder a la votación, en lo gene-
ral y en lo particular, de los artículos no impugnados del
proyecto de decreto.

(Votación)

¿Faltó alguna diputada o algún diputado de emitir su voto?
Está abierto el sistema. Sigue abierto el sistema de vota-
ción.

De viva voz, diputada Mercedes Morales Utrera.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Gracias,
diputada. A favor.

Sigue abierto el sistema. ¿Falta alguna diputada o algún di-
putado de emitir su voto? Está abierto el sistema.

El diputado Benjamín Ernesto González Roaro (desde
la curul): Secretario diputado.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Diputa-
do González Roaro, el sentido de su voto de viva voz.

Sonido a la curul del diputado González Roaro, por favor.

El diputado Benjamín Ernesto González Roaro (desde
la curul): A favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Gracias,
diputado. A favor.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Se emitieron 221 votos en pro, 104 en contra y 1 absten-
ción, diputado presidente.
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado secretario.

Aprobado el artículo por 221 votos. Aprobado en lo ge-
neral y en lo particular el proyecto de decreto que expi-
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública. Pasa al Ejecutivo para sus efectos constitucio-
nales.

LEY DE LOS SISTEMAS 
DE AHORRO PARA EL RETIRO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Las Co-
misiones de Trabajo y Previsión Social, de Seguridad So-
cial y de Hacienda y Crédito Público entregaron a la Presi-
dencia el dictamen con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro.

En virtud de que se está distribuyendo entre las diputadas
y diputados el proyecto de dictamen, consulte la Secretaría
a la asamblea si se le dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura del dictamen.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, de Seguridad Social y de Hacienda y Crédito
Público, con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro.

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 72, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 57
y 135 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la H. Cá-
mara de Senadores remitió la Minuta con proyecto de De-

creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

Con base en las facultades que les confieren los articulas
39, 44, 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos los integrantes de las Comisiones Uni-
das de Trabajo y Previsión Social, de Seguridad Social y de
Hacienda y Crédito Publico se abocaron al análisis de la
Minuta antes señalada, y conforme a las deliberaciones que
de la misma realizaron sus miembros reunidos en Pleno,
presentan a esta Honorable Asamblea el siguiente 

Dictamen

Antecedentes

1. El día 4 de noviembre de 2008, los Senadores Felipe
González González y Juan Bueno Torio, presentaron la Ini-
ciativa que contiene proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones a la Ley de los Sistemas de Ahorro pa-
ra el Retiro

2. El día 25 de noviembre de 2008, la Senadora Irma Mar-
tínez Manríquez, presentó la Iniciativa con proyecto de De-
creto por el que se adicionan una fracción II bis al articulo
5; un párrafo tercero al articulo 37 recorriéndose los subse-
cuentes y un párrafo tercero al articulo 39 de la Ley de los
Sistemas de Ahorro para el Retiro.

3. El día 27 de noviembre de 2008, el Senador José Gui-
llermo Anaya Llamas, presentó la Iniciativa con proyecto
de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro.

4. El día 2 de diciembre de 2008, los Senadores Juan Bue-
no Torio, Felipe González González, Rubén Camarillo Or-
tega y Jesús Dueñas Llerenas, presentaron la Iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

5. El día 4 de diciembre de 2008, los Senadores Carlos
Aceves del Olmo, Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez. José
E. Calzada Rovirosa, Carlos Lozano de la Torre. Rogelio
Humberto Rueda Sánchez y Raúl Mejía González, presen-
taron la Iniciativa con proyecto con proyecto de Decreto
por el se reforma y adiciona la Ley de Sistemas de Ahorro
para el Retiro.
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6 La Mesa Directiva de la H Cámara de Senadores turnó
las iniciativas antes referidas a las Comisiones Unidas de
Seguridad Social; de Hacienda y Crédito Público; y de Es-
tudios Legislativos, Primera, para su estudio y dictamen.

7. En sesión ordinaria del Senado de la Republica del 9 de
diciembre de 2008, fue aprobada la Minuta por 104 votos
en pro y ninguno en contra, en esa misma fecha se remitió
a la Cámara de Diputados.

8. En sesión ordinaria del 9 de diciembre de 2008, la Cá-
mara de Diputados dio cuenta de la Minuta en comento y
la mesa directiva la turnó a las Comisiones Unidas de Tra-
bajo y Previsión Social, de Seguridad Social y de Hacien-
da y Crédito Público para su estudio y dictamen.

Descripción de la Minuta

La Minuta aprobada por la Cámara de Senadores señala
que comparten la preocupación de que aun y cuando las in-
versiones de los fondos para el retiro han presentado mi-
nusvalías, algunas Administradoras cobran comisiones por
montos que resultan excesivos y que la autoridad encarga-
da’ de supervisar y regular el sistema carece de facultades
suficientes para actuar como es debido.

En tal contexto, la Minuta expresa que se considera conve-
niente dotar de mayores facultades legales a la Consar pa-
ra regular de forma oportuna y eficiente el cobro de comi-
siones.

Se plantea en la Minuta que por lo anterior, es necesario
fortalecer las facultades legales de la Comisión Nacional
del Sistema de Ahorro para el Retiro, a fin de que pueda,
de oficio, realizar las evaluaciones a las comisiones que co-
bran las Afores y en caso de requerir una modificación pue-
da ordenarla con el rigor de ley como corresponde a un en-
te regulador.

En ese sentido se plantea que las Afores deberán presentar
sus comisiones a autorización de la CONSAR cada año y
que en caso de no presentarse la solicitud la Afore deberá
cobrar la comisión más baja hasta que presente una pro-
puesta que le sea aprobada. Al efecto se establece en el ré-
gimen transitorio en la primera revisión de estructura de
comisiones la Junta de Gobierno de la Consar no podrá au-
torizar ninguna comisión superior al promedio vigente de
las comisiones autorizadas.

Asimismo, se faculta a la Junta de Gobierno de la Consar
para denegar la autorización de comisiones si son excesi-
vas para los intereses de los trabajadores, considerando el
monto de los activos en administración, la estructura de
costos de las administradoras, el nivel de las demás comi-
siones presentes en el mercado y los demás elementos que
dicho órgano de gobierno considere pertinentes y que en
caso de que se deniegue la autorización se deberá cobrar el
promedio de las demás comisiones hasta que se presente
una propuesta que sea aprobada.

También, se faculta a la Junta de Gobierno de la Consar pa-
ra ordenar modificaciones a las comisiones.

En otro aspecto la Minuta prevé la importancia de fortale-
cer las disposiciones en materia de transparencia, ya que
contar con información adecuada, veraz y oportuna permi-
te que los trabajadores tomen las mejores decisiones al mo-
mento de elegir la Afore que administrara su cuenta indivi-
dual, por lo que se establece que el informe de la Consar al
Congreso deberá pasar de ser semestral a ser trimestral, y
que deberá contener apartados específicos sobre las carte-
ras de Inversión de las Siefores, la adquisición de valores
extranjeros, información estadística de los trabajadores (se-
manas de cotización, aportación promedio, clasificación
por edad y sexo), rendimiento neto, comisiones cobradas y
monto de minusvalías, en su caso.

En el mismo sentido, se prevé que la Consar deberá deter-
minar el formato de estado de cuenta que deberé n utilizar
todas las Afores, que éste deberá enviarse ya no sólo dos
veces al año, sino tres veces, y que éste deberá contener las
comisiones expresadas no sólo en porcentaje sino en pesos,
as! como la información comparativa del rendimiento neto
y comisiones de todas las Afores.

Asimismo, se establece que la asignación de las cuentas de
los trabajadores que no elijan Afore se realice una vez al
año y que las cuentas asignadas, si la Afore no acude con
el trabajador para que se registre formalmente, se reasigna-
rán después de dos años.

De especial relevancia resulta que se faculta a la Consar
para establecer medidas para proteger los recursos de los
trabajadores cuando se presenten circunstancias atípicas en
los mercados financieros, como las que se están viviendo
actualmente, y se le faculta también para dictar reglas para
evitar prácticas que se aparten de los sanos usos comercia-
les, bursátiles o del mercado financiero.
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También se prevé en la Minuta el obligar a las Afores a que
cuando se presenten minusvalías por situaciones extraordi-
narias del mercado lo notifiquen a la Consar al día siguien-
te de que se presenten con el fin de que la Junta de Go-
bierno pueda ordenar la modificación del régimen de
inversión y la recomposición de la cartera que se encuentre
en riesgo.

Por ultimo se obliga a las Afores responsables de efectuar
un traspaso a cerciorarse fehaciente mente que el trabaja-
dor haya solicitado el traspaso correspondiente y se esta-
blece una sanción especifica de 50 a 500 días de salario mí-
nimo para los agentes promotores que realicen un traspaso
indebido, esto es, sin que cuenten con el consentimiento
del trabajador.

Consideraciones de las comisiones unidas

Estas dictaminadoras consideran que es de aprobarse la
Minuta con proyecto de Decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, toda vez que la misma ha recogi-
do las mejores y más viables propuestas presentadas por di-
versos legisladores y las ha conjuntado para dotar a los tra-
bajadores titulares de las cuentas individuales del Sistema
de Ahorro para el Retiro de un régimen legal que les otor-
gue una mayor protección, mejores servicios de adminis-
tración de sus fondos para el retiro y con el cual se fomen-
te que las AFORES reduzcan sus comisiones.

Las reformas y adiciones a la Ley de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro contenidas en la Minuta propiciarán en
primer término que las comisiones sean dinámicas y se
ajusten por lo menos cada ano, a diferencia de la situación
actual en que una Afore puede quedarse con la misma co-
misión indefinidamente aún cuando esta se quede fuera de
mercado y resulte gravosa para los trabajadores, por lo que
se estima procedente la propuesta de que las AFORES de-
berán presentar sus comisiones para autorización cada año,
teniendo la Junta de Gobierno de la Consar la facultad de
denegar la autorización si las comisiones propuestas son
excesivas considerando el monto de los activos acumula-
dos, los costos de las Afores, el nivel de las demás comi-
siones y aquéllos otros elementos que juzgue adecuados la
Consar.

Estas Comisiones coinciden en que se faculte a la Junta de
Gobierno de la Consar para ordenar modificaciones a las
comisiones, si derivado de su revisión periódica encontra-

re elementos para ello, pudiendo llegar hasta a determinar
los nuevos montos de comisiones si la Afore de que se tra-
te no atiende las observaciones de la Junta de Gobierno.

Con las reformas antes descritas, se fomentará que las Afo-
res revisen sus comisiones y las reduzcan, lo cual tendré
como efecto directo un aumento en las futuras pensiones de
los trabajadores.

Respecto al hecho de que las cuentas se reasignarán cada
dos anos a menos que la Afore haga el esfuerzo de buscar
al trabajador para invitarlo a que formalice su relación y
obligándose con ello a prestarle el servicio integral de ad-
ministrarle su cuenta individual, las que dictaminan coinci-
den y consideran acertada esta propuesta, ya que con ello
se promoverá el mayor beneficio de los trabajadores, espe-
cialmente de aquéllos con menores ingresos y de los tem-
porales.

En lo relativo a establecer nuevas obligaciones de la Con-
sar con este Congreso de la Unión en materia de Informa-
ción y elevar su periodicidad de semestral a trimestral, es-
tas Comisiones están de acuerdo con la Minuta, ya que es
de suma importancia contar con información reciente y
completa sobre el desarrollo de los sistemas de ahorro pa-
ra el retiro.

Con esta información, los legisladores contaremos con los
elementos necesarios y oportunos para promover mayores
cambios y otras reformas de fondo a la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, con el fin de orientar a los parti-
cipantes en el sistema de pensiones hacia un mejor servicio
a los trabajadores y promover que haya equilibrio justo en-
tre los intereses de éstos y los de las Afores.

En cuanto a la información a los trabajadores y el aumento
en el número de estados de cuenta al ano que deben enviar
las Afores, las que dictaminan considera acertado y conve-
niente la propuesta de la Minuta, ya que era un reclamo
continuo de los trabajadores el recibir más información de
su cuenta individual.

Por otro lado estas Comisiones coinciden en que una de las
principales aportaciones de la Minuta objeto del presente
Dictamen, consiste en poner un alto a los traspasos indebi-
dos, proponiendo responsabilizar directamente a las Afores
por estos hechos e incluyendo además una sanción especi-
fica para el agente promotor que realice un traspaso o re-
gistro sin el consentimiento del trabajador.
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Finalmente, esta Comisión destaca la disposición de la Mi-
nuta de dotar a la Consar de facultades para que en épocas
de inestabilidad en los mercados financieros como las que
hoy vivimos, pueda modificar el régimen de inversión de
las Siefores y establecer medidas para proteger los recursos
de los trabajadores.

Con las reformas y adiciones propuestas en la Minuta se
pueden resolver problemas estructurales en el sistema y sus
alcances son los correctos al mediano y largo plazo, como
debe ser la regulación de un sistema pensionario, por lo
que las que dictaminan consideran que con las mismas se
está dando un gran paso en la dirección correcta.

Por lo antes expuesto, las Comisiones Unidas de Trabajo y
Previsión Social, de Seguridad Social y de Hacienda y Cré-
dito Publico, someten a la consideración del Pleno de esta
Honorable Cámara de Diputados el proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para
el Retiro

Artículo Único. Se reforman los artículos; 5o. fracción
XIII; 18, fracción IV; 36, cuarto párrafo; 37; 74 último pá-
rrafo, 76; y se adicionan los artículos 5o. con una fracción
XIII Bis; 37 A; 37 B; 37 C; 44 Bis, y 100 B, todos de la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 5o. ...

I. a XII. ...

XIII. Rendir un informe trimestral al Congreso de la Unión
sobre la situación que guardan los Sistemas de Ahorro pa-
ra el Retiro, en el que se deberán considerar apartados es-
pecíficos sobre:

a) Las carteras de inversión de las sociedades de inver-
sión, incluyendo un análisis detallado de cómo el régi-
men de inversión cumple con lo descrito en el artículo
43 de esta Ley;

b) La adquisición de valores extranjeros. Este apartado
deberá incluir información del porcentaje de la cartera
de cada Sociedad de Inversión invertido en estos valo-
res, los países y monedas en que se hayan emitido los
valores adquiridos, así como un análisis detallado del

efecto de estas inversiones en los rendimientos de las
sociedades de inversión;

c) Las medidas adoptadas por la Comisión para proteger
los recursos de los trabajadores a que se refiere la frac-
ción XIII bis del presente artículo;

d) Información estadística de los trabajadores registra-
dos en las administradoras, incluyendo clasificación de
trabajadores por número de semanas de cotización, nú-
mero de trabajadores con aportación, número de traba-
jadores con aportaciones voluntarias y aportación pro-
medio, clasificación de los trabajadores por rango de
edad y distribución de sexo y cotización promedio de
los trabajadores, densidad de cotización por rango de in-
greso, edad y sexo. La información anterior será des-
glosada por administradora y por instituto de seguridad
social o trabajador no afiliado, según corresponda;

e) Información desagregada por administradora relativa
a los montos de Rendimiento Neto, de Rendimiento Ne-
to Real, pagados a los trabajadores, al cobro de comi-
siones, y en caso de presentarse minusvalías, el monto
de éstas y el porcentaje que corresponda por tipo de in-
versión.

XIII bis. Establecer medidas para proteger los recursos de
los trabajadores cuando se presenten circunstancias atípi-
cas en los mercados financieros. Así como dictar reglas pa-
ra evitar prácticas que se aparten de los sanos usos comer-
ciales, bursátiles o del mercado financiero;

XIV. a XVI. ...

Artículo 18. ...
...
...

I. a III. ...

IV. Enviar, por lo menos tres veces al año de forma cuatri-
mestral, al domicilio que indiquen los trabajadores, sus es-
tados de cuenta y demás información sobre sus cuentas in-
dividuales conforme a lo dispuesto en el artículo 37-A de
esta Ley. Asimismo, se deberán establecer servicios de in-
formación, vía Internet, y atención al público personalizado;

V. a XI. ...
...
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Artículo 36. ...

...

...

La Comisión llevará un registro de los agentes promotores
de las administradoras, para su registro los agentes tendrán
que cumplir con los requisitos que señale la Comisión, la
cual estará facultada para suspenderlo o, cancelarlo en los
casos previstos en esta Ley.

Artículo 37. Las administradoras sólo podrán cobrar a los
trabajadores con cuenta individual las comisiones con car-
go a esas cuentas que establezcan de conformidad con las
reglas de carácter general que expida la Comisión.

Para promover un mayor Rendimiento Neto a favor de los
trabajadores, las comisiones por administración de las
cuentas individuales sólo podrán cobrarse como un por-
centaje sobre el valor de los activos administrados. Las ad-
ministradoras sólo podrán cobrar cuotas fijas por los servi-
cios que se señalen en el reglamento de esta ley, y en
ningún caso por la administración de las cuentas.

Las administradoras podrán cobrar comisiones distintas
por cada una de las sociedades de inversión que operen.

Cada administradora deberá cobrar la comisión sobre bases
uniformes, cobrando las mismas comisiones por servicios
similares prestados en sociedades de inversión del mismo
tipo, sin discriminar contra trabajador alguno, sin perjuicio
de los incentivos o bonificaciones que realicen a las sub-
cuentas de las cuentas individuales de los trabajadores por
su ahorro voluntario, o por utilizar sistemas informáticos
para realizar trámites relacionados con su cuenta individual
o recibir información de la misma.

Las administradoras deberán presentar a la Junta de Go-
bierno de la Comisión sus comisiones para autorización ca-
da año dentro de los primeros diez días hábiles del mes de
noviembre, para ser aplicadas en el año calendario siguien-
te, sin perjuicio de poder solicitar una nueva autorización
de comisiones en cualquier otro momento. Las administra-
doras, en su solicitud, podrán incluir documentos o estu-
dios sobre el estado de los sistemas de ahorro para el reti-
ro que consideren relevantes para la consideración de la
Junta de Gobierno.

La Junta de Gobierno, una vez analizada la solicitud, podrá
exigir información adicional así como aclaraciones, ade-
cuaciones o en su caso denegar la autorización respectiva
si las comisiones sometidas a su autorización son excesivas
para los intereses de los trabajadores, considerando el mon-
to de los activos en administración, la estructura de costos
de las administradoras, el nivel de las demás comisiones
presentes en el mercado y los demás elementos que dicho
órgano de gobierno considere pertinentes. La Junta de Go-
bierno deberá resolver expresamente, fundando y motivan-
do, sobre la autorización solicitada dentro del plazo previs-
to en el artículo 119 de esta ley, excepto tratándose de las
solicitudes de autorización anuales, en cuyo caso deberá
resolver a más tardar el último día hábil del mes de di-
ciembre. No se podrán autorizar aumentos de comisiones
por encima del promedio del resto de las comisiones auto-
rizadas.

La propia Junta de Gobierno de la Comisión atendiendo a
las consideraciones referidas en el párrafo anterior, dictará
políticas y criterios en materia de comisiones, particular-
mente sobre la dispersión máxima permitida en el sistema
entre la comisión más baja y la más alta, mediante la defi-
nición de parámetros claros, y podrá emitir exhortos o re-
comendaciones a las administradoras sobre el nivel de sus
comisiones.

En caso de que una administradora omita presentar sus co-
misiones anuales para autorización en la fecha establecida,
estará obligada a cobrar la comisión más baja autorizada
por la Junta de Gobierno a otras administradoras para el
año calendario de que se trate, hasta que presente su solici-
tud y sus comisiones sean autorizadas.

En caso de que una administradora presente su solicitud y
la Junta de Gobierno deniegue la autorización respectiva
por cualquier causa, la administradora solicitante estará
obligada a cobrar la comisión que resulte de calcular el
promedio del resto de las comisiones autorizadas para el
periodo correspondiente, hasta que modifique su solicitud,
y sus comisiones sean autorizadas por la Junta de Gobier-
no. Asimismo, la Junta de Gobierno deberá hacer públicas
las razones por las cuales la autorización de comisiones sea
denegada, a menos que la información respectiva esté cla-
sificada como reservada o confidencial en términos de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

Las administradoras deberán entregar en el domicilio de
los trabajadores un comunicado cuando incrementen sus
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comisiones, por lo menos con treinta días naturales de an-
ticipación a la fecha en que entre en vigor el incremento, a
efecto de que los trabajadores puedan solicitar, si así lo de-
sean, el traspaso de su cuenta individual a otra administra-
dora.

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, ten-
drá como consecuencia la nulidad de la o las comisiones
que pretendan cobrarse, con independencia de las sancio-
nes que en su caso procedan.

Las nuevas comisiones comenzarán a cobrarse una vez
transcurridos sesenta días naturales contados a partir del
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación cuando se trate de incrementos. En el caso de
que se trate de una disminución de comisiones, éstas po-
drán aplicarse a partir de que se le notifique la autorización
correspondiente a la administradora.

En el supuesto de que una administradora modifique sus
comisiones, los trabajadores registrados en la misma ten-
drán derecho a traspasar los recursos de su cuenta indivi-
dual a otra administradora, siempre y cuando dicha modi-
ficación implique un incremento en las comisiones que se
cobren al trabajador.

El derecho al traspaso o retiro de recursos, en caso de una
modificación a las comisiones, deberá preverse en los con-
tratos de administración de fondos para el retiro y en los
prospectos de información, de conformidad con lo que es-
tablezca al efecto la Comisión.

Siempre que se fusionen dos o más administradoras o se re-
alice una cesión de cartera entre administradoras, deberán
prevalecer las comisiones más bajas conforme a los crite-
rios que al efecto expida la Junta de Gobierno de la Comi-
sión.

En ningún caso, las administradoras podrán cobrar comi-
siones por el traspaso de las cuentas individuales o de re-
cursos entre sociedades de inversión, ni por entregar los re-
cursos a la institución de seguros que el trabajador o sus
beneficiarios hayan elegido, para la contratación de rentas
vitalicias o del seguro de sobrevivencia.

Con la finalidad de que los trabajadores puedan tener in-
formación oportuna sobre las comisiones que se cobren
con cargo a sus cuentas individuales, la Comisión deberá
informar periódicamente a través de los medios a su dispo-
sición las comisiones que cobren las distintas administra-

doras, procurando que dicha información sea expresada en
lenguaje accesible y permita a los trabajadores comparar
las comisiones que cobran las distintas administradoras. La
información sobre comisiones deberá ser expresada no so-
lamente en porcentajes, sino, en moneda nacional. La Co-
misión también informará periódicamente, por los mismos
medios a su alcance, el Rendimiento Neto pagado por las
distintas administradoras.

Asimismo, la Comisión determinará la forma y términos en
que las administradoras deberán dar a conocer a los traba-
jadores sus comisiones.

Artículo 37 A. La Comisión, mediante disposiciones de
carácter general, deberá establecer el formato al que debe-
rán ajustarse los estados de cuenta emitidos por las admi-
nistradoras.

Las citadas disposiciones de carácter general, deberán con-
siderar los aspectos siguientes:

I. Claridad en la presentación de la información contenida
en los estados de cuenta que permita conocer la situación
que guardan las cuentas individuales y las transacciones
efectuadas por las administradoras y el trabajador en el pe-
riodo correspondiente;

II. La base para incorporar en los estados de cuenta las co-
misiones cobradas al trabajador por la prestación del servi-
cio u operación de que se trate, las cuales se deberán ex-
presar tanto en porcentaje como en moneda nacional,
desagregando cada concepto de comisiones;

III. La información que deberán contener para permitir la
comparación del Rendimiento Neto y las comisiones apli-
cadas por otras administradoras en operaciones afines;

IV. Los datos de localización y contacto con la unidad es-
pecializada que en términos de la Ley de Protección y De-
fensa al Usuario de Servicios Financieros deben mantener,
para efectos de aclaraciones o reclamaciones vinculadas
con el servicio o producto de que se trate, así como los pla-
zos para presentarlas;

V. La información clara y detallada del monto de las apor-
taciones efectuadas y el Rendimiento Neto pagado en el
período;

VI. El estado de las inversiones, las aportaciones patrona-
les, del Estado y del trabajador, y el número de días de co-
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tización registrado durante cada bimestre que comprenda
el periodo del estado de cuenta, y

VII. Las demás que las autoridades competentes determi-
nen, en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 37 B. La Junta de Gobierno de la Comisión eva-
luará periódicamente las comisiones de las administrado-
ras, así como los montos que por tal concepto le hayan co-
brado a los trabajadores tomando en consideración la
dispersión que exista entre las comisiones que cobren las
diversas administradoras, así como el monto de activos ad-
ministrados y los costos de operación del sistema. Si como
resultado de dicha evaluación tuviere observaciones, podrá
ordenar a la administradora las modificaciones que estime
pertinentes respecto de las comisiones que se cobran a los
trabajadores.

Si la administradora no atiende las observaciones que al
efecto haya formulado la Comisión en un plazo que no ex-
cederá de cinco días hábiles contados a partir de la notifi-
cación de la resolución correspondiente, ésta, a través de su
Junta de Gobierno, fijará los nuevos montos y porcentajes
de las comisiones que le serán cobradas a los trabajadores
y procederá a imponer a la administradora la sanción co-
rrespondiente.

Artículo 37 C. Las administradoras, con base en los datos
de la cuenta individual del trabajador, deberán dar a cono-
cer a éste, expresado en moneda nacional, el cálculo apro-
ximado que le cobrarán por concepto de comisiones duran-
te el año calendario próximo.

La información a que se refiere el presente artículo deberá
ser proporcionada al trabajador junto con el estado de
cuenta correspondiente al segundo semestre del año y de-
berá resaltarse en caracteres distintivos de manera clara,
notoria e indubitable.

Artículo 44 Bis. Cuando habiendo cumplido el régimen de
inversión autorizado se presenten minusvalías derivadas de
situaciones extraordinarias del mercado, la administradora
que opere la sociedad de inversión de que se trate lo noti-
ficará a la Comisión dentro de un plazo que no excederá de
un día hábil.

Recibida la comunicación de la administradora, la Junta de
Gobierno de la Comisión tendrá facultades extraordinarias
para ordenar de forma expedita la modificación en el régi-

men de inversión que había sido autorizado y la recompo-
sición de la cartera que se encuentre en riesgo, a fin de ga-
rantizar las mejores condiciones para los trabajadores.

Artículo 74. ...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

Las administradoras serán responsables de efectuar los trá-
mites para el traspaso de cuentas individuales, una vez que
el trabajador afiliado haya presentado las solicitudes co-
rrespondientes en los términos de las disposiciones de ca-
rácter general que emita la Comisión. En todo caso, la ad-
ministradora responsable de efectuar el traspaso de la
cuenta deberá cerciorarse fehacientemente que el trabaja-
dor afiliado haya solicitado el traspaso correspondiente.

Artículo 76. Las cuentas individuales de los trabajadores
que no hayan elegido administradora y que hayan recibido
cuotas y aportaciones durante al menos seis bimestres con-
secutivos, serán asignadas a las administradoras que hayan
registrado un mayor Rendimiento Neto, de conformidad
con los criterios que para tales efectos determine la Junta
de Gobierno. El proceso de asignación se realizará una vez
al año conforme al calendario que determine la Comisión
mediante disposiciones de carácter general.

El registro y control de los recursos de las cuentas indivi-
duales pendientes de ser asignadas y de las cuentas indivi-
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duales inactivas, lo llevarán las administradoras prestado-
ras de servicio para tal fin, según resulte de los procesos de
licitación que al efecto lleve a cabo la Comisión. Asimis-
mo, la Comisión determinará la comisión máxima que po-
drá cobrar dichas administradoras prestadoras del servicio.
Los recursos correspondientes a estas cuentas individuales
permanecerán depositados en el Banco de México, y serán
invertidos en valores o créditos a cargo del Gobierno Fe-
deral, o en su caso y de conformidad con la legislación
aplicable, de las entidades federativas, y otorgarán el ren-
dimiento que determinará la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público.

Las administradoras a las que se hubieren asignado cuentas
individuales y que después de dos años no las hayan regis-
trado, les caducará la asignación y las cuentas correspon-
dientes serán reasignadas a las administradoras que hayan
registrado un mayor Rendimiento Neto, de conformidad
con los criterios que al efecto determine la Junta de Go-
bierno de la Comisión.

Las administradoras podrán renunciar en cualquier mo-
mento a las cuentas individuales asignadas a que se refiere
este artículo, en cuyo caso deberán hacerlo del conoci-
miento de la Comisión, para que esta proceda a su reasig-
nación conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior.

Los trabajadores a los que se les designe administradora de
conformidad con lo dispuesto en este artículo, podrán tras-
pasar sus recursos a otra administradora, en los términos
previstos en el artículo 74.

Artículo 100 B. Independientemente de la sanción im-
puesta a la administradora correspondiente, la Comisión
impondrá una multa de 50 a 500 días de salario por cada
cuenta individual, al agente promotor que registre a un tra-
bajador o solicite el traspaso de la cuenta individual de un
trabajador, sin su consentimiento, o cuando se haya obteni-
do el consentimiento del trabajador mediante dolo, mala fe
o cualquier otra conducta similar, así como cuando el re-
gistro o traspaso se lleve a cabo mediante la utilización de
documentos falsos o alterados o mediante la falsificación
de documentos o firmas, o mediante la entrega de alguna
contraprestación o beneficio.

Asimismo, en caso de reincidencia y atendiendo a la gra-
vedad de la falta, la Comisión podrá suspender el registro
al agente promotor por un plazo de seis meses y hasta por
un año o inhabilitarlo como agente promotor.

La sanción a que se refiere el presente artículo es indepen-
diente de las responsabilidades administrativas, civiles o
penales que correspondan.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Comisión Nacional del Sistema de Ahorro
para el Retiro publicará en el Diario Oficial de la Federa-
ción las disposiciones de carácter general a que se refiere
el presente Decreto, dentro de los siguientes seis meses
contados a partir de la entrada en vigor del mismo.

El incumplimiento a lo previsto en este precepto dará lugar
al fincamiento de las responsabilidades administrativas que
corresponda.

Tercero. Por única vez, las administradoras deberán pre-
sentar sus comisiones a la autorización de la Junta de Go-
bierno de la Comisión dentro de los veinte días hábiles
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decre-
to.

La Junta de Gobierno dispondrá hasta el 30 de noviembre
de 2009, para resolver sobre la autorización o denegación
de las solicitudes que le sean presentadas.

Las comisiones que autorice en su caso la Junta de Gobier-
no conforme a lo expuesto en el presente artículo, serán
aplicables dentro del periodo que transcurra entre la fecha
en que surta efectos la autorización y el 31 de diciembre de
2009.

En caso de que una administradora omita presentar sus co-
misiones para autorización en el plazo antes establecido,
estará obligada a cobrar la comisión más baja autorizada
por la Junta de Gobierno en el periodo a que se refiere es-
te artículo, hasta que presente su solicitud, y sus comisio-
nes sean autorizadas por la Junta de Gobierno.

En caso de que la autorización sea denegada por cualquier
causa, la administradora de que se trate deberá cobrar la
comisión que resulte de calcular el promedio del resto de
las comisiones autorizadas para el periodo correspondien-
te, hasta que modifique su solicitud, y sus comisiones sean
autorizadas por la Junta de Gobierno.
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Cuarto. La primera asignación que se efectúe de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 76 se llevará a cabo
doce meses después de la entrada en vigor del presente De-
creto.

Quinto. Las administradoras que a la fecha de entrada en
vigor del presente Decreto tengan cuentas individuales
asignadas que no hayan registrado y que por lo tanto no ha-
yan celebrado un contrato de administración de fondos pa-
ra el retiro con sus titulares, deberán proceder como sigue:

I. Dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrada en
vigor del presente Decreto deberán presentar un programa
de trabajo a la Comisión para obtener el registro de las cuen-
tas individuales asignadas en un plazo máximo de dos años.

II. Transcurrido el plazo máximo de dos años a que se re-
fiere la fracción anterior, deberán notificar a la Comisión
las cuentas individuales asignadas que no hayan registrado.

La Comisión deberá reasignar a las administradoras que
hayan registrado un mayor Rendimiento Neto, de confor-
midad con los criterios que al efecto determine la Junta de
Gobierno de la Comisión, las cuentas individuales asigna-
das a que se refiere la fracción II anterior.

Las administradoras podrán renunciar en cualquier mo-
mento a las cuentas individuales asignadas a que se refiere
este artículo, en cuyo caso deberán hacerlo del conoci-
miento de la Comisión, para que esta proceda a su reasig-
nación en los términos previstos en el artículo 76 de la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

Sexto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan
al presente Decreto.

Séptimo. La Junta de Gobierno en la primera revisión de
estructura de comisiones a que se refiere el artículo tercero
transitorio del presente Decreto no podrá autorizar ninguna
comisión superior al promedio vigente de las comisiones
autorizadas.

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a _ de di-
ciembre de 2008. 

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Tomás del
Toro del Villar (rúbrica), Juan Manuel Sandoval Munguía (rúbrica),
Carlos René Sánchez Gil (rúbrica), Juan Carlos Velasco Pérez (rúbri-
ca), José Antonio Almazán González, Humberto Dávila Esquivel (rú-
brica), Ramón Almonte Borja (rúbrica), Luis Ricardo Aldana Prieto

(rúbrica), Francisco Antonio Fraile García, Miguel Gutiérrez Aguilar,
Carlos Armando Reyes López (rúbrica), Alfonso Othón Bello Pérez,
Antonio Berber Martínez, Rolando Rivero Rivero (rúbrica), Verónica
Velasco Rodríguez, Gustavo Ramírez Villarreal (rúbrica), Demetrio
Román Isidoro (rúbrica), Beatriz Collado Lara (rúbrica), Patricio Flo-
res Sandoval (rúbrica), Ramón Felix Pacheco Llanes, Ana Yurixi Ley-
va Piñón (rúbrica), Rogelio Muñoz Serna, Alfredo Barba Hernández
(rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo, Sonia Noelia Ibarra Fránquez, Ro-
sario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica), José Luis Gutiérrez Calzadilla
(rúbrica), Diego Aguilar Acuña, Jesús Ramírez Stabros. 

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Miguél Ángel Nava-
rro Quintero (rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Neftalí Gar-
zón Contreras (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís (rúbrica), Sara Shej Guzmán (rúbrica), Joel
Arellano Arellano, Alfonso Othón Bello Pérez, Ángel Humberto Gar-
cía Reyes (rúbrica), Benjamín Ernesto González Roaro (rúbrica), Addy
Cecilia Joaquín Coldwell (rúbrica), Agustín Leura González (rúbrica),
Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez
(rúbrica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Juan Manuel Sandoval
Munguía, Ramón Almonte Borja, José Luis Gutiérrez Calzadilla (rú-
brica), Adrián Pedroso Castillo, Rafael Ramos Becerril (rúbrica), Da-
niel Dehesa Mora (rúbrica), Patricio Flores Sandoval, Rogelio Muñoz
Serna, Juan Carlos Velasco Pérez, Joel Ayala Almeida, Lorena Martí-
nez Rodríguez (rúbrica), Ana María Ramírez Cerda (rúbrica), Ramón
Valdés Chávez (rúbrica), Abundio Peregrino García. 

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica) presidente, Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Al-
berto García González (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid
(rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salum
(rúbrica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Sampe-
rio Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas
Fonseca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica) secretarios;
Moisés Alcalde Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Va-
lentina Valia Batres Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rú-
brica), Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica), Ramón Ceja
Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), José de la Torre
Sánchez (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Javier Gue-
rrero García, José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel
Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Luis Xa-
vier Maawad Robert (rúbrica), José Murat, Dolores María del Carmen
Parra Jiménez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Jorge
Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Solicito a
la Secretaría ponga a consideración si se le dispensa la se-
gunda lectura.

La Secretaria diputada Elia Romero Guzmán: Por ins-
trucciones de la Presidencia, con fundamento en el artícu-
lo 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
consulta a la asamblea si se dispensa la segunda lectura del
dictamen y se pone a discusión y votación en esta misma
sesión. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se le dis-
pensa la segunda lectura.

Está a discusión en lo general y en lo particular. En virtud
de que ningún legislador ha solicitado el uso de la palabra,
consulte la Secretaría a la asamblea si está suficientemente
discutido en lo general.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno, se pi-
de a la Secretaría que abra el sistema electrónico por ocho
minutos para proceder a la votación, en lo general y en lo
particular.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-

trónico por ocho minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Continúa abierto el sistema.

De viva voz, diputada Mercedes Morales Utrera.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Continúa abierto el sistema. ¿Falta algún diputado o algu-
na diputada de emitir su voto?

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Señor presidente, se emitieron 315 votos en pro, 0 en con-
tra y 0 abstenciones.

Presidencia del diputado
José Luis Espinosa Piña

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Apro-
bados en lo general y en lo particular, por 315 votos, los
artículos del decreto.

Aprobado, en lo general y en lo particular, el proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

Pasa al Poder Ejecutivo para sus efectos constituciona-
les.

LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES 
DE INFORMACION CREDITICIA

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: La Co-
misión de Hacienda y Crédito Público entregó a la Presi-
dencia el dictamen con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan los artículos 20, 26, 60, 61 y 68 de la
Ley para Regular las Sociedades de Información Crediti-
cia.
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En virtud de que se está distribuyendo entre las diputadas
y los diputados el dictamen, consulte la Secretaría a la
asamblea si se dispensa la lectura.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

Es de primera lectura.

«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 20, 26, 60, 61 y 68 de la Ley para Regular las Socieda-
des de Información Crediticia.

Diciembre 11, 2008.

Honorable Asamblea:

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
Senado de la República remitió la Minuta con Proyecto de
Decreto por el que se reforman los artículos 20, 23, 60 y
68; y se adicionan los artículos 2, 20 y 51 de la Ley para
Regular las Sociedades de Información Crediticia.

Esta Comisión resulta competente para dictaminar la Mi-
nuta presentada por la Cámara de Senadores de conformi-
dad con el Artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con lo dispuesto por los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al
análisis de la Minuta antes señalada y conforme a las deli-
beraciones y el análisis que de la misma realizaron los
miembros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co reunidos en Pleno, presenta a esta Honorable Asamblea
el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. En Sesión Ordinaria del Senado de la República, el 2 de
septiembre de 2008, el Senador Fernando Castro Trenti
presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se
reforman los artículos 20, 23, 60 y 68; y se adicionan los
artículos 2, 20 y 51 de la Ley para Regular las Sociedades
de Información Crediticia. En esa misma fecha, la Presi-
dencia de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Senadores
turnó la iniciativa a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público y de Estudios Legislativos, Primera, para
su análisis y dictamen correspondiente.

2. En Sesión Ordinaria del Senado de la República, el9 de
diciembre de 2008, se presentó el Dictamen, el cual fue
aprobado por votos y turnada a la Cámara de Diputados.

3. En Sesión Ordinaria de la Cámara de Diputados del 11
de diciembre de 2008, la mesa Directiva, turnó a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, la Minuta en comento
para su estudio y dictamen.

Análisis de la minuta

La Minuta en análisis indica que las Sociedades de Infor-
mación Crediticia, como el conocido Buró de Crédito, fun-
cionan como una base de datos de la información existen-
te entre los consumidores y las instituciones de crédito, con
la finalidad de administrar el riesgo crediticio. Así, reúnen
un historial crediticio con la información de los clientes
que en algún momento hayan solicitado una tarjeta de cré-
dito comercial, una tarjeta bancaria, o un servicio de tele-
fonía o de televisión restringida; para posteriormente ven-
der la información recopilada materializada en un reporte
de crédito a una persona física, entidades financieras y em-
presas comerciales que cuenten con la autorización expre-
sa de dicha persona, mediante su firma autógrafa.

Ahora bien, esta Comisión coincide con la Colegisladora
que aunque las Sociedades de Información Crediticia bus-
can que exista una menor asimetría de la información, mu-
chas veces perjudican a los mismos Clientes, derivado del
uso indebido de la información, así como por la falta de
preocupación de las instituciones crediticias por la veraci-
dad y la renovación de la información que proporcionan.

En ese sentido, tanto las Instituciones de Crédito como las
Sociedades de Información Crediticia, asumen una delica-
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da responsabilidad por el manejo de datos de los ciudada-
nos.

Derivado de lo anterior, la Minuta tiene por objeto robus-
tecer la seguridad jurídica de las personas físicas o morales
que sean Clientes de las entidades financieras, de las em-
presas comerciales y de las SOFOMES E. N. R., cuyo his-
torial crediticio pueda aparecer en la base de datos de las
sociedades de información crediticia, conocidas como Bu-
ró de Crédito.

En ese sentido, la que dictamina considera que con la re-
forma se obligará al Buró de Crédito y a las entidades fi-
nancieras y comerciales a actuar con responsabilidad, a
cerciorarse de la existencia de la relación contractual entre
los Usuarios y los Clientes, pues, la realidad claramente de-
muestra que no basta la existencia de un registro unilateral
de información crediticia, ya que la sola publicación de in-
formación errónea constituye, por sí misma, un daño al ciu-
dadano.

Consideraciones de la comisión

La Comisión que dictamina reconoce que tanto las institu-
ciones de crédito como las sociedades de información cre-
diticia, asumen una delicada responsabilidad por el mane-
jo de datos de los ciudadanos, por lo que se debe robustecer
la seguridad jurídica de las personas físicas o morales que
sean Clientes de las entidades financieras, de las empresas
comerciales y de las Sofomes E. N. R., cuyo historial cre-
diticio pueda aparecer en la base de datos de las sociedades
de información crediticia, conocidas como Buró de Crédito.

En ese contexto, esta Comisión Dictaminadora comparte la
propuesta de la Colegisladora relativa al establecimiento
de la obligación para el Usuario de proporcionar a la So-
ciedad de Información Crediticia la información del pago
total del adeudo por parte del Cliente y la eliminación de la
clave de prevención u observación correspondiente, de mo-
do que, con dicha propuesta se beneficia al Cliente cuando
éste tenga algún tipo de Interés respecto a que el Buró de
Crédito refleje en su expediente que cumple sus obligacio-
nes.

Por otra parte, la que dictamina comparte la propuesta del
Senado de la República de establecer que cuando el Clien-
te se acoja a los beneficios de un programa de recuperación
del crédito por parte de las entidades financieras, empresas
comerciales o SOFOMES E.N.R, no podrán registrarse en
las Bases de Datos de las sociedades y se considerará to-

talmente cubierto con motivo de las quitas, descuentos o
reducciones que hayan convenido las partes, por tratarse de
un convenio entre las partes.

Por lo anteriormente expuesto, la que Dictamina coincide
con la propuesta de la H. Cámara de Senadores para ro-
bustecer el marco legal aplicable a las Sociedades de In-
formación Crediticia, por lo que pone a consideración del
pleno de esta H. Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 20, 26, 60, 61 y 68 de la Ley para Regular las Socie-
dades de Información Crediticia.

Artículo Único. Se reforman el primero y cuarto párrafos
del artículo 20; las fracciones XVI y XVII del artículo 61,
y las fracciones XIV y XV del artículo 68; y se adicionan
un último párrafo al artículo 20; un tercer párrafo al artícu-
lo 26; las fracciones VII y XVII al artículo 60; la fracción
XVIII al artículo 61 y las fracciones XVI, XVII y XVIII al
artículo 68, de la Ley para Regular las Sociedades de In-
formación Crediticia, para quedar como sigue:

Artículo 20. La base de datos de las Sociedades se inte-
grará con la información sobre operaciones crediticias y
otras de naturaleza análoga que le sea proporcionada por
los Usuarios. Los Usuarios que entreguen dicha informa-
ción a las Sociedades deberán hacerlo de manera completa
y veraz; y, deberán contar con los documentos en que se
acredite de manera fehaciente la existencia de la relación
contractual con el Cliente, así como de la existencia del in-
cumplimiento que constituye la cartera vencida. Dicha in-
formación deberá incluir en su historial crediticio, los pa-
gos oportunos o anticipados que haya efectuado el Cliente
respecto del mismo crédito.

...

...

Cuando el cliente realice el cumplimiento de una obliga-
ción, el Usuario deberá proporcionar a la Sociedad la in-
formación del pago correspondiente y la eliminación de la
clave de prevención u observación correspondiente. El
Usuario deberá enviar dicha información dentro de los cin-
co días hábiles posteriores al pago. En el caso a que se re-
fiere el párrafo quinto del artículo 27 bis, los Usuarios con-
tarán con un plazo de hasta diez días hábiles para enviar la
información actualizada a la Sociedad.

...
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Cuando los clientes se acojan a programas de recuperación
de créditos de entidades financieras, Empresas Comercia-
les o Sofomes E.N.R. los usuarios deberán reportar a las
sociedades de Información Crediticia dichos créditos como
saldados, en caso de que hayan sido finiquitados.

Artículo 26. ...

...

Tratándose de personas físicas, en ningún caso la informa-
ción contenida en los reportes de crédito podrá ser utiliza-
da por los Usuarios, para efectos laborales del Cliente, sal-
vo por mandamiento judicial o legal que así lo amerite.

Artículo 60. ...

I. a VI. ...

VII. Cuando la Sociedad incorpore en la Base Primaria de
Datos la información de cartera vencida proporcionada por
los usuarios sin ajustarse a los términos de la fracción I del
artículo 2o. de esta Ley;

VIII. a XVI. ...

XVII. Cuando la Entidad Financiera envíe información sin
contar con el soporte documental a que se refiere el primer
párrafo del artículo 20 de esta Ley;

XXVIII. y XXIX. ...

Artículo 61. ...

I. a XV. ...

XVI. La Entidad Financiera envíe nuevamente a la Socie-
dad la información, previamente contenida en la base de
datos de ésta y que se haya modificado o eliminado, a que
hace referencia el artículo 46;

XVII. La Sociedad que no elimine de la base de datos la in-
formación a que se refiere el artículo 23 en los plazos y
condiciones señalados en dicho artículo, y

XVIII. La Entidad Financiera utilice información propor-
cionada por la Sociedad con la finalidad de ser utilizada pa-
ra efectos laborales, sin que exista resolución judicial que
así lo amerite.

Artículo 68. ...

I. a XIII. ...

XIV. Incumplan con las disposiciones de carácter general
que emita el Banco de México en términos del artículo 12
y del artículo 20, tercer párrafo;

XV. Se abstengan de actualizar ante la Sociedad, en el pla-
zo señalado, el pago realizado por el Cliente, según lo es-
tablecido en el artículo 20, cuarto párrafo;

XVI. Se abstenga de informar a la Sociedad del cumpli-
miento de la obligación realizado por el Cliente, en los tér-
minos del cuarto párrafo del artículo 20 de esta Ley;

XVII. Envíen información sin contar con el soporte docu-
mental a que se refiere el primer párrafo del artículo 20 de
esta Ley, y

XVIII. Se utilice información proporcionada por la Socie-
dad con la finalidad de ser utilizada para efectos laborales,
sin que exista mandamiento judicial o legal que así lo ame-
rite.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a once días
del mes de diciembre de 2008. 

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; Emilio Ramón Ramiro Flores Do-
mínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Carlos Al-
berto García González (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid
(rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio Monta-
ño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rú-
brica), Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; Moisés Alcal-
de Virgen, José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar
Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Valentina Valia
Batres Guadarrama, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez (rúbrica), Ramón Ceja Romero (rúbrica),
Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica),
Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Javier Guerrero García (rúbrica),
José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), Octavio Martínez
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Vargas, José Murat, Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbri-
ca), Mario Alberto Salazar Madera, Jorge Alejandro Salum del Palacio
(rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: En vir-
tud de que se ha distribuido el dictamen con proyecto de
decreto entre las diputadas y los diputados, consulte la Se-
cretaría a la asamblea si se le dispensa la segunda lectura y
se pone a discusión y votación en una sola acción.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, con fundamento en el artícu-
lo 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
consulta a la asamblea si se dispensa la segunda lectura del
dictamen y se pone a discusión y votación en esta misma
sesión. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Se dis-
pensa la segunda lectura.

En virtud de que se dispensó la segunda lectura está a dis-
cusión el dictamen presentado, en lo general.

No habiendo orador alguno que solicite el uso de la pala-
bra, consulte la Secretaría a la asamblea si el proyecto de
decreto se encuentra suficientemente discutido en lo gene-
ral.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Sufi-
cientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para su discu-
sión en lo particular.

No habiendo oradores registrados se pide a la Secretaría
que abra el sistema electrónico por cinco minutos para pro-
ceder a la votación, en lo general y en lo particular, en un
solo acto.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico
por cinco minutos, para proceder a la votación en lo gene-
ral y en lo particular, en un solo acto, del proyecto de de-
creto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada de emitir su voto?
Adelante, está abierto el sistema electrónico de votación. 

Aún está abierto el sistema electrónico de votación por si
alguna diputada o algún diputado falta de emitir su voto.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Dé
cuenta la Secretaría del resultado, por favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Nueva-
mente, ¿falta alguna diputada o algún diputado de emitir su
voto? Está abierto el sistema electrónico de votación.

Diputada Mercedes Morales Utrera, de viva voz. Sonido a
su curul, por favor.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Ciérre-
se el sistema electrónico de votación.

Se emitieron 296 votos en pro, 0 en contra y 5 abstencio-
nes, diputado presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, secretario.Aprobado en lo general y en lo particu-
lar, por 296 votos, el dictamen con proyecto de decreto
por el cual se reforman y adicionan los artículos 20, 26,
60, 61 y 68 de la Ley para Regular las Sociedades de In-
formación Crediticia. Pasa el Ejecutivo federal para sus
efectos constitucionales.

Se acaba de recibir una comunicación de la Junta de Coor-
dinación Política. Proceda la Secretaría a dar cuenta de ésta.
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ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordi-
nación Política.

Diputado César Horacio Duarte Jáquez, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo vigésimo del acuerdo relati-
vo al orden del día de las sesiones, las discusiones de los
dictámenes y la operación del sistema electrónico de vota-
ción, le solicitamos a usted atentamente consultar al pleno
la integración en el orden del día en el primer turno posi-
ble, para efectos de segunda lectura, discusión y votación
del siguiente asunto: 

• Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
los artículos 3o. y 31 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y deroga el artículo quinto
transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 12 de noviembre de 2002, que reforma
el artículo 3o. en su párrafo primero, fracciones III, V y
VI y el artículo 31 en su fracción I, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual tuvo
su primera lectura en la sesión del 29 de abril de 2008.

Palacio Legislativo, México, D. F., 11 de diciembre de 2008.— Dipu-
tado Javier González Garza (rúbrica), Presidente y Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; Dipu-
tado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional; Diputado Emilio Gamboa Pa-
trón (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional; Diputado Alejandro Chanona Burguet,
Coordinador del Grupo Parlamentario de Convergencia; Diputada Glo-
ria Lavara Mejía, Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México; Diputado Ricardo Cantú Garza, Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputada Sil-
via Luna Rodríguez, Coordinadora del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza; Diputada Aída Marina Arvizu Rivas, Coordinadora del Grupo
Parlamentario de Alternativa Socialdemócrata.»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
es de modificarse el orden del día en los términos propues-
tos.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: En
votación económica se consulta a la asamblea si es de mo-
dificarse el orden del día en los términos solicitados por la
Junta de Coordinación Política. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Se au-
toriza la modificación del orden del día.

ARTICULOS 3 Y 31 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Por
consiguiente, el punto siguiente en el orden del día es la
discusión del dictamen de las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales, y de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na los artículos 3o. y 31 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y deroga el artículo quinto tran-
sitorio del decreto que adiciona el artículo 3o., párrafo pri-
mero, fracciones III, V y VI; y artículo 31, fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra del dictamen.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales y de Educación Pública y Servicios Educativos,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 3º y 31 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y deroga el artículo quinto transitorio del
Decreto por el que se aprueba el diverso que adiciona el ar-
tículo tercero en su párrafo primero, fracciones III, V y VI,
y el artículo 31 en su fracción I, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados268



HONORABLE ASAMBLEA

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Educación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión de la LX Legisla-
tura, les fue turnada para su estudio y dictamen la INI-
CIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE RE-
FORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3º Y 31 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS; Y DEROGA EL ARTÍCULO
QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL
QUE SE APRUEBA EL DIVERSO QUE ADICIONA
EL ARTÍCULO TERCERO EN SU PÁRRAFO PRI-
MERO, FRACCIONES III, V Y VI, Y EL ARTÍCULO
31 EN SU FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS.

De conformidad con lo enunciado en los artículos 71 y 72
Constitucional, y de conformidad con los artículos 39, 43,
44 y 45 numeral 6 incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como con los artículos 56, 60, 88, 93 y 94  del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se procedió al análisis de la
mencionada Iniciativa, presentando a la consideración de
esta H. Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

I. PROCESO LEGISLATIVO.

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, cele-
brada el día 17 de abril de 2008, los Diputados Itzcóatl
Tonatiuh Bravo Padilla y Javier González Garza del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática; Alejandro Chanona Burguete del Grupo Par-
lamentario del Partido Convergencia; Ricardo Cantú
Garza del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo;
Héctor Larios Córdova del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional; Emilio Gamboa Patrón del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional; Gloria Lavara Mejía del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México; Marina Arvizu
Rivas del Grupo Parlamentario del Partido Alternativa;
y Silvia Luna Hernández del Grupo Parlamentario del
Partido Nueva Alianza presentaron Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto que reforma y adiciona los Artículos 3º
y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y  deroga el Artículo quinto transitorio del

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación,
el 12 de noviembre de 2002, que reforma el artículo 3°
en su párrafo primero fracciones III, V y VI, y el Artí-
culo 31 en su fracción I, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. En esa misma fecha, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Di-
putados, turnó la iniciativa para su estudio, análisis y
dictamen correspondiente a las Comisiones Unidas de
Puntos Constitucionales y de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos.

2. Las Comisiones Unidas decidieron incluir en el pre-
sente análisis y dictamen, diversas iniciativas por coin-
cidir en la temática de Iniciativa en comento. El listado
es el siguiente:

a. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 26 de abril de 2007 la Diputada Fe-
deral Silvia Luna Rodríguez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Nueva Alianza presentó
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el
párrafo primero, las fracciones III, V y VI del Artí-
culo 3º y el Artículo 31, fracción I, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como los artículos 3º, 4º, 8º y 9º de  la Ley General
de Educación, a efecto de elevar a rango constitu-
cional la obligatoriedad de la educación media supe-
rior publicada en la Gaceta Parlamentaria del 24 de
abril del 2007; fue turnada para su estudio, análisis
y dictamen correspondiente a las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales y de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos. 

b. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 26 de abril de 2007 la Diputada Fe-
deral Silvia Luna Rodríguez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Nueva Alianza presentó
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el
Artículo 3º de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y el Artículo 6 de la Ley Gene-
ral de Educación, a efecto de garantizar la equidad
en el acceso a una educación de calidad, publicada
en la Gaceta Parlamentaria del 24 de abril de 2007;
fue turnada para su estudio, análisis y dictamen co-
rrespondiente a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Educación Pública y Servicios
Educativos.

c. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados ce-
lebrada el día 8 de agosto de 2007 el Diputado Fe-
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deral José de Jesús Solano Muñoz, en nombre del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto que re-
forma el Artículo quinto transitorio del decreto que
adiciona el Artículo 3º, en el párrafo primero, frac-
ciones III, V y VI, y 31, en la fracción I, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
publicada en la Gaceta Parlamentaria del 10 de agos-
to de 2007; fue turnada a la Comisión de Puntos
Constitucionales, con opinión de la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, a efecto
de eliminar la obligatoriedad del primer grado de
educación preescolar, dejando el nivel en dos grados
obligatorios.

d. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 18 de septiembre de 2007 el Dipu-
tado Federal Efraín Morales Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto
por el que se reforma el artículo 3º de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y di-
versos artículos de la Ley General de Educación, a
efecto de que la educación que se imparta promueva
y fomente la no discriminación, la igualdad de opor-
tunidades y de trato entre los géneros, así como el
ejercicio pleno de todos los derechos de las mujeres,
publicada en la Gaceta Parlamentaria del 18 de sep-
tiembre de 2007; fue turnada para su estudio, análi-
sis y dictamen correspondiente a las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales y de Educación
Pública y Servicios Educativos.

e) En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 13 de marzo de 2008, las diputadas
y diputados: Víctor Manuel Lizárraga Peraza, Itzcó-
atl Tonatiuh Bravo Padilla, Adrian Pedrozo Castillo,
Sergio Hernández Hernández, Raymundo Cárdenas
Hernández (del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática), María del Carmen Pi-
nete Vargas, José Rosas Aispuro, Adolfo Mota Her-
nández, Daniel Amador Gaxiola (del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional),
Ariel Castillo Nájera (del Partido Nueva Alianza),
Abundio Peregrino García (del Partido del Trabajo),
José Luis Varela Lagunas (del Partido Convergen-
cia), y Faustino Javier Estrada González (del Partido
Verde Ecologista de México), integrantes de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos
de LX Legislatura del Congreso de la Unión, pre-

sentaron Iniciativa con Proyecto de Decreto por el
que reforma el Artículo quinto transitorio del decre-
to publicado en el Diario Oficial de la Federación, el
12 de noviembre de 2002, que reforma el artículo 3°
en su párrafo primero fracciones III, V y VI, y el Ar-
tículo 31 en su fracción I, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, a afecto de
ampliar el plazo para la entrada en vigor de la obli-
gatoriedad del primer año de preescolar, del ciclo es-
colar 2008-2009 al 2011-2012, publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria del 26 de febrero de 2008; fue
turnada para su estudio, análisis y dictamen corres-
pondiente a las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Educación Pública y Servicios
Educativos.

3. En Sesión de Mesa Directiva, de fecha 21 de abril de
2008, la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos de esta Soberanía realizó el primer análisis y
discusión de la Iniciativa en comento y aprobó proponer
dictaminación favorable al Pleno de la misma.

4. En sesión del día 22 de abril, el Pleno de la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos llevó a ca-
bo el análisis de la iniciativa y acordó se procediera a
dictaminarla en Comisiones Unidas de manera positiva,
designándose a un grupo de trabajo de siete diputados
para participar en la redacción puntual y de común
acuerdo con los diputados pertenecientes a la Comisión
de Puntos Constitucionales. 

5.  En Sesión de Mesa Directiva, de fecha 23 de abril de
2008, la Comisión de Puntos Constitucionales de esta
Cámara de Diputados sometió a discusión y análisis la
iniciativa y el proyecto de decreto con la redacción pro-
puesta por el grupo de trabajo referido en el punto ante-
rior, y procedió a convocar de manera conjunta a reu-
nión de Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales
y de Educación Pública y Servicios Educativos.

6. En sesión de Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales y de Educación Pública y Servicios Educativos,
de fecha 24 de abril de 2008, se procedió al análisis y dis-
cusión del proyecto de dictamen, el cual se aprobó en lo
general y en lo particular con diversas modificaciones.

II. ANTECEDENTES

La presente Iniciativa es el resultado del compromiso asu-
mido por la LX Legislatura con el pueblo de México, para
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la concreción del proceso de la Reforma del Estado Mexi-
cano, en los términos de la Ley para la Reforma del Esta-
do, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día
13 de abril de 2007.

La Ley para la Reforma del Estado estableció la creación
de la Comisión Ejecutiva para la Negociación y Construc-
ción de Acuerdos (CENCA), integrada por Diputados y Se-
nadores de los Grupos Parlamentarios que conforman la
LX Legislatura, la cual tuvo las siguientes atribuciones:

I. Conducir y coordinar el proceso para la reforma del
Estado;

II. Integrar e instalar las subcomisiones previstas en el
presente ordenamiento y los grupos que sean necesarios
para la realización de los trabajos y la consulta;

III. Expedir el reglamento interno, las convocatorias y
otros instrumentos normativos necesarios para garanti-
zar la mayor participación posible de organizaciones po-
líticas y sociales, expertos en la materia y ciudadanos;

IV. Presentar a la Cámara de Diputados y de Senadores,
según sea el caso, las iniciativas de reformas constitu-
cionales y legales o de nuevas leyes que expresen el
acuerdo obtenido, a fin de que sigan el proceso consti-
tucional respectivo; e

V. Interpretar los alcances de la presente ley y emitir los
lineamientos, normas y procedimientos necesarios para
el cumplimiento del objeto de la Comisión Ejecutiva.

De acuerdo con la citada Ley, los temas sobre los que de-
berán pronunciarse obligatoriamente el Poder Legislativo,
los grupos parlamentarios y los partidos políticos naciona-
les serán:

I. Régimen de Estado y gobierno;

II. Democracia y sistema electoral;

III. Federalismo;

IV. Reforma del Poder Judicial;

V. Reforma hacendaria, y

VI. Garantías sociales.

Así, en el marco de los trabajos del Subgrupo de Garantías
Sociales, la Comisión Ejecutiva para la Negociación y
Construcción de Acuerdos del H. Congreso de la Unión lle-
vó a cabo un profundo análisis de la problemática educati-
va del país. Lo anterior, a través de las diversas reuniones
plenarias de los Diputados y Senadores designados como
representantes por sus Grupos Parlamentarios, así como de
asesores especialistas en los diversos temas del Subgrupo y
consultas públicas, como se detalla a continuación:

• 10 Reuniones Plenarias Ordinarias con Senadores y
Diputados.

• 3 Reuniones Plenarias Extraordinarias con Senadores
y Diputados.

• 52 Reuniones Ordinarias de Trabajo con Senadores,
Diputados y asesores especialistas.

Los suscritos Diputados Federales reconocen el esfuerzo
de los diversos actores de la sociedad representados en el
Congreso de la Unión, para alcanzar los acuerdos necesa-
rios que posibiliten avanzar en las reformas necesarias pa-
ra el Estado mexicano. 

Los promoventes señalan además, que la reforma que po-
nen a consideración de esta Asamblea, condensa las diver-
sas opiniones de los especialistas, académicos, expertos y
ciudadanos en general, recogidas en los distintos foros y
reuniones de trabajo que para tal efecto se llevaron a cabo
al seno de la Comisión Ejecutiva para la Negociación y
Construcción de Acuerdos.

Destacan, en particular, el Foro de Consulta Pública para la
Reforma del Estado sobre Garantías Sociales realizado los
días 2 y 3 de julio de 2007, en la Ciudad de Acapulco, Gue-
rrero, en donde se recibieron 1,030 propuestas; las cuales
contribuyeron a dirigir y encauzar las discusiones en tér-
minos de derechos educativos que se materializan en esta
Iniciativa.

Asimismo, la organización y celebración, por parte de la
LX Legislatura de la Cámara de Diputados, del Primer Fo-
ro Parlamentario de Educación Media Superior, Superior,
Ciencia y Tecnología en México, celebrado en la Ciudad de
Colima, Colima, los días 22, 23 y 24 de noviembre de
2006.

En este sentido, en su Exposición de Motivos los promo-
ventes señalan que:
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“En el Estado mexicano que hoy conocemos, la educa-
ción se concibe como una función básica para la cons-
trucción de una sociedad libre y una nación Soberana.
La educación pública, laica y gratuita se finca como
una de las promesas de la Revolución Mexicana, misma
que quedó plasmada en el artículo 3º de nuestra Cons-
titución Política.

En el contexto histórico mexicano, los retos para con-
solidar el sistema de  educación pública han sido com-
plejos y diversos. En este sentido, es de destacar el es-
tablecimiento de la Secretaría de Educación Pública en
1921, la cual, encabezada entonces por José Vasconce-
los, cristalizó la organización de un sistema nacional
que llega a ser en nuestros días uno de los cimientos
principales del Estado mexicano (Solana et al., 2004)1.

La política educativa de José Vasconcelos sentó las ba-
ses para la consolidación de un sistema educativo,
orientado hacia la alfabetización y el desarrollo de un
ciudadano mexicano pos-revolucionario (Solana et al.,
2004). En los decenios que siguieron el país se ha trans-
formado profundamente, y con él, su educación. De
acuerdo al Conteo de Población y Vivienda 2005 del
Instituto Nacional de Geografía Estadística e Informá-
tica (INEGI)2, en 2005 en el país había más de 103 mi-
llones de habitantes, en 1921 la población del país era
de sólo 14 millones.

En 1921, la educación nacional era rudimentaria, los
establecimientos educativos existentes no llegaban a 10
mil, en 2007 son más de 200 mil. En 1921 cursaban la
primaria 868 mil alumnos, un 6 por ciento de la pobla-
ción total; en 2007 son 14 millones de alumnos, un 13
por ciento de la población. En conjunto, si la población
del país se ha multiplicado por 5, el sistema educativo
lo ha hecho por 24 (Solana et al., 2004)3.

En aspectos cualitativos, diversos logros resumen el es-
fuerzo encabezado y cimentado por la política educati-
va del primer titular de la Secretaría de Educación Pú-
blica, en 1921. Tales como:

a. La consolidación de la función educativa del Es-
tado, establecida por el artículo 3° constitucional,
que garantiza una educación popular, democrática y
nacionalista.

b. La institucionalización de la educación, que ha
dado por resultado un sistema educativo orgánico,

sujeto a normas, en el que se busca consolidar la
participación coordinada de la federación y las enti-
dades federativas y al que se dedica una proporción
considerable de recursos públicos.

c. El avance persistente hacia la suficiencia educa-
cional para hacer efectivas la calidad, equidad, per-
tinencia y la justicia social.

d. La profesionalización del magisterio, que hoy
constituye uno de los gremios más numerosas del pa-
ís con más de 1,600,000 docentes en todos los nive-
les educativos.

Sin menospreciar los avances educativos desde 1921 a
la fecha, en temas como alfabetización y cobertura a ni-
vel básico -que prácticamente garantizan el acceso uni-
versal a nivel primaria y alcanzan cifras de casi el 80
por ciento en nivel secundaria-, es importante señalar
que los retos educativos de nuestro país en el siglo XXI
han cambiado, por lo que se hace necesario plantear
nuevas medidas de política pública, que permitan con-
solidar los logros históricos en materia educativa.”

En tal sentido, los promoventes plantean las siguientes re-
formas al artículo 3º constitucional, ordenadas por eje te-
mático:

I. Posicionar a la educación como eje del desarrollo na-
cional.

II. Establecer que habrá una política de Estado en mate-
ria educativa, con base en un nuevo y gran acuerdo na-
cional.

III. Elevar a rango constitucional la obligatoriedad de la
educación media superior.

IV. Fortalecer las atribuciones del Ejecutivo Federal pa-
ra el establecimiento de los planes y programas de estu-
dio en educación media superior, sin detrimento de
aquellos que dependan de las instituciones a las que la
ley otorga autonomía.

V. El compromiso constitucional para el crecimiento
sistemático de la cobertura en educación superior.

VI. Derogar el Artículo Quinto Transitorio del Decreto
por el que se elevó a rango constitucional la educación
preescolar en 2002, dado que la obligatoriedad del 3º y
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2º grados ya entró en vigor, y establecer que la educa-
ción para los niños de tres años de edad de atenderá en
la modalidad de educación inicial. 

VII. Plasmar que la educación se impartirá y evaluará
con calidad, transparencia y rendición de cuentas, en to-
dos los niveles educativos.

VIII. Precisar el precepto de laicidad en la educación,
especificando que los planes y programas de estudio en
los planteles particulares de educación preescolar, pri-
maria, secundaria, media superior y normal se manten-
drán ajenos a cualquier doctrina religiosa.

IX. Establecer que habrá vinculación entre la educación
y el desarrollo científico y tecnológico, así como pro-
mover, impulsar y financiar la ciencia, tecnología e in-
novación para contribuir al desarrollo nacional y regio-
nal del país.

X. Fortalecer el precepto de gratuidad en la educación,
a través de establecer mecanismos claros y transparen-
tes para fomentar la participación social en la educa-
ción, así como promover condiciones de igualdad y
equidad en el acceso y la permanencia en el sistema
educativo.

XI. Establecer que la educación preescolar y primaria
que se imparta a los miembros de los pueblos indígenas
será bilingüe.

XII. Incorporar al texto constitucional nuevas garantías,
tales como el fortalecimiento de los derechos humanos
y la paz, una cultura para la no discriminación, el apro-
vechamiento sustentable de los recursos y el cuidado al
medio ambiente, el fortalecimiento político de nuestra
nación y el respeto por la diversidad cultural.

En lo referente al artículo 31 de la Constitución, los fir-
mantes proponen: 

I. Incorporar la perspectiva de género, a través de plas-
mar en el texto que será obligación de los padres hacer
que sus hijos e hijas concurran a las escuelas públicas o
privadas para completar los ciclos de educación obliga-
toria. 

II. Establecer que será obligación de los padres de fami-
lia hacer que sus hijos concurran a la educación media
superior.

Es importante señalar, que el presente Dictamen da cum-
plimiento de manera puntual a diversos elementos de la
Agenda Legislativa de la Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos de esta Soberanía, la cual fue cons-
truida con las aportaciones de los grupos parlamentarios
que integran la LX Legislatura, tales como:

“Trabajar para la construcción de una política de Es-
tado en materia educativa, en un marco de colabora-
ción entre poderes y niveles de gobierno...”

“Realizar un diagnóstico integral de los distintos nive-
les educativos –a partir de los trabajos y esfuerzos exis-
tentes-, así como evaluar sistemáticamente las diversas
leyes educativas federales, con la finalidad de avanzar
a la construcción del proyecto educativo nacional que
les de coherencia e integralidad. Asimismo, generar
una reflexión sobre el presente y futuro de la educación
pública del país, vinculando el proyecto educativo con
el proyecto de nación.”

“Realizar un análisis comparativo de nuestro Sistema
Educativo Nacional conforme a las mejores prácticas
nacionales e internacionales, en todas las áreas, con
particular atención a la calidad académica, la equidad
en el acceso, la transparencia en la gestión administra-
tiva, la evaluación y la rendición de cuentas.”

“Fomentar una mayor participación de los padres de
familia en la gestión escolar, la evaluación del desem-
peño de los alumnos y docentes, el mantenimiento y cui-
dado voluntarios de las instalaciones educativas, así
como en la seguridad de la escuela y su entorno...”

“Alentar la calidad, transparencia y rendición de cuen-
tas de las instituciones públicas de educación superior,
promover la vinculación de éstas con las demandas de
la sociedad y del sector productivo, y precisar las atri-
buciones de las Comisiones Estatales para la Planea-
ción de la Educación Superior.”

“Garantizar que las autoridades educativas federales y
locales establezcan la uniformidad entre los procedi-
mientos y requisitos para el otorgamiento, negación o
retiro del Reconocimiento de Validez Oficial (RVOE)
mediante convenios de colaboración.”

“Elevar a rango constitucional la obligatoriedad de la
educación media superior.”
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“Analizar la viabilidad y pertinencia de continuar con
la obligatoriedad de los tres años de educación prees-
colar.”

“Garantizar que se cumpla con la gratuidad de la edu-
cación básica pública conforme lo establece la Consti-
tución evitando que se condicione el servicio educativo
al pago de cuotas escolares. Se deberá garantizar la
transparencia y rendición de cuentas en los planteles, e
incentivar la participación solidaria y comprometida de
los padres de familia en la gestión y mejora de las es-
cuelas.”

“Asegurar que se diseñen nuevos instrumentos para re-
gular la participación de los padres de familia en la
educación (Reglamento de las Asociaciones de Padres
de Familia y Acuerdos 260 y 28 de los Consejos de Par-
ticipación Social en la Educación), para que se fomen-
te la participación social en la escuela y se garantice la
transparencia y rendición de cuentas en los planteles
escolares.”

“Fortalecer al Instituto Nacional para la Evaluación
Educativa (INEE), con el objeto de coadyuvar a la cre-
dibilidad de sus resultados y contribuir de manera cre-
ciente a la integración de un genuino Sistema Nacional
de Evaluación Educativa.”

III. CONSIDERACIONES

1. Educación como Eje Fundamental del Desarrollo Na-
cional

Estas Comisiones Dictaminadoras coinciden con los pro-
moventes en afirmar que la acumulación de conocimiento
se ha convertido en uno de los factores más importantes en
el desarrollo económico y es una fuente de ventajas com-
petitivas a nivel internacional. A su vez, estas ventajas son
determinadas por la habilidad sistemática de innovar; es
decir, en el mundo de la llamada “sociedad de la informa-
ción y el conocimiento”, sólo los países que tengan la ca-
pacidad de generar innovaciones científicas y tecnológicas
de manera continua –en todos los sectores productivos–
podrán alcanzar y sostener su desarrollo. 

En el contexto internacional, los países que más y mejor
invierten en sus sistemas educativos son los que alcanzan
el desarrollo económico. Estas Comisiones consideran que
desafortunadamente nuestro país no ha consolidado una
política de Estado que haga prioridad la educación, por lo

tanto, los resultados han sido pobres. Datos de la Organi-
zación para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OC-
DE)4 muestran que la escolaridad promedio de los mexica-
nos con edades de entre 25 y 65 años es de tan solo 8.7
años, es decir, a nivel secundaria.

Países que en la década de los 80 reconocieron la impor-
tancia de la educación para el desarrollo social y económi-
co, realizaron cambios estructurales e inversiones impor-
tantes para consolidar sus sistemas educativos. Es
importante destacar el caso de la República de Corea que
reconoció hace décadas que la inversión creciente, y una
política de Estado en educación, eran ejes estratégicos pa-
ra su desarrollo económico. Así, este país –que en los 80 te-
nía un PIB per cápita igual al de México– ha crecido de
manera significativa y ha superado a México en buena par-
te de indicadores económicos y sociales.

En suma, estas Dictaminadoras consideran que en tanto no
se considere a la educación como eje fundamental del
desarrollo nacional, y se reconozca plenamente que sólo
a través de la educación lograremos un desarrollo econó-
mico sostenido -y un desarrollo social que consolide y per-
feccione nuestra democracia-, nuestro país seguirá reza-
gándose en el concierto internacional. En síntesis la
educación debe ser el eje del desarrollo nacional tanto por
sus efectos multiplicadores en el desarrollo económico y
social, como en la formación de ciudadanía, estado de de-
recho y construcción de valores sociales.

2. Política de Estado en Materia Educativa.

Estas Comisiones afirman que para que la educación se
considere como el eje fundamental del desarrollo nacional,
es indispensable la existencia de una política de Estado en
la materia.
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De acuerdo a especialistas, lo característico de una política
de Estado está dado por su contraste con una política me-
ramente gubernamental, o sea, definida y ejercida por el
gobierno en turno (Latapi, 2004). Citando textualmente al
autor5.

“El rango de política de Estado le viene en primer tér-
mino de su mayor estabilidad temporal, la cual a su vez
se asocia con otros requisitos –no todos esenciales– co-
mo los siguientes: 

i. Que el Estado, a través de varios de sus órganos, se
involucre en su propuesta y formulación.

ii. Que cuente con alguna base en la legislación (cons-
titucional, ley secundaria u otra disposición), que no
dependa exclusivamente de la voluntad del gobierno en
turno o, al menos, no sólo del poder ejecutivo. 

iii. Que el público, particularmente los grupos ciudada-
nos afectados por ella, la conozcan y, en términos ge-
nerales, la acepten. 

iv. Que exista alguna forma de rendición de cuentas res-
pecto a ella, de parte de las autoridades responsables
de aplicarla (pp.3)”.

Las Comisiones coinciden con los promoventes en que la
falta de una política de Estado en educación, que dé inte-
gralidad al sistema y se fije metas de largo plazo, se ve re-
flejada en que de cada 100 alumnos que entran a nivel pri-
maria, sólo egresan de nivel superior alrededor de 12. Es
decir, dada la insuficiencia y poca eficiencia en el uso de
los recursos invertidos en educación, 88 de cada 100 alum-
nos que ingresan a primaria se quedan en el camino ya sea
por deserción, reprobación y no matriculación, y no logran
culminar estudios de nivel superior.
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Así, se considera indispensable que en nuestro país se
construya un nuevo y gran acuerdo nacional que renueve y
transforme el sistema educativo nacional y genere consen-
sos de largo alcance - con la participación de todos los ac-
tores involucrados en el tema educativo y los diversos ór-
denes de gobierno-, respecto a la necesidad de mejorar la
calidad, equidad y pertinencia en la educación en todos sus
niveles, e impulsar el desarrollo de recursos humanos de
alto nivel. Es prioritario trabajar en conjunto para el des-
arrollo de una política educativa integral, de largo plazo,
con financiamiento creciente y eficiente, donde la inver-
sión educativa tenga un impacto en la calidad académica y
esté sujeta a rendición de cuentas.

Las Comisiones consideran que una política de Estado en
educación es impostergable, dada la realidad que enfrenta
nuestro país. La alternancia política en los distintos órde-
nes de gobierno, y la pluralidad en el Poder Legislativo, de-
mandan que los diversos actores desarrollen lineamientos -
con una visión de largo plazo-, que no solamente le den
estabilidad y rumbo a la educación en México, sino que
contribuyan a evitar la improvisación en las políticas pú-
blicas educativas, así como las modificaciones coyuntura-
les en las mismas.

Cabe señalar, que la LX Legislatura del Congreso de la
Unión aprobó reformas constitucionales al artículo 74 –las
cuales están en proceso de aprobación en los Congresos
Estatales-, en materia de la existencia de presupuestos plu-
rianuales para proyectos de infraestructura. De manera es-
pecífica, el Decreto en comento establece que:

“Artículo 74. ... 

I. a III. ...

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de
la Federación, previo examen, discusión y, en su caso,
modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Fe-
deral, una vez aprobadas las contribuciones que, a su
juicio, deben decretarse para cubrirlo. Asimismo, auto-
rizar en dicho Presupuesto las erogaciones plurianua-
les para aquellos proyectos de inversión en infraestruc-
tura que se determinen conforme a lo dispuesto en la ley
reglamentaria; las erogaciones correspondientes debe-
rán incluirse en los subsecuentes Presupuestos de Egre-
sos.

...”

En este sentido, estas Dictaminadoras consideran que la re-
forma al artículo 74 de la Constitución representa un paso
importante para la consolidación de una política de Estado
en lo que respecta a proyectos de inversión en infraestruc-
tura física educativa: Lo anterior, ya que sin duda –y dado
el rezago en infraestructura educativa que padecen miles de
escuelas de nuestro país–, una parte importante de las ero-
gaciones corresponderían a proyectos en materia educati-
va. Así, se coincide con el Dictamen por el que fue apro-
bado el Decreto en comento en lo referente a que:

“En lo relativo a las erogaciones plurianuales para in-
versión en infraestructura, las comisiones dictaminado-
ras estiman que, circunscribir los presupuestos de los
proyectos de infraestructura a un solo ejercicio fiscal no
contribuye a una adecuada planeación de los mismos y
genera ineficiencias. En este orden de ideas, se consi-
dera que la autorización de las erogaciones para pro-
yectos plurianuales trae consigo una importante reduc-
ción de costos. Por tal motivo, se considera pertinente
la propuesta de que la Cámara de Diputados tenga la
atribución de autorizar erogaciones plurianuales para
dichos proyectos dentro del Presupuesto de Egresos de
la Federación.”

Para contribuir a la consolidación de la política de Estado
en educación, cabe destacar que el Congreso de la Unión,
consciente de la problemática que enfrentan las escuelas
del país en materia de infraestructura física educativa,
aprobó el 6 de diciembre de 2007 la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, la cual fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 1 de febrero de 2008.

La mencionada Ley, tiene por objeto proveer de un marco
legal que dé mayor certeza y atienda el tema de la infraes-
tructura educativa en un sentido de integralidad y moderni-
dad, que asegure equidad y calidad de los espacios educa-
tivos, y que garantice que dicha infraestructura física esté
en todo momento vinculada al modelo educativo nacional.

En suma, no obstante los esfuerzos que se han realizado
para el desarrollo de una  política de Estado en educación,
se considera indispensable elevar este precepto a rango
constitucional. Ello, para garantizar que la educación se
posicione como eje del desarrollo nacional. La política de
Estado permitirá que exista una genuina planeación de lar-
go plazo, y que las metas y programas educativos no sean
sujetos de vaivenes trienales y sexenales.
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3. Obligatoriedad de la Educación Media Superior.

Respecto a la propuesta de los promoventes en elevar a
rango constitucional la obligatoriedad de la Educación Me-
dia Superior, estas comisiones coinciden en que –recono-
ciendo plenamente los avances en cobertura que se dan en
nuestro país, sobre todo en la educación básica– nuestro
sistema educativo presenta graves rezagos en los niveles
subsecuentes. Como se mencionó en el Considerando ante-
rior, de cada 100 jóvenes que ingresan al sistema educati-
vo sólo 25 logran graduarse en ese nivel, y tan sólo 12 lo-
gran completar una carrera universitaria.6

De acuerdo con datos de 2006 de la Secretaría de Educa-
ción Pública y del Consejo de Especialistas de la Educa-
ción7, la cobertura en educación media superior  alcanzó
3.7 millones de estudiantes, incluidas las modalidades pro-
pedéutica, bivalente y terminal, de los cuales el 82.8 por
ciento de la matrícula es atendida por la educación pública.
La población escolar de este nivel educativo equivale al
58.6 por ciento del grupo de edad entre 15 y 17 años; sin
embargo, únicamente 58 por ciento de los inscritos logran
concluir estudios, y aproximadamente el 25 por ciento del
primer ingreso se pierde en la transición del primero al se-
gundo grado.

Consideramos que estos datos son preocupantes, ya que
permiten inferir que el nivel medio superior se ha conver-
tido en prácticamente un “cuello de botella”, el cual limita
drásticamente el aumento de la cobertura en el nivel supe-
rior. Al respecto, es importante mencionar que la UNESCO
recomienda tasas de cobertura de entre el 40 y 50 por cien-
to de educación superior, para alcanzar el desarrollo soste-
nido. Sin embargo, con las mencionadas tasas de cobertura
y una deserción por arriba del 50 por ciento en la educación
media superior, difícilmente se alcanzaría esa meta de des-
arrollo.

En el caso hipotético que se lograran tasas de absorción, en
el nivel superior, del 100 por cierto de los actuales egresa-
dos del nivel medio superior, tan sólo se lograría pasar a
una cobertura de entre el 28 y 30 por ciento en el total de
instituciones de educación superior de nuestro país.

Estas Comisiones coinciden con los promoventes en que el
insuficiente crecimiento de la educación superior se debe,
como se observa en el párrafo anterior, a que un número
considerable de jóvenes no concluye la enseñanza media
superior y, en una proporción significativa ni siquiera la se-
cundaria; no obstante, también se debe a las deficiencias de

la oferta, ya que educación media superior no ha recibido
una atención comparable a la de la educación básica.8

En el contexto demográfico, de acuerdo con datos del Con-
sejo Nacional de Población (CONAPO) y del INEGI, en
los próximos años el comportamiento demográfico plante-
ará al Estado mexicano la necesidad de ampliar la atención
del grupo de edad correspondiente a la educación media
superior. Así, no obstante que la cohorte de 10 a 14 años,
correspondiente a la población que cursa primaria y secun-
daria, disminuirá 2 por ciento, la mejora de la eficiencia
terminal en el nivel de primaria hará que la matrícula en
secundaria se incremente en 33 por ciento. Lo anterior,
obligará a este nivel a mejorar la eficiencia para garantizar,
hacia el año 2010, que la población de 15 años tenga al me-
nos 9 años de escolaridad. Este incremento, como conse-
cuencia, ejercerá una presión importante en la demanda de
servicios de enseñanza media superior y superior.

Otro problema que no se debe perder de vista, es el de la
inequidad en la cobertura en Educación Media Superior
(EMS) en el país. Datos de la SEP9 muestran que por enti-
dades federativas la desigualdad es muy grande. Mientras
que la cobertura en educación media superior es de 88.5
por ciento en el Distrito Federal, en Michoacán es de tan
sólo 37.1 por ciento. Estas grandes desigualdades y asime-
trías, no contribuyen a la consolidación del sistema educa-
tivo.

Coincidimos con los promoventes en que, en el comparati-
vo internacional, cada vez más países -desarrollados y en
vías de desarrollo-, han tomado conciencia de que la edu-
cación media superior es estratégica para el desarrollo eco-
nómico, y para la formación de ciudadanía y estado de de-
recho. Por ello, la educación media superior en sus tres
modalidades es una inversión estratégica para nuestro país,
tanto para la consolidación de nuestra democracia y valo-
res sociales, como para el avance de nuestra economía.

Adicionalmente, la tendencia internacional nos indica que
cada vez más países están garantizando alguna modalidad
de educación media superior, para incrementar sustancial-
mente sus tasas de cobertura y brindar oportunidades de es-
tudio a todos los jóvenes en edad de cursarla.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008277



Como se puede observar, a nivel internacional el promedio
de años de educación obligatoria y universal es de 12. Sin
embargo, si excluimos la educación preescolar –que en
ningún país es obligatoria en tres años–, en México la edu-
cación obligatoria es de sólo 9 años; es decir, a nivel se-
cundaria.

Un dato más, señalado en la Iniciativa, es el rezago en los
porcentajes de población que cuenta con educación media
superior: sólo el 25 por ciento de la población en el rango
de edad de 25 a 34 años cursó ese nivel educativo o más,
mientras que en el rango de edades de 45 a 54, el porcen-
taje alcanza apenas el 20 por ciento (OCDE, 2007).

Con las cifras antes mencionadas, es muy complicado que
nuestro país consolide y perfeccione su democracia, ya que

ésta requiere de ciudadanos informados, participativos con
valores sociales y capacidad de análisis; atributos que se
consolidan en la educación media superior y la superior.

Reconocemos que en el comparativo internacional la ma-
yoría de los países desarrollados, y los que están en vías rá-
pidas de desarrollo, se caracterizan por tener niveles de co-
bertura en el nivel medio superior de alrededor del 80 por
ciento, y en el nivel superior de un promedio del 50 por
ciento. En estos mismos países la educación media supe-
rior y superior tecnológicas atraen una proporción de la de-
manda considerablemente mayor a la del caso mexicano, y
los estudiantes formados en especialidades de esta natura-
leza compiten ventajosamente con los egresados de las ca-
rreras universitarias tradicionales10.
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De esta manera, las ambas Comisiones coincidimos con los
promoventes en la necesidad de establecer la obligatorie-
dad para la educación media superior, de manera que se
propicie el crecimiento gradual en la cobertura con crite-
rios de calidad, equidad y pertinencia, a través de una pro-
funda reforma en este nivel educativo.

En este sentido, destacamos que diversos especialistas han
señalado que la educación media superior debe ser obliga-
toria y universal. Así, el Primer Foro Parlamentario de
Educación Media Superior, Superior, Ciencia y Tecnología
en México, celebrado en la Ciudad de Colima en noviembre
de 2006 –coorganizado por el Congreso de la Unión, el Fo-
ro Consultivo Científico y Tecnológico y la Asociación Na-
cional de Universidades e Instituciones de Educación Supe-
rior (ANUIES)– dio como resultado la Declaración de
Colima, la cual señala, entre otros, el siguiente Consenso:

“Generar las condiciones necesarias para que en el
mediano plazo se establezca la obligatoriedad de la
educación media superior a fin de universalizar su co-
bertura.”

Estas Comisiones Unidas también comparten la preocupa-
ción de los promoventes respecto a las exigencias que plan-
tea al Estado mexicano el comportamiento demográfico y
la situación actual de la EMS, y consideran que es clara la
necesidad de impulsar acciones que, al mismo tiempo que
permitan la ampliación de la cobertura del nivel, mejoren
la calidad de los servicios educativos que se prestan ac-
tualmente.

Al respecto, es importante señalar la coincidencia de las
propuestas planteadas por especialistas representantes del
sector académico con los planteamientos oficiales. Por
ejemplo, el Observatorio Ciudadano de la Educación
(OCE) planteaba desde 2003 lo siguiente:

“En la educación media se requiere una posición clara
sobre la ampliación de oportunidades educativas para
los jóvenes en edad de cursar el bachillerato, pero tam-
bién sobre el sentido y finalidad de una educación públi-
ca generalizada al mayor número posible de jóvenes”.11

Por su parte, la ANUIES ha señalado, en su documento
Educación Superior en el Siglo XXI, que:

“Uno de los retos fundamentales a enfrentar en los pró-
ximos años será el de desarrollar la infraestructura pa-
ra atender a la creciente población escolar en los nive-

les de educación secundaria, media superior y superior.
Un incremento de gran magnitud en la matrícula de los
niveles mencionados -sobre todo en el nivel medio su-
perior y superior-, representa un reto a la imaginación
y a la capacidad de innovación educativa de la sociedad
mexicana del futuro. Las formas tradicionales de con-
cebir la educación no serán suficientes para responder
exitosamente a este desafío ni en términos de número ni
de calidad. El reto será diseñar sistemas pedagógicos
que hagan un uso más eficiente de los recursos, los
tiempos, los modos y los espacios para aprender.”

Asimismo, de acuerdo con especialistas de Instituto de In-
vestigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México (UNAM), para que la estructura y el fun-
cionamiento del subsistema de educación media superior
propicien la equidad de manera más decidida es necesario:

“Abrir más espacios educativos en el nivel medio supe-
rior, de manera que no haya restricción de ingreso por
falta de cupo. Sin embargo el ingreso a la educación me-
dia superior no puede estar desligado de las posibilida-
des reales de permanencia y de egreso de los distintos
grupos de la población, por lo que es necesario asegurar
que la escolaridad no dependa sólo del nivel económico
al que se pertenece, tan asociado en México al nivel so-
ciocultural, que como vimos influye de manera impor-
tante en el grado de desempeño académico logrado.”12

En suma, ambas comisiones consideramos que elevar a
rango constitucional la obligatoriedad de la educación me-
dia superior contribuirá de manera muy importante a la
consolidación de reforma integral en este nivel; reforma
planteada por diversos especialistas, así como por el Eje-
cutivo Federal en el PND 2007-2012 y en el Programa Sec-
torial de Educación. Así, se considera que esta reforma le-
gal coadyuvará a la suma de esfuerzos entre el Poder
Legislativo y el Ejecutivo, para desarrollar una profunda
mejora en la cobertura, calidad, equidad y pertinencia en
este nivel educativo estratégico para el desarrollo nacional.

Así también, cuando se señala que la presente reforma con-
tribuye a la reforma integral del sistema de educación me-
dia superior, en virtud de que amplía las facultades de la
autoridad educativa federal en la determinación de los pla-
nes y programas de estudios de este nivel, con excepción
de aquellos servicios proporcionados por las instituciones
de educación superior a las que la Constitución otorga au-
tonomía.
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4. Compromiso Constitucional de Atención Creciente
en Educación Superior.

Respecto a la propuesta de plasmar en el artículo 3º que el
Estado promueva el crecimiento sostenido de la cobertura
en educación superior, estas Comisiones coincidimos con
los proponentes en que la educación superior es un bien pú-
blico. Ello, dado que el acceso a la misma responde a un in-
terés general, y porque los resultados de las funciones que
realizan las instituciones de educación superior generan un
bienestar para todos los sectores sociales y un efecto mul-
tiplicador en la economía (BID, 2006).

En cuanto a la cobertura total el rezago de nuestro país es
notable. La tasa de cobertura en México sólo alcanza un
25.2 por ciento de los jóvenes en edad de cursarla, inclu-
yendo la modalidad no escolarizada (SEP, 2006). Además,
de acuerdo a datos de la OCDE (2006) alrededor del 50 por
ciento de los alumnos en la universidad no se gradúan. Ca-
be señalar, que como ya se explicó con antelación, la
UNESCO recomienda una cobertura de entre 40 y 50 por
ciento en este nivel para desarrollar niveles de competitivi-
dad internacional.

Destacamos que diversos especialistas han señalado que la
cobertura y la calidad en la educación superior deben ser
atendidas con urgencia, desde el enfoque de una política de
Estado. Así, el Primer Foro Parlamentario de Educación
Media Superior, Superior, Ciencia y Tecnología en Méxi-
co, celebrado en la Ciudad de Colima en noviembre de
2006 —coorganizado por la Cámara de Diputados, el Foro
Consultivo Científico y Tecnológico y la Asociación Nacio-
nal de Universidades e Instituciones de Educación Superior
(ANUIES)— dio como resultado la Declaración de Colima,
la cual señala, entre otros, los siguientes Consensos:

“Contar con una política de Estado en materia de edu-
cación media superior, superior, ciencia, tecnología e
innovación, a fin de convertirlas en las principales pa-
lancas del desarrollo del país.”

“Definir una política de largo aliento a fin de garanti-
zar el financiamiento suficiente para la educación me-
dia superior y superior, la ciencia, la tecnología y la in-
novación, resultante de un pacto nacional entre los tres
órdenes de gobierno, los poderes ejecutivo y legislativo,
las comunidades académica y científica y los sectores
social y productivo.”

“Ampliar la oferta de educación superior con equidad,
a fin de alcanzar en el año 2012 una tasa de cobertura
de al menos el treinta por ciento.”13

Cuando se habla de cobertura, calidad y pertinencia en
educación superior, no podemos disociarlo del financia-
miento en este nivel educativo. Así, dada la falta de una po-
lítica de Estado –que defina una planeación de largo pla-
zo–, el financiamiento ha sido insuficiente. Incluso, como
se observa en la siguiente Gráfica, la tendencia ha sido de-
creciente y fue sólo hasta el año 2007 cuando se logró re-
vertir esa tendencia y se concretaron aumentos importan-
tes. Aún con estos esfuerzos, hay una brecha importante
para llegar al 1 por ciento del PIB, tal y como lo mandata
la Ley General de Educación.

Por ello, coincidimos en que un problema adicional en el
nivel superior es la pertinencia, ya que existe un decre-
mento en el número de estudiantes admitidos en programas
de ciencias exactas, que pasó de 2.5 a 2.4 por ciento de la
matricula del 2002 al 2005 (Romo et al, 2005), y una de-
manda creciente hacia programas de estudio en ciencias so-
ciales y administrativas, que abarcaron un 47 por ciento de
la matricula en 2005. Asimismo, de acuerdo con datos ofi-
ciales14 la tercera parte de la población ocupada que reali-
zó estudios profesionales, se formó en contaduría y finan-
zas, administración o derecho.

Cabe señalar, que los argumentos de los promoventes en
este tema coinciden en muchos aspectos con el Plan Na-
cional de Desarrollo (PND 2007-2014), en el Eje 3.3.
Transformación Educativa. Así, el PND en su objetivo 14:
Ampliar la cobertura, favorecer la equidad y mejorar la ca-
lidad y pertinencia de la educación superior, señala que:
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“El propósito es convertir a la educación superior en
un verdadero motor para alcanzar mejores niveles de
vida, con capacidad para transmitir, generar y aplicar
conocimientos y lograr una inserción ventajosa en la
emergente economía del conocimiento. Es importante
reconocer que la educación superior que se imparte en
el país ocupa el lugar 15 de las 33 naciones de Améri-
ca Latina y el Caribe que fueron evaluadas por el Insti-
tuto de Estadística de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación la Ciencia y la Cultura
(UNESCO). Por ello será necesario darle un gran im-
pulso a las universidades, tecnológicos y centros de in-
vestigación, dotándolos de los apoyos públicos y priva-
dos necesarios para impulsar la docencia, la
investigación científica, el desarrollo y la innovación
tecnológicos, y la extensión y la difusión de la cultura.”

“La consolidación de la educación superior como un
sistema de mayor cobertura, más abierto, diversificado,
flexible, articulado y de alta calidad es esencial para el
desarrollo de México.

En suma, no hay duda que una mejora en el nivel de com-
petitividad económica dependerá de lograr que un mayor
número de mexicanos tengan acceso y concluyan estudios,
de una adecuada calidad y pertinencia, de nivel superior y
que el sistema prepare a una masa crítica de estudiantes en
disciplinas que generan riqueza e innovación (BID, 2006).
Lo anterior, para que gradualmente se logren tasas de co-
bertura que permitan a México ser más competitivo a nivel
internacional.

Por otro lado, coincidimos con los proponentes en que un
tema de vital importancia para el desarrollo de la educación
superior en México, es el reciente fenómeno del incremen-
to (de casi 400% en los últimos diez años) de las escuelas
privadas, buena parte de ellas de baja calidad y a menudo
representantes del gran fraude educativo de los últimos
años (Didriksson, 2007). Este fenómeno profundiza la
competencia de los profesionales en algunas profesiones
saturadas, rebaja la capacidad de producir conocimientos y
genera distorsiones evidentes en la calidad del servicio
educativo que se desea.

En este contexto, las Comisiones consideramos que como
parte indispensable de una política de Estado en educación,
se debe elevar a rango constitucional el precepto de que las
instituciones particulares deberán acreditar criterios de ca-
lidad y pertinencia. Asimismo, se debe crear una ley se-
cundaria específica para el otorgamiento del Registro de

Validez Oficial de Estudios (RVOE) para escuelas particu-
lares. Lo anterior, con el fin de homogeneizar las normas y
criterios para el otorgamiento del mismo a nivel nacional.  

5. Derogación del artículo Quinto Transitorio del De-
creto por el que se elevó a rango constitucional la edu-
cación preescolar en 2002 y fortalecimiento de la edu-
cación inicial.

Respecto a la propuesta de derogar el Artículo Quinto
Transitorio del Decreto por el que se elevó a rango consti-
tucional la educación preescolar, es preciso mencionar que
estas Comisiones reconocemos el avance que la reforma de
2002 ha propiciado en la educación preescolar, sobre todo
en el 2º  y 3º grados; así, la cobertura en estos niveles su-
pera el 90 por ciento.

Así también, estas comisiones coincidimos con los promo-
ventes en que la investigación empírica ha demostrado que
los primeros años de vida constituyen un periodo de inten-
so aprendizaje y desarrollo, que tiene como base la propia
constitución biológica y genética, pero en el cual desempe-
ñan un papel clave las experiencias sociales, es decir, la
interacción con otras persona, sean adultos o niños (SEP,
2004).

Sin embargo, también se coincide en que –de acuerdo con
estudios recientes15– para que la intervención pedagógica
en los primeros años de vida tenga efectos positivos de cor-
to y largo plazo en el desarrollo de los niños, es indispen-
sable que sea realizada por profesionales que trabajen de
manera intensiva, continua, con grupos pequeños y que in-
volucren a las familias (en particular a la madre); en con-
traste, una intervención pedagógica temprana que carezca
de tales características tiene escaso o nulo efecto positivo
en el desarrollo posterior de los niños.

En nuestro país, la intervención educativa de los 0 a los 5
años de edad es realizada –según lo establecen los artícu-
los 40 y 65 de la Ley General de Educación– por los servi-
cios de educación inicial (0 a 4 años) y de preescolar (3 a
5 años). De esta manera, los niños de tres años de edad son
considerados población objetivo en ambos niveles, lo cual
–más allá del evidente traslape jurídico– crea confusión en-
tre los usuarios de estos servicios y los responsables direc-
tos de su operación.

Reconocemos la importancia de que el Estado garantice
atención educativa de calidad para los educandos de 0 a 4
años de edad que así lo requieran, sin embargo, no coinci-
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den en que la educación destinada, en este caso, a los niños
de 3 años de edad deba ser obligatoria. El carácter obliga-
torio de la educación preescolar para niños de tres –o en al-
gunos casos de dos años con ocho meses- no tiene prece-
dente en el comparativo internacional, pues si bien se tiene
clara la importancia de la intervención pedagógica tempra-
na en el desarrollo educativo de los niños, también se re-
conoce que la vía escolarizada, formal y obligatoria no es
la única –ni necesariamente la mejor- para atender a esta
población.

La mayoría de los países miembros de la OCDE han esta-
blecido dos años de enseñanza preescolar gratuita a partir
de los 4 años de edad, pero sin el carácter obligatorio,16 lo
cual significa que haber cursado el nivel no constituye un
requisito para que los pequeños ingresen a los grados y ni-
veles subsecuentes (UNESCO, 2006.

En el contexto educativo mexicano, resaltamos la impor-
tancia del diagnostico elaborado por el Consejo Nacional
de Autoridades Educativas (CONAEDU), instancia de la
Secretaría de Educación Pública que agrupa a las autorida-
des educativas de las entidades federativas y del Gobierno
Federal. A continuación se presentan los principales datos
del referido documento:

1. En el ciclo escolar 2006-2007, la población de 3 años
no atendida por preescolar a nivel nacional fue de
69.4%. El problema fue más grave en algunos estados:
en Colima se registró el 98% y en Campeche el 92%.
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2. La cobertura para el primer año de preescolar en el
presente ciclo escolar (2007-2008) se estima en 35.6%
y para el ciclo 2008-2009 en 41%, lo cual significa que
más de 1 millón 100 mil niños de tres años no tendrían
acceso, constituyendo un rezago temprano e incremen-
tando la brecha de inequidad, ya que los educandos ex-
cluidos de este servicio en su mayoría pertenecen a es-
tratos sociales caracterizados por la pobreza y
marginación.

3. La cobertura universal de niños de tres años en 2008-
2009 implicaría la creación de 61,984 grupos, lo cual
significaría una erogación de más de 20,000 millones de
pesos.

4. De mantenerse el crecimiento inercial de los últimos
años en la matrícula, la cobertura de los niños de tres
años para 2012-2013 sería de 53.4%, mientras que la co-
bertura universal se lograría aproximadamente en el año
2030. 

Otro argumento importante es el del rezago temprano. Es-
te hace referencia a que, en los casos en que las limitacio-
nes de la oferta y/o las condiciones de vida de las familias
impidan el ingreso de los niños de 3 años al preescolar, la
entrada en vigor de la reforma de 2002 afectaría la garan-
tía de ingreso al segundo y tercer grados de preescolar y
–aún más grave– el ingreso y tránsito a la educación pri-
maria y los niveles subsecuentes; lo anterior, sin duda sería
regresivo y contrario al espíritu que motivo a la reforma de
2002.

En el documento elaborado por el CONAEDU, mismo que
fue entregado al Poder Legislativo en sesión de Comisio-
nes Unidas de las Comisiones de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos y de Puntos Constitucionales de la Cá-
mara de Diputados, y en Conferencia con la Comisión de
Educación del Senado de la República, con fecha 26 de
septiembre de 2007, las autoridades educativas plantean
dos propuestas concretas al Congreso de la Unión:

“Opción 1: Eliminar la obligatoriedad de la educación
preescolar para los niños y las niñas de 3 años de edad,
manteniendo este servicio como optativo. Esta medida
contribuye en primer término, a evitar la afectación de
los niños en su derecho a recibir educación, pero de ma-
nera muy importante, permitiría concentrar los esfuer-
zos en el mejoramiento de la calidad del servicio y en la
ampliación de la cobertura de la población de 4 y 5
años. Esto significa que las entidades federativas que

cuenten con las condiciones de infraestructura y peda-
gógicas para ofrecer educación preescolar a los niños
de 3 años de edad, lo seguiría ofreciendo con carácter
optativo y tendrán posibilidades de incrementar gra-
dualmente la cobertura, para cumplir con el propósito
de garantizar el acceso a la educación. 

Opción 2: Ampliar el plazo para la obligatoriedad del
primer grado de preescolar para los niños de 3 años de
edad, considerando los siguientes criterios técnico-pe-
dagógicos y presupuestales para planificar el creci-
miento gradual de la oferta educativa con calidad.17

Además de las consideraciones anteriores, debe señalarse
que –considerando todas las modalidades del nivel– el pro-
medio de niños por maestro ha registrado un crecimiento
sostenido entre el ciclo escolar 2001-2002 y el 2006-2007,
al pasar de 21.8 a 24.4;18 este promedio es aún mayor en
los planteles de preescolar general, especialmente los ubi-
cados en zonas urbanas marginales (en los que no es extra-
ño encontrar grupos de hasta 45 niños), mientras que las
modalidades de preescolar comunitario e indígena funcio-
nan, por lo general, con grupos muy pequeños. La incor-
poración obligatoria de los niños de tres años a partir del
ciclo escolar 2008-2009 incrementaría aún más el número
de niños que debe atender cada maestro.

Las condiciones de sobrepoblación de los grupos escolares
son poco propicias para que las educadoras realicen una la-
bor pedagógica con las características necesarias para in-
fluir positiva y significativamente en los niños, debido a
que el desarrollo de competencias intelectuales y socioa-
fectivas en los pequeños exige que las maestras los obser-
ven sistemáticamente, tomen en cuenta y potencien sus ca-
pacidades mediante el trabajo colaborativo, así como que
atiendan la diversidad social y cultural de los grupos.19

La sobrepoblación de los grupos es un reto aún mayor
cuando se consideran las necesidades específicas de los pe-
queños de 3 años de edad. Al respecto es importante desta-
car las reflexiones de especialistas en educación, como
Olac Fuentes Molinar y Rodolfo Ramírez, quienes han des-
tacado que “… cumplir con la obligatoriedad del primer
año de preescolar implicaría dispensar una atención muy
distinta a la que se ofrece a menores de uno o dos años
más… por ser tan pequeños, muchos carecen de seguridad,
de madurez suficiente y de competencias tan elementales, y
a la vez sustantivas, como las de ir al baño, por ejemplo.
En todo caso, se requeriría ofrecer el servicio a través de
grupos más reducidos que los usuales, de una asistencia
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pedagógica muy calificada y un modelo de trabajo más in-
dividualizado.”20

En coincidencia, el Consejo Nacional de Autoridades Edu-
cativas (CONAEDU)21 destaca que:

“... los niños, especialmente los más pequeños, pueden
vivir situaciones estresantes que afectan su desarrollo
emocional, cuando las condiciones del ambiente en el
grupo los obligan, por ejemplo, a tiempos de espera
prolongados para ser atendidos en sus procesos indivi-
duales… Por estas razones, no basta con que los niños
asistan a la escuela, se requiere que ésta sea un espacio
donde se sientan seguros y adquieran confianza en sí
mismos, un espacio que asegure el desarrollo de sus ca-
pacidades de pensamiento que constituyen la base del
aprendizaje permanente y de la acción creativa y eficaz
en diversas situaciones sociales.”

“Si bien a la edad de tres años, en general los pequeños
han desarrollado capacidades importantes como es el
hecho de que se desplazan solos (caminan y corren), y
en general poseen un buen dominio del lenguaje oral,
aún requieren de atención individual específica y de
ayuda de los adultos para realizar actividades de ma-
nera autónoma; hay, por ejemplo, quienes han logrado
el control de esfínteres, mientras que otros no del todo,
hay quienes se mantienen atentos en ciertas actividades
por periodo más prolongados y quienes cambian de ac-
tividad con mucha rapidez…”22

De acuerdo con lo anterior, estas comisiones dictaminado-
ras concluimos que -de acuerdo con la teoría educativa, la
experiencia internacional y el contexto educativo mexica-
no- lo más pertinente es mantener para la educación inicial,
y de manera voluntaria, la atención del grupo de población
de menos de 4 años. En este sentido, consideramos que la
cobertura en educación inicial voluntaria para los educan-
dos de tres años, se debe ampliar gradualmente con cali-
dad, pertinencia y debe tener carácter voluntario. De esta
forma, en educación preescolar los esfuerzos del Estado se
podrán enfocar en atender, con calidad y pertinencia, dos
años obligatorios para todos los niños de 4 y 5 años.

Estas Comisiones consideramos que esta propuesta no se
interpreta de ninguna manera como un retroceso en la ga-
rantía de servicios educativos para los niños de tres años, y
no pretende negar a la población mexicana la posibilidad
de que sus hijos menores de 4 años reciban atención edu-
cativa; ello, puesto que el presente Decreto establece clara-

mente que el Estado garantizará el acceso a todas las fami-
lias que así lo soliciten.

Cabe destacar, que la educación inicial que se imparte en
nuestro país es  ofrecida por diversas instancias, tales como
las guarderías del Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), del Instituto de Seguridad y Servicio Social para
los Trabajadores del Estado (ISSSTE), del DIF, de Organi-
zaciones no Gubernamentales (ONG´s), entre otras. Por
tanto, el Estado atendería la demanda complementaria de
manera gradual y creciente, para que todas las familias que
soliciten el servicio para sus hijos de tres años de edad ten-
gan acceso al mismo.

En suma consideramos procedente la derogación del Artí-
culo Quinto Transitorio del Decreto por el que se elevó a
rango constitucional la obligatoriedad de la educación pre-
escolar de tres grados, en el año 2002. Lo anterior, dado
que dicho artículo establece los plazos para la entrada en
vigor de la obligatoriedad de la misma y, en el caso del 3º
y 2º años, los plazos ya fueron rebasados y están en proce-
so de ser cumplimentados. Así, al derogar dicho artículo el
primer año de educación preescolar no entrará en vigor en
el ciclo escolar 2008-2009, y los educandos de tres años de
edad tendrán la oportunidad de ser atendidos en la modali-
dad de educación inicial.

6. Evaluación y Calidad en Educación.

En lo referente a elevar a rango constitucional que la edu-
cación se impartirá y evaluará con calidad, transparencia y
rendición de cuentas, en todos los niveles educativos, coin-
cidimos con los promoventes en afirmar que, en por lo me-
nos los 10 últimos años, la calidad educativa se ha conver-
tido en uno de los elementos más importantes de la agenda
de los gobiernos a nivel internacional.

Al respecto, la Organización para la Cooperación y el Des-
arrollo Económicos (OCDE), en su documento ‘Panorama
de la educación 2007’, afirma que la educación de calidad
se ha convertido en el activo social más valioso de los pa-
íses. En una economía global fuertemente competitiva, la
educación de calidad es fundamental para elevar la pro-
ductividad, el crecimiento económico y la calidad de vida
de las personas.

Programas como los Objetivos de Desarrollo del Milenio
(ODM) y Educación para Todos en América Latina y el Ca-
ribe (EPT), han incluido el concepto de educación de cali-
dad en sus objetivos y metas de desarrollo internacional.

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados284



Respecto al concepto de educación de calidad, la UNESCO
asegura que la calidad es hoy un concepto dinámico que
debe adaptarse a un mundo cuyas sociedades experimentan
transformaciones sociales y económicas (Mesa redonda
ministerial sobre la Educación de Calidad, UNESCO,
2003).

En nuestro país, poco se ha realizado en la labor de definir,
en términos concretos, lo que la calidad educativa implica
en el quehacer cotidiano de los actores principales del sis-
tema educativo (los alumnos, profesores, directivos y pa-
dres de familia). Es decir, existe consenso en el sector edu-
cativo de que la calidad es fundamental para que la
educación impacte el desarrollo nacional, no obstante, las
políticas educativas en nuestro país no reflejan la existen-
cia de un acuerdo en cuanto a qué es lo que los educando
deben saber y cómo deben aprenderlo.

Coincidimos con los promoventes en que una educación de
calidad es aquella que ofrece a los estudiantes, como míni-
mo, “oportunidades reiteradas, demandantes y progresi-
vas de ejercer competencias” como “la comprensión plena
de lo que se lee y su utilización en las operaciones del ra-
zonamiento, la aplicación de las matemáticas para repre-
sentar problemas y para explorar sus soluciones posibles,
la inferencia y la argumentación a partir de conceptos y
datos fundamentales de las ciencias.” Las competencias
exigen ciertos conocimientos, “ya sean conceptuales, fac-
tuales y procedimentales, puesto que las competencias no
se ejercen en un vacío de conocimiento”. (Fuentes,
2005)23

En este sentido, México muestra rezagos importantes en
cuanto a la calidad de su educación. Buena parte de los es-
tudiantes de secundaría han fracasado sistemáticamente en

las pruebas comparativas internacionales, que precisamen-
te miden lo que nuestro sistema educativo no está desarro-
llando: estudiantes con la capacidad de resolver problemas
complejos y analizar críticamente la información.

Es del dominio público que las evaluaciones realizadas por
la Organización para la Cooperación y Desarrollo Econó-
mico (OCDE), a través de su Programa Internacional de
Evaluación Estudiantil (PISA-2006), muestran que casi 40
por ciento de estudiantes mexicanos de secundaria están
por debajo del nivel mínimo de desempeño matemático,
definido como Nivel 1. Esto quiere decir que cuatro de ca-
da diez estudiantes no cuenta con la habilidad mínima de
razonamiento lógico, ni con las destrezas necesarias para
enfrentar los requerimientos analíticos elementales que
presenta la vida cotidiana.

Pero esto no es todo, de acuerdo con estas mismas evalua-
ciones cerca del 70 por ciento de los jóvenes de secundaria
no alcanza siquiera el Nivel 2 de desempeño matemático.
Es decir, la gran mayoría de nuestros estudiantes no tienen
la capacidad necesaria para realizar inferencias matemáti-
cas elementales, no son capaces de identificar los elemen-
tos básicos de un problema, y no tienen la habilidad para
interpretar argumentos.

Estos resultados invitan a la reflexión y a la acción inme-
diata, ya que nos indican que nuestro sistema educativo,
particularmente a nivel básico, está lejos de cumplir sus
propósitos y metas más elementales. Si bien es cierto que
la comparación con países en pleno desarrollo no es del to-
do justa, lo que la prueba PISA realmente mide es la capa-
cidad que los jóvenes tienen para enfrentarse a las dinámi-
cas del mundo actual, por tanto, el reto de la calidad es
centrarse en las competencias básicas de los alumnos.
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En el marco de la calidad de la educación, la evaluación ad-
quiere una importancia cada vez mayor en los sistemas
educativos, como elemento fundamental de todo esfuerzo
de mejora. Esta tendencia se aprecia en la creciente pre-
sencia de proyectos nacionales e internacionales de evalua-
ción, como los que lleva a cabo la SEP con ENLACE, el
INEE con EXCALE, la Asociación Internacional para la
Evaluación del Logro Educativo con TIMSS y el Programa
para la Evaluación Internacional de los Estudiantes (Exa-
men PISA) de la OCDE.

Estas Comisiones afirmamos, dado que entramos tarde a la
cultura de la evaluación, hay que apretar el paso y consoli-
dar esta cultura en nuestro sistema educativo. Dicha eva-
luación debe ser comprehensiva, por tanto, se debe evaluar
tanto a los alumnos, los docentes, los directivos y a la es-
tructura burocrática de las autoridades educativas. En este
sentido, afirmamos también que entre las políticas públicas
que deben llevarse a cabo para mejorar nuestro sistema de
evaluación, se debe dotar de autonomía de gestión al Insti-
tuto para la Evaluación de la Educación (INEE); ello dado
que la evaluación para que sea efectiva debe ser imparcial,
transparente y debe tener efectos para la rendición de cuen-
tas.

En suma, consideramos que para la mejora educativa siste-
mática es estratégico el elevar a rango constitucional pre-
ceptos sobre calidad, evaluación, transparencia y rendición
de cuentas en la educación; que sirvan como guías para el
desarrollo de las políticas públicas en este tema y como
fundamento para los ajustes necesarios en la legislación re-
glamentaria.

7. Ciencia y Tecnología para el Desarrollo Nacional

Respecto a la propuesta de establecer en el texto constitu-
cional que el Estado deberá promover, impulsar y financiar
la ciencia, tecnología e innovación para contribuir al des-
arrollo nacional y regional del país, estas comisiones reto-
mamos los argumentos de los promoventes en cuanto a que
el avance tecnológico es reconocido por los teóricos del
desarrollo social y económico, como una condición nece-
saria para que una sociedad alcance niveles de desarrollo
sostenido. Entendidos estos, como la reducción de los ín-
dices de pobreza y las mejoras en la calidad de vida y opor-
tunidades de las personas.

Las naciones que aspiran al rápido desarrollo colocan la in-
versión en ciencia y tecnología como uno de sus principa-
les objetivos de política pública. En el contexto internacio-

nal, el promedio de asignación de recursos al ramo en los
países de la OCDE es del 2.6% del PIB. Asimismo, países
desarrollados -y en vías de acelerado desarrollo- han defi-
nido metas concretas para impulsar la ciencia y la tecnolo-
gía (OCDE, 2006).

En contraste, la tendencia en los presupuestos asignados a
ciencia y tecnología en México se ha caracterizado por la
falta de consistencia y por su reducida proporción a la mag-
nitud del Producto Interno Bruto (PIB). En 2008, se estima
que tan sólo se destinará el 0.36% del PIB, menos de una
sexta parte que el objetivo promedio de la OCDE mencio-
nada y aún lejos de 1% que está plasmado en la Ley de
Ciencia y Tecnología y en la Ley General de Educación.

Fuente: PEF, 2001-2008

Reconocemos que el rezago que enfrenta nuestro país en
desarrollo científico y tecnológico se refleja en el número
de patentes registradas, ya que en 2005 de las más de 8 mil
aprobaciones en territorio nacional, sólo 131 fueron para
mexicanos. Lo anterior, tiene su explicación en dos facto-
res que están estrechamente ligados con la calidad y perti-
nencia de la educación superior.

Por un lado, la concentración de profesiones y por otro la
geográfica. Sobre la concentración de profesiones, los da-
tos de la Secretaría del Trabajo muestran que para 2006,
por cada 4 mexicanos que ingresaron a estudiar Contaduría
o Administración sólo uno lo hizo en Ingeniería Civil o
Electrónica.

Respecto a la concentración geográfica, el Informe Gene-
ral del Estado de la Ciencia y la Tecnología del CO-
NACYT (2006), señala que el Sistema Nacional de Inves-
tigación tiene el 44% de sus integrantes en la Ciudad de
México, y es en el Distrito Federal donde se concentran las
instituciones que pueden ofrecer posgrados de calidad. Se-
gún el mismo informe, en México existían 4 mil 500 pro-
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gramas de posgrado, de los cuales, hasta 2007, sólo 649
–que representa el 14.4%– cuentan con el reconocimiento
de pertenecer al Padrón Nacional de Posgrado (PNP).

De la misma manera, el nivel de escolaridad representa un
obstáculo en el desarrollo tecnológico. Según datos de la
Academia Mexicana de Ciencias, en su estudio titulado
“Por un nuevo paradigma de política pública para el co-
nocimiento y la innovación en México, 2006”, mientras que
Brasil formó 7 mil 729 doctores en 2003, Corea 7 mil 623
y España 6 mil 436, México sólo formó mil 443.

Abundando a lo anterior, se presentan los siguientes datos
que refuerzan lo expuesto por los promoventes. En el com-
parativo internacional de competitividad, una medida es-
trechamente ligada a la formación de personas y tecnolo-
gía, México ocupa el lugar 52 en el Índice Global de
Competitividad del “World Economic Fórum”, por debajo
de países de un desarrollo similar como Chile o España.

Estas Comisiones coincidimos, también con la exposición
de motivos de la Iniciativa en comento, en que el país tie-
ne una concentración de profesiones y geográfica que no
permiten un desarrollo con equidad de la investigación.
Asimismo, se considera que la educación en el área de las
matemáticas debiera ser atendida de manera prioritaria pa-
ra mejorar los resultados.

Lo anterior, revela la necesidad de elevar a rango constitu-
cional que el Estado, desde una visión integral, promueva,
impulse y financie la ciencia, tecnología e innovación para
contribuir al desarrollo nacional y regional del país. Asi-
mismo, es indispensable enfatizar que la educación debe
estar vinculada al desarrollo científico y tecnológico.

8. Laicidad en la Educación.

En lo referente a la propuesta sobre el carácter laico de la
educación, hay que destacar que no se intenta resurgir el
debate sobre un tema saldado históricamente. Por ello, las
Comisiones dictaminadoras coincidimos con la Iniciativa,
respecto a complementar el alcance de este principio en lo
referente a los planes y programas de estudio sujetos al re-
conocimiento de validez oficial de estudios, y en consis-
tencia con el principio histórico de la garantía de libertad
de creencias.

Como bien se sabe, históricamente el Estado mexicano ha
luchado por garantizar la libre educación para todos. La

Constitución de 1857 proclamó, en su artículo 3º, la liber-
tad de enseñanza como uno de los derechos del hombre. El
Constituyente de 1917 refrendó esa libertad de enseñanza,
pero estableció que la educación que se imparta en los es-
tablecimientos oficiales y particulares sería laica.

La educación en nuestro país ha sido motivo de luchas so-
ciales, con el objeto de mantenerla ajena a cualquier culto
religioso. Por ello, consideramos necesario refrendar la rec-
toría del Estado respecto a los planes y programas de estudio
en los planteles educativos particulares, en los niveles prees-
colar, primaria, secundaria, media superior, superior y nor-
mal, a través del otorgamiento de los reconocimientos de
validez oficial de estudios.

9. Gratuidad en la Educación.

En lo concerniente a la propuesta de fortalecer el precepto
de gratuidad en la educación, estas Dictaminadoras coinci-
den con los iniciantes en que el carácter gratuito de la edu-
cación constituye una de las conquistas históricos más im-
portantes del país, y una de las características más
preciadas de nuestra sociedad; las escuelas públicas y los
libros de texto gratuitos forman parte de los bienes de nues-
tra Nación. Sin duda, los avances en cuanto a desarrollo so-
cial de la época posrevolucionaria han tenido un fuerte im-
pulso en este principio.

Para el Estado, la gratuidad de la educación implica la obli-
gación de cubrir los costos de la educación pública, me-
diante la redistribución equitativa de los recursos que la
propia sociedad genera. En concordancia con lo anterior,
consideramos que no debe existir condicionamiento algu-
no de los servicios de educación a la aportación de recur-
sos por parte de los padres de familia. Ello, dado que el he-
cho de que una familia no tenga posibilidades de contribuir
con la escuela, no debe implicar para sus hijos la cancela-
ción del derecho de recibir una educación de calidad.

En este contexto, se reconoce que en nuestro país –y a ni-
vel internacional– el apoyo voluntario, ya sea con aporta-
ciones monetarias, de tiempo en actividades del centro
educativo o en especie, es una de las formas más tradicio-
nales de participación de los padres en la educación de sus
hijos y en la mejora de los centros educativos. Asimismo,
se ha demostrado que la participación de los padres de fa-
milia y el establecimiento de vínculos con el centro educa-
tivo, es uno de los factores que contribuyen a lograr mejo-
res resultados educativos (Blanco et al., 2006)24.
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Para que los padres de familia continúen participando en la
mejora de los centros educativos, y en la educación de sus
hijos a través de la escuela, es indispensable que se esta-
blezcan mecanismos claros y transparentes para promover
su participación. Asimismo, en el caso de las aportaciones
voluntarias que estos deseen realizar, se debe garantizar
que los responsables del manejo de las mismas transparen-
ten su uso y aplicación en la mejora del centro educativo;
como en el caso de los presupuestos educativos federales y
estatales, dichas aportaciones –siempre voluntarias– deben
estar sujetas a mecanismos de rendición de cuentas.

En suma, sin dejar de reconocer los avances de nuestro pa-
ís en cuanto a presupuesto educativo, consideramos nece-
sario destacar la enorme contribución (con tiempo, dinero
y esfuerzo) que la sociedad, y en particular los padres de
familia, han realizado a lo largo de la historia de la educa-
ción pública en nuestro país, así como reconocer la legiti-
midad del interés porque sus hijos reciban educación en las
mejores condiciones posibles. Así, estas Comisiones consi-
deramos pertinente promover la participación social en la
educación, para lo cual la Ley establecerá con claridad los
límites y condiciones en que debe darse.

Con el propósito de que lo anterior no signifique que el Es-
tado deposite en los padres una parte importante del costo
de la operación del sistema, estas Comisiones consideran
necesario que también se avance en la creación de mejores
condiciones institucionales para que el mantenimiento y la
mejora de los planteles escolares no dependan exclusiva-
mente de las aportaciones de los padres de familia, especial-
mente en aquellas escuelas ubicadas en contextos más des-
favorecidos. Esta medida, adicionalmente, contribuirá a la
creación de condiciones para mejorar la calidad educativa.

Adicionalmente, se coincide con los promoventes en elevar
a rango constitucional el deber del Estado para fomentar
condiciones de igualdad y equidad en el acceso y la per-
manencia en el sistema educativo; ello, para que la falta de
recursos de las familias menos favorecidas, no ponga en
riesgo la continuidad de los educandos en el mismo. Lo an-
terior, implica diversos tipos de becas, libros de texto gra-
tuitos, desayunos escolares, apoyos pedagógicos y didácti-
cos, entre otras intervenciones de política pública.

10. Reconocimiento de Nuevas Garantías.

La Iniciativa en comento propone incorporar al texto cons-
titucional nuevas garantías, en función de principios y va-
lores que responden a una nueva realidad social.

Se coincide con los diputados promoventes respecto a la
necesidad de reflexionar sobre una nueva generación de
derechos, resultado, entre otras cosas,  de la necesidad de
reforzar la construcción del estado de derecho y fortalecer
los valores y principios de la educación.

En tal sentido, los iniciantes buscan materializar en el tex-
to constitucional nuevos derechos que respondan a los pro-
blemas actuales. En particular, se propone reformar el se-
gundo párrafo del citado artículo 3º constitucional para
quedar como sigue:

“La educación fomentará armónicamente todas las fa-
cultades del ser humano y, a la vez, el amor a la Patria,
el respeto a los derechos humanos, la no discrimina-
ción, y la conciencia de la solidaridad internacional, en
la independencia, la justicia y la paz”.

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Educación Pública y Servicios Educativos, consideramos
un acierto de la iniciativa incorporar en el texto constitu-
cional el que se fomente en los niños el respeto a los dere-
chos humanos, a la no discriminación y la conciencia sobre
la paz.

En primer término, resulta adecuado que se hable de dere-
chos humanos, de tal forma que no sólo se armonice con
los derechos humanos garantizados en el mismo texto
constitucional, sino con todos aquellos derechos reconoci-
dos en los documentos internacionales que nuestro país es
signatario.

En segundo término, y aunque en el tema de los derechos
humanos se incluye la no discriminación, consideramos
que en cuanto al grave problema de la discriminación nun-
ca se puede insistir lo suficiente.

Así lo entienden los promoventes e incorporan el tema
también el la fracción II, de este mismo artículo 3º, que:

“II. El criterio que orientará la educación se basará en
los resultados del progreso científico y tecnológico, lu-
chará contra la ignorancia y sus efectos, la discrimina-
ción, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios”.

Con la incorporación en texto constitucional de la no dis-
criminación, se pretende que las leyes secundarias presten
especial atención a la problemática de la discriminación
que se vive todos los días, concretando acciones legislati-
vas positivas o compensatorias que refuercen en los edu-
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candos el valor de la igualdad y respeto de todas las perso-
nas.

En tercer término, se estima oportuno hablar en el segundo
párrafo sobre el tema de la paz. Las Comisiones Dictami-
nadoras estamos convencidas que la educación deberá ser
un medio a través del cual se fomente a niños, niñas y jó-
venes la formación hacia una cultura de paz y no violencia.

En la Declaración y Programa de Acción sobre una Cultu-
ra de Paz, de la ONU se precisa en el artículo 1º que “...
una cultura de paz es un conjunto de valores, actitudes, tra-
diciones, comportamientos y estilos de vida basados en:

a) El respeto a la vida, el fin de la violencia y la promo-
ción y la práctica de la no violencia por medio de la edu-
cación, el diálogo y la cooperación...”25

En tal sentido, la norma constitucional como norma direc-
tiva, sienta las bases para que se establezcan en los planes
y programas de estudio contenidos que fomenten de mane-
ra integral en los educandos la conciencia por la paz.

Por otro lado, respecto a la reforma al inciso a) de la frac-
ción II a efecto de incluir dentro del criterio democrático de
la educación el mejoramiento político, coincidimos am-
pliamente con la exposición de motivos de la iniciativa, en
cuanto a que si pretendemos reforzar y perfeccionar el ré-
gimen democrático de nuestro país, es necesario fomentar
la cultura política como espacio natural para dirimir nues-
tras diferencias. Al igual que los promoventes, considera-
mos que es a partir del conocimiento de los valores, creen-
cias, convicciones y conductas democráticas, que se puede
construir, perfeccionar y garantizar la solidez y permanen-
cia de un sistema político democrático.

De esta forma el texto del inciso a) de la fracción II, que-
daría de la siguiente forma:

“a) Será democrático, considerando a la democracia no so-
lamente como una estructura jurídica y un régimen políti-
co, sino como un sistema de vida fundado en el constante
mejoramiento político, económico, social y cultural del
pueblo;”

Por lo que ve a la reforma del inciso b) de la misma frac-
ción II, para añadir el aprovechamiento sustentable y el
cuidado del medio ambiente, de igual manera se estima
oportuna, en virtud de la transformación evidente de las

condiciones climáticas de nuestro planeta y que ha sido ya
factor de contingencia en muchos países.

Estamos convencidos que el problema del cambio climáti-
co debe ser tratado como un tema de Estado y, por lo con-
siguiente, atenderse con urgencia para evitar poner en ries-
go el ecosistema.

El artículo 4º de la misma Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos dispone que “Toda persona tiene
derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo
y bienestar”. Para lograrlo debemos empezar por una ade-
cuada educación ambiental, concebida como política pú-
blica para el desarrollo sustentable de nuestro país. La edu-
cación ambiental debe ser vista como una práctica social en
donde los ciudadanos pueden tomar conciencia de la nece-
saria protección, preservación y conservación de los recur-
sos naturales.

Por lo anterior, se propone reformar el inciso b) de la frac-
ción II, para quedar como sigue:

“b) Será nacional, en cuanto —sin hostilidades ni exclusi-
vismos— atenderá a la comprensión de nuestros proble-
mas, al aprovechamiento sustentable de nuestros recursos
y el cuidado del medio ambiente, a la defensa de nuestra
independencia política, al aseguramiento de nuestra inde-
pendencia económica, a la continuidad y acrecentamiento
de nuestra cultura”.

En relación a las modificaciones al inciso c) de la misma
fracción II, a efecto de incorporar el respeto a la diversi-
dad cultural e igualdad de todos los pueblos y de todas
las personas, los miembros de la Comisiones Dictamina-
doras refrendamos nuestro compromiso adquirido con la
sociedad para reivindicar los derechos de todos los mexi-
canos, en particular, de los pueblos indígenas. En este mis-
mo tenor, se considera procedente la adición de una nueva
fracción VI, para establecer que la educación preescolar y
primaria que se imparta a los miembros de los pueblos
indígenas será bilingüe.

El artículo 2 de nuestra Carta Magna decreta que la Nación
Mexicana es única e indivisible y reconoce su composición
pluricultural, sustentada originalmente en sus pueblos indí-
genas. El mismo artículo impone la obligación a la Federa-
ción, Estados y municipios para promover la igualdad de
oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier prácti-
ca discriminatoria. 
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“La riqueza cultural del mundo reside en su diversidad
dialogante”26. Con esta frase el director General de la
UNESCO Koichiro Matsuura, inicia el preámbulo de la
Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad
Cultural27.

En dicho preámbulo Matsuura sostiene que la Declaración
“...aspira a evitar toda tentación segregacionista y funda-
mentalista que, en nombre de las diferencias culturales, sa-
cralice esas mismas diferencias y desvirtúe así el mensaje
de la Declaración Universal de Derechos Humanos”. De
acuerdo con el artículo 1º de Declaración Universal de la
UNESCO sobre la Diversidad Cultural, la diversidad cul-
tural es patrimonio común de la humanidad.

Retomando los esfuerzos internacionales para preservar la
diversidad cultural de los pueblos y por la riqueza cultural
de nuestros pueblos indígenas, la escuela en nuestro país
debe ser un fuerte impulsor del respeto por la diversidad
cultural y la igualdad de todos los pueblos y de todas las
personas, a fin de evitar cualquier tipo de privilegio no só-
lo de razas, religiones, grupos, de sexos, sino también y, en
particular de cualquier persona.

Finalmente, y en concordancia con el párrafo anterior, se
considera viable la propuesta de los iniciantes respecto a
proporcionar una perspectiva de género al artículo 31 cons-
titucional, en materia de las obligaciones de los padres de
familia, para quedar como sigue:

“Artículo 31. ...

I. Hacer que sus hijos, hijas o pupilos concurran a las
escuelas públicas o privadas, para obtener la educación
preescolar, primaria, secundaria, y reciban la militar,
en los términos que establezca la ley.

II. a IV. ...”

11. Del Régimen Transitorio.

En el artículo segundo transitorio se propone establecer
que la obligación del Estado de garantizar el acceso a la
educación media superior a todos los estudiantes en edad
de cursarla, se realizará de manera gradual y creciente, en
diversas modalidades, con calidad y pertinencia, con la
concurrencia presupuestal de la Federación y entidades fe-
derativas. Con esta precisión en el régimen transitorio, se
obliga al Estado a que de manera sistemática aumente la
matrícula en este nivel educativo, así mismo a efectos de

ser congruentes con el Decreto se precisa, que el aumento
de la cobertura de la educación media superior se realizará
con la calidad y pertinencia, de tal forma que verdadera-
mente impacte no sólo en la preparación y formación de los
adolescentes sino en el desarrollo nacional.

El artículo tercero transitorio, establece condiciones me-
diante las cuales los poderes ejecutivo y legislativo federa-
les se coordinarán para establecer las bases y convocar a un
gran acuerdo nacional para generar una genuina política de
Estado en materia educativa, con planeación y metas de
largo plazo, en un marco de colaboración entre los distin-
tos poderes y órdenes de gobiernos, que implique cambios
estructurales e inversiones importantes para convertir a la
educación en el eje fundamental del desarrollo Nacional.

El artículo cuarto transitorio, en el que se propone estable-
cer que los niños de 3 años sean atendidos por los servicios
de educación inicial y se mantenga el carácter obligatorio
de dos grados de educación preescolar, tiene sustento en
criterios de orden pedagógico relacionados con la necesi-
dad de ofrecer atención educativa de calidad a los niños de
0 a 4 años de edad, de manera que ésta se ofrezca en con-
diciones más adecuadas e influya positivamente en el des-
arrollo educativo posterior de los pequeños. Las condicio-
nes actuales de los servicios de educación preescolar,
especialmente el número de alumnos por grupo, no son
propicias para una atención educativa de calidad.

Además, se ha considerado que de mantener la obligatorie-
dad del nivel para los pequeños de 3 años, de acuerdo con
la cobertura actual de la educación preescolar para los ni-
ños de esa edad (alrededor del 35%) y el crecimiento pro-
yectado para el ciclo escolar 2008-2009 (41%), sólo para
ese ciclo más de 1 millón 100 mil niños quedaría fuera de
la escuela. Esta situación, evidentemente, no sólo afectaría
el ingreso a preescolar sino que, por ser éste el nivel de ini-
cio de la educación básica, repercutiría en el ingreso de los
niños a la educación primaria y los niveles subsecuentes.

12. De las Modificaciones Planteadas en la Reunión de
Comisiones Unidas

En sesión Plenaria de Comisiones Unidas, de fecha 24 de
abril de 2008, los diputados integrantes de las mismas
plantearon diversas modificaciones al proyecto de decreto
para abonar a la claridad y mejor interpretación del mismo,
que fueron aprobadas por tanto se integran al proyecto de
decreto, y consisten en lo siguiente:
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Primera. Consiste en sustituir “poderes públicos” por
Estado en el inciso b) de la fracción VII, a efecto clarifi-
car que es el Estado —a través de las instituciones que és-
te determine para tales efectos—, el responsable de auto-
rizar estudios en los planteles particulares, así como
otorgar y retirar el reconocimiento de validez oficial de
estudios, y no los poderes públicos ya que por ellos se en-
tiende al Ejecutivo, al Legislativo y al Judicial. Para que-
dar como sigue:

VII. ...

b) Obtener previamente, en cada caso, la autorización
expresa del Estado y acreditar los criterios de calidad y
pertinencia que establezca la ley.

Segunda. Consiste en eliminar “de manera creciente” en el
primer párrafo de la fracción VIII, a efecto de plasmar dicho
texto en un artículo transitorio. Así, en el texto del artículo
tercero quedará establecido que el Estado tiene la obligación
de atender la educación superior, y en el transitorio, la con-
dicionante que regula dicha obligación. De esta forma, se in-
corpora un nuevo artículo transitorio al Decreto, y se reco-
rre la numeración, para quedar como sigue:

VIII. El Estado -Federación, Estados, Distrito Federal
y Municipios- atenderá la educación superior.

Artículo Tercero Transitorio. La cobertura en educa-
ción superior será ampliada por el Estado de manera
creciente.

Tercera. A efecto de homologar la redacción del texto del
artículo tercero, se propone incorporar al Distrito Federal
y sustituir “Entidades Federativas” por Estados en el artí-
culo quinto transitorio (anteriormente artículo cuarto tran-
sitorio) para quedar como sigue:

Artículo Quinto Transitorio. La educación destinada a los
educandos de tres años de edad se atenderá en la modali-
dad de educación inicial. El Estado –Federación, Estados,
Distrito Federal y Municipios- establecerá los mecanismos
para dar cumplimiento a la atención educativa, con cali-
dad, a las familias que soliciten este servicio educativo.   

Por lo anteriormente expuesto y motivado, de acuerdo
con la Constitución, la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral y el Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, las

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Educación Pública y Servicios Educativos, sometemos a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados el
siguiente dictamen con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el artículo tercero
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a recibir educa-
ción. El Estado —Federación, Estados, Distrito Federal y
Municipios—, impartirá educación, desde la preescolar
hasta la media superior.

La educación preescolar, primaria y secundaria conforman
la educación básica; ésta y la media superior serán obli-
gatorias.

La educación será el eje fundamental del desarrollo na-
cional. El Estado —Federación, Estados, Distrito Fede-
ral y Municipios— garantizará el desarrollo de una po-
lítica de Estado para tales fines.

La educación fomentará armónicamente todas las facul-
tades del ser humano y, a la vez, el amor a la Patria, el res-
peto a los derechos humanos, la no discriminación, y la
conciencia de la solidaridad internacional, en la indepen-
dencia, la justicia y la paz.

La Ley determinará los lineamientos y criterios para
garantizar que dicha educación se imparta y evalúe con
calidad, transparencia y rendición de cuentas.

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias,
la educación que imparta el Estado será laica; por
tanto, se mantendrá por completo ajena a cualquier doc-
trina religiosa.

II. El criterio que orientará la educación se basará en los
resultados del progreso científico y tecnológico, lucha-
rá contra la ignorancia y sus efectos, la discriminación,
las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.

Además:

a) Será democrático, considerando a la democracia
no solamente como una estructura jurídica y un ré-
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gimen político, sino como un sistema de vida funda-
do en el constante mejoramiento político, económi-
co, social y cultural del pueblo;

b) Será nacional, en cuanto —sin hostilidades ni ex-
clusivismos— atenderá a la comprensión de nues-
tros problemas, al aprovechamiento sustentable de
nuestros recursos y el cuidado del medio ambiente,
a la defensa de nuestra independencia política, al ase-
guramiento de nuestra independencia económica, a la
continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura.

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin
de fortalecer el aprecio y respeto por la diversidad
cultural, la dignidad de la persona, la integridad de
la familia, la convicción del interés general de la so-
ciedad, los ideales de fraternidad e igualdad de dere-
chos de todos los pueblos y de todas las personas,
evitando los privilegios de razas, de religión, de gru-
pos, de sexos o de personas;

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el
cuarto párrafo y en las fracciones I y II, el Ejecutivo
Federal determinará los planes y programas de estudio
de la educación preescolar, primaria, secundaria, media
superior –con excepción de las instituciones a las que
la ley otorga autonomía, de acuerdo con la fracción
VIII del presente artículo– y normal para toda la Re-
pública. Para tales efectos, el Ejecutivo Federal consi-
derará la opinión de los gobiernos de las entidades fe-
derativas y del Distrito Federal, así como de los diversos
sectores sociales involucrados en la educación, en los
términos que la ley señale.

IV. Toda la educación que el Estado imparta será gratui-
ta. La Ley establecerá mecanismos claros y transpa-
rentes para fomentar la participación social en la
educación, así como para promover condiciones de
igualdad y equidad en el acceso y la permanencia en
el sistema educativo nacional.

V. Además de impartir la educación preescolar, prima-
ria, secundaria y media superior señaladas en el primer
párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos
y modalidades educativos –incluyendo la educación ini-
cial y a la educación superior- necesarios para el des-
arrollo de la nación, y alentará el fortalecimiento y difu-
sión de nuestra cultura.

La educación estará vinculada al desarrollo científi-
co y tecnológico del país.

Es obligación del Estado —Federación, Estados, Dis-
trito Federal y Municipios— promover, impulsar y
financiar la ciencia y tecnología para contribuir al
desarrollo nacional y regional del país.

VI. La educación preescolar y primaria que se im-
parta a los miembros de los pueblos indígenas será
bilingüe.

VII. Los particulares podrán impartir educación en to-
dos sus tipos y modalidades. En los términos que esta-
blezca la ley, el Estado otorgará y retirará el reconoci-
miento de validez oficial a los estudios que se realicen
en planteles particulares. En el caso de la educación pre-
escolar, primaria, secundaria, media superior y normal,
los particulares deberán:

a) Impartir la educación con apego a los mismos fi-
nes y criterios que establecen el cuarto párrafo y la
fracción II, así como cumplir los planes y programas
a que se refiere la fracción III;

b) Obtener previamente, en cada caso, la autoriza-
ción expresa del Estado y acreditar los criterios de
calidad y pertinencia que establezca la ley. 

VIII. El Estado –Federación, Estados, Distrito Fede-
ral y Municipios– atenderá la educación superior.
Las universidades y las demás instituciones de educa-
ción superior a las que la ley otorgue autonomía, ten-
drán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y di-
fundir la cultura de acuerdo con los principios de este
artículo, respetando la libertad de cátedra e investiga-
ción y de libre examen y discusión de las ideas; deter-
minarán sus planes y programas; fijarán los términos de
ingreso, promoción y permanencia de su personal aca-
démico; y administrarán su patrimonio. Las relaciones
laborales, tanto del personal académico como del admi-
nistrativo, se normarán por el apartado A del artículo
123 de esta Constitución, en los términos y con las mo-
dalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo
conforme a las características propias de un trabajo es-
pecial, de manera que concuerden con la autonomía, la
libertad de cátedra e investigación y los fines de las ins-
tituciones a que esta fracción se refiere.

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados292



Las instituciones particulares de educación superior
deberán cumplir con lo dispuesto en la fracción VII
inciso b) de este artículo.

IX. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y co-
ordinar la educación en toda la República, expedirá las
leyes necesarias, destinadas a distribuir la función social
educativa entre la Federación, los Estados y los Munici-
pios, a fijar las aportaciones económicas correspondien-
tes a ese servicio público y a señalar las sanciones apli-
cables a los funcionarios que no cumplan o no hagan
cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que a to-
dos aquellos que las infrinjan.

ARTICULO SEGUNDO. Se reforma la fracción I del ar-
tículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 31. ...

I. Hacer que sus hijos, hijas o pupilos concurran a las
escuelas públicas o privadas, para obtener la educación
preescolar, primaria, secundaria y media superior, y re-
ciban la militar, en los términos que establezca la ley.

II. a IV. ...

ARTÍCULO TERCERO. Se deroga el Artículo Quinto
Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación, el 12 de noviembre de 2002, que reforma el ar-
tículo 3° en su párrafo primero fracciones III, V y VI, y el
Artículo 31 en su fracción I, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

TRANSITORIOS

Artículos Primero al Cuarto. ...

Artículo Quinto. Se deroga.

Artículos Sexto al Octavo. ...

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. La obligatoriedad del Estado de garantizar el
acceso a la educación media superior a todos los estudian-
tes en edad de cursarla, se realizará de manera gradual y
creciente, en diversas modalidades, con calidad y pertinen-
cia, con la concurrencia presupuestal de la Federación y
entidades federativas.

TERCERO. La cobertura en educación superior será am-
pliada por el Estado de manera creciente.

CUARTO. Para la generación de la política de Estado en
materia educativa los Poderes Ejecutivo y Legislativo Fe-
derales, en el ámbito de sus respectivas competencias y de
manera coordinada, en un plazo de seis meses a partir de la
publicación en el Diario Oficial de la Federación del pre-
sente Decreto, convocarán a las diversas instituciones y
sectores involucrados, así como a las autoridades educati-
vas de los distintos órdenes de gobierno.

QUINTO. La educación destinada a los educandos de tres
años de edad se atenderá en la modalidad de educación ini-
cial. El Estado –Federación, Estados, Distrito Federal y
Municipios– establecerá los mecanismos para dar cumpli-
miento a la atención educativa, con calidad, a las familias
que soliciten este servicio educativo.   

SEXTO. Al entrar en vigor el presente Decreto, el Con-
greso de la Unión y las legislaturas de los estados, deberán
adecuar en el ámbito de sus respectivas competencias, la
Ley General de Educación y demás disposiciones legales
aplicables en la materia.

Notas:

1 Solana et al. (2004). Historia de la Educación Pública en México
(Coord.). Secretaría de Educación Pública. 

2 INEGI (2007). Información Estadística. 

3 Ibídem.

4 OCDE (2006). Panorama Educativo.

5 Latapí, P. (2004). La Política Educativa del Estado Mexicano desde
1992. Revista Electrónica de Investigación Educativa.

6 Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos (2007). Ela-
boración con datos del Informe anual de la SEP 2006. Metodología de
González-Romero V. M., Navarro Rodríguez M., Cabral Araiza, J. y
López Ramírez E. O. (2005), Reflexiones sobre la educación superior
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mexicana, en Tecnologías para Internacionalizar el Aprendizaje, Uni-
versidad de Guadalajara.

7 Consejo de Especialistas para la Educación, 2006

8 Consejo de Especialistas para la Educación (2006). Los retos de Mé-
xico en el futuro de la educación.

9 6to. Informe (2006). Secretaria de Educación Pública. 

10 Consejo de Especialistas para la Educación (2006). Los retos de
México en el futuro de la educación.

11 OCE, (2008) La educación media, en el limbo. Comunicado núme-
ro 94.

12 Lorenza Villa Lever (2007). La Educación Media Superior. Una
Evaluación. UNAM.

13 Declaración de Colima ( noviembre, 2006). 

14 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (2006).

15 Destaca el trabajo de Slavin (1994), quien después de analizar 11
programas de intervención temprana desarrollados en los Estados Uni-
dos, concluye que el modelo más efectivo se basa en intervenciones in-
tensas centradas en el niño y/o en los padres, mientras que aquellos con
intervenciones limitadas con los niños y con los padres tienen efectos
mínimos a corto y largo plazo en el desarrollo cognitivo de los niños
(Preventing Early School Failure: Research, Policy, and Practice, Bos-
ton: Allyn and Bacon)

16 UNESCO (2007). Bases sólidas. Atención y Educación de la Pri-
mera Infancia. 

17 SEP-CONAEDU (2007). Las Implicaciones de la Obligatoriedad de
la Educación Básica en México: Diagnóstico y Propuestas.

18 Poder Ejecutivo Federal (2007). Primer informe de gobierno.

19 SEP-CONAEDU (2007). Las Implicaciones de la Obligatoriedad de
la Educación Básica en México: Diagnóstico y Propuestas.

20 Olac Fuentes Molinar y Rodolfo Ramírez Raymundo, en La Jorna-
da, 16 de abril de 2007.

21 Órgano que agrupa a las autoridades educativas de las entidades fe-
derativas y de la Secretaría de Educación Pública.

22 SEP-CONAEDU (2007). Las implicaciones de la obligatoriedad de
la educación preescolar.

23 Fuentes Molinar, Olac (diciembre, 2005). Los resultados de las
pruebas PISA y sus implicaciones pedagógicas, Cero en Conducta, nú-
mero 52.

24 CONAFE (2006). Efectos del impulso a la participación de los pa-
dres de familia en la escuela. 

25 ONU (1999). Declaración y Programa de Acción sobre una Cultura
de Paz.

26 http://unesdoc.unesco.org/images/0012/001271/127160m.pdf

27 Adoptada por la 31ª reunión de la Conferencia General de la UNES-
CO París, 2 de Noviembre de 2001. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, abril 29 de 2008.

Por la Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Raymundo
Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero To-
rres (rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernán-
dez Balboa (rúbrica en abstención), Carlos Armando Biebrich Torres
(rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Patricia Castillo Romero
(rúbrica), Silvano Garay Ulloa (rúbrica en lo general, en contra del ar-
tículo tercero y cuarto transitorio), secretarios; Eduardo Sergio de la
Torre Jaramillo (rúbrica), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Rogelio
Carbajal Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Leticia Díaz de Le-
ón Torres (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), José Luis Espi-
nosa Piña (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Francisco
Elizondo Garrido (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Arely
Madrid Tovilla, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Victorio
Rubén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Ro-
sario Ignacia Ortiz Magallón, Víctor Samuel Palma César, Cruz Pérez
Cuéllar (rúbrica), Juan Francisco Rivera Bedoya, Juan José Rodríguez
Prats, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herre-
ra (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Constantino
Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Leobardo Curiel Pre-
ciado (rúbrica), Delber Medina Rodríguez, Víctor Manuel Lizárraga
Peraza, Adrián Pedrozo Castillo, Abundio Peregrino García (rúbrica en
lo general, en contra en lo particular del artículo tercero y cuarto tran-
sitorio), Enrique Rodríguez Uresti (rúbrica), Odilón Romero Gutiérrez
(rúbrica), María del Carmen Pinete Vargas, Sergio Sandoval Paredes
(rúbrica en contra cuarto transitorio), secretarios; José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica en contra cuarto transitorio), Daniel Amador Gaxiola,
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Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), Juan de Dios Castro Muñoz
(rúbrica), Faustino Javier Estrada González, Jesús Vicente Flores Mor-
fín (rúbrica), María Gabriela González Martínez (rúbrica), Benjamín
Ernesto González Roaro, Sergio Hernández Hernández (rúbrica), Ra-
món Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), Francisco Javier Murillo Flores (rúbrica), Concepción Ojeda
Hernández, Ignacio Alberto Rubio Chávez, José de Jesús Solano Mu-
ñoz (rúbrica), Miguel Ángel Solares Chávez (rúbrica), Gerardo Sosa
Castelán, José Luis Varela Lagunas (rúbrica).»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Vamos
a dar la palabra, por las comisiones unidas, para funda-
mentar el dictamen en términos del artículo 108 del Regla-
mento para el Gobierno Interior, al diputado Tonatiuh Bra-
vo Padilla.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla: Gracias,
diputado presidente.

En nombre del diputado Raymundo Cárdenas, presidente
de la Comisión de Puntos Constitucionales, y de un servi-
dor, y una vez habiendo platicado con los integrantes de las
mesas directivas, quisiera presentar, ante la Presidencia de
la Mesa Directiva, modificaciones al artículo primero del
proyecto de decreto, referente a diversos ajustes a la redac-
ción del artículo 3o. constitucional.

Se ajusta la redacción del quinto párrafo del proyecto de
decreto; se eliminan las modificaciones realizadas a la frac-
ción III, en materia de planes y programas de estudio para
educación media superior, para quedar vigente el actual
texto constitucional.

Se modifica la fracción VII del proyecto de decreto para
eliminar la referencia a la educación media superior y que-
dar el texto vigente; se modifica el apartado B de la frac-
ción VII del proyecto de decreto para eliminar el concepto
“pertinencia”, ya que éste debe ser materia de la ley regla-
mentaria, y se elimina el segundo párrafo de la fracción
VIII del proyecto de decreto, en lo referente a la educación
superior para quedar el concepto vigente.

Asimismo, se modifica la derogación del quinto transitorio
y se propone solamente su reforma en lo referente a prees-
colar, de tal manera que el artículo quinto transitorio sola-
mente se reformaría en lo que respecta a la entrada en vi-
gencia del primer año del preescolar y se añade
exclusivamente que éste se hará de manera gradual con el
propósito de que en breve puedan tener acceso al primer
año de educación preescolar, pero que no afecte como re-

quisito indispensable para el segundo y tercero a aquellos
niños que por lo pronto no lo tengan. Así, este artículo que-
da como está en la Gaceta Parlamentaria.

La educación preescolar será obligatoria para todos en los
siguientes plazos, y establece los años. Y, en el caso del pri-
mer año, la atención educativa crecerá de manera gradual y
sistemática hasta lograr su atención universal, su universa-
lización.

Éstas son las propuestas que entrego a la Presidencia, por
parte de las dos presidencias de las comisiones, con la fi-
nalidad de que puedan ser puestas a consideración.

De manera muy sencilla les digo que esta reforma se re-
dactó hace un año y que se ha ido puliendo. Partiendo del
consenso de todas las propuestas de las fracciones parla-
mentarias, se establece la obligatoriedad de la educación
media superior, así como se establece a la educación como
el eje fundamental del desarrollo nacional y la necesidad de
que exista una política de Estado para que, al margen de
periodos trianuales o sexenales, se pueda tener continuidad
en las políticas educativas.

Asimismo, se agrega el respeto a los derechos humanos, la
no discriminación y la paz como parte de la filosofía del ar-
tículo 3o. constitucional. Se establece la necesidad de que
la ley establezca lineamientos y criterios para garantizar
que la educación se imparta y evalúe con calidad, transpa-
rencia y rendición de cuentas.

Se ajusta la fracción I para que continúe vigente el precep-
to, ya establecido, de que la educación que imparte el Es-
tado será laica. De igual manera, se establece que la edu-
cación tomará en consideración no sólo el avance
científico, sino también tecnológico y que luchará, además
de contra la ignorancia y sus efectos, contra la discrimina-
ción.

Es muy importante establecer también que incluye el apro-
vechamiento sustentable de los recursos y el cuidado del
medio ambiente, tal y como lo promovieron diversas frac-
ciones. Así también, se establece el fortalecimiento y el
respeto por la diversidad cultural y el respeto a los dere-
chos de los pueblos y de todas las personas.

Se ajusta el texto constitucional para no solamente estable-
cer con claridad, como ya lo dice el actual texto constitu-
cional, que toda la educación que el Estado imparta será
gratuita; sino establecer que la ley establecerá mecanismos
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claros y transparentes para fomentar la participación social
en la educación, no solamente se trata de participación en
aspectos de cooperación, sino en aspectos de involucra-
miento de la dirección de la política educativa.

Pero lo más importante es la promoción de condiciones de
igualdad y equidad en el acceso y la permanencia en el sis-
tema educativo nacional. Así también se establece que la
educación estará vinculada al desarrollo científico y tecno-
lógico del país y que será obligación del Estado, es decir,
la federación, estados, Distrito Federal y municipios, pro-
mover, impulsar y participar en el financiamiento de la
ciencia y tecnología para contribuir al desarrollo nacional
y regional del país.

De igual manera se establece el derecho de preescolar y
primaria para que a todos los miembros de los pueblos in-
dígenas se les imparta la educación en forma bilingüe. Y,
por supuesto, se establece que la participación en el creci-
miento de la matrícula en el nivel superior deberá ser cre-
ciente en el país.

En los transitorios se establece claramente la manera gra-
dual y sistemática en la que habrán de realizarse los cam-
bios en la obligatoriedad del nivel medio superior, y tam-
bién se establece en éstos mismos, que el Estado mexicano
establecerá mecanismos y condiciones para garantizar que
todo educando, independientemente de su situación so-
cioeconómica y ubicación geográfica o cualquier otra cir-
cunstancia, tenga ingreso en las instituciones públicas de
educación primaria.

De tal manera que este dictamen que se presenta a su con-
sideración ha sido un esfuerzo muy importante de todas las
fracciones parlamentarias, motivo por el cual agradezco a
los coordinadores de las mismas el haberla suscrito y el ha-
berla promovido. Así también como a la anterior Mesa Di-
rectiva, a su presidenta, y a la actual Mesa Directiva y su
presidente.

Por lo cual pido a todos ustedes el voto aprobatorio a esta
reforma que sin lugar a dudas propiciará que más de la mi-
tad de los jóvenes que hoy se quedan sin acceso a educa-
ción media superior, de manera paulatina y gradual, en po-
co tiempo puedan tener una alternativa de desarrollo
educativo como ocurre ya en la gran mayoría de los países.
Muchísimas gracias por el favor de su atención.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Diputado Cesar Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados.

Por acuerdo de las Presidencias de las Comisiones de Pun-
tos Constitucionales y de Educación Pública y Servicios
Educativos de esta soberanía y en alcance al dictamen con
proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
3o. y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, nos permitimos solicitar se sometan a conside-
ración del pleno, adiciones y modificaciones a dicho dicta-
men. Las cuales enriquecen y recogen diversas propuestas
de los grupos parlamentarios integrantes de esta LX Legis-
latura, mismas que a continuación se describen:

1. Se modifica el artículo primero del proyecto de de-
creto referente a diversos ajustes a la redacción del ar-
tículo tercero constitucional.

a) Se ajusta la redacción del quinto párrafo del proyecto de
decreto para mayor claridad en el texto, al cambiar la ex-
presión “dicha” [educación], por “la” [educación].

b) Se eliminan las modificaciones realizadas a la fracción
tercera del proyecto de decreto en materia de planes y pro-
gramas de estudio para la educación media superior, para
quedar el actual texto vigente constitucional.

c) Se modifica la fracción séptima del proyecto de decreto
para eliminar la referencia a la educación media superior,
para quedar el actual texto vigente constitucional.

d) Se modifica el apartado b) de la fracción séptima del
proyecto de decreto para eliminar el concepto “pertinen-
cia”, en virtud de que debe ser objeto de contenido en la
Ley reglamentaria,

e) Se elimina el segundo párrafo de la fracción octava del
proyecto de decreto en lo referente a la educación superior,
para quedar el artículo sexto vigente constitucional.

f) Se modifica el tercer párrafo de la, fracción quinta del
proyecto de decreto para establecer que el Estado partici-
pará en el financiamiento de la ciencia y la tecnología.

2. Se modifica el artículo tercero del proyecto de decre-
to, en lo referente a la educación preescolar, para que-
dar como sigue:

“Artículo Tercero. Se reforma el Artículo Quinto Transi-
torio del decreto que reforma el artículo 3o. en su párrafo

Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados296



primero fracciones III, V y VI, y el Artículo 31 en su frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción, el 12 de noviembre de 2002, para quedar como sigue:

Transitorios

Artículos Primero al Cuarto.- ...

Artículo Quinto. La educación preescolar será obligatoria
para todos en los siguientes plazos: en el tercer año de pre-
escolar a partir del ciclo 2004-2005; el segundo año de pre-
escolar, a partir del ciclo 2005-2006. En el caso del primer
año de preescolar, la atención educativa crecerá de mane-
ra gradual y sistemática hasta lograr su universalización.

En los términos señalados, el Estado mexicano habrá de
universalizar en todo el país, con calidad, equidad y reco-
nociendo las diversidades regionales, la oferta de este ser-
vicio educativo, con apego a la concurrencia de recursos
presupuestales asignados por la federación estados Dis-
trito Federal y municipios.

El Estado mexicano establecerá mecanismos y condicio-
nes para garantizar que todo educado, independiente-
mente de su situación socioeconómica y ubicación geo-
gráfica, o cualquier otra circunstancia, tenga ingreso a
las instituciones públicas de educación primaria.

Artículos Sexto al Octavo.- ...

3. Se modifica el artículo segundo transitorio del decre-
to, referente a la educación media superior, para que-
dar como sigue:

“Segundo. La obligatoriedad del Estado de garantizar el
acceso a la educación media superior a todos los estu-
diantes en edad de cursarla, se realizará de manera gra-
dual y creciente, en diversas modalidades, con calidad y
con la concurrencia presupuestal de la Federación y enti-
dades federativas, y en los términos establecidos en el
Plan Nacional de Desarrollo y el Programa Sectorial de
Educación vigentes.”

4. Se modifica el artículo tercero transitorio del decreto,
referente a la educación superior, para quedar como si-
gue:

“Tercero. La cobertura en educación superior será am-
pliada por el Estado de manera creciente, en los términos
de la ley de la materia.

5. En concordancia con los cambios anteriores, se reali-
zan diversas modificaciones a los considerandos del dic-
tamen, en los siguientes términos:

A) Se modifica el numeral 5 del Capítulo III consideracio-
nes, para ajustar la redacción referente a la educación pre-
escolar, para quedar como sigue:

III. Consideraciones

1 al 4...

5. Artículo Quinto Transitorio del decreto por el que se
elevó a rango constitucional la educación preescolar en
2002 y fortalecimiento de la educación inicial.

Respecto a la propuesta de modificar el Artículo Quinto
Transitorio del decreto por el que se elevó a rango consti-
tucional la educación preescolar, es preciso mencionar que
estas comisiones reconocemos el avance que la oportuni-
dades de desarrollo y sus capacidades para aprender se
verán incrementadas. El Informe Niños pequeños, grandes
desafíos II: educación y atención preescolar, publicado por
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE, 2006) señala que: “La provisión de una
educación y una atención de buena calidad durante la pri-
mera infancia se ha mantenido de forma constante en las
agendas de los gobiernos durante los últimos años... se es-
tá generalizando la idea de que un acceso temprano a la
educación y atención :preescolar contribuyen a un buen
arranque en la vida, sobre todo para los grupos de bajos
ingresos y de lengua materna distinta...” 1

Sin embargo, también se coincide en que -de acuerdo con
estudios recientes2- para que la intervención pedagógica
en los primeros años de vida tenga efectos positivos de cor-
to y largo plazo en el desarrollo de los niños, es indispen-
sable que sea realizada por profesionales que trabajen de
manera intensiva, continua, con grupos pequeños y que in-
volucren a las familias (en particular a la madre); en con-
traste, una intervención pedagógica temprana que carezca
de tales características tiene escaso o nulo efecto positivo
en el desarrollo posterior de los niños.

Ante la responsabilidad que implica la tarea de legislar, y
reconociendo la importancia que merece el tema de la
obligatoriedad de la educación preescolar en el marco de
las decisiones de política educativa, las comisiones hemos
realizado un proceso responsable y minucioso de análisis
sobre las implicaciones que tiene la entrada en vigor de la
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obligatoriedad del primer año del preescolar en agosto de
2008.

Reconociendo los avances en materia de cobertura en el
nivel preescolar (96 por ciento en el tercer año y 88.9 por
ciento en el segundo año), estas comisiones consideran
que la reforma de 2002 se realizó sin un análisis compre-
hensivo sobre si el Gobierno Federal y los gobiernos esta-
tales tendrían la capacidad de atender los requerimientos
técnico-pedagógicos, financieros y de organización para
garantizar -en los plazos fijados, y con calidad y pertinen-
cia- la educación preescolar para todos los educandos, so-
bre todo en lo referente a la educación destinada a las ni-
ñas y niños de tres años de edad.

Así, aún con los avances descritos, el cumplimiento de la
obligatoriedad del primer año del preescolar para el ciclo
2008-2009 enfrenta serios problemas de viabilidad. En el
ciclo escolar 2006-2007 se cubrió sólo al 30.6 por ciento
de la demanda en este grado escolar, por lo que estas co-
misiones consideran que las autoridades educativas no
han avanzado lo suficiente en la previsión de las condicio-
nes que permitan atender, con calidad y equidad, a la de-
manda de este nivel.

En este sentido, es preocupación central de las comisiones
garantizar las condiciones para que la obligatoriedad del
primer año de educación preescolar no opere de manera
regresiva, es decir, perjudicando precisamente a 10s me-
nos favorecidos -particularmente las niñas y los niños que
viven en comunidades marginadas.

Ante esta problemática, las comisiones resaltamos la im-
portancia del diagnostico elaborado por el Consejo Na-
cional de Autoridades Educativas (CONAEDU), instancia
de la Secretaría dé Educación Pública que agrupa a las
autoridades educativas de las entidades federativas y del
Gobierno Federal. A continuación, con base en dicho
diagnóstico se presentan algunas de las implicaciones de
entrar en vigor la obligatoriedad del primer año de educa-
ción preescolar en el ciclo escolar 2008-2009:

1. En el ciclo escolar 2006-2007, la población de 3 años
no atendida por preescolar a nivel nacional fue de
69.4%. El problema fue más grave en algunos estados:
en Colima se registró el 98% y en Campeche el 92%.

2. La cobertura para el primer año de preescolar en el
presente ciclo escolar (2007-2008) se estima en 35.6%
y para el ciclo 2008-2009 en 41 %, lo cual significa que

más de 1 millón 100 mil niños de tres años no tendrían
acceso, constituyendo un rezago temprano e incremen-
tando la brecha de inequidad, ya que los educandos ex-
cluidos de este servicio en su mayoría pertenecen a es-
tratos sociales caracterizados por la pobreza y
marginación.

3. La cobertura universal de niños de tres años en 2008-
2009 implicaría la creación de 61,984 grupos, lo cual
significaría una erogación de más de 20,000 millones
de pesos.

4. De mantenerse el crecimiento inercial de los últimos
años en la matrícula, la cobertura de los niños de tres
años para 2012-2013 sería de 53.4%, mientras que la
cobertura universal se lograría aproximadamente en el
año 2030.

Un tema que no se debe soslayar es el referente al rezago
temprano. Este hace referencia a que, en los casos en que
las limitaciones de la oferta y/o las condiciones de vida de
las familias impidan el ingreso de los niños de 3 años al
preescolar, la entrada en vigor de la reforma de 2002 afec-
taría la garantía de ingreso al segundo y tercer grados de
preescolar y-aún más grave- el ingreso y tránsito a la edu-
cación primaria y los niveles subsecuentes; lo anterior, sin
duda sería regresivo y contrario al espíritu que motivo a la
reforma de 2002.

Además de las consideraciones anteriores, debe señalarse
que -considerando todas las modalidades del nivel- el pro-
medio de niños por maestro ha registrado un crecimiento
sostenido entre el ciclo escolar 2001-2002 y el 2006-2007,
al pasar de 21.8 a 24.4; 3 este promedio es aún mayor en
los planteles de preescolar general, especialmente los ubi-
cados en zonas urbanas marginales (en los que no es ex-
traño encontrar grupos de hasta 45 niños), mientras que
las modalidades de preescolar comunitario e indígena fun-
cionan, por lo general, con grupos muy pequeños. La in-
corporación obligatoria de los niños de tres años a partir
del ciclo escolar 2008-2009 incrementaría aún más el nú-
mero de niños que debe atender cada maestro.

Las condiciones de sobrepoblación de los grupos escolares
son poco propicias para que las educadoras realicen una
labor pedagógica con las características necesarias para
influir positiva y significativamente en los niños, debido a
que el desarrollo de competencias intelectuales y socioa-
fectivas en los pequeños exige que las maestras los obser-
ven sistemáticamente, tomen en cuenta y potencien sus ca-
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pacidades mediante el trabajo colaborativo, así como que
atiendan la diversidad social y cultural de los grupos.4

La sobrepoblación de los grupos es un reto aún mayor
cuando se consideran las necesidades específicas de los
pequeños de 3 años de edad. Al respecto es importante des-
tacar las reflexiones de especialistas en educación, como
Olac Fuentes Molinar y Rodolfo Ramírez, quienes han des-
tacado que “... cumplir con la obligatoriedad del primer
año de preescolar implicaría dispensar una atención muy
distinta a la que se ofrece a menores de uno o dos años
más... por ser tan pequeños, muchos carecen de seguridad,
de madurez suficiente y de competencias tan elementales, y
a la vez sustantivas, como las de ir al baño, por ejemplo.
En todo caso, se requeriría ofrecer el servicio a través de
grupos más reducidos que los usuales, de una asistencia
pedagógica muy calificada y un modelo de trabajo más in-
dividualizado.” 5

En coincidencia, el Consejo Nacional de Autoridades Edu-
cativas (CONAEDU) 6 destaca que:

“... los niños, especialmente los más pequeños, pueden
vivir situaciones estresantes que afectan su desarrollo
emocional, cuando las condiciones del ambiente en el
grupo los obligan, por ejemplo, a tiempos de espera
prolongados para ser atendidos en sus procesos indivi-
duales... Por estas razones, no basta con que los niños
asistan a la escuela, se requiere que ésta sea un espacio
donde se sientan seguros y adquieran confianza en sí
mismos, un espacio que asegure el desarrollo de sus ca-
pacidades de pensamiento que constituyen la base del
aprendizaje permanente y de la acción creativa y eficaz
en diversas situaciones sociales.

“Si bien a la edad de tres años, en general los pequeños
han desarrollado capacidades importantes como es el
hecho de que se desplazan solos (caminan y corren), y
en general poseen un buen dominio del lenguaje oral,
aún requieren de atención individual específica y de
ayuda de los adultos para realizar actividades de ma-
nera autónoma; hay, por ejemplo, quienes han logrado
el control de esfínteres, mientras que otros no del todo,
hay quienes se mantienen atentos en ciertas actividades
por periodo más prolongados y quienes cambian de ac-
tividad con mucha rapidez...” 7

En el referido documento elaborado por el CONAEDU,
mismo que fue entregado al Poder Legislativo en sesión de
Comisiones Unidas de las Comisiones de Educación Pú-

blica y Servicios Educativos y de Puntos Constitucionales
de la Cámara de Diputados, y en Conferencia con la Co-
misión de Educación del Senado de la República, con fe-
cha 26 de septiembre de 2007, las autoridades educativas
plantean dos propuestas concretas al Congreso de la
Unión:

“Opción 1: Eliminar la obligatoriedad de la educación
preescolar para los niños y las niñas de 3 años de edad,
manteniendo este servicio como optativo. Esta medida
contribuye en primer término, a evitar la afectación de
los niños en su derecho a recibir educación, pero de ma-
nera muy importante, permitiría concentrar los esfuer-
zos en el mejoramiento de la calidad del servicio y en la
ampliación de la cobertura de la población de 4 y 5
años. Esto significa que las entidades federativas que
cuenten con las condiciones de infraestructura y peda-
gógicas para ofrecer educación preescolar a los niños
de 3 años de edad, lo seguiría ofreciendo con carácter
optativo y tendrán posibilidades de incrementar gra-
dualmente la cobertura, para cumplir con el propósito
de garantizar el acceso a la educación.

Opción 2: Ampliar el plazo para la obligatoriedad del
primer grado de preescolar para los niños de 3 años de
edad, considerando los siguientes criterios técnico-pe-
dagógicos y presupuestales para planificar el creci-
miento gradual de la oferta educativa con calidad.” 8

De acuerdo con lo anterior, estas comisiones dictaminado-
ras concluimos que -con base en la teoría educativa, la ex-
periencia internacional y el contexto educativo mexicano-
lo más pertinente es garantizar que la cobertura del primer
año de educación preescolar crezca de manera gradual,
sistemática, con calidad, equidad. y pertinencia. Ello, con
el objeto de evitar el rezago temprano y no propiciar cir-
cunstancias en las que las familias se vean obligadas a lle-
var a sus hijos al primer año del preescolar, cuando las
condiciones de infraestructura, accesibilidad, equidad y
pertinencia no estén dadas.

Así, en tanto no se universalice la atención en este grado
educativo, éste no se considerará como un requisito sine
qua non para el ingreso a los grados subsecuentes de la
educación preescolar.

Por lo expuesto, se concluye que el artículo quinto transi-
torio del decreto por el que se elevó a rango constitucional
la obligatoriedad de la educación preescolar en 2002 debe
reformarse. Lo anterior, para establecer que en el caso del
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primer año de preescolar, la atención educativa deberá
crecer de manera gradual y sistemática hasta lograr su
universalización.

Asimismo, se modifica el artículo transitorio en comento
para precisar que el Estado mexicano habrá de universa-
lizar en todo el país, con calidad, equidad, pertinencia y
reconociendo las diversidades regionales, la oferta de este
servicio educativo, con apego a la concurrencia de recur-
sos presupuestales asignados por la federación, estados,
Distrito Federal y municipios.

Finalmente, mediante esta reforma se garantiza que el Es-
tado mexicano establecerá mecanismos y condiciones pa-
ra garantizar que todo educando, independientemente de
su situación socioeconómica y ubicación geográfica, tenga
ingreso a las instituciones públicas de educación primaria.

5 a 12. . .

B. SE ADICIONA UN NUMERAL 3 AL CAPÍTULO I.
PROCESO LEGISLATIVO Y SE RECORRE LA NUME-
RACIÓN, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

I. Proceso Legislativo

1 y 2...

3. Así también, es importante destacar que en el proceso de
elaboración del presente dictamen, las comisiones unidas
tomaron en cuenta los planteamientos de diversas iniciati-
vas presentadas e impulsadas por los grupos parlamenta-
rios representados en la Cámara de Diputados.

En este sentido, en el tema del aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos naturales, el cuidado al medio ambien-
te y la educación ambiental, se destacan iniciativas pre-
sentadas por el Partido Verde Ecologista de México
(PVEM); en el tema de la incorporación de nuevas garan-
tías sociales al texto constitucional se destacan propuestas
del Partido de la Revolución Democrática (PRD), el Par-
tido Revolucionario Institucional (PRI), el Partido Acción
Nacional (PAN), el Partido Nueva Alianza y el Partido
Convergencia.

En lo referente al tema de fortalecer el concepto de gratui-
dad de la educación se destacan propuestas de Conver-
gencia, PRI, PAN, PRD; en materia de promover, impulsar
y financiar la ciencia y la tecnología se destacan iniciati-

vas del PRI, PAN y PRD; en cuanto a establecer criterios
de calidad y transparencia para la educación se destacan
iniciativas del Partido Nueva Alianza; PRI, Convergencia,
PAN, PRD, PVEM y el Partido del Trabajo (PT); en lo re-
ferente a elevar a rango constitucional la obligatoriedad
de la educación media superior se destacan propuestas del
PRD y Nueva Alianza.

4 al 7...

C) SE AÑADEN TRES PÁRRAFOS Y UNA GRÁFICA
AL FINAL DEL NUMERAL 3 DEL CAPÍTULO III.
CONSIDERACIONES, EN MATERIA DE EDUCACIÓN
MEDIA SUPERIOR, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

III. Consideraciones

5. …

Finalmente, a través de la creación de un artículo transi-
torio, se establece que la obligatoriedad del Estado de ga-
rantizar el acceso a la educación media superior a todos
los estudiantes en edad de cursarla, se realizará de mane-
ra gradual y creciente, en diversas modalidades, con cali-
dad y pertinencia, con la concurrencia presupuestal de la
Federación y entidades federativas. Así, dada esta gradua-
lidad, estas comisiones prevén un crecimiento incremental
y que tome en cuenta las diversidades regionales, que po-
dría compararse con el de la educación secundaria a par-
tir de que esta se hizo obligatoria en 1993.

Fuente: Informes Presidenciales (2000-2005); INEE, Panorama Edu-
cativo (2005 y 2006).

Como lo ejemplifica la Gráfica 4, el crecimiento en la co-
bertura de la educación secundaria se dio con un prome-
dio anual de 1.5 puntos porcentuales desde 1993 a 2006.
Cabe señalar, que con base en el Programa Sectorial de
Educación (PSE) 2007-2012, la meta de cobertura en edu-
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cación media superior a 2012 es del 68 por ciento, es de-
cir, 2 puntos porcentuales al año, tomando en cuenta que
la cobertura actual es del 58 por ciento.

Por ello, estas comisiones consideran que la propuesta de
elevar a rango constitucional la obligatoriedad de la edu-
cación media superior, de manera gradual, es consistente
con las metas del Ejecutivo Federal en este ámbito en el
PSE 2007-2012.

D) SE SUPRIMEN LOS PÁRRAFOS TERCERO Y
CUARTO DEL NUMERAL 11. DEL CAPÍTULO III.
CONSIDERACIONES, EN MATERIA DE EDUCACIÓN
INICIAL.

E) SE SUPRIME EL PÁRRAFO CUARTO DEL NUME-
RAL 12. DEL CAPÍTULO III. CONSIDERACIONES,
REFERENTE A LA EDUCACIÓN INICIAL.

F) SE SUPRIME EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITO-
RIO DEL DECRETO, REFERENTE A EDUCACIÓN
INICIAL, Y SE RECORRE LA NUMERACIÓN.

G) SE SUPRIMEN LAS FRACCIONES IV, VI Y VIII
DEL PÁRRAFO DÉCIMO DEL CAPÍTULO II. ANTE-
CEDENTES, EN LO REFERENTE A PLANES Y PRO-
GRAMAS DE ESTUDIO DE EDUCACIÓN MEDIA SU-
PERIOR, EDUCACIÓN INICIAL Y LAICIDAD,
RESPECTIVAMENTE.

H) SE SUPRIME LA FRACCIÓN II DEL PÁRRAFO
ONCE DEL CAPÍTULO II. ANTECEDENTES, EN MA-
TERIA DE EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR.

I) SE SUPRIMEN LOS INCISOS “f” y “h” DEL PÁRRA-
FO DOCE DEL CAPÍTULO II. ANTECEDENTES, EN
MATERIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y EDUCA-
CIÓN INICIAL RESPECTIVAMENTE.

J) SE SUPRIME EL PÁRRAFO VIGÉSIMOPRIMERO
DEL NUMERAL 3. DEL CAPÍTULO III. CONSIDERA-
CIONES, EN LO REFERENTE A PLANES Y PROGRA-
MAS DE ESTUDIO DE EDUCACIÓN MEDIA SUPE-
RIOR.

K) SE SUPRIMEN LOS PÁRRAFOS QUINTO, OCTA-
VO Y NOVENO DEL NUMERAL 4. DEL CAPÍTULO
III. CONSIDERACIONES, EN LO REFERENTE A LA
PERTINENCIA EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR.

L) SE ELIMINAN LOS TRES PÁRRAFOS EXISTEN-
TES EN EL NUMERAL 8. DEL CAPÍTULO III. CONSI-
DERACIONES, REFERENTE A LA LAICIDAD Y SE
ADICIONA UN PÁRRAFO ÚNICO PARA QUEDAR
COMO SIGUE:

En lo referente a la propuesta sobre el carácter laico de la
educación, las modificaciones son sólo de expresión gra-
matical a esta garantía constitucional consagrada en el tex-
to vigente. Por lo tanto, los cambios que se proponen son
sólo de forma, y para armonizar la redacción. Así el pro-
yecto de Decreto sólo establece, en un mismo párrafo, que
la educación que imparta el Estado será laica.

M) SE SUPRIMEN LOS PÁRRAFOS TERCERO Y
CUARTO DEL NUMERAL 11, EN MATERIA DE EDU-
CACIÓN INICIAL.

Sin otro particular por el momento, le enviamos un cordial
saludo.

Notas:

1 OECD. Starting Strong II: Early Childhood Education and Care.
Summary in Spanish. OECD, 2006. Este segundo informe se realizó
con la participación de 8 países miembros de la OCDE.

2 Destaca el trabajo de Slavin (1994), quien después de analizar 11
programas de intervención temprana desarrollados en los Estados Uni-
dos, concluye que el modelo más efectivo se basa en intervenciones in-
tensas centradas en el niño y/o en los padres, mientras que aquellos con
intervenciones limitadas con los niños y con los padres tienen efectos
mínimos a corto y largo plazo en el desarrollo cognitivo de los niños
(Preventing Early School Failure: Research, Policy, and Practice, Bos-
ton: Allyn and Bacon)

3 Poder Ejecutivo Federal (2007). Primer informe de gobierno.

4 SEP-CONAEDU (2007). Las Implicaciones de la Obligatoriedad de
la Educación Básica en México: Diagnóstico y Propuestas.

5 Olac Fuentes Molinar y Rodolfo Ramírez Raymundo, en La Jornada,
16 de abril de 2007.

6 Órgano que agrupa a las autoridades educativas de las entidades fe-
derativas y de la Secretaria de Educación Pública.

7 SEP-CONAEDU (2007). Las implicaciones de la obligatoriedad de
la educación preescolar.
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8 SEP-CONAEDU (2007). Las Implicaciones de la Obligatoriedad de
la Educación Básica en México: Diagnóstico y Propuestas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, diciembre 11 de 2008.— Comisión
de Puntos Constitucionales, diputado Raymundo Cárdenas Hernández
(rúbrica), Presidente; Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, diputado Itzacóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Bravo Padilla.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Está
solicitando la palabra el diputado Juan de Dios Castro Mu-
ñoz. ¿Con qué objeto, diputado Castro?

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz (desde la cu-
rul): Con fundamento en lo que dispone nuestro reglamen-
to, hacer una observación para que los términos del dicta-
men queden como habíamos acordado en la asamblea de
Comisiones Unidas.

Concretamente es el último párrafo de la fracción V, del 3o.
constitucional, en lugar de “financiar”, debe de decir “par-
ticipar en el financiamiento”. Esto ya cuenta con el aval de
todos los partidos políticos representados en las Comisio-
nes Unidas.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Dado
que hay dos propuestas me gustaría…

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla: Solamente
para señalar que en la Gaceta Parlamentaria se contiene en
las páginas 2 a 4, la precisión que nos había pedido el com-
pañero diputado, y viene de manera puntual, tal y como
viene.

Él lo acaba de leer, dice: “La educación estará vinculada al
desarrollo científico y tecnológico del país. Es obligación
del Estado, federación, estados, Distrito Federal y munici-
pios: promover, impulsar y participar en el financiamiento
de la ciencia y tecnología para contribuir al desarrollo na-
cional y regional del país”. Tal cual está en la Gaceta Par-
lamentaria.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias diputado. Entonces en el entendido de que están in-
cluidas las propuestas sugeridas tanto por el diputado Juan

de Dios Castro, en lo que acaba de leer el diputado Bravo
Padilla. Consulte la Secretaría a la asamblea si se admiten
las modificaciones propuestas en nombre de la comisión.

El diputado Adrián Pedrozo Castillo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Sonido
a la curul del diputado Pedrozo. ¿Con qué objeto, diputa-
do?

El diputado Adrián Pedrozo Castillo (desde la curul):
Gracias, diputado.

Para presentar una propuesta de modificación a la fracción
IV del artículo de referencia. Repito, para solicitar el uso
de la palabra.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Con
mucho gusto podrá presentarlos, en el momento oportuno,
cuando se reserven los artículos en lo particular. Prosiga la
Secretaría.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se aceptan las modificaciones
propuestas por el diputado Tonatiuh Bravo Padilla, en
nombre de las comisiones. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: En
consecuencia, está a discusión en lo general, con las modi-
ficaciones propuestas por la comisión y aceptadas por esta
asamblea.

Se han inscrito para la discusión, en lo general y en lo par-
ticular, para la fijación de posiciones, la diputada Silvia
Luna Rodríguez, por el Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza; y la diputada María Gabriela González Martínez,
por el Grupo Parlamentario de Acción Nacional.

Consecuentemente, le damos la palabra a la diputada Silvia
Luna Rodríguez, hasta por cinco minutos.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Presidente, falto de dar mi punto de vista en contra.
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El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Así es.
Di lectura a los diputados que están registrados para la dis-
cusión en lo general, para la fijación de posturas. Ensegui-
da tengo enlistados a los diputados que participarán en la
discusión en lo particular, en contra. Lo anotamos con mu-
cho gusto, diputado Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
En lo general.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Ah, en
lo general. Correcto. Hacemos la corrección. Adelante, di-
putada.

La diputada Silvia Luna Rodríguez: Con su permiso, se-
ñor presidente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, el
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, desde el inicio de
esta legislatura ha asumido el compromiso de hacer de la
educación la herramienta fundamental para el desarrollo
del país.

El dictamen que hoy se discute es el reflejo de los acuerdos
y el trabajo conjunto a favor de la educación de nuestro
pueblo. Avances como el fortalecimiento de las atribucio-
nes del Ejecutivo federal, para el establecimiento de planes
y programas de estudio que vinculen a la educación con el
desarrollo científico y tecnológico, así como con el fortale-
cimiento de los derechos humanos, el respeto a la diversi-
dad cultural y el cuidado del medio ambiente son necesa-
rios para darle a nuestra educación la calidad, pertinencia y
eficiencia que exige la sociedad.

En Nueva Alianza, nos hemos pronunciado por hacer de la
educación la plataforma fundamental para consolidar nues-
tras instituciones democráticas.

Fenómenos como la inseguridad no pueden ser combatidos
ante la ausencia de una cultura de la legalidad. Con medi-
das de tipo coercitivo se combate la inseguridad y la vio-
lencia desde una perspectiva parcial, dejando a un lado el
origen del fenómeno. Con una educación integral y de ca-
lidad, desde el nivel de preescolar hasta educación supe-
rior, se estará construyendo una cultura de respeto a la ley,
se estarán promoviendo valores y vínculos de cohesión so-
cial, haciéndonos, a todos, corresponsables del desarrollo
de un clima de paz y solidaridad.

En Nueva Alianza creemos firmemente que sólo a partir de
un sistema educativo fuerte tendremos la capacidad como
nación de formar los recursos humanos, los conocimientos
y la innovación que nos permitan ser un país más justo,
más seguro y más competitivo.

El compromiso es de todos. Estado y sociedad debemos
trabajar conjuntamente para hacer de la educación una in-
versión, los padres y madres de familia deben ser corres-
ponsables y asegurarse que las y los niños se incorporen al
sistema educativo desde sus primeros niveles.

La propuesta de ampliar la obligatoriedad de la educación
a 15 años, con una currícula que transforme habilidades y
capacidades del alumno, es una propuesta que atiende una
demanda social; ya que año con año miles de jóvenes no
logran ingresar a alguno de los sistemas de educación me-
dia, y quienes pueden hacerlo se enfrentan a un sistema he-
terogéneo.

Es evidente que nuestro país reclama de nuevas políticas y
estrategias que estimulen la búsqueda de opciones educati-
vas para 45 por ciento de los jóvenes que no logran incor-
porarse al nivel medio superior.

Estamos a tiempo de generar las condiciones para que
nuestro país cuente con un instrumento eficaz de combate
a la pobreza, un instrumento de equidad, de generación de
recursos humanos y de competitividad.

La educación debe concebirse como un proceso integral
que acompaña al ser humano durante toda la vida. Por ello,
es fundamental que en una etapa tan compleja, como es la
adolescencia, los jóvenes de 15 o 16 años no se enfrenten
con la inexistencia de oportunidades para continuar sus es-
tudios y preparación académica para la vida.

La realidad del país nos muestra que el día de hoy sola-
mente 4 de cada 10 jóvenes pueden acceder a la educación
media superior, en cualquiera de sus modalidades; si con-
sideramos que este nivel educativo constituye la antesala,
la puerta de entrada a la educación superior, podemos apre-
ciar la dimensión del problema que tal situación represen-
ta para la aspiración de construir un país con mayores y
crecientes niveles de desarrollo, educación, distribución de
la riqueza y participación democrática.

Sin una educación integral es imposible construir el Méxi-
co que reclaman nuestros niños y jóvenes.
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No se puede dejar de mencionar el aspecto social que la
falta de espacios educativos para más de la mitad de los jó-
venes que en nuestro país reclaman sus oportunidades.

Si la educación pública del siglo XXI no contribuye a la su-
peración de la pobreza, al combate a la ilegalidad, al forta-
lecimiento de la democracia, a la defensa del medio am-
biente, a la creación de empleos, a la generación de
riqueza, a vincular al mexicano con la era tecnológica y del
conocimiento, de poco nos servirá.

Nueva Alianza celebra que hayamos sido capaces de cons-
truir los consensos para elevar a rango constitucional la
obligatoriedad de la educación media superior.

Reconocemos los esfuerzos emprendidos y estamos cons-
cientes de que en un contexto cada vez más competitivo es
necesario plantear nuevas medidas de política pública, en-
caminadas a perfeccionar nuestro sistema educativo.

Nueva Alianza se compromete a luchar para que la educa-
ción que se imparta sea de calidad, transparencia y rendi-
ción de cuentas; que se vincule a la sociedad con su propia
educación en aras de promover condiciones de igualdad y
equidad en el acceso y la permanencia en el sistema edu-
cativo.

Felicidades, compañeros. Ojalá que esta decisión le dé a
México la oportunidad que están esperando sus jóvenes y
sus nuevas generaciones.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputada Silvia Luna. Tiene el uso de la palabra el di-
putado Manuel Portilla Diéguez, en nombre del grupo par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Manuel Portilla Diéguez: Con su permiso,
presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Ade-
lante.

El diputado Manuel Portilla Diéguez: Compañeras dipu-
tadas y compañeros diputados, quisiera comenzar mi inter-
vención señalando la omisión de las comisiones unidas a la
propuesta del partido en educación ambiental, que venimos
haciendo, no en esta Legislatura, sino en varias legislaturas
anteriores y que desgraciadamente se hizo caso omiso una
vez más.

La educación debe ser considerada como factor de desa-
rrollo económico para cualquier país, debido a que la in-
versión en capital humano se ve reflejado en el bienestar
social, sin embargo, en la actualidad las necesidades de la
población a nivel global han provocado una sobreexplota-
ción de los recursos naturales, atentando con la satisfacción
de las presentes y futuras generaciones.

Por tanto, es indiscutible el establecimiento de un modelo
educativo que fomente un desarrollo sustentable que no
ponga en peligro los recursos naturales y que sostengan los
procesos ecológicos que sustentan la vida en el planeta.

Asimismo, la aportación hecha por el Partido Verde en el
espíritu del dictamen que está a discusión tiene como fina-
lidad establecer como derecho constitucional el de recibir
una educación que fomente la conciencia ambiental, tanto
del concepto de individuo y sociedad en el ciudadano y en
su entorno.

La educación ambiental contribuye al conocimiento de la
población, desde temprana edad, al manejo y conservación
de los recursos naturales, así como la concientización de la
gente sobre la problemática del deterioro del medio am-
biente y la búsqueda de opciones para convivir con la na-
turaleza, sin detener el desarrollo económico de un país.

Esta formación académica cimentará valores, aptitudes y
actitudes para comprender la interrelación del hombre y su
entorno natural.

Este modelo educativo debe capacitar a los maestros sobre
temas de fundamentos de ecología, geología, meteorología,
geografía, física, botánica, química, física, así como temas
de protección civil en caso de desastres naturales. Estos co-
nocimientos en el educando derivan de un mayor criterio
del ciudadano del medio ambiente y las repercusiones que
conllevan en sí su deterioro.

Los inicios del tema de educación ambiental como tal, tie-
nen su primera expresión formal en 1968, con la creación
del Consejo de Educación Ambiental, de la Universidad de
Reading, Inglaterra.

Del mismo modo, en 1972 se estableció el principio 19, en
Estocolmo, Suecia, donde la comunidad internacional
coincidió en la necesidad de una educación en valores am-
bientales, dirigida tanto a las generaciones jóvenes como a
las de adultos, y que preste la debida atención al sector de
la población menos privilegiada, para ensanchar las bases
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de una opinión pública bien informada, y de una conducta
de los individuos, de las empresas y de las colectividades
inspirada en el sentido de su responsabilidad en cuanto a la
protección y mejoramiento del medio ambiente en toda su
dimensión humana.

Es también esencial que los medios de comunicación de
masas eviten contribuir al deterioro del medio humano y
difundan, por el contrario, información de carácter educa-
tivo sobre la necesidad de protegerlo y mejorarlo a fin de
que el hombre pueda desarrollarse en todos los aspectos de
su vida.

Este proceso educativo lleva un proceso a mediano plazo y
comienza desde la transmisión de conocimientos y valores
en las familias, así como en la influencia de medios masi-
vos de información y los sistemas formales de escolariza-
ción. 

Aunado a esto, el modelo educativo del desarrollo susten-
table contribuye en el medio ambiente rural, en la labor de
concientización sobre problemas ambientales y el cuidado
del entorno, derivando en un papel protagonista del pobla-
dor rural en la intervención activa de las decisiones sobre
la gestión de nuestros recursos naturales.

Indistintamente, es nuestro deber y responsabilidad, como
tenedores de la actividad legislativa de la nación, garanti-
zar el acceso a la educación desde preescolar hasta la me-
dia superior, para elevar la calidad de vida de la población
y dinamizar el desarrollo del país.

En nuestras manos está el erradicar de una vez por todas el
rezago educativo, así como elevar la calidad de la educa-
ción impartida mediante los sistemas de evaluación y el
impulso al progreso tecnológico y científico.

No debemos permitir que cada vez más niños se queden sin
asistir a la escuela; además de que es el momento de elevar
la calidad de la educación, ya que según datos de la OCDE,
nuestro país se encuentra en el último lugar en este sector.

De no aprobar lo antes posible una reforma en esa materia,
estaremos propiciando severos riesgos al desarrollo del país
y estaremos, además, impidiendo que el Estado asuma ple-
namente su obligación con la población.

El Grupo Parlamentario del Partido Verde votará a favor de
este dictamen con la intención de elevar la calidad de vida
de la población, mediante garantizar el derecho a recibir

educación con un enfoque de los ciudadanos, de su entor-
no y aprovechamiento sustentable de los recursos natura-
les. Es cuanto, presidente, muchas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Manuel Portilla. Se concede la palabra al di-
putado Sergio Sandoval Paredes, por el Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Sergio Sandoval Paredes: Con su permiso,
diputado presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Ade-
lante.

El diputado Sergio Sandoval Paredes: El Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, por mi
conducto, se pronuncia a favor del dictamen sobre la ini-
ciativa que reforma y adiciona los artículos 3o. y 31 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
cual pretende, debido a la importancia que tiene la educa-
ción en el desarrollo del país, posicionarla como eje del
desarrollo nacional, estableciendo que habrá una política
de Estado en materia educativa, así como elevar a rango
constitucional la obligatoriedad de la educación media su-
perior.

Por otro lado, plantea fortalecer las atribuciones del Ejecu-
tivo federal para el establecimiento de los planes y progra-
mas de estudio en educación media superior y promover el
crecimiento sistemático de la cobertura en educación me-
dia superior.

Es importante señalar que la educación como proceso de
formación de las nuevas generaciones resulta un elemento
fundamental para una sociedad que aspira a lograr ciuda-
danos que impulsen el desarrollo. Es necesario apoyar un
sistema educativo escolar sistematizado dirigido a la for-
mación social de las nuevas generaciones para hacer de la
enseñanza la herramienta fundamental de nuestro futuro.

En nuestro país la calidad educativa e infraestructura con-
tinúan siendo preocupación, ya que los beneficios de la
educación siguen siendo distribuidos de forma inequitativa
en las diferentes regiones del país.

Debemos reconocer que los problemas educativos que vi-
ve México hoy en día, no se resuelven solo con la asigna-
ción de mayores recursos económicos, ya que si bien el
gasto en este rubro ha sido mayor al de años anteriores, es-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 11 de diciembre de 2008305



to no ha resuelto el grave problema del rezago educativo
que enfrenta el país a nivel mundial, por lo que es urgente
buscar mecanismos alternos que nos permitan mejorar la
calidad de la educación a nivel nacional.

Si bien es cierto que el gobierno mexicano debe buscar los
mecanismos que brinden atención a los problemas más
sentidos de la sociedad, es menester de nosotros, los legis-
ladores, que impulsemos desde este recinto el desarrollo de
un tema de vital importancia para el desarrollo de la nación
como lo es la educación.

Por ello, los exhorto a apoyar esta iniciativa en aras de
ofrecer a los millones de mexicanos que asisten a una es-
cuela, el que cuenten con una educación eficiente y de ca-
lidad, convirtiéndola paulatinamente en una de mejor ni-
vel.

Compañeras y compañeros, hay que recordar que una edu-
cación de calidad es fundamental para dotar a las personas
de las aptitudes necesarias para competir globalmente, ele-
var la productividad y mejorar el nivel de vida. Por lo que
debido a su importancia en el desarrollo del país la educa-
ción debe estar bajo un constante análisis y escrutinio pú-
blico para identificar las deficiencias de la misma y buscar
las condiciones que permitan mejorarla.

Hoy con la aprobación de este dictamen estaremos contri-
buyendo a mitigar las necesidades educativas y deficien-
cias con las que cuenta nuestro sistema educativo tanto a
nivel nacional como internacional.

No podemos olvidar que una sociedad con mayor nivel de
educación es una sociedad más organizada, capaz de llevar
las riendas de su destino. Lo que en resumidas cuentas no
es más que otra forma de fortalecer la democracia y asegu-
rar un mayor bienestar para todas y todos los mexicanos.

La educación es de vital importancia para el desarrollo de
México. Por ello los invito a que se sumen a este proyecto,
ya que cada niña y cada niño mexicano tienen derecho a re-
cibir una educación de calidad y a gozar de los beneficios
que de ésta derivan. Muchas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Sandoval Paredes. Tiene el uso de la tribuna
la diputada María Gabriela González Martínez, en nombre
del Grupo Parlamentario de Acción Nacional.

La diputada María Gabriela González Martínez: Con
su permiso, diputado presidente. Hago uso de la tribuna pa-
ra fijar la posición del Partido Acción Nacional.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, la
Constitución de 1917 estableció en el artículo 3o. de la
Carta Magna el derecho de todos los mexicanos a recibir
educación por parte del Estado.

La educación pública en México, además de ser gratuita y
laica, ha tenido como aspiración preparar a las personas pa-
ra enfrentar la vida en libertad, partiendo del valor cívico
de la responsabilidad y desarrollando a plenitud las facul-
tades humanas. Entonces como ahora, corresponde al Esta-
do junto con la sociedad, trabajar para que se cumpla esa
premisa.

A través de los años y de las diferentes administraciones se
han registrado importantes avances en materia educativa;
se ha conseguido una cobertura considerable en educación
primaria y una tasa creciente de expansión en los niveles de
secundaria, media superior y superior.

Además, se ha fortalecido el sistema educativo a partir de
cambios institucionales, como la introducción de la carrera
magisterial en educación básica y los consejos de partici-
pación social en las escuelas.

Naturalmente es necesario evaluar y fortalecer éstos y otros
instrumentos y políticas de educación, pues los elementos
principales de una reforma educativa a plenitud están aún
por venir.

Los diputados integrantes de las Comisiones Unidas de
Puntos Constitucionales, y de Educación Pública y de Ser-
vicios Educativos trabajamos en el análisis de las diferen-
tes propuestas de reforma y adiciones al artículo 3o. cons-
titucional, presentadas por los grupos parlamentarios
representados en esta soberanía.

Es así que hoy podemos estar seguros de que el dictamen
que se pone a consideración forma parte de las grandes
transformaciones que en materia educativa se deben llevar
a cabo.

En un mundo cada vez más competitivo, todos los actores
sociales, incluidos el Estado, los maestros y los padres de
familia, coinciden en que el conocimiento sea transforma-
do en el sector más importante para incrementar la compe-
titividad del país.
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Por ello, uno de los objetivos fundamentales de las refor-
mas planteadas es fortalecer las capacidades de los mexi-
canos mediante la provisión de una educación suficiente y
de calidad, tratando de concentrar los esfuerzos nacionales
en el logro de una profunda transformación cultural y so-
cial de la población.

La reforma al artículo 3o. constitucional es una responsa-
bilidad legislativa que ha sido tarea pendiente de muchas
legislaturas. Congruente con el Plan Nacional de Desarro-
llo, la educación será el eje fundamental del desarrollo na-
cional, ello se refiere, primordialmente, que para mejorar
las condiciones de vida de los más pobres, y en general de
las comunidades, la mejor vía es una política educativa só-
lida y permanente, con acciones coordinadas y con el tra-
bajo conjunto de los sectores público y privado para lograr
avances efectivos hacia el acceso universal de los mexica-
nos a los servicios de una educación de calidad.

Una de las principales modificaciones es la referida a la
obligatoriedad de la educación media superior, de manera
que con ello se propicia el crecimiento gradual en la co-
bertura con criterios de calidad y equidad. Asimismo, se
contribuye de manera muy importante a la consolidación
de la reforma integral en este nivel.

Esta reforma coadyuvará a la suma de esfuerzos entre los
diferentes poderes, para desarrollar una profunda mejora
en la cobertura, calidad y equidad de la educación media
superior, toda vez que facilita un sólido compromiso por
parte de las autoridades educativas.

Asimismo, y toda vez que la educación es el principal mo-
tor de crecimiento y desarrollo de cualquier país, se tuvo
especial cuidado e interés en impulsar una reforma que
promueva la educación integral de las personas.

Por ello, se incluyó, como fin de la educación, el respeto a
los derechos humanos, a la no discriminación y a la paz co-
mo valores indispensables de formación cívica y ética, que
coadyuven a la consolidación de una sociedad efectiva-
mente democrática, donde la solidaridad, la tolerancia y el
respeto a las diferencias sea universal.

Otras de las grandes preocupaciones nacionales e interna-
cionales ha sido el cuidado del medio ambiente, mismo que
se incorpora al texto constitucional como criterio rector de
la educación. La protección del ambiente constituye una
parte integral en la formación cultural de la niñez y la ju-
ventud.

Los educandos deben construir valores y adquirir conoci-
mientos y actitudes orientadas a la defensa y comprensión
del ambiente, para prever problemas y garantizar una me-
jor vida a través del desarrollo sustentable de los recursos.

Asimismo, todos podemos recordar los dolorosos conflic-
tos surgidos en nuestro país y en el mundo bajo el manto
de ideas y concepciones racistas y discriminatorias. En ese
sentido, la reforma que nos ocupa incorpora entre los crite-
rios de la educación el respeto por la diversidad cultural, la
igualdad de los derechos de todas las personas y todos los
pueblos, sin distinción o privilegio alguno, como factor de
cohesión social.

Asimismo, la mayor parte de los pueblos indígenas figuran
en el mapa de la pobreza de México. Por ello, y con el ob-
jeto de subsanar esa diferencia, se propone que la educa-
ción preescolar y primaria que se imparta a los miembros
de los pueblos indígenas sea bilingüe, para hacer más ac-
cesible a la educación a este grupo poblacional, y cerrar la
brecha de rezago que presentan.

Como antes mencioné, la educación es un gran motor para
estimular el crecimiento económico, mejorar la competiti-
vidad e impulsar la innovación, para esto los programas de
estudio deben ser flexibles y acordes a las necesidades
cambiantes del sector productivo y a las expectativas de la
sociedad. Deben reflejar el ritmo acelerado del desarrollo
científico y tecnológico, y los contenidos de la enseñanza
requieren ser capaces de incorporar el conocimiento que se
genera constantemente gracias a las nuevas tecnologías de
información.

En respuesta a ello, se incluyó que dichos avances científi-
cos y tecnológicos serán no sólo promovidos e impulsados
por el Estado, sino que formarán parte del criterio orienta-
dor de la educación.

Estas modificaciones al texto constitucional tienen como fin
y aspiración generar que el derecho a la educación consa-
grado en el artículo 3o. sea un puente para reducir las des-
igualdades regionales de género y el de grupos sociales, ge-
nerar mayores oportunidades educativas, elevar la calidad
educativa orientada al desarrollo de competencias, fortalecer
el acceso y la permanencia en el sistema de enseñanza me-
dia superior, impulsar el desarrollo y utilización de nuevas
tecnologías en el sistema educativo para apoyar la inserción
de los estudiantes en la sociedad del conocimiento, ampliar
sus capacidades para la vida y promover la educación inte-
gral de las personas en todo el sistema educativo.
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El Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional desea
destacar y reconocer el trabajo al interior de las comisiones
dictaminadoras, donde con responsabilidad y congruencia
con la política educativa se privilegió la intención de con-
tribuir al mejoramiento de los servicios educativos y sentar
las bases del cambio hacia el éxito que debemos recorrer
como país. Por su atención, muchas gracias.

Presidencia del diputado
César Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputada. A continuación tiene el uso de la palabra el señor
diputado Juan José Rodríguez Prats, en contra.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Señor Presiden-
te, iniciaría yo por solicitarle la mayor tolerancia en el
tiempo. No me quiero cobijar en el artículo 103. Estamos
discutiendo el artículo 3o. constitucional, señores legisla-
dores; estamos discutiendo uno de los artículos claves de
nuestra Constitución y que me perdone el señor diputado
Tonatiuh Bravo, quien habla de que se ha trabajado por
más de un año este dictamen que está hecho sobre las rodi-
llas.

Este dictamen está incurriendo en graves fallas jurídicas,
como estoy dispuesto a probarlo con los siguientes 10 ar-
gumentos.

Creo, señores, que esta legislatura no se ha caracterizado
por su trabajo eficiente. Creo que hemos hecho muchas re-
formas precipitadamente y hemos caído en la degradación
y en toda mi experiencia parlamentaria, no lo había vivido,
de legislar por trueque: tú me apruebas esta iniciativa, yo te
apruebo esta iniciativa; y no se analizan las iniciativas en
sus méritos, en su contenido ni en su trascendencia.

Hace unos meses yo aquí di un voto particular y mi parti-
do me autorizó, al igual que ahora —y le agradezco mucho
a mi partido ese respeto a mi libertad— y aprobamos una
reforma constitucional totalmente antijurídica en donde se
disminuía la edad para aspirar a gobernador del estado,
violando la autonomía de los estados, consagrado en el ar-
tículo 39.

Y hoy invitaría yo a los representantes de Campeche, que
vengan a decirme si no es cierto, ahí anda Alejandro Mo-
reno, prostituyendo a la ciudadanía, gastando 3 millones de
pesos mensuales en obsequios, en regalos para buscar
adeptos.

Y eso, señores, derivó de una reforma constitucional que
aquí se aprobó. Vean las consecuencias de hacer las cosas
con ligereza y con este intercambio obsceno y totalmente
fuera de los requisitos profesionales que nos exige nuestro
trabajo.

¿Para qué sirve el derecho? Segundo argumento. ¿Para qué
sirve el derecho? Señores, el derecho está plasmando mu-
chas de las cosas que la realidad ha validado. El derecho
tiene dos ingredientes: una realidad con la que estamos in-
conformes, pero una posibilidad efectiva de cambio. La
norma jurídica tiene que ser efectiva, porque produce efec-
tos, eficaz y eficiente. Y aquí simplemente es una declara-
ción, es una proclama, no es una norma jurídica y mucho
menos que deba formar parte del texto constitucional.

Desde luego que todos coincidimos en que debe llevarse la
educación media —y, por qué no, la superior también; por
qué no la universidad también— a todos los rincones del
país. Pero esto es Plan Nacional de Desarrollo, esto es po-
lítica pública no norma jurídica. Que quede bien clara esa
distinción.

Efectivamente, en el Constituyente del 17 se incorporó en
el 3o. la primaria obligatoria; se venía de una revolución,
el Congreso del 17 estaba eufórico y tenía que llevar reali-
zaciones específicas y concretas. Hoy, esto definitivamen-
te no se justifica en las condiciones actuales.

Repito, es parte de políticas públicas, es parte del Plan Na-
cional de Desarrollo. No es norma jurídica. Es proyecto y
la Constitución debe dejar de ser proyecto para convertirse
simplemente en norma jurídica que se respete. Por algo se
ha relajado la observancia del derecho mexicano, porque
jugamos con él, porque nos refugiamos en nuestros anhe-
los y en nuestras esperanzas, y eso ha deteriorado al estado
de derecho.

El Partido Acción Nacional, desde su origen, señaló que
había una distancia entre el México real y el México legal.
Esa distancia, ese vacío, permite corrupción. Esa distancia
permite que se pierda la confianza, que es un valor funda-
mental de una democracia, en la norma jurídica.

Aquí ya se dijo: se está cubriendo 40 por ciento. Cómo se
va a cubrir el otro 60 por ciento. ¿Por qué se modifica la
Constitución?

Señores, hace muchos años hubo un congreso convocado
por el Instituto de Investigaciones Jurídicas, asistieron los
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más destacados constitucionalistas y Eduardo Andrade se-
ñaló algo sobre lo que giró todo el Congreso. No, no re-
querimos una nueva constitución —decía Eduardo Andra-
de—, requerimos una nueva constitucionalidad, y eso qué
implica: respeto a la Constitución, una nueva cultura para
tener un derecho que, mediante su lectura sí identifiquemos
al México en el que vivimos.

Yo les invito a un ejercicio. Viene un viajero del extranje-
ro. En lugar de comprarse la Guía Roji, se compra una
Constitución, se encierra en su cuarto y lee la Constitución
y dice: qué país maravilloso, qué división de poderes, qué
lucha de partidos. Aquí todo mundo come, aquí todo mun-
do tiene derecho a la vivienda, a la atención a la salud; aquí
todo mundo tiene derecho a estar seguro y a gozar de cier-
tas garantías.

Sale, toma el primer taxi y en la esquina se encuentra con
el trágico drama de la realidad: niños que no deben traba-
jar —la Constitución lo prohíbe—, menores de edad lim-
piándole el vidrio y pidiéndole los centavos. No, señores,
mediante este tipo de reformas no transformamos a Méxi-
co.

Manuel Gómez Morín lo dijo en una entrevista famosa que
le hizo el matrimonio Wilkie: “No, yo no creo en las solu-
ciones declaratorias, sólo creo en las soluciones reales, que
conocen la realidad y la forma de modificarla”.

Un gran jurista dio una definición, tal vez la más breve y
más concisa de lo que es una Constitución, y lo dijo con las
siguientes palabras: “la Constitución viviente, la Constitu-
ción viviente es la experiencia cotidiana de las normas”.
Ahí está nuestro deber “la experiencia cotidiana de las nor-
mas”.

Un jurista, Zagrebelsky, italiano, conforme a la nueva co-
rriente de derecho constitucional. La nueva corriente de de-
recho constitucional dice: “Ya basta de que la Constitución
sean proclamas, sean buenos deseos, sean anhelos. Toda
norma, si no está instrumentada su observancia no debe
plasmarse en el texto, en los códigos correspondientes”.

Sexto. Recientemente también se hizo un estudio de cuáles
eran los países que atraían inversiones, y los grandes em-
presarios, los grandes financieros calificaban a cada país:
primero, gobernabilidad; evidentemente, seguridad; segun-
do, sistema financiero; tercero, infraestructura legal.

Y de 134 países analizados México ocupó, por su mal de-
recho, el lugar 111. Y nosotros no estamos ayudando a per-
feccionar el derecho. Estamos contribuyendo a su deterio-
ro. Y me voy a la técnica jurídica. Se dice que las leyes o
la elaboración de las leyes es costosa y exige mucho tiem-
po y trabajo. Las consecuencias de cada ley son imprevisi-
bles, y la capacidad de aceptación de los destinatarios es li-
mitada, por lo que el número de leyes ha de limitarse a lo
más esencial, su utilidad ha de medirse por el bien común.

Otra conclusión a la que se ha llegado, de legisladores en
el mundo: “Las leyes deben ser generales, promulgadas, no
retroactivas, claras y comprensibles, libres de contradic-
ciones, de posible cumplimiento”. De posible cumplimien-
to. Estamos metiendo en la Constitución un artículo que sa-
bemos que no va a ser cumplido e inclusive nos decimos,
en el quinto transitorio, que cuando haya presupuesto,
cuando se coordinen los partidos, los niveles de gobierno.
Ya referiré a éste tema más adelante.

El diputado Isidro Pedraza Chávez (desde la curul): Que
también vivienda es lo que cuenta.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Sí claro, son
errores. Sí, no es derecho el derecho a la vivienda. ¿Cuán-
tos mexicanos hay sin vivienda? ¿Cuántas viviendas se
construyeron con la reforma constitucional? Bueno, no en-
gañemos a la gente, no hagamos demagogia con el dere-
cho, diputado. Los enemigos más graves del derecho son la
simulación, la ficción y la manipulación, la ambigüedad. Y
aquí estamos simulando.

Y yo apelaría, ya que me provoca usted. Yo apelaría, señor
diputado…

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Permíta-
me, señor diputado

El diputado Juan José Rodríguez Prats: ... a la con-
gruencia del PRD.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Permíta-
me, señor diputado Rodríguez Prats. Sonido a la curul.
¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Miguel Ángel Solares Chávez (desde la cu-
rul): Señor, presidente, con todo respeto, si podría usted
pedirle al orador que sea respetuoso del tiempo que se asig-
na a cada orador, porque, digo, el diputado ya lleva ahí 12
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minutos, cuando al resto de los oradores se les ha concedi-
do solamente 5 minutos.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado Solares. Continúe y concluya, por favor, diputado
Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: La incongruen-
cia del PRD…

Diputado Tonatiuh Bravo, usted votó porque el Estado si-
ga invirtiendo en refinación, y ahora le encarga usted al Es-
tado que también invierta en educación media, ¿cuál es la
prioridad para usted? Señor diputado, usted votó en contra
del impuesto a la gasolina y del impuesto al IETU o el IE-
TU, y ahora se le carga más al Estado. 

¿Qué se busca? Carguemos al Estado todas las tareas. To-
das las obligaciones, pero no le demos instrumentos para
realizar esas tareas. Eso, diputado, aquí en su tierra, en Ja-
lisco, en Tabasco, donde sea, eso es demagogia.

Octavio Paz…

Con mucho gusto acepto interpelaciones, con mucho gus-
to. Con mucho gusto, órale, con mucho gusto.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Permíta-
me, diputado; permítame. Concluya, por favor, compañero
diputado Rodríguez Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Gracias.

Lean El laberinto de la soledad de Octavio Paz. Lean el li-
bro precursor de El laberinto de la soledad, de Samuel Ra-
mos: El perfil del hombre y la cultura en México. O de
Santiago Ramírez, El mexicano, psicología de sus motiva-
ciones.

Nos encanta escaparnos de la realidad, nos encanta el au-
toengaño; eso es contrario al más elemental pensamiento
de izquierda. Ésos que se dicen de izquierda, que no sé a
veces qué entienden por izquierda. Ahí van a encontrar mu-
cha explicación de ésto que no es derecho, no es norma ju-
rídica.

Noveno. El Congreso hoy. Efectivamente antes venían las
iniciativas del Ejecutivo y tenían un poco más de cuidado
los grupos jurídicos del Ejecutivo; hoy salen del legislati-

vo. Pero, desafortunadamente, hay que decirlo: hemos con-
fundido los fines y las funciones del derecho.

Voy a mencionar ya en el texto varias cuestiones que son,
verdaderamente lamentables. En el artículo 3o., en la ini-
ciativa dice: “El Estado, federación...”. La federación so-
mos todos.

Debió haber dicho: “El gobierno federal, los estados y los
municipios impartirán educación desde la preescolar hasta
la media superior”; y las instituciones de educación supe-
rior que son del Estado, pero, aquí viene una pregunta:
¿cuándo?

Y señores, ésta es una belleza, esto sí verdaderamente abre
toda una posibilidad en el derecho; el artículo quinto tran-
sitorio dice: “La obligatoriedad del Estado de garantizar el
acceso a la educación media superior a todos los estudian-
tes en edad de cursarla, se realizará de manera gradual y
creciente, en diversas modalidades, con calidad y pertinen-
cia, con la concurrencia presupuestal de la federación y en-
tidad federativa, y en los términos establecidos en el Plan
Nacional de Desarrollo y el programa sectorial de educa-
ción vigente”.

Cuando estudiamos derecho, en el primer curso, el de in-
troducción, se dice que hay dos formas en que una ley ini-
cia su vigencia. Y en esto le agradezco a Eduardo Sánchez
y a César Camacho, que les consulté y me orientaron ade-
cuadamente, diciendo que solamente hay dos formas: lo
que le llaman la forma sincrónica, que es que en un solo día
entra una ley en vigencia; y la forma sucesiva, que es a tra-
vés de los días.

Resulta que esta garantía no entra en vigencia nunca, cuan-
do se pueda, cuando haya presupuesto; una garantía cons-
titucional reforma al 3o. constitucional que depende de su
observancia de una condición incierta.

Señores, eso es elemental. Yo les suplico: recapaciten. Yo
voy a votar en contra, desde luego, y respeto a mi grupo,
pero recapaciten. Hoy ni siquiera llegamos a 300 diputa-
dos.

Nos acaban de mandar hace unos minutos, o segundos, el
proyecto, la iniciativa, el dictamen. Y vamos a modificar el
3o. constitucional no al cuarto para las doce, sino a las do-
ce de la noche. Sinceramente, señores, asumamos con más
responsabilidad, nuestro trabajo.
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Y, por último —y no por ello menos importante—, creo,
señores, que una democracia se consolida fortaleciendo al
ciudadano y haciendo énfasis en los deberes, y aquí le he-
mos dado prioridad a los derechos. Somos un país de acre-
edores, todos tenemos derecho a algo y no insistimos en los
deberes.

¿Cómo va a salir el país frente a los retos del futuro que se
avecinan con enorme peligro y riesgo, con este tipo de ar-
tículos? Éstas son reformas inocuas, señores. Éstas son re-
formas que no modifican nada.

¿Por qué no vemos la Ley Federal del Trabajo? La Ley Fe-
deral del Trabajo está impidiendo que se genere empleo. La
Ley Federal del Trabajo que un gran mexicano, Carlos
Abascal, logró acuerdos; y la firmó el PRI y el PAN, y la
firmaron sindicatos, y la firmaron líderes y patrones. Ahí
está durmiendo el sueño de los justos, ni siquiera ha sido
dictaminada. Ésa sí es una ley necesaria.

Yo por todas estas razones, y lo hago a título personal y ba-
jo mi propia responsabilidad, votaré en contra, votaré en
contra porque mi conciencia me lo indica y porque mi dig-
nidad me lo exige. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado. Tiene el uso de la palabra el diputado Octavio
Martínez Vargas, en pro.

El diputado Octavio Martínez Vargas: Con su permiso,
compañero presidente.

Demagogia seguramente fue el elemento sustantivo que
existió en el Constituyente del 17 para inicialmente esta-
blecer en nuestra Constitución que el Estado de manera
obligatoria diera la educación primaria; demagogia segura-
mente fue que posteriormente el Constituyente Permanen-
te estableciera la obligación de otorgar la secundaria e in-
corporarlo a la educación básica.

Por supuesto que no compartimos la idea, esta discusión es
de la mayor relevancia, es quizá de los temas más sustanti-
vos que esta Legislatura esté discutiendo y muy probable-
mente aprobando.

¿Cuál es el estado de cosas en nuestro país? Tenemos a jó-
venes en todo el país, a lo largo y ancho. De 13 a 20 años,
6 de cada 10 jóvenes que terminan la secundaria no conti-
núan estudiando. ¿Por qué no estudian? Porque no tienen
para pagar una colegiatura, porque casualmente en las últi-

mas décadas el negocio de la educación privada ha sido
uno de los negocios más abundantes y de mayor diversifi-
cación. No siempre, por cierto, otorgando la mejor calidad
ni los mejores servicios y tenemos a jóvenes que no tienen
acceso a la educación media superior.

Pero para agregar más elementos, encontramos que en los
reclusorios de todo el país, pero particularmente en la zona
metropolitana, la población es de jóvenes, muchos meno-
res de 30 años, en donde 6 de cada 10 internos procesados
y sentenciados son adolescentes, son jóvenes que no tuvie-
ron casualmente acceso a la educación media superior y
mucho menos a la educación superior.

Por supuesto que el transitorio habla que será de manera
progresiva y de acuerdo con lo que establezcan las condi-
ciones de las entidades federativas del Distrito Federal y de
los municipios, como se tiene que hacer todo en este país.

Yo estoy seguro que este tema, el tema de hacer obligato-
ria en nuestra Constitución la educación media superior, es
sin duda un elemento que todos los grupos parlamentarios,
que todos los legisladores y las legisladoras tendremos que
aportar como instrumento, como herramienta para el desa-
rrollo educativo, para el desarrollo cultural y para el pro-
greso de todas y todos los mexicanos que representamos.

Por eso nuestro grupo parlamentario, el Partido de la Re-
volución Democrática, va a votar a favor este dictamen que
viene de comisiones unidas de Puntos Constitucionales y
de Educación, porque consideramos que todos los inte-
grantes que votaron a favor, fueron visionarios progresistas
y aportan instrumentos importantísimos para que los ado-
lescentes que terminan la secundaria tengan, de manera im-
portante, garantizado de manera progresiva su acceso a dis-
frutar y a conocer lo que establece el calendario educativo
de la educación media superior.

Estamos convencidos de que esta decisión va a contribuir
a una mejor formación, a una mejor calidad de vida, a te-
ner mayores conocimiento y no a orillarlos a las conductas
antisociales, no orillarlos a que formen parte de lo que hoy
estamos viendo: la comunidad penitenciaria, la comunidad
procesada y sentenciada en nuestro país, y estar viendo a
jóvenes delinquiendo; jóvenes sin alternativas, jóvenes sin
oportunidades que les brinde el Estado mexicano.

Yo saludo este dictamen y estoy seguro que todas y todos,
o la mayoría de los legisladores aquí presentes, todos pro-
gresistas con este gran tema que es la educación, habremos
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de votar a favor. Resumo: estamos dando —esta sobera-
nía— un instrumento importantísimo para el desarrollo
educativo, cultural del pueblo de México. Por su atención,
muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor diputado don Octavio Martínez Vargas.

Se concede el uso de la palabra al diputado Sergio Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del PRD, en favor del dicta-
men.

El diputado Sergio Hernández Hernández: Desde que
discutimos este tema en la Comisión de Educación, todos
los grupos parlamentarios depositamos sin lugar a dudas
nuestro mejor esfuerzo. Puedo afirmar, en esta tribuna, que
ésta será una de las reformas que mayor consenso tengan y
que será una de las mejores aportaciones al país de la LX
Legislatura.

No voy a repetir todo lo que aquí ya, en bien de esta ini-
ciativa, de este decreto, han expresado los diferentes gru-
pos parlamentarios. Solamente diría que esta será una de
las mejores decisiones por el bienestar de los jóvenes y el
desarrollo de nuestro país.

Aprovecho la oportunidad para felicitar a todos los inte-
grantes de la Comisión de Educación, a los coordinadores
de los grupos parlamentarios; y, desde luego —sin afán
partidista—, para reconocer el trabajo que ha desarrollado
el presidente de la Comisión de Educación, el diputado To-
natiuh Bravo. Nuestro reconocimiento y nuestra felicita-
ción. Vamos adelante, a aprobar este decreto.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
compañero diputado.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el dictamen.

La Secretaria Rosa Elia Romero Guzmán: Por instruc-
ciones de la Presidencia, en votación económica se consul-
ta a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido
el dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

La Presidencia informa a la asamblea que se han reserva-
do, para la discusión en lo particular, los siguientes artícu-
los del proyecto de decreto: 3o., fracción IV, y adición de
una fracción X, por el diputado Adrián Pedrozo Castillo.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
ocho minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, de los artículos no impugnados y con las
modificaciones aceptadas por la asamblea. Por cinco mi-
nutos, por petición general.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación, en
lo general y en lo particular, de los artículos no impugna-
dos del proyecto de decreto, con las modificaciones acep-
tadas por la asamblea.

(Votación)

Continúa abierto el sistema.

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz,
diputada Mercedes Morales Utrera.

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
Mercedes Morales Utrera, a favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Diputado Rolando Rivero Rivero.

El diputado Rolando Rivero Rivero (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se-
ñor presidente, se emitieron 299 votos en pro, 4 en contra
y 11 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
dos en lo general y en lo particular los artículos no im-
pugnados, por 299 votos. Hay mayoría calificada.
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Se concede el uso de la palabra al señor diputado Adrián
Pedrozo Castillo, quien ha reservado el artículo 3o., frac-
ción IV, y adición de una fracción X.

El diputado Adrián Pedrozo Castillo: Con su permiso,
diputado presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados. Hago uso
de la tribuna para hablar de un asunto que a millones de pa-
dres de familia les preocupa enormemente y este asunto es
el de la gratuidad de la educación; es decir, el derecho que
tiene todo mexicano y mexicana de recibir educación gra-
tuita por parte del Estado, por ser un derecho humano con-
sagrado en nuestra Carta Magna y en diversos ordena-
mientos internacionales protectores del derecho a la
educación.

Esta referencia viene a colación por la adición a dicha frac-
ción IV, que se hace en el dictamen a la reforma del artícu-
lo 3o. constitucional, en donde se propone que —y el cita-
do texto dice— “la ley establecerá mecanismos claros y
transparentes para fomentar la participación social en la
educación, así como para promover condiciones de igual-
dad y equidad en el acceso y permanencia en el sistema
educativo nacional”.

No nos preocupa oponernos a este planteamiento, pero en
el lugar apropiado para el propósito que se persigue. Es de-
cir, no estamos en contra de que aparezca este texto, pero
no nos parece adecuado en el lugar en donde está.

Como está puesto este planteamiento, es decir, en la frac-
ción IV, se presta a equivocaciones que pueden trastocar o
atentar contra la educación gratuita. Ya los padres de fami-
lia han vivido las presiones que se ejercen de las escuelas,
todos los días, para hacer obligatorias estas cooperaciones
que deberían ser voluntarias.

Ya hemos conocido cómo en las universidades se han vivi-
do conflictos largos y complicados como la huelga de la
UNAM de 1999, con el interés de establecer las cuotas vo-
luntarias a los estudiantes, y por ello es que nos parece de
suma importancia que podamos, por técnica jurídica, sepa-
rar esta redacción y ponerlo en uno diferente.

Decimos esto porque ha habido intentos de que, mediante
la participación social en la educación, se regule o se for-
malice el pago de cuotas escolares por parte de los padres
de familia, lo cual ha sido motivo de diversas quejas por los
padres de familia que se han acercado a esta soberanía y a

la propia Cámara de Senadores para acabar con este abuso
del cobro obligatorio de las cuotas escolares.

De quedar la redacción propuesta de la participación social
en la fracción IV, estaríamos abriendo la puerta para que se
obligue, mediante la ley, a establecer el pago de las cuotas,
aunque sean voluntarias. Esto no lo podemos permitir. No
podemos permitir afectar más aún la economía de los pa-
dres dejando estas puertas abiertas para que se puedan es-
tablecer cuotas escolares mediante la participación social.

No omito recordar que desde la Constitución de 1917 la
gratuidad educativa ha sido preservada en las seis reformas
del artículo 3o. constitucional, sin que se le haya hecho
ninguna adición.

Preguntamos: ¿por qué en dichas reformas al artículo se ha
dejado intocada dicha fracción tal como está en el actual
texto vigente? Es decir, señalando únicamente que toda la
educación que el Estado imparta será gratuita. Esto, valga
la redundancia, no es gratuito. Se ha dejado sin adición al-
guna, a efecto a evitar toda interpretación que pueda tras-
tocar o violentar la gratuidad educativa.

Por tanto, me permito proponer que la fracción IV quede
tal como se encuentra en el texto vigente, y que se adicio-
ne una fracción X, pero donde se dicte que será el Estado
quien determine los mecanismos claros y transparentes pa-
ra fomentar la participación social en la educación, así co-
mo para promover condiciones de igualdad y equidad en el
acceso y en la permanencia en el sistema educativo nacio-
nal.

Éste es el planteamiento, que como ustedes ven, no es con-
tradictorio, sino es de técnica jurídica para mayor claridad,
y nos parece que podría ser atendido por los diputados y di-
putadas de esta legislatura. Muchas gracias, por su aten-
ción.

Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, compañero diputado.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se aceptan a discu-
sión las modificaciones propuestas por el diputado Adrián
Pedrozo Castillo.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
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en votación económica, si se admite a discusión la modifi-
cación propuesta por el diputado Adrián Pedrozo Castillo.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: No se
acepta a discusión. Se desecha.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el artículo.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea si
se encuentra suficientemente discutido el artículo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cuatro minutos para proceder a la votación del artículo re-
servado, en los términos del dictamen.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cuatro minutos para proceder a la votación no-
minal del artículo.

(Votación)

¿Falta alguna diputada o algún diputado de emitir su voto?
Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

La diputada Mercedes Morales Utrera (desde la curul):
A favor.

El diputado Mario Alberto Salazar Madera (desde la
curul): A favor.

El diputado Enrique Iragorri Durán (desde la curul): A
favor.

El diputado Gerardo Buganza Salmerón (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Maricela Contreras Julián (desde la curul):
A favor.

La diputada María del Consuelo Argüelles Arellano
(desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se-
ñor presidente, se emitieron 261 votos en pro, 23 en contra
y 5 abstenciones.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do por 261 votos el artículo 3o. reservado, en sus térmi-
nos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 3o. y 31 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y deroga el artículo quinto transitorio del decreto
que adiciona el artículo 3o., párrafo primero, fraccio-
nes III, V y VI, y el artículo 31 en su fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.
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